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El  artículo  del  Licenciado  Marco  Augusto  Recinos 


La  Dirección  de  la  Gaceta  de  los  Tribunales,  consecuente  o 
lo.  atento  invitación  que  hace  a  los  intelectuales  del  país  poro 
que  colaboren  en  sus  páginas,  da  publicidad  al  artículo  del  abo- 
gado in  fieri  don  Marco  Augusto  Recinos,  cuyo  objetivo  es,  como 
puede  observarse,  hacer  una  gloso  — como  el  propio  autor  lo 
expone —  de  la  colaboración  que  proporcionara  el  Licenciado 
don  Carlos  Leónidas  Acevedo,  publicada  en  el  número  anterior. 

Lo  Dirección  expresa,  que  la  aceptación  que  da  a  los  tra- 
bajos que  se  le  envían,  no  tiene  más  finalidad  que  la  de  propor- 
cionar o  sus  lectores  el  valioso  concurso  de  los  estudios  o  expe- 
riencias de  las  personas  versadas  en  lo  materia  a  los  múltiples 
problemas  que  presentan  los  ciencias  jurídico-sociales. 


CRISIS  DEL  DERECHO  Y  NO  DEL  LEGALISMO 

por  MARCO  AUGUSTO  RECINOS. 


A  guisa  de  gimnasia  intelectual,  y  con 
el  propósito  de  fijar  mejor  los  conceptos, 
tendremos  el  atrevimiento  de  glosar  las 
ideas  vertidas  por  nuestro  distinguido  com- 
pañero Licenciado  Carlos  Leónidas  Aceve- 
do,  en  su  articulo  intitulado  "Crisis  del 
Legalismo"  publicado  en  el  último  número 
de  la  "Gaceta  de  los  Tribunales".  Deseamos 
o.ue  nuestra  Intervención  sea  interpretada 
honradamente,  sin  que  exista  por  lo  que  a 
nosotros  toca,  el  menor  deseo  de  exhibi- 
cionism.o  o  afán  de  controversia. 

Comienza  el  articulista  diciendo:  "No 
sin  sorpresa,  para  algunos  espíritus,  poco 
permeables  a  las  nuevas  orientaciones  del 
derecho,  se  está  registrando,  el  movimien- 
to que  se  ha  dado  en  llamar  "crisis  del  le- 
galismo", y  que  en  el  fondo,  no  es  7nás  que 
un  reajuste  de  los  conceptos  y  un  acerca- 
miento más  a  los  ideales  de  jtisticia". 
Creemos  realmente  que  las  personas  de 
alguna  cultura,  no  podrán  extrañarse  por 
el  reajuste  conceptual  a  que  se  refiere  el 
Licenciado  Acevedo  — reajuste  que  en 
nuestra  opinión,  es  algo  más  que  eso — ,  y 
menos  extrañeza  debe  causar  el  acerca- 
miento hacia  la  justicia  ideal,  con  sólo  que 
se  cuente  con  una  ligera  noción  del  des- 
arrollo histórico  de  las  instituciones  huma- 
nas. La  crisis  del  Derecho,  y  no  del  lega- 
lismo, se  ha  repetido  innumerables  veces 
en  la  historia,  en  virtud  de  que  la  esencia 
del  derecho,  su  objete  primordial,  y  acaso 
la  razón  fundamental  de  su  existencia,,  es 
realizar  el  orden  social,  cualquiera  que  este 
sea,  haciendo  posible  la  vida  colectiva.  Pe- 
ro es  natural  que  el  contenido  del  derecho 
escrito  o  no,  sea  variable  en  el  tiempo  y 
en  el  espacio,  y  por  eso  mismo,  el  orden  so- 
cial, o  sea  el  equilibrio  de  los  intereses  en- 
contrados, se  mantendrá  en  tanto  que  la 
norma  de  derecho  esté  de  acuerdo  con  la.s 
necesidades  y  la  evolución  del  ambiente 
físico  y  social.  Por  el  contrario,  si  esa  co- 
ordinación no  existe,  es  claro  que  la  revo- 


lución, la  anarquía,  o  sim.plemente  un  nue- 
vo estado  de  cosas,  llamarán  imperiosa- 
mente a  las  puertas  del  ordenamiento  ju- 
rídico establecido;  en  suma,  se  contempla- 
ra el  fenómeno  de  la  crisis  del  derecho. 

"En  efecto.  — ^expone  el  articulista — ,  la 
la  ley-,  que  es  por  decirlo  asi,  el  sostén  del 
orden  social  en  la  vida  de  los  pueblos,  si 
bien  sigue  siendo  profundamente  respeta- 
da, ya  no  reviste,  aquellos  caracteres  rígi- 
dos de  la  "ley  es  ley",  sino  que  se  amolda 
a  las  urgencias  de  la  vida  y  a  las  palpita- 
ciones del  momento.  Por  eso,  no  debe  ex- 
trañarnos en  manera  alguna,  que  a  cada 
poco,  las  leyes  se  cambien,  con  el  objeto  de 
ajustarías  en  la  medida  de  lo  posible,  a  las 
necesidades  sociales,  políticas  y  económicas 
df:  los  pueblos."  Aparte  de  la  antinomia  que 
fe  nota  en  esas  ideas,  ya  que  no  es  conce- 
bible cómo,  de  qué  manera,  pueda  ser  pro- 
fundamente respetada  una  ley  inadecuada 
al  medio  social  que  pretente  regir,  cuan- 
do es  lógico  que  modificadas  las  condicio- 
nes económiicas  y  sociales,  variadas  las 
instituciones,  el  derecho  necesariamente 
habrá  de  ponerse  a  tono  con  el  nuevo  or- 
den de  cosas,  para  poder  por  ese  único  me- 
dio realizar  su  misión  con  más  o  menos 
icioneidad;  no  debe  olvidarse  que  la  cri- 
sis del  derecho  surge  precisamente  cuando 
es  incapaz  de  mantener  la  paz  social;  el 
justo  equilibrio  entre  el  interés  de  las  cla- 
ses privilegiadas,  y  el  lógico  afán  de  los 
desposeídos  que  pretenden  mejorar  su 
condición,  obteniendo  una  nueva  regla  de 
derecho  que  les  concede  aquellos  privile- 
gios que  les  son  negados  por  la  regla  de 
derecho  en  vigor,  y  que  ha  sido  estimada 
por  ellos  como  injusta.  Se  tendrá  presen- 
te además,  que  como  lo  afirma  Vanni, 
'•para  la  eficacia  real  de  la  norma  jurídica 
además  de  su  valor  formal,  se  requiere  que 
encuentre  una  resonancia,  un  consenso, 
una  adhesión  espontánea  en  los  ánimos, 
requisitos  indispensables  en  el  proceso  sa- 
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no  y  normal  de  la  formación  del  derecho". 
Aceptadas  las  premisas  anteriores,  no  es 
arbitrario  pensar  que  la  causa  de  todas  las 
revoluciones  y  movimientos  sociales,  ha 
sido  en  esencia  la  misma.  Sin  remontar- 
nos a  edades  demasiado  alejadas  en  el 
tiempo,  es  razonable  creer  que  en  las  cri- 
sis históricas  de  los  Gracos  en  Roma,  la 
Reforma  deLutero,  el  movimiento  de  Cron- 
well  en  Inglaterra,  la  Revolución  France- 
sa, la  Independencia  de  América,  etcéte- 
ra, han  mediado  causas  similares:  luchar 
contra  los  privilegios  sancionados  por  el 
derecho  o  la  costumbre,  que  un  hombre  o 
un  grupo  de  hombres  consideraron  injustos. 

"En  donde  se  ha  acentuado  la  pugna 
entre  el  legalismo  y  el  derecho  en  sí.  es  en 
los  Tribunales  de  Justicia,  — ^Dice  el  Licen- 
ciado Acevedo —  porque  son  ellos  los  lla- 
mados a  aplicar  las  leyes,  y  muchas  veces 
las  aplican  con  repugnancia,  tratando  a 
renglón  seguido  de  encontrar  una  fórmula 
que  impida  la  consagración  de  los  fallos 
injustos."  Ahora  bien,  cabe  preguntar: 
ccuál  ha  sido  siempre  la  misión  de  los  jue- 
ces o  tribunales  de  justicia. . .?.  a  nuestro 
juicio,  simplemente  aplicar  la  ley;  reesta- 
blecer  el  orden  jurídico  perturbado  por 
cualquiera  causa.  Empero,  a  tales  organis- 
mos les  ha  sido  negado  el  derecho  de  legis- 
lar o  de  modificar  la  ley.  La  función  legisla- 
tiva y  la  función  judicial,  son  distintas, 
aún  cuando  se  dé  el  caso  de  aue  un  mismo 
funcionario  u  organismo  gubernamental, 
hayan  tenido  facultades  para  crear  la  ley 
y  para  aplicarla.  En  los  tiempos  actua- 
les, no  se  dá  ejemplo,  de  que  alguien,  in- 
dividuo o  cuerpo  colegiado,  tengan  enco- 
mendadas ambas  funciones.  Por  lo  tanto, 
no  es  licito  hablar  de  la  "crisis  del  legalis- 
mo", refiriéndose  tan  sólo  al  proceso  úl- 
timo, desde  el  punto  de  vista  formal,  o 
sea  de  la  aplicación  de  la  norma  de  dere- 
cho, pues  esto  significa  decapitar  el  pro- 
blema antes  de  resolverlo,  tanto  más 
cuanto  que.  no  vemos  qué  clase  de  fórmu- 
las estén  al  alcance  de  los  tribunales  de 
lusticia  para  impedir  la  consagración  de 
fallos  injustos,  fuera  de  las  mismas  reglas 
de  hermenéutica  judicial  que  estatuye  la 
misma  ley.  El  derecho,  hará  crisis,  pero 
ro  solamente  por  las  dificultades  que  sur- 
.1an  en  el  momento  de  su  aplicación;  pre- 
cisa investigar  las  causas  etiológicas  del 
problema,  y  entonces,  natural  es  referir- 
se a  todos  los  fenómenos  sociales,  especial- 
mente a  los  de  carácter  político  y  eco- 
nómico. 


"El  busilis,  — agrega  el  Licenciado  Aceve 
do, —  esta  en  que  muchas  leyes  no  son  jus- 
tas, y  en  que  la  misión  de  los  Tribunales, 
contemporáneamente,  más  que  en  aplicar 
la  letra  muerta  de  la  ley,  estriba  en  hacer 
justicia.  Muy  pocos  son  los  legalistas,  que 
siguen  creyendo  en  aquella  justicia  ciega, 
que  coloca  al  tacto  su  dedo  sobre  un  ren- 
glón de  la  ley,  sin  un  análisis  sereno  y 
hondo,  de  todas  aquellas  circunstancias, 
que  hayan  motivada  la  perpetración  de  los 
hechos."  En  puridad  de  principios,  nos  pa- 
rece que  existe  en  el  párrafo  que  antecede, 
cierta  confusión.  Para  nadie  es  un  se- 
creto que  la  justicia  absoluta  es  inaccesi- 
ble para  el  ser  humano,  por  lo  cual,  de  la 
justicia  no  podemos  tener  más  que  un 
concepto  relativo.  Ese  concepto  relatvo, 
es  precisamente  el  que  debe  crstalizarse  en 
la  regla  de  derecho,  y,  la  bondad  de  la  ley 
se  juzga  en  relación  al  máximum  de  jus- 
ticia ideal  que  le  es  dable  contener.  Con- 
tra el  libre  arbitrio  de  los  hombres  que  de- 
genera frecuentemente  en  libertinaje,  se 
erigió  la  barrera  de  la  ley;  ley  que  las 
modernas  conquistas  sociales  consagraron 
fundamentándola  en  ciertos  principios  de 
orden  político  (declaración  de  los  dere- 
chos del  hombre),  a  los  cuales  se  preten- 
de ahora  darles  contenido  económico.  Que 
tales  principios  teóricos  estén  muy  lejos 
de  ser  una  realidad  preciosa,  es  cosa  muy 
distinta  de  la  función  especial  que  incumbe 
a  los  llamados  tribunales  de  justicia. 

'■y  entre  la  ley  y  la  justicia,  si  bien  antes 
triunfaba  la  primera,  hoy  triunfa  la  se- 
gunda; por  manera,  que  obligadamente, 
los  orga7iismos  administrativos,  han  ido 
interviniendo,  en  casi  todos  los  países  del 
mundo,  cuando  los  Tribunales  de  Justicia, 
por  defectos  de  la  ley.  resultan  impotentes 
para  dar  lo  suyo  a  aquél  a  quien  corres- 
ponde". Aparte  de  que  es  un  pensamien- 
to demasiado  optimista,  y  por  eso  mismo, 
insubstancial,  creer  en  el  triunfo  de  la  jus- 
ticia en  el  mundo  actual;  nos  parece  que 
no  existen  razones  de  peso  para  suponer 
que  la  justicia  se  imparta  con  mayor  am- 
plitud y  eficiencia,  por  el  solo  hecho  de  la 
intervención  de  organismos  ajenos  al  Po- 
der Judicial.  La  función  judicial,  e.s  muy 
compleja,  muy  complicada;  para  desem- 
peñarla eficientemente,  se  necesitan  indi- 
viduos especializados  en  el  conocimiento 
del  derecho  y  de  las  demás  ciencias  socia- 
'es,  y  poi;  consiguiente,  no  basta  conocer 
el  texto  de  la  ley,  pues  como  lo  afirma  el 
profesor  del  Vecchio.  al  hablar  de  la  in- 
volución en  el  derecho:  "No  se  debe  creer 
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que  basta  haber  establecido  un  principio 
justo,  para  esclarecer  inmediatamente  lOo 
modos  de  su  aplicación  a  materias  parti- 
culares; asi  como  no  basta,  por  ejemplo, 
un  código  civil  o  penal,  todo  lo  perfecto 
que  sea,  para  hacer  superfluo  el  trabajo 
de  los  jueces  que  deben  aplicarlo  e  inter- 
pretarlo". Por  otra  parte,  la  complejidad 
de  las  funciones  del  Estado  moderno,  exi- 
ge una  completa  separación  de  funciones 
y  de  órganos  encargados  de  cumplirlas; 
separación  que  desde  luego  no  menoscaba 
la  unidad  del  Estado,  puesto  que  siempre 
existe  estrecha  vinculación  e  interdepen- 
dencia en  los  esfuerzos  realizados  para  la 
consecución  de  los  fines  que  le  son  pro- 
pios; afirmar  otra  cosa,  hace  pensar  fun- 
dadamente en  la  involución  institucional 
que  no  se  compagina  con  el  progreso  y  la 
eficiencia  del  superorganismo  jurídico. 
Tanto  más  cuanto  que  el  propio  Licencia- 
do Acevedo,  estima  que  la  intervención  de 
organismos  ajenos  a  la  función  judicial 
en  la  administración  de  justicia,  ocurre  por 
los  defectos  de  ¡a  ley;  si  esto  es  asi,  ¿no 
seria  más  lógico  suprimir  tales  defectos, 
en  el  supuesto  de  que  al  ser  lograda  tal 
cosa,  el  problema  seria  resuelto...?,  ¿o  es 
que  se  piensa  que  la  ley  tendrá  que  ser 
siempre  defectuosa...? 

"A  medida,  que  las  leyes  han  sido  des- 
vestidas de  su  poder  sobrenatural  y  se  han 
ido  humanizando,  es  decir,  ajustándose,  a 
las  'necesidades  y  aspiracones  humanas, 
el  derecho  ha  avizorado  nuevos  horizon- 
tes.". Pero  entonces,  ¿qué  es  la  ley...?, 
¿de  cuándo  acá  la  Ley,  concebida  con  cri- 
terio moderno,  es  algo  más  que  una  de  las 
tantas  instituciones  humanas,  sin  el  menor 
carácter  sobrenatural . . .  ?  El  derecho  es 
un  organismo  vivo  que  se  actualiza  a  la 
par  de  la  evolución  social,  y  que  se  ma- 
nifiesta por  varios  medios,  entre  los  cua- 
les, "la  ley  escrita  es  uno  de  ellos,  por  lo 
cual  se  les  ha  caracterizado  como  fuente 
formal  del  derecho.  Las  teorías  que  ex- 
plicaban el  derecho  con  caracteres  sobre- 
naturales y  suprahumanos,  han  quedado 
muy  atrás  en  el  estudio  deontológico  de  esa 
disciplina  del  pensamiento,  sin  que  nhi- 
gún  expositor  les  conceda  el  menor  carác- 
ter de  actualidad.  El  hecho  mismo  de  que 
el  contenido  de  la  ley  varié  en  el  tiempo  y 
en  el  espacio,  obedeciendo  a  ésta  o  a  aque- 
lla tendencia,  nos  demuestra  palpable- 
mente su  valor  eminentemente  humano. 
El  problema  será  pues,  no  de  humaniza- 
ción, distinto  del  sentimiento  de  piedad  o 
conmiseración,  sino  de  justicia,  en  el  más 


amplio  sentido  que  ha  sido  posible  conce- 
birla por  los  más  eminentes  pensadores  de 
todos  los  tiempos.  De  tal  suerte  que  el 
contenido  de  la  regla  de  derecho,  se  am- 
pliará o  se  restringirá,  de  acuerdo  con  la 
evolución  social,  avizorando  entonces  el 
derecho  nuevos  horizontes,  sin  que  para 
el  caso  tenga  nada  que  ver  el  hecho  de 
despojar  a  la  ley,  de  los  supuestos  poderes 
sobrenaturales  que  se  le  hayan  atribuido. 

"Por  supuesto,  — continúa —  que  esta 
aquiescencia  hacia  un  mayor  arbitrio  ju- 
dicial y  hacia  la  eliminación  de  la  ley  in- 
justa, encuentra  a  veces  fuerte  resisten- 
cia, porque  por  muchos  se  piensa  que  al 
actuar  de  esa  manera,  se  desvirtúa  la  au- 
toridad y  la  disciplina  del  Estado  i'  se  siem- 
bra la  desorientación  en  cuanto  a  resolu- 
ciones judiciales,  volviéndose  enteramente 
mitológica  la  jurisprudencia."  En  rigor  de 
los  términos,  no  creemos  que  el  mayor  ar- 
bitrio judicial  sea  un  procedimiento  ade- 
cuado para  eliminar  a  las  leyes  injustas, 
desde  luego  que,  en  el  moderno  Estado  de 
Derecho,  es  otro  el  procedimiento  para 
lograr  tal  objetivo.  El  mayor  arbitrio  ju- 
dicial se  concede  por  la  misma  ley  a  los 
juzgadores,  con  el  objeto  de  dilucidar 
aquellos  casos  concretos  que  por  su  infre- 
cuencia o  por  otra  causa  cualquiera,  no  es 
posible  que  la  ley  los  registre  taxativamen- 
te, con  el  fin  de  que  en  todo  caso,  la  jus- 
ticia sea  administrada  cumplidamente. 
Pensamos  también,  que  no  es  lógico  afir- 
mar la  existencia  de  fuertes  obstáculos 
para  "la  eliminación  de  la  ley  injusta", 
como  no  sea  por  parte  de  quienes  se  bene- 
fician con  la  injusticia,  en  cuyo  caso,  tales 
obstáculos  no  merecen  ninguna  conside- 
ración para  ser  destruidos,  y  mucho  me- 
nos, que  por  la  derogación  de  una  ley  in- 
justa, se  menoscabe  en  lo  más  mínimo  la 
autoridad  y  la  disciplina  del  Estado,  que 
por  el  contrario,  se  afirmarán  de  cada  vez 
más. 

"Entendernos,  que  el  problema,  dado  su 
valor  y  trascendencia  intrinsica,  plantea 
soluciones  conpletamente  dificiles.  Verbi- 
gracia: ¿puede  un  Tribunal  dictar  una 
sentencia  en  contra  de  lo  mandado  y  pre- 
venido por  una  ley?  Nuestra  respuesta  es 
negativa,  ya  que  es  la  posición  extremis- 
ta: y  que  tal  actitud,  sólo  está  permitida 
a  los  Tribujiales  de  conciencia,  pero  no  a 
los  tribunales  de  derecho".  Muy  claro  es, 
que  un  Tribunal  de  derecho  nunca  podrá 
resolver  contra  la  ley,  pues  tal  actitud 
desvirtuaría  la  función  que  le  encomien- 
da la  misma  ley;  pero  lo  que  no  está  claro. 


112 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


es  que  un  Tribunal  de  conciencia  pueda 
hacer  tal  cosa,  que  de  ser  posible  seria 
simplemente  anormal,    ¿Qué  otro  califi- 
cativo merecerla  el  hecho  de  que  un  sim- 
ple organismo  judicial  tuviese  facultades 
para  derogar  o  anular  los  preceptos  de  la 
ley?,  ¿en  qué  pié  quedaría  ésta...?  Los 
Tribunales  de  conciencia  también  se  lla- 
man de  hecho,  es  decir,  no    juzgan  con 
arreglo  a  la  ley,  sino  de  los  hechos  rela- 
cionados con  un  acto  cualquiera  al  cual 
se  ha  imputado  antijuricidad,  pero  jamás 
conocen  del  texto  de  la  ley.  Juzgando  he- 
chos, ¿cómo  podrian  esos  Tribunales  re- 
solver en  favor  o  en  contra  del  derecho? 
Basta  recordar  que  esos  organismos  se  in- 
tegran, por  regla  general,  con  simples  ciu- 
dadanos, representantes  de  la  opinión  pú- 
blica, y  que  a  menudo  carecen  de  los  más 
leves  conocimientos  legales.    A  este  res- 
pecto dice  Mágin  Fábregas  y  Cortés:  "El 
Jurado  se  funda  en  la  distinción  de  jueces 
de  hecho  y  jueces  de    derecho,  según  el 
principio:  de  jure  judices,  de  fado  jiidi- 
cant  juratores  (del  derecho  juzgan  los  Jue 
ees,  del  hecho  juzgan  los  jurados).  Gastón 
de  Bourge  define  el  Jurado  como  "la  re- 
unión de  ciudadanos  que  no  pertenecen  a 
la  clase  de  jueces  permanentes  y  son  lla- 
mados por  la  ley  para  concurrir  transito- 
riamente a  la  administración  de  justicia, 
haciendo  declaraciones,  según  su  convic- 
ción intima,  sobre  los  hechos  sometidos 
a  su  apreciación  '. 

"Ocurre  con  demasiada  frecuencia,  que 
los  Tribunales,  por  no  asumir  responsabi- 
lidades, prefieren  acogerse  a  un  artículo, 
no  estrictamente  claro,  muchas  veces  de 
un  valor  completamente  secundario,  para 
dictar  un  fallo  acorde  con  lo  que  demanda 
el  derecho  en  tales  casos."  ¿A  qué  derecho 
se  referirá  el  Licenciado  Acevedo  en  el  pá- 
rrafo anterior . . .  ?  Nos  parece  que  si  la 
ley  es  obscura,  existe  en  principio  la  obli- 
gación de  que  el  legislador  la  aclare,  sin 
olvidar,  desde  luego,  la.s  reglas  lógicas  de 
interpretación  que  consignan  las  leyes 
procesivas  para  aclarar  los  pasajes  obscu- 
ros de  una  ley,  y  que  no  pueden  los  jue- 
ces negarse  a  administrar  ju.sticia,  invo- 
cando "falta,  obscuridad,  ambigüedad  o 
insuficiencia"  de  la  regla  de  derecho,  sin 
incurrir  en  responsabilidad.  Si  por  el  afán 
de  rehuir  responsabilidades,  los  jueces  se 
sirven  de  leyes  secundarias  o  no  se  toman 
el  trabajo  de  interpretarlas  según  aque- 
llas reglas,  ¿podrá  imputarse  a  la  ley,  qu" 
ios  jueces  carezcan  de  una  elemental  no- 


ción de  la  responsabilidad  social  inherente 
51  cargo  que  desempeñan...?  La  respues- 
ta nos  parece  obvia. 

"Deberá  un  Tribunal  entrar  a  conocer  de 
un  asunto,  cuando  la  injusticia  sea  de  bul- 
to, si  hay  defecto  en  la  interposición  de 
los  recursos?,  se  pregunta  el  Licenciado 
Acevedo.  Nosotros  preguntamos  a  nues- 
tra vez:  ¿qué  relación  consecuencial  pue- 
de obtenerse  de  la  incapacidad  para  ser- 
virse adecuadamente  de  los  recursos  que 
la  misma  ley  establece  para  garantizar  su 
recta  aplicación?  Lógicamente,  se  expli- 
cará esa  anomalía,  por  falta  de  prepara- 
ción en  los  que  hacen  uso  de  tales  recur- 
sos; pero,  en  manera  alguna,  puede  invo- 
carse ese  argumento  para  hablar  de  "la 
crisis  del  legaUsmo".  Lo  que  habrá  en  de- 
linitiva.  será  carencia  de  técnica  procesal, 
ausencia  de  abogados  directores  competen- 
tes, y  en  tal  caso,  los  lenitivos  serán  de  muy 
¿¡versa  naturaleza. 

"Por  ejemplo,  dice  el  Licenciado  Aceve- 
do:—  un  Tribimal  de  Segunda  Instancia, 
ccrcce  en  apelación  de  una  sentencia,  la 
Lual  si  está  ajustada  al  tecnicismo  legal, 
per  manera,  que  no  le  queda  otro  cami- 
no que  confirmarla,  pero  advierte  en  cam- 
bio vicios  substanciales  en  el  procedimien- 
to, que  no  fueron  impregnados  (impugna- 
dos, indudable  error  del  copista)  por  las 
partes  y  que  inducen  a  creer  que  se  causa- 
ron  malicicsamente.  ¿Deberá  cruzarse  de 
brazos,  o  por  consiguiente  actuar?".  Antes 
de  contestar  a  esta  pregunta,  deberá  te- 
nerse presente  que  existen  dos  ramas  fun- 
damentales de  la  justicia,  en  su  aspecto 
procesal,  a  saber:  la  justicia  penal  y  la  jus- 
ticia civil;  cada  una  con  las  característi- 
ticas  que  les  son  propias,  y  que  no  e.5 
necesario  traer  a  cuentas  En  el  primer 
caso,  la  ley  obliga  a  los  Tribunales  a  de- 
clarar la  nulidad  de  las  actuaciones  ju- 
diciales viciosas,  sin  entrar  a  conocer  del 
fondo  de  las  resoluciones  que  se  hayan 
dictado  basándose  en  ellas.  En  el  segundo 
caso,  por  tratarse  de  intereses  que  mar- 
ginan dentro  del  campo  del  derecho  pri- 
vado, los  Tribunales  de  justicia,  única- 
mente pueden  declarar  la  nulidad,  por  los 
vicios  impugnados  oportunamente  por  las 
I-artes.  En  consecuencia,  tampoco  es  jus- 
tificable aducir  el  ejemplo  anterior,  para 
hablar  de  "la  crisis  del  legalismo". 

Al  principio  de  .su  articulo,  el  Licenciado 
Acevedo,  se  refiere  a  la  sentencia  aquella 
que  en  la  lengua  del  Lacio,  dice  textual- 
mente: "Dura  icx.  sed  Icx".  cuya  traducción 
literal  es:  dura  es  la  ley,  pero  es  ley.  En 
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nuestra  opinión,  ese  aforismo  jurídico  es 
suceptible  de  una  interpretación  dual,  ver- 
bigracia: Prlviero:  Desde  el  punto  de  vis- 
ta del  contenido  de  la  ley,  para  cuya  in- 
aplicación no  es  excusa  válida  el  conven- 
cimiento que  pueda  tener  el  juez  de  su  in- 
justicia, {Noción  objetiva  que  puede  ser 
calificada  aún  por  personas  ajenas  a  la 
función  judicial),  y  Segundo:  La  dureza 
atribuida  a  la  ley,  resulta  de  su  carácter 
general,  de  su  imparcialidad  o  fria  indi- 
ferencia, hacia  el  caso  concreto  sobre  el 
cual  ejercerá  su  imperio.  EIs  decir,  el  Juez 
no  puede  modificar  en  ningún  sentido  la 
regla  de  derecho,  no  obstante  la  situación 
especial  en  que  se  encuentre  colocado  con 
respecto  a  las  partes  contendientes;  la  ley, 
para  nada  tiene  en  cuenta  el  jucio  perso- 
nal e  intimo  que  pueda  obtener  el  Juez, 
como  resultado  de  una  minuciosa  inves- 
tigación de  las  condiciones  personales  de 
las  partes  litigantes.  Para  decirlo  más 
concretamente,  la  ley  no  podrá  jamás  con- 
templar el  provecho  execesivo  o  el  sacrifi- 
cio tambin  excesivo  que  resulte  de  su  apli- 
cación estricta,  para  los  sujetos  activo  y 
pasivo  de  una  relación  jurídica  determi- 
nada, sin  perder  uno  de  los  caracteres  más 
salientes  de  ella,  o  sea:  su  generalidad 
abstracta.  Por  lo  mismo,  una  ley  casuís- 
tica, es  una  ley  defectuosa.  Pongamos  un 
ejemplo:  a  un  acreedor  demasiado  rico,  le 
debe  un  deudor  pobre  una  suma  cualquie- 
ra; la  ley  impone  que  todo  deudor  satis- 
faga su  acreeduría  en  los  términos  en 
que  se  obligó,  sin  parar  mientes  en  que  de 
cumplirse  su  mandato,  el  deudor  resulte 
excesivamente  lesionado  por  las  circuns- 
tancias personales  y  de  familia  que  le  sean 
propias  en  un  momento  dado.  Otro  pa- 
radigma: una  ley  universal,  castiga  el  ho- 
micidio; pues  bien,  puede  presentarse  el 
caso  de  que  frente  a  un  hecho  concreto, 
el  Juez,  después  de  haber  investigado  las 
circunstancias  personales  y  sociales  del 
homicida  y  del  occiso,  llegue  a  la  conclu- 
sión que  el  que  aparece  como  victimario, 
prestó  en  realidad  un  servicio  a  la  socie- 
dad, en  el  supuesto  caso  de  que  la  victima 
del  delito  era  un  individuo  sumamente  pe- 
ligroso y  de  pésimos  antecedentes.  En  ta- 
les casos,  seguramente  existirán  problemas 
en  cuya  resolución  legal,  puede  lesionarse 
el  concepto  de  la  justicia  substancial 
cualesquiera  que  fuesen  las  ideas  que  se 
tuviesen  sobre  lo  que  es  la  propiedad  y 
la  vida  humana.    (Noción  subjetiva). 

Pero  citemos  una  vez  más  a  Vanni,  para 
subrayar  que  en  todo  caso,  hay  posibilidad 


de  que  la  justicia  sea  bien  servida;  dice 
ese  autor:  "En  los  diferentes  casos  de  la 
vida,  las  relaciones  humanas  no  son  idén- 
ticas unas  a  otras:  cada  una  tiene  su  fi- 
gura, carácter  y  condición  propios.  Y  co- 
mo la  norma  jurídica,  por  su  naturaleza 
abstracta  y  universal,  prescinde  de  tales 
particularidades,  puede  suceder  que  no  co- 
rresponda exactamente  al  singular  caso 
concreto  a  que  debe  aplicarse,  y  entonces 
tal  aplicación  representa,  si,  una  justicia 
formal,  pero  no  una  justicia  substancial, 
y  puede  añadirse  asi:  summum  ius,  summa 
iniurla.  De  ahí  la  necesidad,  que  se  ha 
manifestado  y  ha  encontrado  satisfacción 
en  semejantes  instituciones  sociales  y  ju- 
rídicas, de  un  correctivo  que  atempere  el 
rigorismo  del  Derecho:  es  lo  que  repré- 
senla la  equidad.  La  equidad  no  es,  pues, 
sino  un  modo  particular  de  aplicar  la  nor- 
ma jurídica  a  los  casos  concretos;  un  cri- 
terio de  aplicación  por  el  cual  se  tiene  en 
cuenta  aquello  que  hay  de  particular  en 
las  relaciones  singulares.  Asi,  la  equidad 
puede  definirse:  "la  justicia  de  un  caso 
c'ado". 

Para  pensar  fundadamente  en  "la  crisis 
del  legalismo",  seria  una  investigación  in- 
teresantísima aquella  que  tratase  de  do- 
mostrar  en  qué  número  de  casos,  ;as  deci- 
.'^iones  fundadas  en  una  ley  cualquiera  han 
sido  contrarias  a  la  justicia.  Pensamos  nos- 
otros que  el  exceso  de  decisiones  injustas, 
demostrada  con  números  y  casos  concre- 
tos, sería  el  mejor  argumento.  Empero,  es 
verdaderamente  infrecuente,  que  el  peso 
de  la  ley  no  caiga  sobre  el  verdadero  res- 
ponsable de  su  infracción,  y  por  lo  mismo, 
es  igualmente  raro  que  quien  haya  violado 
la  regla  de  derecho,  quede  impune.  Si  es- 
to es  una  verdad  que  casi  no  necesita  de- 
mostración, ¿será  licito  hablar  de  la  crisis 
de  la  ley,  porque  existan  algunos  casos  en 
que  es  materialmente  imposible  su  aplica- 
ción?, ¿no  ha  sucedido  tal  cosa,  en  todos 
los  tiempos  y  en  todos  los  lugares?,  ¿o  será 
por  ventura,  que  lo  que  se  llama  "la  crisis 
del  legalismo",  es  un  fenómeno  normal  en 
todas  las  sociedades,  y  si  tal  cosa  es  ver- 
dadera, dónde  encontrar  personas  de  es- 
píritu poco  permeable  a  las  nuevas  orien- 
taciones del  derecho  que  se  sorprendan  en 
lo  más  mínimo  de  algo  que  se  ve  todos  los 
días . . . ? 

En  la  modesta  opinión  nuestra,  sí  la  ley 
es  buena,  buenas  habrán  de  ser  las  deci- 
siones que  en  ella  se  funden,  y  mejor  aún, 
si  los  encargados  de  aplicarla,  tienen  los 
conocimientos  necedarios  para  interpre- 
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tarla  lógicamente.  Por  lo  tanto,  nos  pa- 
rece un  sofisma,  que  se  prefieran  los  bue- 
nos jueces  a  las  buenas  leyes.  Pues  si 
bien  un  ciudadano  inglés,  puede  exigir 
con  sobrada  razón:  vien,  not  measures,  de- 
be tomarse  en  cuenta  el  medio  social  en 
que  tal  expresión  constituya  una  exigen- 
cia razonable,  esto  claro  está,  no  significa 
desconocer  el  valor  fundamental  de  los 
hombres  sobresalientes,  en  cualquiera 
parte  del  globo.  El  ideal  será  que  tanto 
los  hombres  como  las  normas,  sean  idó- 
neos. Pero  en  último  análisis,  creemos 
que  aún  cuando  no  se  cuente  más  que  con 
una  mediana  preparación,  será  difícil,  que 
interpretando  y  aplicando  correctamente 
una  buena  ley,  pueda  darse  el  caso  de  una 
decisión  judicial  injusta,  descontándose, 
desde  luego,  la  dosis  de  error  que  es  inhe- 
rente a  todo  juicio  humano  por  elemental 
y  simple  que  parezca.  A  mayor  abunda- 
miento, ¿cómo  podría  un  buen  Juez  dic- 
tar una  resolución  justa  fundándose  en 
una  ley  mala...?  E^ntre  nosotros,  bien  es 
verdad,  permanece  vivo  el  recuerdo  de 
más  de  un  juzgador,  que  por  sus  mereci- 
mientos personales,  por  el  conocimiento 
que  han  tenido  de  si  mismos,  como  la  ba- 
se indispensable  para  saber  de  las  pasiones 
ajenas;  como  consecuencia  a  su  ilustra- 
ción y  probidad,  merece  que  se  les  concep- 
túe como  buenos  jueces.  ¿Lo  habrían  sido, 
resolviendo  contra  los  preceptos  legales...?: 
en  manera  alguna.  Ellos  fundaron  sus 
decisiones,  en  las  mismas  leyes  que  ahora, 
y,  quizá  en  su  tiempo,  fueron  calificadas 
por  algunos,  como  inadecuadas  e  injustas, 
empero,  tales  juicios,  no  impidieron  que  se 
perfilaran  a  través  del  tiempo,  como  hon- 
rosas columnas  de  la  magistratura  guate- 
malteca. 

¿Qué  condiciones  se  exige  para  que  las 
leyes  puedan  ser  calificadas  como  buenas 
y  justas?,  ¿por  qué  motivo  la  ley  que  hoy 
merece  alabanzas,  mañana  podrá  ser  dero- 
gada?, ¿cuál  es  el  índice  valorativo,  en  un 
medio  social  dado,  para  subestimar  con 
justicia  la  perfección  de  la  ley?  A  estas  y 
otras  preguntas  que  pueden  formularse, 
solamente  cabe  contestar  eficientemente, 
el  legislador  y  el  sociólogo,  por  lo  tanto, 
nosotros,  no  podríamos  intentar  ni  siquie- 
ra una  solución  teórica  a  tal  cuestionario. 


Sin  embargo,  ¿puede  invocarse  la  inmuta- 
bilidad relativa  de  la  ley,  como  criterio  va- 
lorativo de  su  bondad?  Seguramente,  este 
aspecto  tiene  visos  de  logicidad.  Si  esto  es 
asi,  la  solución  del  problema  de  la  justicia 
de  la  ley,  estará  en  buena  parte  en  manos 
del  legislador;  solamente  a  un  buen  legis- 
lador, le  es  dable  garantizar  la  justicia  y 
e)  valor  intrinseco  de  las  leyes  que  for- 
mule. 

Nosotros  no  somos,  ni  con  mucho,  afi- 
liados a  la  escuela  Exegética,  que  propug- 
na por  la  íntocabilidad  de  la  ley,  pues 
desde  nuestro  personal  punto  de  vista,  nin- 
guna institución  humana  debe  elevarse  a 
la  categoría  de  lo  sagrado  e  intocable,  sin 
que  con  tal  proceder,  se  llegue  a  los  cam- 
pos letales  de  la  intolerancia  y  el  fana- 
tismo, virtudes  negativas  (si  es  que  pueda 
llamárselas  así) ,  impropias  a  los  indivi- 
duos que  aman  la  libertad  del  espíritu,  por 
sobre  todas  las  cosas.  A  pesar  de  ello,  nos 
parece  que  es  preciso  volver  por  los  fueros 
de  la  ley,  si  la  humanidad  pretende  pro- 
gresar efectivamente,  al  amparo  de  la  paz 
social  que  significa  el  imperio  de  las  bue- 
nas leyes,  como  el  único  camino  para  dig- 
nificar la  personalidad  humana.  Talvez, 
en  el  quebrantamiento  de  los  principios  de 
las  normas,  radicará  mañana  el  historia- 
dor de  la  edad  presente,  buen  porcentaje 
de  las  causas  que  han  llevado  al  mundo 
actual,  al  caótico  estado  en  que  se  encuen- 
tra. 

Finaimente,  pensamos  que  efectivamen- 
te existe  "la  crisis  del  derecho"'.  Pero,  se 
nos  preguntará:  ¿por  qué  tal  cosa?  Senci- 
llamente, v  a  riesgo  de  que  se  estime  como 
una  observación  empírica,  porque  los  tiem- 
pos actuales  tiempos  son  de  crisis  en  todas 
los  órdenes  del  pensamiento  y  del  actuar 
humanos;  y,  para  darse  cuenta  de  la  Inquie- 
tud que  tan  universal  fenómeno,  causa  en 
los  hombres  de  pensamiento  de  todo  el 
mundo,  basta  con  hojear  ligeramente  un 
catálogo  de  obras  que  versen  sobre  proble- 
mas sociales,  en  él,  encontraremos  inme- 
diatamente, intítulos  como  los  siguientes: 
"Crisis  del  Derecho",  "Crisis  de  la  Política", 
"Crisis  del  Estado".  "Crisis  de  la  Econo- 
mía", y  así,  hasta  el  infinito. 

Guatemala,  junio  de  1939. 


DE  LA  PREMEDITACION 

Por  el  Doctor  Enrique  Córdova. 


Contenido:  1)  Forma  de  la  agravante 
conforme  a  la  ley.  2)  Concepto  doctrinario 
de  la  agravante.  3 )  Lo  que  dice  Rivarola. 
4)  De  la  premeditación  condicional  o  con- 
dicionada. 5)  Diferencia  entre  la  causa  del 
delito  y  el  propósito  delictuoso.  6)  Funda- 
mento de  la  agravante.  7)  Gravedad  de  Ip 
agravante.  8)  Jurisprudencia.  9)  Concor- 
dancias. 10)  La  agravante  excluye  consi- 
derar el  arrebato  y  obcecación.  11)  Se  apli- 
ca a  los  delitos  ultraintencionales  o  cuan- 
do se  cometa  un  delito  por  otro? 

1) — Esta  agravante  está  redactada  así 
en  el  Código: 

6a.  Obrar  con  premeditación  conocida. 

Todos  los  delitos  tienen  una  vida  ante- 
rior al  hecho  principal,  pero  no  todos  se 
cometen  con  la  agravante  que  vamos  a  es- 
tudiar, ni  necesitan  igual  transcurso  de 
tiempo  entre  la  idea  generativa  y  su  rea- 
lización. 

El  pensamiento  generador  del  crimen 
puede  ser  rápido  y  decidir  prontamente 
la  voluntad,  según  las  causas  que  influyen 
y  según  el  temperamento  del  agente.  Pue- 
de también  tener  una  existencia  dilatada, 
con  vacilaciones,  en  que  alternen  las  reso- 
luciones informales  de  consumarlo  y  las 
de  desecharlo. 

El  tiempo  de  gestación  de  la  voluntad 
no  se  cuenta  para  apreciar  la  premedita- 
ción. No  influye,  para  constituir  tal  agra- 
vante, ni  que  se  haya  pensado  ligeramen- 
mente  en  el  crimen,  sin  aceptarlo  en  fir- 
me, ni  todo  el  periodo  de  fluctuaciones  de 
la  voluntad  en  que  oscilan  en  el  ánimo  del 
sujeto  la  aceptación  y  la  repulsión  del  he- 
cho delictuoso. 

Premeditar,  en  sentido  corriente,  no  es 
otra  cosa  que  meditar  antes,  o  sea  aplicar, 
con  atención  profunda,  el  pensamiento, 
a  la  consideración  de  lo  que  se  desea,  o, 
como  dice  el  léxico,  "pensar  reflexivamen- 
te una  cosa  antes  de  ejecutarla,  o  propo- 
nerse de  caso  pensado  perpetrar  un  delito, 
tomando  al  efecto  previas  disposiciones". 


En  sentido  jurídico,  la  consideración  cro- 
nológica debe  hacerse  entre  la  resolución 
y  la  ejecución  del  crimen.  El  tiempo  apre- 
ciable  que  ha  de  preceder,  no  es  para  de- 
terminarse, sino  para  ejecutar  el  de- 
lito, desde  que  se  hubiere  tomado  la  reso- 
lución  de  delinquir.  Todo  lo  anterior  a  la 
resolución  no  cuenta  como  elemento  cons- 
titutivo de  la  agravante. 

No  ha  de  creerse  que  al  tomarse  una  re- 
solución se  cumple  mmediatamente,  por 
fuerte  que  sea  la  determinación.  Pueden 
mediar  obstáculos  que  imposibiliten  reali- 
zarla; la  victima  puede  no  estar  en  el  lu- 
gar, o  el  agente  encontrarse  imposibilita- 
do de  cualesquiera  otra  manera  para  la 
ejecución  del  acto  principal  deseado  y  re- 
suelto. Puede  ser  también  que  el  mismo 
agente  suspenda  temporalmente  realizar  el 
delito,  obedeciendo  a  su  temperamento,  o 
a  sus  naturales  condiciones  psicológicas. 
Algunos  hombres  son  frios,  de  calma  para 
todo  y  otros  precipitados,  que  poco  escogen 
los  medios  preparativos  del  acto  que  de- 
sean ejecutar. 

Esta  suspensión  del  hecho  delictuoso, 
voluntaria  o  forzada,  pero  ya  tomada  en 
firme  la  resolución,  es  lo  que  constituye 
la  gravante,  si  es  conocida  la  resolución 
porque  ha  sido  revelada  en  alguna  forma 
exterior. 

No  se  crea  que  por  haberse  premedita- 
de  el  hecho  se  es  responsable  de  la  agra- 
vante que  analizamos.  La  ley  ha  puesto 
un  requisito  más:  quiere  que  la  idea  haya 
sido  "conocida"  por  haberse  exteriorizado. 
Nc  admite  la  ley  que  se  presuma  que  el  ac- 
to fué  considerado  reflexivamente  con  an- 
terioridad, sino  que  se  pruebe  que  existie- 
ron esos  juicios  reflexivos  anteriores  a; 
delito,  y  la  única  manera  de  que  haya  prue- 
ba de  lo  que  estaba  en  la  mente,  es  que  el 
pensamiento  criminoso,  perverso,  se  haya 
externado  dándose  a  conocer  con  anterio- 
ridad. 
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Se  podrá  haber  meditado  el  crimen  en 
largas  y  angustiosas  noches  de  insomnio  er- 
que la  pasión  haya  estado  atormentando 
y  excitando  al  crimen.  Pero  esa  premedi- 
tación, mientras  no  se  exteriorice,  no  exis- 
te para  la  ley  por  desconocida.  Tal  vez 
podrían  recogerse  indicios  que  la  revelen 
y  permitan  presumirla.  Ni  asi  es  admisi- 
ble. La  ley  quiere  prueba  evidente,  indu- 
dable, de  que.  ha  sido  conocida,  y  para  es- 
to debe  manifestarse  en  alguna  forma  ex- 
terior del  pen.samiento.  Y  ha  de  manifes- 
tarse de  manera  clara,  indudable.  La  se- 
lección, por  ejemplo,  de  los  medios  o  ele- 
mentos que  han  de  aprovecharse,  no  darian 
una  prueba  suficiente,  aunque  si  un  indi- 
cio. Esos  hechos  unidos  a  otros  más  pre- 
cisos de  la  idea  de  realizar  el  crimen,  des- 
pués de  pasados  los  arrebatos  del  primer 
momento  de  pasión,  serian  los  que  ven- 
drían a  constituir  la  agravante. 

De  lo  expuesto  se  llega  a  la  conclusión 
de  que  los  elementos  constitutivos  de  la 
agravante,  conforme  a  la  ley,  sólo  son  dos: 

A)  el  puramente  cronológico,  que  con- 
siste en  que  transcura  tiempo  entre  la  de- 
terminación de  delinquir  y  la  consumación 
del  delito. 

B)  que  la  premeditación  se  haya  reve- 
lado en  alguna  forma  externa. 

2). — En  esto  del  concepto  de  la  agravan- 
te, si  hemos  de  considerarla  en  la  forma 
en  que  está  presentada  en  el  Código,  tene- 
mos que  convenir  en  que  está  subordina- 
do a  un  criterio  puramente  cronológico, 
pues  la  caracteriza  el  simple  transcurso 
del  tiempo  entre  la  resolución  de  delinquir 
y  la  acción  que  constituye  el  delito. 

A  los  autores  y  tribunales,  sin  embargo, 
no  les  ha  parecido  .suficiente  ese  hecho 
aislado,  sin  duda  por  estimar  que  en  algu- 
nos casos  carecerían  de  fundamento  agra- 
var la  responsabilidad  del  delincuente 
cuando  sólo  hubiere  prueba  de  la  circuns- 
tancia netamente  cronológica.  De  allí  que 
algunos  exijan  que  en  el  lapso  de  tiempo 
entre  la  resolución  y  la  acción,  el  delin- 
cuente haya  reflexionado  en  el  delito  y  que 
otros  pidan  que  proceda  con  ánimo  sere- 
no, o  sea  con  cierto  cálculo  en  frío  res- 
pecto del  delito  y  sus  consecuencias. 

"Buscando,  dice  Rivarola,  el  concepto 
de  la  premeditación  en  el  campo  psicoló- 
gico, deben  forzosamente  hallarse  elemen- 
tos que  no  figuran  en  las  definiciones  le- 
gales". 


"El  tiempo  que  media  entre  la  resolu- 
ción y  la  ejecución  puede  ser  un  dato  que 
haga  presumir  la  existencia  de  la  refle- 
xión, pero  es  desconocer  la  naturaleza  de 
las  cosas,  afirmar  que  la  implique  necesa- 
riamente; y  más  irracional  es  aún  dar  una 
medida  exacta  de  tiempo  que  determine  la 
existencia  de  la  premeditación". 

"Un  dato  que  conviene  apuntar  antes 
de  continuar  este  examen,  es  que  la  pre- 
existencia del  designio  se  deduce  ordina- 
riamente de  la  preexistencia  del  motivo 
o  causa  originaria  del  delito.  A  injuria  a 
B;  éste  no  puede  vengar  la  ofensa  inme- 
diatamente y  trata  de  olvidarla;  pero  las 
consecuencias  de  la  injuria  crecen,  la  ca- 
lumnia se  extiende;  la  consideración  social 
de  que  B  gozaba  disminuye  rápidamente, 
en  tanto  la  injuria  inferida  por  A  levan- 
ta a  éste  en  la  opinión;  B  percibe  este  he- 
cho; la  imaginación  y  la  sensibilidad  le  dan 
proporciones  enormes;  no  encuentra  ya 
labios  amigos  en  que  no  crea  percibir  una 
sonrisa  irónica;  no  hay  frase  que  no  le  hie- 
ra, y  la  acción  más  inocente  la  cree  indi- 
rectamente dirigida  a  burlarlo.  Más  aún 
un  día  confiesa  a  alguien  su  desesperación, 
el  odio  que  le  domina,  y  deja  escapar  ame- 
nazas de  muerte  contra  A.  Si  estudiamos 
íntimamente  este  proceso  psicológico,  en- 
contramos la  lucha  tenaz  que  en  él  se  li- 
bra entre  los  motivos  que  impulsan  al  ho- 
micidio y  los  que  lo  alejan  del  delito;  un 
nombre  sin  mancha,  una  vida  honrada,  un 
horror  instintivo  a  mancharse  las  manos 
ron  sangre,  el  cariño  a  sus  hijos,  el  temor 
de  la  pena  o  el  miedo  del  escándalo.  En  un 
momento  dado  aparece  definitivamente 
el  triunfo  del  impuKso  a  delinquir:  B  se 
dirige  a  comprar  im  arma,  va  en  busca  de 
A  y  lo  mata". 

"Es  casi  indudable  que  los  tribunales  to- 
marían en  consideración; 

lo.—  que  entre  la  ofensa  de  A  y  el  delito 
de  B,  había  transcurrido  un  mes; 

2o. — que  entre  la  amenaza  de  muerte 
que  pronunció  B  y  la  ejecución,  pasaron 
quince  días; 

3o. — que  entre  la  compra  del  arma  y  el 
uso  de  ella,  hubo  seis  horas.  Con  estos  tres 
elementos  se  declararía  indudable  la  pre- 
meditación". (1) 

El  mismo  autor  cita  el  ejemplo  de  otro 
delincuente  que  busca  a  la  víctima  que  ha 
de  sacrificar;  elige  el  medio  más  seguro 
de  producir  la  muerte  sin  ser  descubierto; 
estudia  las  propiedades  y  efectos  de  los 

(1)  Véase  p&gina  486  del  Derecho  Penal  Argenti- 
no por  Rodolfo  Rivarola. 
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venenos;  hace  testar  a  la  víctima;  todo  lo 
prepara  con  inteligencia,  método  y  peli- 
grosidad; administra  el  veneno  y  mata. 

"De  la  comparación  de  los  dos  ejemplos, 
agrega  Rivarola,  (2)  resulta  que,  si  la  pre- 
meditación no  debe  deducirse  de  circuns- 
tancias extrínsecas  que  pueden  tener  re- 
lación directa  con  el  delito,  pero  que  no 
demuestran  necesariamente  que  se  haya 
proseguido  con  reflexión,  seria  monstruo- 
so colocar  en  la  misma  linea  de  responsa- 
bilidad a  aquel  para  quien  el  transcurso 
del  tiempo  es  sólo  un  motivo  que  aumenta 
las  causas  morales  del  impulso  a  delinquir 
sin  que  pueda  imperar  la  reflexión  tran- 
quila, y  aquel  que  por  el  insentivo  del  lu- 
cro reúne  con  meditado  estudio  todos  los 
elementos  que  han  de  producir  el  deli- 
to y  los  medios  que  han  de  servir  para  ocul- 
tarlo y  asegurar  el  éxito". 

Hay  premeditación,  dice  una  sentencia 
de  la  Corte  Penal  de  México,  cuando  el 
agente  activo  del  delito  lo  haya  cometido 
intencionalmente  después  de  haber  refle- 
xionado sobre  el  hecho  que  iba  a  ejecutar. 

"La  premeditación,  como  circunstancia 
agravante  genérica  o  calificativa,  no  pue- 
de confundirse  con  la  determinación  de  la 
voluntad  que  precede  a  la  ejecución  de  un 
delito  cualquiera,  y  aun  cuando  no  está 
sujeta  a  tiempo  determinado,  significa  una 
meditación  reflexiva  y  conocida  sobre  el 
hecho  criminal  que  se  proyecta,  demostra- 
tiva de  la  viayor  serenidad  de  ánimo  y  con- 
siguiente perversidad  del  agente". 

Explicado  el  concepto  de  la  premedita- 
ción, el  Sr.  de  la  Vega,  profesor  titulado  de- 
Derecho  Penal  de  la  Universidad  de  Méxi- 
co, se  expresa  asi:  (1) 

"PREMEDITACION,  Etimológicamente 
analizada  la  premeditación  es  una  pala- 
bra compuesta,  en  la  que  el  sustantivo  me- 
ditación indica  juicio,  análisis  mental  en 
que  se  pesan  y  miden  los  diversos  aspectos, 
modalidades  o  consecuencias  de  un  pro- 
pósito o  idea:  el  uso  del  prefijo  pre  indi- 
ca anterioridad,  que  la  meditación  es  una 
circunstancia  subjetiva,  por  lo  que  el  agen- 
te resuelve,  previa  deliberación  mental, 
previo  pensamiento  reflexivo,  la  comisión 
de  una  infracción". 

"Nuestro  Código  acepta  esas  caracterís- 
ticas racionales  y  etimológicas  al  expre- 
sarnos: "Hay  premeditación:  siempre  que 
el  reo  cause  intencionalmente  una  lesión, 
después  de  haber  reflexionado  sobre  el  de- 


(2)  Véase  página  487  de  la  misma  obra. 
(1)  Véase  página  118  del  Derecho  Ptenal  Mexica- 
no de  la  Vega. 


lito  que  va  a  cometer  (parte  del  Art.  315 
del  C.  P.)"  Dos  elementos  necesarios  e  in- 
separables se  desprenden  de  la  anterior 
noción  legal:  a)  un  transcurso  de  tiempo 
más  o  menos  largo  entre  la  resolución  y 
la  ejecución  del  delito;  y  b)  que  el  agente, 
en  el  decurso,  haya  meditado  reflexiva- 
mente, deliberando  maduramente,  su  re- 
solución. La  noción  mexicana  de  la  pre- 
meditación se  aproxima  al  concepto  clarísi- 
mo del  Diccionario  de  Littré:  La  premedi- 
tación es  el  designio  reflexivo  que  ha  pro- 
cedido a  la  ejecución  de  un  crimen.  En 
la  calificativa,  concurren  un  elemento,  la 
anterioridad,  computable  en  razón  del 
tiempo,  y  otro  elemento,  la  reflexión  per- 
teneciente al  orden  interno  del  sujeto  ac- 
tivo". 

Es  indudable,  a  nuestro  juicio,  que  el 
mero  transcurso  del  tiempo  no  dá  ba;Se 
para  justificar  que  se  agrave  la  respon- 
sabilidad del  agente,  pues  no  es,  por  sí  so- 
lo un  indicio  seguro  de  mayor  peligrosi- 
dad. 

Encontramos  la  confirmación  de  esa  te- 
sis en  las  consideraciones  que  hacen  los 
tribunales,  quienes  en  las  sentencias  siem- 
pre recurren  a  justificar  la  agravación  de 
la  pena  con  el  concepto  idiológico  de  supo- 
ner que  ha  mediado  la  reflexión  suficien- 
te para  que  el  agente  pudiera  consultar  los 
dictados  de  su  conciencia  y  los  ha  des- 
echado. 

Algunos  autores  dan  a  la  agravante  un 
concepto  psicológico,  suponiendo  que  por 
el  transcurso  del  tiempo  el  agente  ha  pro- 
cedido con  frialdad  repugnante,  es  decir, 
ya  sin  los  arrebatos  de  las  pasiones  que  ori- 
ginariamente lo  hayan  impulsado  al  de- 
lito. 

Creemos  nosotros,  sin  embargo,  que  no 
e.5  un  indicio  seguro  de  perversidad  el  pro- 
ceder con  ánimo  sereno.  La  calma  o  in- 
quietud con  que  los  hombres  proceden  no 
es  derivada  de  sus  sentimientos,  sino  de 
su  indiosincracia.  Algunos  son  nervioso.? 
y  se  sobreexcitan  por  cualquier  motivo, 
mientras  que  otros  recobran  la  calma  al 
tomar  una  resolución,  por  grave  que  esta 
sea.  Una  y  otra  actitud  son  debidas  al 
temperamento  del  individuo  y  no  a  su  ma- 
yor o  menor  perversidad.  Pero  sí  es  indi- 
cio claro  de  malos  sentimientos,  de  incli- 
nación al  ma!,  la  perseverancia  en  la  idea 
del  crimen  después  de  transcurrido  el 
tiempo  suficiente  para  que  el  criminal  ha- 
ya podido  oír  los  dictados  de  su  conciencia 
en  contra  del  delito  y  sus  tremendas  con- 
secuencias. 
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Por  eso  nos  gusta  el  concepto  mexicano 
que  caracteriza  la  premeditación,  según  ve- 
remos adelante,  en  que  se  haya  reflexio- 
nado respecto  del  delito. 

Algo  que  no  entra  en  el  concepto  de  la 
premeditación,  es  que  deba  ser  circuntan- 
ciada,  o  sea  que  quien  toma  la  determina- 
ción de  delinquir  estudie  y  prepare  todos  los 
detalles  necesarios  para  la  ejecución  dei 
hecho  delictuoso. 

Se  es  responsable  de  la  agravante  con 
sólo  suspender  la  ejecución  del  crimen 
después  de  tomada  la  resolución  en  firme 
de  perpetrarlo,  aunque  no  se  designe  ni 
lugar  ni  dia  ni  otras  circunstancias  rela- 
cionadas con  el  hecho  principal.  No  hacen 
falta  todos  esos  detalles  para  que  el  acto 
sea  suficientemente  reflexionado,  y  este 
vocablo  usado  por  la  legislación  mexicana 
es  el  que  indica  la  naturaeza  o  concepto 
de  la  premeditación. 

Como  dijimos  al  principio,  conforme  a 
la  ley,  son  dos  los  elementos  constitutivos 
de  la  premeditación. 

Doctrinariamente  agregaríamos  uno 
más.  Por  lo  tanto,  conforme  a  nuestro  cri- 
terio el  concepto  de  la  premeditación  lo 
constituyen  estos  tres  elementos; 

A)  — El  puramente  cronológico,  o  sea  que 
haya  mediato  tiempo  entre  la  resolución 
de  delinquir  y  el  delito.  , 

B)  — Que  durante  ese  lapso  haya  habido 
reflexión. 

C — Que  se  haya  exteriorizado  el  deseo 
de  delinquir. 

Algunos  autores  estiman  que  los  elemen- 
tos a)  y  b)  se  comprenden  en  uno  sólo, 
porque  todo  transcurso  produce  necesa- 
riamente reflexión  y  que  ésta  necesita  de 
tiempo  para  desarrollarse. 

Así  es  en  verdad,  pero  una  ofensa  o  im- 
presión fuerte,  sea  de  dolor  o  de  cólera, 
ofusca  al  individuo,  y,  a  nuestro  juicio, 
la  reflexión  ha  de  ser  serena  para  que  la 
premeditación  revista  caracteres  de  grave- 
dad. El  simple  transcurso  de  tiempo, 
cuando  el  agente  tiene  obscurecido  el  pen- 
samiento por  una  emoción  muy  fuerte, 
no  ha  de  contarse  para  agravar  la  res- 
ponsabilidad. 

3)— En  el  antiguo  Código  Penal  argen- 
tino la  agravante  4a.  estaba  redactada  asi: 
"obrar  con  premeditación.  El  inciso  lo. 
del  articulo  7o.  del  Código  español  dice: 
obrar  con  premeditación  conocida. 

Comentando  estas  formas  de  la  agra- 
vante, dice  Rivarola:  "La  diferencia  no  es 
fundamental.   La  calificación  que  hace  el 


Código  español  es  quizá  redundante.  Sólo 
la  premeditación  conocida  puede  compro- 
barse como  circunstancia  agravante,  des- 
de que  lo  único  que  se  presume  por  la  ley 
eí  la  voluntad  criminal,  que  puede  existir 
con  o  sin  la  premeditación,  y  que  es,  en 
consecuencia,  distinta  de  ella. 

"La  premeditación  en  el  homicidio",  di- 
ce Rivarola  (1),  consistía  en  el  designio 
formado  de  antemano  de  atentar  contra  la 
¡jersona  de  un  individuo  cierto  o  incierto". 
Esta  definición  tenia  sus  precedentes  en  el 
Código  Francés  y  en  el  antiguo  del  Brasil. 
"Consiste  la  premeditación",  dice  el  pri- 
mero" "en  el  designio  formado  antes  de  la 
acción,  de  atentar  contra  la  persona  de  un 
determinado  individuo  o  contra  la  de 
cualquiera  que  se  halle  o  encuentre  aún 
cuando  este  designio  dependa  de  alguna 
circunstancia  o  condición".  El  segundo 
decia:  "Cuando  el  delincuente  ha  obrado 
con  premeditación,  esto  es,  habiendo  for- 
mado antes  de  la  acción  el  proi>ósito  de 
ofender  a  una  persona  determinada  o  in- 
determinada. Hay  premeditación  cuando 
entre  el  proyecto  y  la  acción  han  transcu- 
rrido más  de  veinticuatro  horas". 

Lo  expuesto  por  el  comentarista  Riva- 
rola confirma  el  concepto  que  ya  hemos 
externado  de  que  todo  el  tiempo  de  vaci- 
laciones no  constituye  la  agravante  en  es- 
tudio. 

Ese  periodo,  lejos  de  acentuar  el  criterio 
de  que  se  está  frente  a  un  criminal  ¡per- 
verso, sugiere  la  idea  contraria.  Mientras 
hay  lucha  en  el  espíritu,  no  se  premedita 
sino  que  simplemente  se  medita  si  ha  de 
ejecutarse  el  hecho.  La  premeditación 
principia  cuando  desaparece  dicha  lucha 
porque  ya  se  ha  tomado  la  resolución  y  se 
está  insistiendo  sobre  lo  mismo  que  está 
decidido,  o  se  está  escogiendo  los  medios 
de  realizarlo. 

Y  también  vemos  reforzada  en  la  opi- 
nión del  comentarista  argentino,  la  nues- 
tra de  que  sólo  la  premeditación  conocida 
debe  aplicarse.  La  presunta,  ni  la  ha  es- 
tablecido la  ley.  ni  sería  razonable  que  la 
estableciera,  porque  sería  peligroso  y  de 
graves  consecuencias  recargar  la  respon- 
sabilidad del  delincuente  sólo  por  presun- 
ciones de  que  ha  concurrido  la  agravante. 

Rivarola  cree  que  ni  siquiera  hace  falta 
que  la  ley  disponga  que  ha  de  ser  cono- 
cida la  agravante. 


(1)  Página  485  de  In  obra  Derecho  Penal  Ai^n- 
tlno. 
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De  consiguiente,  aún  sin  esa  palabra,  no 
es  correcto  apreciar  que  en  el  articulo  356 
la  ley  admite  que  se  aplique  por  presun- 
ciones. 

Ya  hemos  dicho  a  este  respecto  que  el 
articulo  356  la  ley  se  ha  querido  referir 
a  la  misma  agravante  establecida  en  el 
No.  6o.  del  Articulo  10. 

Adelante,  al  referirnos  a  la  jurispruden- 
cia salvadoreña,  volveremos  a  ocuparnos 
de  este  importante  aspecto  del  estudio  que 
hemos  hecho. 

4. — Los  autores  han  discutido  la  cues- 
tión planteada  por  Carrara  de  saber  si  la 
premditación  puede  ser  condicional  o  con- 
dicionada. 

Hace  algunos  años  se  cometió  en  esta 
ciudad  capital  un  hecho  que  produjo  gran 
sensación  y  que  ha  de  servir  en  el  estu- 
dio de  este  importante  problema  penal. 

Habia  regresado  de  los  mejores  colegios 
de  Europa  un  joven  de  nuestra  sociedad 
distinguida.  El  joven  trajo  entre  su  bagaje 
de  costumbres  europeas,  la  de  vestirse  con 
cierto  refinamiento  llamativo  a  veces  exa- 
gerado, y  por  lo  tanto  antipático  a  los  ojos 
de  los  descuidados  en  el  vestir  y  de  los  de 
maneras  y  usos  vulgares. 

Un  muchacho  mal  educado  de  Indole 
agresiva,  se  creía  y  era  muy  fuerte.  Por 
su  Índole  natural,  mala  educación  y  con- 
fianza en  su  cuerpo,  dió  en  hacer  el  gra- 
cejo a  costa  del  recién  llegado  de  tierras 
lejanas. 

Por  paseos  públicos  de  los  más  frecuen- 
tados, en  los  parques  a  la  hora  de  los  con- 
ciertos, en  las  calles,  por  doquiera,  se  oían 
con  frecuencia  las  burlas  insolentes  de 
quien  se  divertía  y  divertía  a  los  demás 
fastidiando  a  quien  no  cometía  falta  al- 
guna, pero  se  vestía  y  conducía  de  mane- 
ra extravagante,  a  juicio  de  su  constante 
y  gratuito  perseguidor. 

El  joven  venido  de  París  estaba  desespe- 
rado. No  podía  soportar  más  la  burla  y  la 
humillación  a  que  con  tanta  frecuencia  y 
grosería  era  sometido.  Así  lo  dijo  a  sus 
amigos  en  más  de  una  ocasión.  Y  los  amigos 
lo  animaban  a  que  buscara  la  manera  va- 
ronil de  poner  término  al  ridículo  a  que  se 
le  tenía  sometido.  No  queriendo  llegar  al 
extermo  de  recurrir  a  las  armas  para  arre- 
glar su  penosa  y  desesperada  situación, 
buscó  medidas  consiliatorías.  A  ratos,  ba- 
jo el  impulso  de  la  desesperación,  dijo  sn 
propósito  de  disparar  contra  su  mordaz 
enemigo.  En  calma,  recurrió  a  las  atori- 
dades  para  obtener  la  protección  necesa- 


ria, y  nada  logró,  dijo  después  que  mataría 
a  N.  si  continuaba  molestándolo,  y  a  la 
verdad,  tomó  aquella  dolorosa  y  trágica 
resolución.  Y  la  consumó  una  noche,  des- 
pués de  recibir,  en  uno  de  los  paseos  pú- 
blicos, la  última  burla,  grotesca,  de  peor 
índole  de  las  anteriores  que  tan  nerviosio  lo 
tenían.  El  reo  fué  a  la  cárcel  y  se  le  si- 
guió proceso.  Llegóse  el  día  del  jurado. 
La  vista  produjo  sensación  y  el  público  hi- 
zo manifestaciones  de  simpatía  para  el 
procesado.  El  tribunal,  con  amplia  con- 
ciencia, absolvió  al  reo.  Pero  pudo  haber- 
lo condenado.  En  este  caso,  ¿los  tribuna- 
les habrían  podido  apreciar  que  hubo  pre- 
meditación? 

El  reo  había  meditado  el  hecho.  La  me- 
ditación fué  conocida,  porque  la  comuni- 
có a  varios  amigos  y  porque  tomó  medidas 
encaminadas  al  delito.  Compró  revólver, 
hizo  prácticas  de  tiro  al  blanco,  etc.  Hizo 
reflexiones  sobre  la  gravedad  del  proble- 
ma y  se  mantuvo  firme  en  su  propósito, 
pero  condicionado  ese  propósito  a  vma 
nueva  burla. 

El  reo  no  fué  a  buscar  a  su  víctima  esperó 
una  nueva  y  mortificante  provocación.  Vi- 
no ésta,  dolorosa,  ante  mucho  público, 
asi  los  hechos  se  plantea  la  cuestión  si- 
guiente: Cuando  la  determinación  de  co- 
meter el  delito  se  subordina  a  la  condi- 
ción de  que  la  victima  ejecute  algún  acto 
de  provocación,  ¿cabe  apreciar  que  con- 
curre la  agravante? 

No  cabe  duda  que  el  delito  fué  preme- 
ditado, pero  el  agente  no  se  detuvo  a  re- 
flexionar en  frío  sobre  la  manera  de  eje- 
cutar el  crimen,  saboreando  en  su  interior 
morboso  el  deseo  de  ejecutar  el  delito. 
Tampoco  vaciló  sobre  si  debía  o  no  rea- 
lizarlo. Su  resolución  estaba  tomada  ya: 
Si  su  gratuito  perseguidor  continuaba  ha- 
ciéndolo sufrir,  tendría  que  quitarlo  del 
camino  para  tranquilizar  su  vida. 

A  esa  clase  de  determinaciones  las  cono- 
cen los  autores  con  el  nombre  de  premedi- 
tación condicionada,  porque  supone  que 
el  propósito  de  delinquir  es  firme,  aunque 
sujeto  a  un  evento  que  pueda  ocurrir  o  no 
y  que  consiste  en  que  su  futura  victima 
ejecute  un  acto  injusto  determinado. 

Nosotros  creemos  que  la  premeditación 
que  la  ley  debe  castigar  es  la  simple,  por- 
que es  la  que  revela  propósito  directo  y  per- 
verso de  delinquir.  La  otra,  la  condicional, 
no  es  más  que  el  propósito  de  llegar  hasta 
al  delito  para  hacer  cesar  una  situación 
insoportable,  creada  por  actos  injustos  de 
la  futura  víctima.   Reconocemos  con  todo 
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que  la  ley  no  ha  distinguido  ni  separado 
una  clase  de  premeditación  de  la  otra,  y 
que  cuando  la  ley  no  distingue  es  aventu- 
rado que  lo  hagan  los  tribunales- 

El  maestro  Carrara  sostenía  que  la  pre- 
meditación se  desvanecía  como  agravante 
cuando  el  hecho  futuro  e  incierto  de  que 
dependía  la  ejecución  del  delito  lo  consti- 
tuía un  acto  injusto  realizado  por  la  vic- 
tima contra  el  victimario. 

El  profesor  Irureta  Goyena  (1),  comen- 
tando esa  opinión  se  expresa  asi: 

"La  resolución  criminal  se  puede  hacer 
depender  de  un  suceso  futuro  absoluta- 
mente extraño  a  la  actividad  de  la  victi- 
ma, como  puede  ser  un  hecho  dependien- 
te de  la  actividad  de  la  misma.  En  este 
último  caso  el  acto  realizado  por  la  victima 
puede  ser  justo  o  injusto.  Ahora  bien,  di- 
ce Carrara:  Cuando  la  resolución  criminal 
so  hace  depender  de  un  suceso  futuro  e 
incierto  el  cual  se  traduce  por  un  acto  in- 
justo verificado  por  la  victima  contra  el  vic 
timarlo,  la  premeditación  desaparece  co- 
mo agravante.  El  maestro  esclarece  su 
doctrina  valiéndose  del  siguiente  ejemplo: 

"Un  sujeto  dice:  si  Fulano  de  tal  vuel- 
ve a  faltarme  galanteando  a  mi  mujer,  lo 
mato.  En  tales  circunstancias  el  ofensor 
reitera  su  agravio  y  el  individuo  lo  mata. 
No  hay  premeditación.  ¿Por  qué?  Porque 
la  resolución  criminal  se  hace  depender 
de  un  suceso  futuro  e  incierto  en  el  cual 
constituye  una  injusticia  de  la  victima 
contra  el  victimario". 

"En  mi  concepto,  la  teoría  de  Carrara 
es  falsa.  Siempre  que  se  diga  que  la  pre- 
meditación condicionada  consiste  en  una 
resolución  de  un  hecho  futuro  e  incierto, 
sea  el  hecho  a  realizarse  por  la  victima 
justo  o  injusto,  la  resolución  está  tomada 
y  aplazada  lo  mismo  en  una  hipótesis  que 
en  la  otra. 

"Si  el  sujeto  en  cada  caso  se  ha  dicho: 
mato  si  se  realiza  tal  condición,  relizándo- 
se  la  condición  impuesta,  la  premeditación 
existe.  Naturalmente  que  es  grave  admitir 
la  premeditación  en  casos  tan  escogidos 
como  los  que  plantea  Carrara;  es  claro  que 
cuesta  castigar  con  la  misma  severidad  al 
homicida  que  subordina  el  atentado  a  un 
aspecto  indiferente  de  la  victima,  que  aquél 
que  lo  hace  deiDender  de  una  ofensa  even- 
tual de  la  víctima.  Eso  es  perfectamente 
incuestionable,  aunque  yo  creo  que  tales 
antecedente.s  deben  tenerse  on  cuenta  por  o! 
legislador  para  determinar  el  carácter  y  la 

(1)  página  167  clul  Tomo  de  su,s  obras  completas. 


extensión  de  la  premeditación;  sea  lo  que 
es,  un  designio  aplazado,  la  naturaleza  de 
los  actos  realizados  por  la  victima,  ni  puede 
borrar  la  resolución  ni  desvanece  su  apla- 
zamiento. Luego  la  premeditación  exis- 
te siempre.  Entre  tanto,  y  de  acuerdo 
con  nuestro  Código,  mientras  no  se  cam- 
bien los  moldes  de  la  agravante,  yo  creo 
que  los  casos  de  premeditación  condicio- 
nal, según  el  concepto  de  Carrara,  deben 
juzgarse  con  sujeción  a  lo  dispuesto  en  el 
inciso  primero  del  articulo  331.  Este  ar- 
ticulo disminuye  la  pena  de  uno  a  tres 
grados  cuando  media  provocación". 

Es  indudable,  como  enseña  el  Dr.  Irureta, 
que  la  premeditación  existe  siempre,  sea 
justo  o  injusto  el  hecho  futuro  de  la  vic- 
tima que  lo  condiciona.  El  texto  de  las 
leyes,  escueto  como  está  admite  que  se 
aplique  la  agravante,  sea  que  el  homicida 
subordine  o  no  el  atentado  a  un  acto  in- 
diferente, o  que  lo  haga  depender  de  la 
eventualidad  de  un  acto  injusto  de  la  vic- 
tima; pero  es  razonable,  en  teoría  y  aún 
en  buena  jurisprudencia,  no  comprender 
en  la  agravante  la  determinación  condicio- 
nada a  un  hecho  injusto  de  la  victima,  por 
nc  tener  los  caracteres  de  odiosidad  y  de 
peligrosidad  de  la  premeditación,  y  al  revi- 
sarse los  códigos,  debiera  excluirse  de  ma- 
nera terminante  a  la  premeditación  con- 
dicional que  está  subordinada  a  un  hecho 
injusto  de  la  víctima. 

Decimos  que  ha  de  excluirse  de  la  preme- 
ditación sujeta  a  agravar  la  responsabili- 
dad, aquélla  que  estuviere  subordinada  a 
un  acto  injusto,  agresivo  de  la  víctima, 
porque  ofrece  lugar  a  dudas  tal  como  está 
la  ley  y  por  lo  tanto  a  jurisprudencia  con- 
tradictoria. 

Pessina  decia  que  la  premeditación  es  un 
hecho  subjetivo  que  se  desarrolla  en  el 
ánimo  del  agente  y  que  no  ha  de  conside- 
rarse subordinado  al  acto  que  va  a  rea- 
lizar la  victima.  Se  premedita  o  no  se  pre- 
medita. Si  el  agente  está  resuelto  hay 
premeditación.  Si  no  lo  está  la  premedita- 
ción no  existe. 

Se  pone  el  ejemplo  de  la  amante  que 
exige  el  cumplimiento  de  la  promesa  ma- 
trimonial amenazando  con  el  homicidio 
si  no  se  le  cumple.  Se  sostiene  que  la  pre- 
meditación existe  porque  la  resolución  es- 
tá tomada  y  sólo  la  ejecución  se  sujeta  al 
evento  condicional  de  lo  que  hiciere  la  vic- 
tima. 

Nosotros  creemos  que  en  cierto  modo  la 
resolución  no  está  tomada,  al  menos  de 
manera  definitiva.    Parece  que  algo  falta 
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en  el  ánimo.  Todavía  se  alienta  en  el  es- 
píritu la  esperanza  de  lograr  el  objeto  de- 
ceado.  La  amenaza  no  es  más  que  el  me- 
dio escogido  para  lograr  el  anhelo.  No  es 
el  delito  lo  que  se  pretende  sino  el  cumpli- 
miento de  la  promesa  y  son  muchos  los  ca- 
sos en  que  no  se  realiza  la  amenaza  no 
obstante  el  fracaso  obtenido  con  la  exigen- 
cia. Luego  no  había  una  resolución  per- 
fecta. 

5) — No  ha  de  confundirse  el  propósito 
deliberado  de  ejecutar  un  hecho  delic- 
tuoso con  la  causa  de  esa  determina- 
ción. Lo  primero  da  el  concepto  de  la  pre- 
meditación, mientras  que  lo  segundo  no  es 
más  que  el  motivo  del  delito  o  su  fuerza 
impulsora. 

Se  piensa  en  el  delito,  sea  por  obtener  un 
lucro,  por  evitar  el  estorbo  que  una  perso- 
na hace  a  las  tendencias  o  ambiciones  del 
agente,  o  por  vengar  un  agravio  que  se 
hubiera  recibido. 

Esas  causas  o  motivos  determinan  la  vo- 
luntad del  criminal,  o  le  sirven  de  aliciente. 
No  ha  de  creerse  que  por  existir  prueba  de 
esas  causas,  determinantes  o  incitadoras, 
ya  se  tiene  establecida  una  prueba  de  la 
resolución  de  cometer  el  homicidio,  porque 
coinciden  cronológicamente  las  causas  y 
la  determinación.  La  determinación  es  el 
efecto,  y  a  veces  se  produce  con  mucha 
posterioridad  a  la  causa. 

Aunque  haya  existido  causa  anterior  al 
delito,  puede  no  haberse  premeditado. 
Quien  recibe  una  ofensa  puede  ofuscarse  al 
encontrar  a  su  ofensor  y  en  ese  momento 
decidirse  a  matarlo.  La  prueba  de  la  ofen- 
sa recibida  no  sería  bastante  para  acredi- 
tar que  el  delito  estaba  decidido  con  ante- 
lación. 

La  causa,  o  sea  el  motivo  que  haya  teni- 
do el  criminal  para  delinquir,  puede  ser 
justa  o  injusta  e  influir  poderosamente  a 
que  el  delito  se  cometa;  pero  no  siempre 
que  existe  una  causa  justa  o  injusta  se 
produce  un  delito,  ni  se  ha  premeditado. 
Podrá  dejar  en  el  ánimo  el  morbo  de  la 
pasión,  pero  no  es  seguro  que  el  delito  ven- 
ga como  consecuencia  fatal.  Por  lo  tanto, 
sólo  establece  una  presunción  de  que  el 
agente  haya  reaccionado  a  virtud  de  dicha 
causa,  y  si  no  se  obtiene  prueba  clara  de 
que  determinó  la  volutad  del  agente,  aun- 
que hubiese  comprobación  de  la  causa,  no 
puede  decirse  que  el  delito  estuvo  preme- 
ditado. 


Los  hechos  externos  que  hagan  conocida 
la  premeditación  deben  ser  tales  que  im- 
pliquen una  prueba  directa  de  la  resolu- 
ción de  delinquir.  La  causa  del  delito  no 
es  de  la  naturaleza  de  esos  hechos  y  cuan- 
do más  pueden  apreciarse  como  prueba  di- 
recta de  que  posiblemente  ha  sido  preme- 
ditado el  delito,  o  de  que  quien  tenga  esas 
causas  sea  el  autor  del  crimen;  mas  esto 
que  tiene  gran  importancia  para  la  inves- 
tigación judicial  del  delito,  no  ha  de  con- 
fundirse con  la  agravante  que  examina- 
mos. 

Es  oportuno  hacer  estas  explicaciones, 
porque  es  fácil  incurrir  en  el  error  de  creer 
que  porque  se  han  encontrado  las  causas 
del  delito,  se  tiene  prueba  de  que  ha  sido 
premeditado. 

Si  asi  fuera,  siempre  que  concurriere  la 
atenuante  de  haberse  procedido  en  vindi- 
cación de  una  ofensa  grave,  se  estaría 
también  en  presencia  de  un  delito  preme- 
ditado, y  no  es  asi.  El  deseo  de  delinquir, 
aunque  esté  motivado  por  el  agravio  ante- 
rior, puede  venir  de  súbito,  sin  madura  re- 
flexión anterior,  que  es  la  característica 
del  delito  premeditado. 

6) — ^Los  comentaristas  han  sostenido  va- 
rias teorías  para  encontrar  el  fundamento 
de  la  agravante,  y  no  han  faltado  opinio- 
nes de  que  dicha  agravante  carece  de  ra- 
zón filosófica  que  la  justifique. 

Carrara  creía  que  el  delito  cometido  con 
premeditación  debe  castigarse  con  mayor 
severidad,  por  la  menor  defensa  que  la 
victima  puede  oponer  a  quien  tiene  acu- 
muladas en  su  espíritu  todas  las  ideas  que 
ha  recogido  relativas  al  delito,  durante  el 
transcurso  del  tiempo  que  media  entre  la 
resolución  de  ejecutarlo  y  la  acción  delic- 
tuosa. Suponía  Carrara  que  es  muy  difí- 
cil defenderse  de  quien  ha  recogido  todas 
las  medidas  necesarias  para  la  eficacia  de 
su  deseo  criminal. 

Quienes  han  combatido  esa  teoría  ase- 
guran que  las  estadísticas  no  confirman  la 
suposición  de  Carrara,  y  el  profesor  Irureta 
Goyena  agrega  que  el  sujeto  que  está  bajo 
el  imperio  de  una  pasión,  no  piensa  más 
que  en  la  venganza,  va  derecho  a  ella  con 
toda  la  fuerza  de  su  espíritu,  sin  pensar 
en  las  consecuencias,  obsesionado  por  la  ne- 
cesidad de  ejecutar  el  delito.  El  que  preme- 
dita, en  cambio,  se  desintegra  espiintual- 
mente:  piensa  en  su  situación  después  de 
cometido  el  crimen  ante  la  socidad  y  ante 
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su  familia,  piensa  en  los  efectos  materiales 
y  morales  de  la  condenación,  en  la  manera 
de  escapar  a  la  justicia;  piensa,  en  una 
palabra,  en  si  mismo  al  mismo  tiempo  que 
piensa  en  matar,  y  esas  energías  disipadas 
en  la  auto  protección,  vienen,  en  cierto 
modo,  a  proteger  a  la  victima". 

Romagoni,  cree  que  quien  premeditó 
el  delito  ha  tenido  tiempo  para  escoger  los 
medios  de  asegurar  la  impunidad.  Tam- 
bién se  ha  combatido  con  números  esta 
tesis,  comprobándose  la  inexactitud  del  su- 
puesto: según  las  estadísticas,  el  coeficien- 
te de  homicidios  premeditados  que  se  han 
substraído  de  la  justicia  no  es  mayor  que  el 
de  los  homicidios  simples.  Nada  se  puede 
decir  contra  las  estadísticas.  Si  los  datos  son 
exactos,  no  cabe  duda  sobre  las  deduccio- 
nes, pero  es  atractiva  la  teoría  de  Romag- 
noni  y  en  más  de  un  caso  debe  ser  verídi- 
ca. 

Es  indudable,  sin  embargo,  que  las  me- 
jores explicaciones  sobre  esta  materia, 
son  las  de  Benthan  y  Alimena. 

Los  comentaristas,  al  hablar  de  la  pre- 
meditación, nos  dicen  que  la  premedita- 
ción, es  Índice  de  una  perversidad  más 
grave,  pero  sin  dar  explicaciones  claras 
que  comprueben  la  exactitud  del  juicio  for- 
mulado. 

Decía  Benthan  que  hasta  los  espíritus  se- 
lectos zozobran  al  impulso  de  las  pasiones, 
pero  que  si  entre  la  resolución  delictiva  y 
el  hecho  material,  media  tiempo  suficien- 
te, el  sujeto  se  afirma  en  su  determina- 
ción o  la  desecha,  procediendo  de  acuerdo 
con  su  temperamento. 

Alimena  dice  que  la  premeditación  reve- 
la el  fondo  del  carácter  del  individuo. 

Explicando  esas  teorías,  se  expresa  así 
Irureta  Goyena:  "En  dos  casos  absoluta- 
mente iguales,  en  dos  casos  en  que  los  su- 
jetos obran  bajo  los  mismos  impulsos, 
siempre  será  más  peligroso,  y  por  consi- 
guiente más  temible,  el  sujeto  que  preme- 
dita que  el  que  no  premedita". 

"Los  pensamientos  que  traducen  el  ca- 
rácter del  sujeto,  no  son  los  que  entran  y 
salen,  sino  los  que  se  convierten  en  una 
resolución  que  arraiga  en  el  espíritu". 

"La  diferencia  entre  un  hombre  bueno 
y  un  hombre  malo  estriba  en  que  en  el  pri- 
mero los  sentimientos  nobles  se  transfor- 
man en  resoluciones  perdurables,  mientras 
que  en  el  segundo  esos  sentimientos  vibran 
un  instante  y  luego  desaparecen  en  el  tor- 
bellino de  las  demás  pasiones". 


"Lo  que  le  ocurre  al  hombre  inferior  con 
los  nobles  sentimientos,  le  sucede  al  hom- 
bre bueno  con  las  bajas  impulsiones:  se 
deslizan  por  su  espíritu  y  si  alguno  llega 
a  convertirse  en  resolución,  no  pasa,  de 
Ir  resolución  a  la  acción.  Decía  un  filó- 
sofo cristiano  que  el  hombre  más  justo  pe- 
caba siete  veces  al  día.  Eso  es  perfecta- 
mente cierto  sobre  todo  si  se  cuentan  co- 
mo pecados  las  malas  intenciones  des- 
echadas". 

"Todos  los  hombres,  repito,  están  ex- 
puestos a  las  malas  tentaciones,  los  justos 
y  los  réprobos:  los  réprobos  las  convierten 
en  acciones  a  través  de  una  resolución 
previa,  los  justos  las  desechan.  Es  decir, 
que  el  espíritu,  en  realidad  solo  escoge  y 
transforma  en  resolución  y  luego  en  ac- 
ción los  impulsos,  las  ideas  y  los  senti- 
mientos que  corresponden  a  su  psicología". 

De  lo  expuesto  aceptado  por  nosotros,  se 
liega  a  la  conclusión  de  que  para  la  socie- 
dad son  más  peligrosos  los  hombres  de 
fuerte  contextura  para  el  crimen.  Y  son 
fuertes,  muy  fuertes  para  el  mal,  quienes 
no  trepidan  ni  desisten  de  una  resolución 
tomada,  aunque  transcurra  tiempo  y  ten- 
gan que  vencer  grandes  obstáculos.  Esos 
hombres  son  más  peligrosos  que  quienes 
proceden  al  impulso  de  pasiones  pasajeras. 
Aquellos,  los  premeditadores,  no  proceden 
por  la  influencia  de  causas  externas  ni  de 
arrebatos  del  momento.  Son  tenaces,  per- 
sistentes, firmes  en  sus  negras  determina- 
ciones, porque  obedecen  a  su  fondo  moral, 
a  su  carácter  e  índoles  personales. 

Así  como  los  buenos,  cuando  son  fuertes 
para  el  bien,  cualesquiera  que    sean  los 
vendavales  que  los  azotetBWtCia  las  playas 
tenebrosas  del  crimen,  saben  resistir  y  sal- 
varse del  naufragio  moral,  así  los  perver- 
sos, por  índole  propia,  aunque  reflexionen, 
aunque  mediten  largamenM,  no  cambian 
su  perversa  resolución  y  van  a  la  acción 
delictuosa,  a  la  ejecución  del  acto  que  fué 
resuelto  y  premeditado  anticipadamente. 
Son  los  hombres    fuertes  para  el  delito, 
tremendamente  peligrosos,  más  peligrosos 
entre  más  tenaces  y  constantes.   Los  me- 
nos perversos,  aún  resueltos  a  cometer  el 
delito,  sí  el  tiempo  o  la  circunstancias  los 
estorban,  no  llegan  a    ejecutar  el  delito 
predeterminado.    Pos  eso  son  menos  peli- 
grosos, i 
Refieren  algunos  atuores  que  la  preme-  ^ 
ditación  figura  en  los  Códigos  más  por  ra-' 
zones  históricas  que  por  razones  filosóficas ; 
y  que  fue  aceptada  originalmente,    conn  3 
agravante,  debido  a  la  facultad  que  po-r 
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las  leyes  germanas  tenia  la  victima  para 
ejercer  por  si  misma  la  justicia,  pero  a 
condición  de  que  hubiera  un  aviso  previo 
al  ofensor  de  que  se  recurriría  a  vengar 
el  agravio.  Si  no  se  prevenía  a  la  victima  no 
podía  ejercerse  la  justicia  por  propia  ma- 
no y  degeneraba  en  venganza  ruin  y  co- 
barde. 

Algo  ha  quedado  de  ese  criterio.  Aún 
prevalece  en  la  ideología  popular  la  ten- 
dencia a  justificar  esas  venganzas  ejerci- 
das con  franqueza  y  valentía. 

Per  eso  es  que  algunos  ven  en  el  delito 
ejecutado  con  premeditación,  sin  noticia 
para  el  que  será  atacado,  toda  la  repug- 
nancia de  quien  ataca  por  sorpresa  y  tal 
vez  tomando  todas  las  precauciones  o  me- 
didas preparatorias  que  ha  podido,  sean 
o  no  eficientes  para  la  consumación  del 
delito,  sin  que  la  reflexión  haya  podido  de- 
tener su  brazo  antes  de  herir  a  la  victima. 
No  hay  duda  que  algo  de  ese  punto  de  vis- 
ta ha  influido  en  las  legislaciones  para 
abrir  campo  a  la  premeditación  como  cir- 
cunstancia agravante. 

-:- 

7) — Conforme  al  criterio  que  privaba  en 
nuestro  Código,  la  premeditación  conocida 
era  sin  duda  alguna  la  agravante  de  ma- 
yor gravedad.  Lo  aseguramos  así  basados 
en  el  hecho  de  que  la  premeditación  era 
elemento  indispensable  para  constituir  el 
asesinato.  Podía  faltar  alguna  de  las 
otras,  pero  no  la  premeditación,  para  que 
el  homicidio  se  castigara  como  asesinato. 

Se  había  apartado  a  ese  respecto  el  Có- 
digo Salvadoreño  del  de  la  Madre  Patria 
del  70,  pues  en  el  cuerpo  de  leyes  hispano 
bastaba  que  concurriera  una  cualquiera  de 
las  circunstancias  de  alevosía,  precio,  ve- 
neno o  premeditación  para  que  el  homici- 
dio se  conceptuara  asesinato. 

La  reforma  salvadoreña  de  1935,  si- 
guiendo al  Código  español,  cambió  el  Art. 
356  y  estableció  que  es  asesinato  el  ho- 
micidio cometido  concurriendo  cualquiera 
de  las  circunstancias  siguientes: 

lo. — Premeditación; 

2o. — Alevosía; 

3o. — Precio  o  promesa  remuneratoria; 
4o. — Por  medio  de  inundación,  incendio 
o  veneno; 

5o. — Por  medio  de  descarrilamiento  de 
trenes; 

■6o. — ^Por  medio  de  explosión; 

7o. — Por  medio  de  varamiento  de  nave 
o  averia  causada  de  propósito  en 
cualquier  vehículo  terrestre,  mari- 
timo  o  aéreo. 


Por  lo  expuesto  anteriormente,  se  ve  cla- 
ro que  para  los  legisladores  salvadoreños 
anteriores  a  la  reforma  de  1935,  la  preme- 
ditación era  la  agravante  de  mayor  con- 
sideración. 

Después  de  la  reforma  esa  agravante  es- 
tá equiparada  a  las  otras,  pero  es  siempre 
de  las  de  mayor  gravedad,  desde  luego  que 
sirve  para  cambiar  la  naturaleza  del  ho- 
micidio convirtiéndolo  en  asesinato. 

No  ha  de  entenderse  con  las  palabras  que 
dejamos  escritas  que  nosotros  admitimos 
que  el  asesinato  es  un  delito  diferente  del 
homicidio.  Ya  hemos  dicho  en  otra  ocasión 
que  sólo  existe  el  delito  de  homicidio  y  que 
lo  que  nuestra  ley  llama  asesinato  no  es 
más  que  una  modalidad  del  homicidio. 

Hecha  esa  advertencia  volvamos  a  la 
gravedad  de  la  premeditación. 

Creemos  nosotros,  como  ya  lo  dejamos 
expuesto  en  otro  lugar  de  este  trabajo,  que 
la  premeditación  sólo  debiera  existir  en  el 
capitulo  de  los  delitos  contra  las  personas, 
o  contra  la  vida  como  se  le  llama  en  otras 
legislaciones.  No  es  correcto  aplicarla  a 
otra  clase  de  hechos  punibles,  pues  sólo 
en  esos  delitos  es  que  reviste  la  gravedad 
y  repugnancia  con  que  la  aprecian  las  di- 
versas legislaciones  y  en  lo  general  la  ju- 
risprudencia. 

Hemos  de  advertir,  sin  embargo,  que  si 
bien  asi  se  aprecia  en  la  generalidad  de  los 
países,  no  han  faltado  autores  que  estiman 
sin  fundamento  el  que  se  repute  agravan- 
te a  la  premeditación,  y  que  entre  las  le- 
gislaciones que  conocemos,  la  actual  de  la 
República  Argentina  está  de  acuerdo  con 
ese  criterio  y  no  toma  en  cuenta  dicha 
agravante.  El  Código  Argentino,  al  acep- 
tar algunas  de  las  corrientes  modernas,  no 
consigna  capítulo  de  agravantes  ni  inclu- 
ye a  la  premeditación  como  especifica  que 
varíe  la  naturaleza  del  homicidio. 

Quienes  sotíenen  que  la  premeditación 
no  debe  agravar  la  responsabilidad,  razo- 
nan diciendo  que  lo  único  que  dá  el  ver- 
dadero coeficiente  de  la  idoneidad  crimi- 
nal del  sujeto,  son  los  móviles  que  haya 
tenido  para  delinquir. 

La  acción  no  se  ejecuta  de  manera  in- 
mediata, sea  porque  el  agente  ha  tropeza- 
do con  obstáculos    accidentales  o  propios^ 
de  la  índole    natural  del  individuo.  En^ 
ninguno  de  los  dos  casos  se  considera  gra- 
ve la  premeditación. 

En  nada  es  más  grave,  según  esos  auto- 
res, para  la  sociedad,  el  individuo  que  tie- 
ne resuelto  el  delito  y  que  no  lo  ejecuta 
porque  no  dispone  de  los  medios  materia- 
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les  indispensables,  o  porque  su  victima  no 
está  presente,  o  no  está  a  su  alcance,  o 
por  cualquier  otro  motivo.  Lo  importan- 
te, agregan,  son  las  causas  que  tuviere  pa- 
ra el  delito.  Si  esas  causas  son  justifica- 
bles, la  premeditación  no  es  un  indicio  de 
mayor  perversidad.  Mas  lo  serian  quienes 
sm  deliberar,  al  presentársele  una  oportu- 
nidad, delinquen,  obedeciendo  a  estímulos 
innobles,  de  egoísmo  o  de  brutal  perver- 
sidad. Tampoco  se  considera  razonable, 
por  esos  autores,  más  perverso,  a  quien  p>or 
su  modo  de  ser  natural,  por  su  tempera- 
mento, aplazan  todo  lo  que  resuelven  para 
días  posteriores.  Esto,  dicen,  en  nada  au- 
menta la  peligrosidad  del  agente. 

Nosotros  creemos  que  al  mediar  tiempo 
entre  la  resolución  y  la  ejecución,  el  hom- 
bre tiene  oportunidad  de  atender  la  voz 
de  su  conciencia,  y  que  mediando  esa  opor- 
tunidad, sea  cualquiera  la  causa  porque 
haya  sido  aplazada  la  ejecución,  quien  no 
la  atiende  y  no  rectifica  y  desiste  del  he- 
cho en  proyecto,  es  porque  pesa  más  en 
su  ánimo  la  inclinación  al  mal  que  las 
fuerzas  morales  que  en  su  interior  se  opo- 
nen al  delito,  y  de  consiguiente,  es  un  ser 
más  peligroso  y  debe  ser  castigado  con  ma- 
yor severidad. 

Los  delitos  premeditados  son  siempre  de 
mayor  trascendencia  y  causan  más  alarma 
al  conglomerado  social  que  los  homicidios 
simples  o  los  de  ímpetu  pasional,  porque 
el  peligro  corrido  por  la  victima  y  por  lo 
tanto  de  la  sociedad,  debe  contarse  desde 
la  fecha  en  que  fué  tomada  la  resolución 
hasta  el  día  de  la  ejecución,  y  quien  es 
una  amenaza  por  tanto  tiempK).  no  puede 
ser  considerado  al  igual  de  quien  no  ha  te- 
nido tiempo  de  reflexionar  porque  las  cir- 
cunstancias le  hicieron  delinquir  rápida- 
mente. 

8) — Poca  jurisprudencia  salvadoreña  he- 
mos encontrado  sobre  la  premeditación. 

Podemos  asegurar,  sin  embargo,  que 
nuestros  magistrados  y  los  de  Madrid  se 
han  inclinado  a  considerar  que  el  concep- 
to de  la  premeditación  no  descansa  ex- 
clusivamente en  el  criterio  cronológico, 
,  sino  que  exige  meditación  serena  y  fría. 

Vamos  a  referirnos  a  algunas  de  las  sen- 
tencias que  hemos  visto  publicadas,  y  ex- 
pondremos nuestra  opinión  respecto  de 
ellas. 

Aceptamos  el  criterio  de  la  Honorabe 
Cámara  de  3a.  Instancia  expuesto  en  la 
sentencia  publicada  a  la  página  287  de  la 


Revista  Judicial  de  julio  a  septiembre  de 
1925.  Dicha  sentencia  aprecia  que  concu- 
rrió la  agravante  de  premeditación  cono- 
cida en  el  delito  de  homicidio  en  la  perso- 
na de  Pío  Chávez,  porque  el  jurado  declaró 
estar  probado  que  los  reos,  durante  tres 
días  consecutivos,  inclusive  el  de  la  eje- 
cución del  crimen,  estuvieron  esperando 
que  pasase  Chávez  por  el  lugar  en  que  se 
ejecutó  el  delito. 

r'r. 

No  ha  faltado  la  duda  de  si  la  compro- 
bación de  que  el  delito  se  ejecutó  median- 
te precio  ofrecido  o  pagado  al  agente  eje- 
cutor del  hecho  material,  es  una  prueba 
de  que  los  dos  responsables,  el  instigador 
y  el  desarroUador  del  crimen,  lo  premedi- 
taron. 

La  oferta  y  el  pago  han  debido  hacerse 
antes  e  implican  hechos  en  que  se  exterio- 
rizó e  hizo  conocer  el  propósito  criminal. 

Con  todo,  no  es  suficiente  ese  hecho  pa- 
ra constituir  la  agravante,  porque  el  pre- 
cio, por  si  mismo,  no  implica  la  persisten- 
cia y  frío  razonamiento  y  propósito  de  eje- 
cutar el  crimen.  Puede  aceptarse  el  pac- 
to criminoso  sin  previo  análisis  y  cumplir- 
se pronto,  sin  madura  meditación. 

Así  lo  ha  considerado,  con  buen  criterio, 
la  honorable  Cámara  de  3a.  Instancia,  en 
el  fallo  de  29  de  diciembre  de  1927,  publi- 
cado a  la  página  401  de  la  Revista  Judicial 
de  ese  año.  "En  la  comisión  del  delito,  dice 
el  Párrafo  III  de  esa  sentencia,  no  hay 
prueba  de  haber  habido  por  parte  del  reo 
la  premeditación  conocida  que  alega  el  mi- 
nisterio fiscal,  pues  no  basta  el  hecho  solo 
p  aislado  de  la  remuneración  para  consti- 
tuirlo, sobre  todo  si  se  ignora  en  que  cir- 
cunstancia y  tiempo  se  verificó  el  conve- 
nio de  pago.  Además,  la  ley  admite  que 
puedan  concurrir  a  la  vez  la  premeditación 
y  el  precio  o  promesa  remuneratoria  como 
elementos  distintos  de  agravación.  Piensa 

10  Honorable  Cámara  que  si  un  hecho  es- 
tuviere comprendido  en  el  otro  no  se  ha- 
brían puesto  dos  agravantes". 

Es  nuestra  opinión  que  esta  agravante 
sólo  debiera  apreciarse  en  los  delitos  con- 
tra las  personas,  pero  nuestro  más  alto 
tribunal  de  justicia,  en  sentecia  de  fecha 

11  de  diciembre  de  1931,  establece  la  doc- 
trina de  que  es  admisible  la  agravante  de 
premeditación  en  el  delito  de  hurto,  por  ha- 
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ber  prueba  de  que  el  reo  Rubún  Magaña 
tenía  muchos  días  de  estarse  preparando 
para  hurtarle  algunas  cosas  a  José  María 
Hernández.  (1) 

Sobre  este  particular,  el  señor  Profesor 
de  la  Vega,  al  comentar  los  artículos  315 
y  siguiente  del  Código  Mexicano,  se  expre- 
Sn  así: 

"La  premeditación,  en  su  amplio  signifi- 
cado etimológico,  puede  existir  en  cual- 
quier tipo  le  los  delitos  intencionales,  así, 
diremos  que  un  robo  ha  sido  premeditado 
cuando  con  anticipación  se  ha  resuelto  y 
se  ha  preparado  mental  y  materialmente 
el  apoderamiento  indebido;  la  premedita- 
ción genérica  podrá  servir  para  normar 
el  arbitrio  judicial  en  la  elección  de  una 
pana  dentro  del  máximo  o  mínimo  del  de- 
lito ordinario,  salvo  el  caso  de  lesiones  u 
homicidio,  porque  en  estos  delitos,  la  pre- 
meditación es  una  calificativa  agravadora 
de  la  penalidad  que  cambia  los  términos 
de  una  pena  imponible  elevando  su  míni- 
mo y  máximo  de  acuerdo  con  los  artículos 
298  y  329  leí  C.  P." 

También  Rívarola  sostiene  opinión  fa- 
vorable: "Otra  observación  ya  indicada, 
pero  en  la  que  conviene  insistir,  es  la  de 
que  la  premeditación  es  una  agravante 
de  la  generalidad  de  los  delitos  y  no  un 
motivo  de  diferenciación  en  el  solo  delito 
de  homicidio,  como  lo  consideran  la  gene- 
ralidad de  los  códigos  y  de  los  autores.  Por 
más  que  en  algunos  delitos  y  en  ciertas 
circunstancias,  pudiera  aparecer  como  un 
elemento  constitutivo  del  hecho  delictuoso, 
y  no  fuera  posible  volverla  a  computar 
como  causa  de  agravación,  es  indudable 
que  aun  en  el  delito  de  hurto,  en  que  la 
premeditación  podría  considerarse  com- 
prendida en  el  hecho,  hay  que  reconocer 
que  existe  alguna  diferencia  entre  el  que 
es  concebido  en  una  ocasión  imprevista  y 
el  buscado,  estudiado,  y  meditado,  espe- 
cialmente cuando  el  autor  del  hecho  no 
hace  profesión  del  robo". 

No  obstante  el  prestigio  de  todas  esas 
opiniones,  sostenemos  tesis  contraria. 
Nosotros  creemos  que  no  es  circunstancia 
genérica  la  premeditación,  sino  privativa, 
especial  de  los  delitos  contra  las  personas, 
tal  como  ha  sido  considerada  por  el  Código 
Fascista  Italiano,  según  veremos  en  otra 
sección  de  este  trabajo. 

Nuestra  opinión  está  respaldada  por  la 
siguiente  del  Tribunal  de  Madrid :  "Es  in- 
concuso, y  por  todo  extremo  evidente,  que 

( 1 )  véase  la  Revista  Judicial  de  Julio  a  diciembre 
de  1931,  página  490. 


el  delito  de  robo,  para  su  ejecución,  exige, 
en  la  mayoría  de  los  casos,  y  siempre  en 
el  de  fuerza  en  las  cosas,  cierta  prepara- 
ción de  medios  que  constituyen  una  ver- 
dadera y  conocida  premeditación,  por  lo 
que  Ig.  referida  circunstancia  debe  esti- 
marse como  inherente  al  mencionado  de- 
lito". (1) 

•■ÍT  -;- 

Los  hurtos  y  los  robos  a  veces  son  impro- 
visados, pero  aunque  se  hayan  premedita- 
do, esta  meditación  anterior,  no  es  re- 
pugnante en  los  delitos  contra  la  propie- 
dad. Creemos  que  debe  considerarse  in- 
aplicable en  los  delitos  de  hurto,  de  estafa, 
de  falsificación,  porque  no  resulta  de  ma- 
yor odiosidad  el  hecho  de  que  los  respon- 
sables de  esa  clase  de  infracciones  hayan 
pensado  con  anteriorílad  en  el  delito.  Res- 
pecto de  la  estafa,  y  de  la  falsificación,  es 
sencillamente  imposible  que  no  concurra 
la  premeditación,  y  por  lo  tanto  ha  de  es- 
timarse inherente  al  delito. 

No  solo  nos  apoyamos  en  la  sentencia 
madrileña  que  dejamos  citada.  Podríamos 
agregar  otras  resoluciones  que  sostienen 
el  mismo  criterio.  Pero  preferimos  refor- 
zar nuestra  tesis  con  la  doctrina  aceptada 
en  los  últimos  Códigos  mexicanos  y  facista 
italiano,  pues  en  dichos  dos  cuerpos  de  le- 
yes la  premeditación  sólo  se  aplica  como 
circunstancia  calificada  en  el  delito  de  ho- 
micidio. Lo  veremos  al  tratar  de  las  con- 
cordancias. 

"La  premeditación  como  circunstancia 
agravante  genérica  o  calificativa,  no  pue- 
de confundirse  con  la  determinación  de  la 
voluntad  que  precede  a  la  ejecución  de  un 
delito  cualquiera,  y  aún  cuando  no  está  su- 
jeta a  tiempo  determinado,  significa  una 
meditación  reflexiva  y  conocida  sobre  el 
hecho  criminal  que  se  proyecta,  demostra- 
tiva de  la  mayor  serenidad  de  ánimo  y 
consiguiente  perversidad  del  agente".  (2). 

"Los  elementos  más  principalmente  ca- 
racterísticos de  la  premeditación  conocida, 
consisten  en  la  concepción  firmemente  re- 
suelta del  delito  y  en  la  determinación 
reflexiva,  meditada  y  persistente  de  la  eje- 
cución más  o  menos  próxima  del  mismo, 
deducido  todo  esto  no  precisamente  del 
mayor  o  menor  tiempo  transcurrido  entre 
los  dos  indicados  términos,  sino  de  signos 
exteriores  que  evidentemente  revelen  la 
existencia  de  los  referidos  caracteres".  (3). 

— ~. — r  \r^'  ,  ■-  ' 

(1)  (2)  (3)  Véanse  las  páginas  197  y  199  del  Có- 
digo Penal  de  Madrid,  de  Hidalgo. 
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"El  concepto  jurídico  de  la  premedita- 
ción no  exige  el  transcurso  de  un  determi- 
nado espacio  de  tiempo  entre  la  determi- 
nación de  la  voluntad  del  agente  y  la  eje- 
cución leí  propósito  criminal,  sino  que  re- 
quiere tan  solo  el  período  necesario  para 
que  pueda  la  reflexión  y  la  conciencia  so- 
breponerse a  ]a  idea  del  delito,  y  no  obs- 
tante lo  cual  la  meditación  fría  y  persis- 
tente acerca  de  aquel  haya  continuado  in- 
cesante hasta  su  ejecución;  estando  bien 
apreciada  tal  circunstancia  si  consta  que 
el  culpable,  durante  seis  horas  por  lo  me- 
nos, meditó  reflexivamente  sobre  la  reali- 
zación de  su  criminal  propósito,  tiempo 
suficiente  para  que  la  conciencia  pudiese 
vencer  las  determinaciones  de  su  volun- 
tad", sentencia  del  9  de  Septiembre  de  1894. 

El  Tribunal  Supremo  le  Madrid,  en  sen- 
tencia de  26  de  enero  de  1926,  publicada  a 
la  página  55  del  Tomo  113  de  la  Colección 
publicada  por  la  Revista  de  Legislación  y 
Jurisprudencia,  considera  "que  para  poder 
estimar  la  circunstancia  agravante  de  pre- 
meditación  conocida,  es  necesario  que  el 
culpable  haya  ejecútalo  el  delito  de  modo 
reflexivo  y  persistente"  y  que  estén  pro- 
bados todos  los  elementos  de  hechos  pre- 
cisos para  conocer  en  qué  instante  surgió 
la  idea  criminal  y  d^l  tiempo  transcurrido 
hasta  que  la  realizó,  a  fin  de  patentizar 
que  perseveró  tenazmente  en  su  resolu- 
ción. 

Creemos  que  ha  exagerado  el  Tribunal 
Supremo  de  Madrid,  en  cuanto  exige  prue- 
ba hasta  del  instante  en  que  surgió  la  idea 
y  el  tiempo  transcurrido  de  esa  fecha  a  la 
ejecución  del  crimen. 

La  ley  no  pide  tanto.  Bien  puede  faltar 
prueba  de  la  fecha  inicial  y  del  tiempo 
transcurrido.  Es  bastante  que  estén  com- 
probados hechos  indicadores  de  la  refle- 
xión anterior,  aunque  falte  el  dato  de  la 
idea  inicial  del  delito. 

Lo  que  se  requiere  es  que  haya  prueba 
de  la  forma  en  que  se  haya  exteriorizado 
esa  perseverancia  del  ejecutor  del  crimen. 

Así  lo  ha  declarado  nuestra  cámara  de 
la  3a.  Instancia  en  diversas  sentencias. 
Este  alto  Tribunal  cree,  además,  que  la 
premeditación  sólo  puede  estudiarla  el  juez 
de  derecho,  por  ser  un  punto  jurídico.  EIl 
jurado  apenas  si  puede  declarar  probados 
los  hechos  que  la  constituyen. 

En  la  sentencia  de  fecha  17  de  mayo  de 
1923,  publicada  al  folio  63  de  la  Revista  Ju- 
dicial, establece: 


"II — Para  que  se  pueda  apreciar  la  agra- 
vante de  premeditación  conocida,  es  pre- 
ciso que  se  compruebe  con  hechos  revela- 
dores de  un  detenido  y  persistente  propó- 
sito de  cometer  el  delito". 

"III — Al  juiado  corresponde  decidir  úni- 
camente los  hechos  que  pudieran  dar  un 
lugar  a  apreciar  la  premeditación  conocida 
y  no  sobre  la  calificación  jurídica  de  la  in- 
dicada circunstancia". 

Conforme  el  criterio  sostenido  en  esta 
sentencia,  existe  alguna  diferencia  entre 
premeditar,  o  sea  meditar  antes,  en  sentido 
usual,  y  la  premeditación  constitutiva  de 
la  agravante.  Esta  sólo  la  pueden  apre- 
ciar los  jueces,  porque  reconocerla  requie- 
re preparación  jurídica,  algo  más  de  fondo 
que  el  simple  reconocimiento  de  que  exis- 
tieron manifestaciones  anteriores  del  pen- 
samiento tendencioso  al  crimen. 

La  resolución  que  dejamos  citada,  re- 
fuerza nuestra  tesis  sostenida  en  otra  par- 
te de  este  trabajo,  de  que  no  basta  el  trans- 
curso del  tiempo  entre  la  resolución  y  la 
ejecución  del  delito.  Nosotros  creemos 
que  al  elemento  cronológico  integrante  de 
la  premeditación,  debe  aunarse  algo  que 
compruebe  que  el  hecho  se  ha  ejecutado  de 
manera  reflexiva,  y  es  esto  lo  que  la  Hono- 
norable  Cámara  ha  reservado  al  criterio 
de  los  tribunales  de  derecho. 

^-  * 

La  Honorable  Cámara  de  2a.  Instancia 
de  la  2a.  Seción  del  Centro,  en  sentencia 
pronunciada  el  29  de  diciembre  de  1923  pu- 
blicada al  folio  336  de  la  Revista  Judicial 
de  septiembre  a  octubre  de  ese  año,  es- 
tableció la  siguiente  doctrina,  inaceptable 
a  nuestro  juicio  en  un  punto  fundamental. 

El  proceso  que  siguió  contra  Valeriano 
Aguillón.  por  asesinato  en  Bernardo  Rlvas. 

El  Jurado  absolvió  al  reo.  pero  la  Hono- 
rable Cámara  lo  condenó  porque  el  reo  ha- 
bía confesado  el  hecho,  y  en  la  sentencia 
establece,  como  doctrina,  que  "existe  la 
agravante  de  premeditación  cuando  se 
piensa  reflexivamente  ejecutar  el  hecho 
delictuoso  y  el  delincuente  toma  sus  dispo- 
siciones para  ejecutarlo,  como  en  efecto  lo 
ejecutó". 

"El  más  o  menos  tiempo  que  el  delin- 
cuente estuvo  esperando  al  Interfecto  pa- 
ra que  pasara  por  un  camino,  es  un  signo 
externo  que  evidentemente  revela  la  exis- 
tencia de  premeditación". 

"£71  el  delito  de  asesinato  no  requiere  la 
ley  que  la  premeditación  sea  conocida". 


GACETA  DÉ  LOS  TRIBUNALES 


No  objetamos  la  justicia  del  fallo,  por- 
Q.ue  en  verdad  hubo  asesinato  conforme  a 
la  confesión  del  reo,  pues  éste  declaró  que 
mató  a  Rivas  por  venganza,  que  se  informó 
de  la  salida  de  Rivas  y  con  el  propósito  de 
matarlo  fué  a  esperarlo  al  camino;  que 
estuvo  apostado  esperando  a  la  victima 
como  dos  horas  y  que  la  idea  la  había  te- 
nido desde  hacia,  como  un  mes. 

Lo  que  no  admitimos  es  que  la  Cámara 
considere  que  no  hace  falta  la  prueba  de 
los  hechos  externos  reveladores  del  pensa- 
miento sereno  y  constante  de  cometer  el 
delito. 

La  premeditación  tiene  que  ser  cono- 
cida, es  decir  manifestada,  porque  en  nues- 
tra legislación  no  se  admite  que  se  presu- 
ma esa  circunstancia  como  elemento  cons- 
titutivo del  asesinato.  La  circunstancia  es 
la  misma  descrita  en  la  agravante,  aunque 
no  esté  redactada  exactamente  igual  en 
el  capitulo  del  asesinato. 

No  creemos  que  la  omisión  de  la  pala- 
bra "Conocida"  en  el  Art.  256  haya  obede- 
cido al  deseo  del  legislador  de  introducir 
las  modificaciones  que  ha  entendido  la 
Cámara  en  la  sentencia  citada. 

Nuestros  legisladores  no  repitieron  todo 
el  texto  o  figura  de  la  agravante,  porque 
ya  estaba  descrita,  ya  era  conocida,  y  cre- 
yeron que  bastaba  repetir  el  termino  gené- 
rico. 

La  premeditación  presunta  que  los  ma- 
gistrados admiten  es  muy  peligrosa,  in- 
aceptable, por  lo  mismo  que  es  de  tan 
trascendentales  consecuencias. 

Ninguna  razón  atendible  habría  para 
que  la  ley  requiriera  en  la  agravante  la 
exteriorización  de  los  hechos  en  que  se  ma- 
nifestaba el  pensamiento  frío  y  persis- 
tente, y  que  no  exigiera  esas  mismas  con- 
diciones cuando  se  trate  del  delito  de 
asesinato  que  castiga  con  la  pena  de  muer- 
te. 

La  ley  es  severa  para  los  que  premeditan 
la  ejecución  de  un  crimen,  pero  tiene  que 
ser  prudente  y  exige  seguridad  de  que  el 
delito  se  ha  premeditado,  y  esa  seguridad 
sólo  pueden  establecerla  los  hechos  ante- 
riores que  hicieron  conocida  la  persisten- 
cia del  propósito  criminal. 

En  otro  lugar  de  este  trabajo  dejamos 
consignada  la  autorizada  opinión  del  co- 
mentarista argentino,  señor  Rivarola, 
quien  estima  que  la  palabra  "conocida"  es 
una  redundancia,  que  esa  palabra  no  hace 
falta    en  el    texto  de  la  ley,    pues  sólo 


cuando  se  revela  la  resolución  de  matar  es 
que  se  sabe  que  el  hecho  se  ha  premedita- 
do. 

9) — En  la  búsqueda  de  lo  que  otros  paí- 
ses han  legislado  sobre  esta  importante  y 
discutida  materia,  hemos  encontrado  la 
novedad  de  que  el  Código  italiano  promul- 
gado por  el  gobierno  fascista,  no  obstante 
conservar  el  molde  clásico  de  las  agravan- 
tes, no  ha  incluido  la  premeditación  en  el 
Capítulo  II  de  las  circunstancias  de  la  in- 
fracción, sección  de  las  agravantes  comu- 
nes, sino  que  se  ha  limitado  a  considerar 
la  premeditación  como  agravante  especial 
en  los  delitos  contra  la  vida  e  integri- 
dad individual. 

"Se  aplica  la  pena  de  muerte",  dice  el  ar- 
ticulo 576,  "si  el  hecho  previsto  en  el  ar- 
ticulo precedente  es  cometido". 

2o.  Contra  el  ascendiente  o  el  decendien- 
te,  si  el  hecho  está  acompañado  de  una  de 
las  circunstancias  indicadas  en  los  núme- 
ros 1  y  4  del  articulo  61,  o  si  se  ha  empleado 
veneno  o  todo  otro  medio  insidioso,  o  bien 
si  hay  premeditación. 

También  se  aplica  esa  agravante,  con- 
forme al  articulo  582  respecto  de  los  deli- 
tos de  lesiones  castigados  en  ti  mismo  ar- 
tículo 582. 

De  consiguiente,  conforme  la  ley  fascista, 
la  premeditación  es  circunstancia  especí- 
fica, calificada,  con  virtualidad  únicamen- 
te de  agravar  la  responsabilidad  cuando 
concurre  en  el  homicidio  o  en  las  lesiones. 

Y  es  acertada  la  ley  italiana.  Ya  hemos 
sostenido  la  tesis  de  que  la  premeditación 
solo  hace  repugnantes  los  delitos  contra 
las  personas.  En  otros  delitos,  como  en  las 
estafas,  hurtos  y  falsificaciones,  es  inhe- 
rente al  delito  en  la  generalidad  de  los  ca- 
sos y  nunca  produce  la  premeditación  el 
sentimiento  de  odiosidad  y  repugnancia 
que  la  caracteriza  en  los  delitos  contra  las 
personas. 

En  el  Código  español  de  que  fué  tomada 
la  premeditación  como  circunstancia  espe- 
cífica del  asesinato,  la  redacción  observada 
es  igual  a  la  de  la  agravante.  En  el  nues- 
tro no  se  incluyó  la  palabra  "conocida", 
por  pereza  tropical  y  suponerla  innecesaria. 

El  mismo  criterio  encontramos  en  el  Có- 
digo uruguayo  de  30  de  noviembre  de  1933, 
eleborado  por  el  profesor  Irureta  Goyena. 

Ese  Código,  bajo  el  titulo  de  las  cir- 
cunstancias que  alteran  el  grado  de  la  pe- 
na, en  el  capitulo  II,  trata  de  las  circuns- 
tancias agravantes,  pero  no  comprende  la 
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premeditación,  sin  duda  por  apreciar  que 
no  debe  aplicarse  en  la  generalidad  de  los 
delitos,  pues  al  tratar  en  el  Titulo  XII  de 
¡os  delitos  contra  la  personalidad  fisica  y 
moral  del  hombre,  en  el  Articulo  311,  habla 
de  las  circunstancias  agravantes  especia- 
les del  homicidio  y  bajo  el  número  20  está 
la  premeditación,  sin  describirla.  Después 
en  el  artículo  321  dispone  que  se  apliquen 
las  mismas  agravantes  enumeradas  en  el 
311  cuando  concurran  en  el  delito  de  lesio- 
nes. 

El  Código  de  la  dictadura  española  no  se 
limitó  a  establecer  la  agravante  que  exa- 
minamos. Le  agregó  un  inciso  en  que  expli- 
ca cuando  existe  la  premeditación. 

No  está  mal  explicada,  y  refuerza  el  cri- 
terio que  dejamos  expuesto  de  que  la  idea 
delictuosa  haya  persistido  y  se  haya  exte- 
riorizado. Dice  así  el  inciso:  "Existe  esa 
circunstancia,  cuando  la  resolución  ante- 
rior para  delinquir,  y  su  persistencia,  se 
revelan  por  el  intento  repetido  de  ejecutar 
la  infracción,  o  por  el  tiempo  transcurrido 
entre  la  resolución,  demostrada  por  actos 
exteriores,  y  su  ejecución". 

El  texto  de  esa  ley  nos  está  indicando, 
en  su  parte  explicativa,  que  no  seria  acep- 
table para  aplicar  la  agravante  de  preme- 
ditación, que  el  reo  confesara  que  había 
pensado  con  anterioridad  en  el  crimen, 
pues  el  pensamiento  debió  revelarse  en 
actos,  aunque  estos  consistieran  nada  más 
que  en  expresiones  que  hicieren  conocido 
el  pensamiento. 

El  Articulo  habla  de  actos  y  no  podría 
decirse  que  la  confesión  de  haber  pensado 
con  anticipación  ejecutar  el  delito  sea  un 
acto  externo  revelador  de  la  premedita- 
ción. 

El  Código  de  la  R'^pública  estableció  ba- 
jo el  número  5  la  vieja  disposición  exis- 
tente en  el  Código  del  70,  redactando  así 
la  agravante:  "obrar  con  premeditación 
conocida". 

Y  en  el  Art.  412,  se  considera  reo  de  ase- 
sinato a  quien  matare  a  alguna  persona 
concurriendo  alguna  de  las  circunstancias 
siguientes: 

lo.    con  alevosía 

2o.    por  precio  o  promesa  remunerato- 
ria 

3o.   por  medio  de  inundación,  incendio 

o  veneno 
4o.    Con  premeditación  conocida 
5o.    Con  ensañamiento  aumentando  de- 
liberada e  inhumanamente  el  dolor 
del  ofendido. 


El  último  Código  Mexicano,  siguiendo 
nuevas  orientaciones  de  las  dejadas  por  los 
clásicos,  ha  suprimido  el  capitulo  de  las 
agravantes,  pero  conserva  algunas,  de  ma- 
nera especial,  en  el  tratado  del  homicidio. 
Una  de  las  que  allí  se  conservan  para  ca- 
lificar el  delito,  es  la  premeditación. 

Dice  asi  el  Art.  315: 

"Art.  315. — Se  entiende  que  las  lesiones 
y  el  homicidio,  son  calificados,  cuando  se 
cometen  con  premeditación,  con  ventajan, 
con  alevosía  o  a  traición". 

"Hay  premeditación:  siempre  que  el  reo 
cause  intencionalmente  una  lesión,  des- 
pués de  haber  reflexionado  sobre  el  delito 
que  va  a  cometer". 

"Se  presumirá  que  existe  premeditación 
cuando  las  lesiones  o  el  homicidio  se  come- 
ten por  inundación,  incendio,  minas,  bom- 
bas o  explosivos;  por  medio  de  venenos  o 
cualquiera  otra  substancia  nociva  a  la  sa- 
lud, contagio  venéreo  asfixia  o  enervantes 
G  por  retribución  dada  o  prometida;  por 
tormento,  motivos  depravados  o  brutal  fe- 
rocidad". 

Se  aparta  bastante  de  las  otras  legisla- 
ciones la  ley  mexicana  al  explicar  cuando 
existe  la  premeditación,  y  ha  de  recono- 
cerse que  son  bien  puestos  los  términos 
que  usa.  La  premeditación,  indudable- 
mente, consiste  en  la  reflexión  anterior  al 
delito.  No  aclara  dicha  ley  si  debe  ser  co- 
nocida, o  mejor  dicho  revelada  por  hechos 
externos  esa  reflexión.  Creemos,  sin  em- 
bargo, que  no  hace  falta  que  lo  diga  para 
que  se  sobreentienda. 

Trae  una  novedad  más  la  ley  mexicana: 
establece  en  el  último  inciso  del  articulo 
inserto  cuando  ha  de  presumirse  la  pre- 
meditación. 

?K  * 

No  sabríamos  decii-  si  en  la  legislación 
costarricense  está  admitida  o  desechada  la 
agravante  de  premeditación. 

Dicho  cuerpo  de  leyes  no  enumera  las 
agravantes,  sino  que  las  ha  agrupado  to- 
das en  un  solo  articulo,  para  dejar  amplio 
campo  a  que  los  tribunales  las  aprecien 
libremente. 

Dice  así  el  artículo  pertinente: 

"Circunstancias  agravantes.  Artículo  35. 
— Se  estimarán  como  circunstancias  agra- 
vantes, la  violación  de  especiales  deberes. 
*  los  caracteres  de  la  acción  punible  y  los 
datos  relativos  a  los  antecedentes  e  índo- 
les del  delincuente,  que  indiquen  acentua- 
da malicia,  temperamento  anormal,  per- 
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versidad  notable,  falta  de  sensibilidad  mo- 
ral, hábito  de  delinquir  o  propensión  a 
contraerlo". 

Nosotros  creemos  que  en  la  frase  "los 
caracteres  de  la  acción  punible  y  los  datos 
relativos  a  los  antecedentes  e  Índole  del 
delincuente"  pueden  fundarse  los  tribuna- 
les para  agravar  la  responsabilidad  cuan- 
do concurriere  la  premeditación,  pero  a  la 
verdad  la  frase  es  vaga  y  el  tribunal  nece- 
sitaría razonar  ampliamente  para  com- 
prender entre  los  caracteres  de  la  acción 
y  la  índole  del  delincuente,  a  la  premedi- 
tación. Creemos  factible  comprenderla, 
precisamente  porque  a  nuestro  juicio  uno 
de  los  fundamentos  básicos  de  la  preme- 
ditación como  agravante  es  que  revela  una 
índole  definida  de  mayor  perversidad. 

Anotamos  que  en  el  Código  Tico  la  pre- 
meditación no  se  aprecia  como  circunstan- 
cia específica  o  calificada  que  haga  au- 
mentar la  responsabilidad.  Solo  produ- 
ce ese  efecto  el  parricidio,  la  alevosía  el 
precio,  el  veneno,  el  incendio  y  otros  gran- 
des estragos. 

Parecido  criterio  al  legislador  costarri- 
cense ha  seguido  el  Código  Penal  de  la 
República  Argentina  de  30  de  septiembre 
de  1921. 

Dicho  Código  ha  suprimido  el  capitulo 
especial  enumerativo  de  circunstancias 
agravantes,  pero  en  el  Art.  40,  establece 
que  los  tribunales  aplicarán  las  penas  di- 
visibles de  acuerdo  con  las  circunstancias 
particulares  a  cada  caso,  y  en  el  No.  2o.  del 
del  41,  señala  las  condiciones  personales  y 
las  circunstancias  de  tiempo,  lugar,  modo 
y  ocasión  que  demuestran  la  mayor  o  me- 
nor peligrosidad  del  delincuente. 

En  el  Capitulo  I  del  Título  respectivo 
que  trata  de  los  delitos  contra  las  perso- 
nas (el  homicidio)  trae,  como  el  costarri- 
cense, las  circunstancias  especificas  de 
alevosía,  ensañamiento,  precio,  veneno,  in- 
cendio, etc.  pero  no  la  premeditación. 

Como  dijimos  al  tratar  del  Código  cos- 
tarricense, es  posible  conprender  la  pre- 
meditación en  los  términos  vagos  de  las 
agravantes  enunciadas  en  el  Art.  40,  pero 
llama  la  atención  que  una  cicunstancia 
tanto  tiempo  apreciada  como  de  gravedad 
específica,  no  haya  sido  considerada  en  el 
homicidio  calificado,  y  bien  pudiera  ser 
que  los  legisladores  argentinos  sostengan 
la  tesis  de  algunos  autores  de  que  la  pre- 
meditación carece  de  fundamento  para  ser 


tenida  como  agravante  y  que  solo  razones 
históricas  y  de  rutina  la  han  mantenido 
en  los  Códigos  viejos. 

10) — 'Las  relaciones  anteriores  entre  el 
agente  y  su  víctima  suelen  llamar  a  enga- 
ño, o  sirven  para  que  los  interesados  pre- 
senten alegaciones  inaceptables. 

Un  marido  que  logra  comprobar  funda- 
dos motivos  de  queja  de  su  cónyuge  nos 
da  el  ejemplo  deseado. 

Si  por  las  ligerezas  o  desobediencias  de 
la  esposa,  se  cometiere  el  delito  de  uxori- 
cidio, tendrá  a  su  favor  la  atenuante  de 
arrebato  y  de  obcecación,  si  el  delito  lo 
cometiere  bajo  la  cólera  que  le  causare  el 
conocimiento  de  la  falta  de  la  esposa. 

Pero  si  después  del  desagrado  consi- 
guiente, la  esposa  se  traslada  a  otro  pobla- 
do, y  el  marido  pricipia  a  tomar  informa- 
ciones de  la  manera  de  encontrala  y  pre- 
para con  frialdad  y  perseverancia,  los  me- 
dios que  han  de  servirle  para  el  crimen, 
no  podría  decirse  que  en  el  delito  concu- 
rren la  agravante  de  premeditación  y  la 
atenuante  de  arrebato. 

La  premeditación,  dice  una  sentencia 
del  tribunal  de  Madrid,  excluye  el  arre- 
bato porque  "tales  efectos  pasionales  no 
son  compatibles  con  el  plan  combinado, 
m.edios  elegidos  y  modo  de  realizar  los  de- 
litos". (1) 

El  arrebato  de  los  obcecados  es  una  ex- 
plosión inmediata,  que  las  leyes  conside- 
ran atenuante  de  la  responsabilidad,  pre- 
cisamente por  su  carecterística  de  falta  de 
reflexión  del  todo  antagónica  con  la  cons- 
tancia de  los  que  han  premeditado  el  de- 
lito. 

Para  que  exista  la  agravante  que  veni- 
mos estudiando  es  indispensable  que  el 
agente  haya  resuelto  el  delito  y  después 
piense  sobre  el  mismo  y  mantenga  su  pro- 
pósito, en  frío,  con  ánimo  sereno,  por  que 
sólo  así  existe  reflexión,  y  como  hemos  vis- 
to al  estudiar  la  ley  mexicana,  se  requiere 
que  el  agente  proceda  de  manera  reflexi- 
va para  que  pueda  apreciarse  que  preme- 
ditó, o  sea  que  antes  de  ejecutar  meditó, 
detenidamente  sobre  el  acto  y  sus  conse- 
cuencias. 

Nosotros  aceptamos  la  doctrina  expues- 
ta en  la  sentencia  madrileña  que  dejamos 
citada,  pero  el  ilustre  comentarista  Irure- 


(1)  Página  87  del  Tomo  112  de  Jurisprudencia 
Criminal  de  la  Revista  General  de  Legislatura  y  Ju- 
risprudencia. 


130 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


ta  tiene  una  opinión  adversa,  consecuen- 
te con  su  criterio  de  que  basta  el  trans- 
curso del  tiempo  entre  la  resolución  y  la 
ejecución  para  que  el  delito  esté  premedi- 
tado. 

"Se  preguntan  también  los  criminalis- 
tas", dice  el  comentarista  uruguayo,  "si  la 
premeditación  puede  coexistir  con  la  ex- 
cusa llamada  de  la  pasión.  Esta  excusa 
está  contemplada  en  nuestro  Código  en  los 
incisos  primero  y  segundo  del  articulo  331. 
La  solución  que  cabe  dársele  a  la  cuestión 
planteada,  si  se  quiere  ser  lógico  debe 
guardar  relación  con  el  criterio  que  se 
acepta  acerca  de  la  premeditación.  Los 
que  entienden  que  la  premeditación  con- 
siste simplemente  en  el  hecho  de  dejar 
transcurrir  cierto  tiempo  entre  la  resolu- 
ción y  la  acción,  doctrina  a  la  cual  me  he 
plegado,  no  incurren  en  contradicción  al- 
guna admitiendo  la  coexistencia  de  la  pa- 
sión y  de  la  premeditación". 

■'Los  que  creen,  en  cambio,  que  para  que 
haya  premeditación  se  requiere  la  frial- 
dad de  ánimo,  lo  que  los  italianos  llaman 
ánimo  peccato,  esos,  es  claro,  que  no  pue- 
den admitir  simultáneamente  la  atenuan- 
te, por  un  lado,  de  la  pasión  y  la  agra- 
vante de  la  premeditación,  por  otro.  No 
se  puede  al  mismo  tiempo  obrar  apasio- 
nada y  fríamente,  pues  esos  son  dos  esta- 
dos de  espíritu  antagónicos  resultan  in- 
concebibles respecto  de  un  mismo  sujeto, 
en  el  mismo  momento".  (1) 

En  resoluciones  reiteradas  de  los  tribu- 
nales de  Madrid,  se  sostiene  la  tesis  de  que 
el  arrebato  excluye  la  premeditación,  y 
nosotros  creemos  que  esas  resoluciones  es- 
tán más  en  lo  justo  que  el  prestigiado  co- 
mentarista uruguayo. 

"El  que  delibera  dar  muerte  a  otro,"  dice 
una  sentencia  madrileña,  "desde  el  mo- 
mento que  supo  la  declaración  que  en  su 
contra  habia  dado  en  determinado  proce- 
so, a  fin  de  satisfacer  de  este  modo  una 
venganza  y  evitar  que  empeorase  su  situa- 
ción en  el  mismo  al  ampiar  la  declaración 
para  lo  que  habia  sido  citado  por  el  Juz- 
gado, todo  lo  cual  revela  la  fria,  reflexiva 
y  meditada  resolución  de  cometerla  exis- 
tiendo, por  lo  tanto,  todos  los  elementos 
característicos  de  la  premeditación  cono- 
cida, no  puede  alegar  válidamente  en  su 
favor  la  circunstancia  7a.  del  articulo  9o.. 
porque  el  hecho  generador  del  arrebato  y 
obcecación  para  que  produzca  el  efecto  de 
atenuar  la  pena,  además  de  proceder  de 


una  causa  licita,  ha  de  ser  el  impulso  de 
bastante  fuerza  y  eficacia  para  producir 
el  estado  excepcional  de  ánimo  que  la  ley 
requiere  para  que  surta  el  efecto  que  la 
misma  le  concede,  y  ni  el  deseo  de  ven- 
ganza, ni  el  de  impedir  que  el  ofendido 
ejercitara  su  derecho  al  mismo  tiempo  que 
cumplía  con  el  deber  de  acudir  al  llama- 
miento judicial,  que  fueron  los  móviles 
que  impulsaron  al  procesado  a  cometer  el 
delito,  son  causas  bastante  poderosas  ni 
licitas  para  producir  el  efecto  de  atenuar 
la  responsabilidad  en  que  ha  incurrido". 
(1) 

11) — El  citado  comentarista  uruguayo 
sostiene  también  la  tesis  de  que  la  preme- 
ditación es  compatible  con  el  homicidio 
ultraintencional. 

El  agente  se  propone  causar  determina- 
do daño  a  su  enemigo.  Escoge  los  medios. 
Reflexiona  sobre  las  consecuencias.  Se 
le  ve  preparar  todos  los  elementos  necesa- 
rios para  el  delito.  Tiene  conversaciones 
reveladoras  de  su  propósito.  Después  de 
varios  dias  de  resuelto,  va  directamente  a 
la  acción  delictuosa.  En  la  ejecución,  por 
circunstancia  imprevista,  lo  mata  en  lu- 
gar de  causarle  el  daño  deseado.  Está  es- 
tablecido que  no  tenia  intención  de  matar. 
Ese  delito  es  considerado  ultraintencional, 
por  exceder  a  los  propósitos  deseados. 

Conforme  a  nuestra  ley.  el  delito  esta- 
ría comprendido  en  el  No.  lo.  del  articu- 
lo 44  que  dice  así:  "Cuando  el  delito  eje- 
cutado sea  distinto  del  que  se  había  pro- 
puesto ejecutar  el  delincuente,  se  le  im- 
pondrá la  pena  .señalada  al  segundo,  au- 
mentada hasta  en  una  tercera  parte".  Esa 
disposición  está  relacionada  con  el  No.  2o. 
del  Art.  9. 

Ahora  bien,  como  la  premeditación  no 
solo  está  apreciada  como  circunstancia  es- 
pecifica del  delito  de  asesinato,  sino  que 
se  cuenta  como  agravante  general,  no  ca- 
be la  menor  duda  de  que  debe  aplicarse 
aún  a  los  delitos  ultraintencionales. 

A  igual  conclusión  llegamos  en  el  caso  de 
que  el  delincuente  hubiera  ejecutado  el  de- 
lito contra  persona  distinta  de  la  que  se 
proponía  ofender.  El  delito  que  resulte 
tiene  que  ser  castigado  con  la  agravante 
dp  la  premeditación  que  concurriría  en  deli- 
to deseado.  Sobre  este  particular  la  cues- 
tión está  resuelta  en  el  citado  Art.  44  en 


(1)   P&glnR  175  del  Tomo  II  de  la  obra  citado. 


(1)  Página  166  del  Tomo  I  do  la  obra  Código  Pe- 
nal de  Hidalgo. 
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relación  con  el  inciso  3o.  del  Art.  lo.  en 
relación  con  el  inciso  3o.  del  Art.  lo.  y  con 
el  No.  2o.  del  9. 

El  maestro  Carrara  proponía  la  cuestión 
de  que  el  delito  que  resulte  no  haya  sido 
el  premeditado,  aunque  recaiga  sobre  la 
misma  persona.  El  ejemplo  propuesto  es 
el  de  quien  con  premeditación  da  de  pu- 
ñaladas a  su  víctima,  y  creyéndola  muer- 
ta, la  arroja  al  agua  para  ocultar  el  delito. 
Se  prueba  después  que  la  muerte  fué  oca- 
sionada por  asfixia,  A  nuestro  juicio  no 
se  trata  de  los  delitos,  frustrados  el  uno 
y  consumado  el  otro,  como  creía  el  maes- 
tro Carrara,  sino  únicamente  del  delito  de 
homicidio  con  premeditación.  Todo  los 
actos  ejecutados  consecutivamente  consti- 
tuyen la  acción  principal  delictuosa,  con 
la  agrvante  de  haberse  premeditado.  El 
hecho  de  que  el  agente  haya  escogido  unos 
medios  y  aplicado  después  otros,  no  hace 
desaparecer  su  mayor  peligrosidad,  con- 
sistente en  haber  decidido  su  propósito  de 
matar  con  anterioridad  al  acto  homicida. 

Ya  hemos  manifestado  en  otra  parte  de 
este  trabajo  que  no  hace  falta  que  la  pre- 
meditación sea  circunstanciada,    esto  es, 


que  se  haya  pensado  en  los  detalles  o  por- 
menores del  delito.  Esos  detalles  no  tie- 
nen más  significación  que  la  de  facilitar  los 
elementos  de  prueba  de  la  circunstancia 
subjetiva  de  haberse  pensado  y  resuelto 
reflexi-vamente  ejecutar  el  delito,  y  ese 
propósito  o  elemento  subjetivo  es  lo  que 
viene  a  constituir  la  agravante  aunque  o 
la  hora  de  ejecución  se  empleen  procedi- 
mientos distintos  de  los  que  habían  sido 
escogidos. 

No  hemos  de  concluir  sin  hacer  la  ad- 
vertencia de  que  en  todos  los  delitos  a  que 
nos  hemos  referido  en  esta  última  sección 
de  nuestro  trabajo,  siempre  se  trata  de  de- 
litos contra  la  vida  e  integridad  de  las- 
personas,  ejecutados  con  modalidad  dife- 
rentes, y  que  es  por  ser  delitos  contra  las 
personas  que  tiene  aplicación  la  agravan- 
te, pues  en  todos  los  demás  no  debe  apli- 
carse, porque  ya  dijimos,  en  otros  delitos, 
o  es  inherente,  o  no  refleja  la  mayor  per- 
versidad del  delincuente,  que  es  el  funda- 
mento o  razón  filosófica  que  ha  servido 
para  considerarla  como  circunstancia  agra- 
vante. 

i'A 

(De  la  Revista  Judicial,  República  de 
E!  Salvador.) 
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SECCION  JUDICIAL 

RESOLUCIONES  DE  U\  CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

Licenciado  Manuel  Garda  Alvarado, 
Honorarios 

DOCTRINA  :  No  procede  el  recurso  extra- 
ordinario de  casación  contra  los  autos 
que  resuelven  sobre  liquidación  de  hono- 
rarios. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Visto  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  el  Abogado  don  Manuel  García  Al- 
varado  contra  el  auto  fecha  quince  de  Mar- 
zo retropróximo,  en  que  la  Sala  Tercera 
de  la  Corte  de  Apelaciones  confirmó  lo  re- 
suelto por  el  Juez  Tercero  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  Departamento  con  la  refor- 
ma de  que  ascienden  a  un  quetzal  y  vein- 
te centavos  de  la  misma  moneda,  los  ho- 
norarios que  corresponden  al  referido  le- 
trado en  la  tercería  excluyente  de  dominio 
que  la  señora  Elvira  Salomón  Said  de  Apud 
sigue  contra  el  Licenciado  don  Antonio 
Cruz  y  contra  don  César  Apud. 

CONSIDERANDO: 

Que  contra  la  resolución  de  segunda 
Instancia  no  cabe  el  recurso  interpuesto 
por  el  Licenciado  García  Alvarado,  por  que 
dicha  resolución  no  pone  término  al  juicio 
que  acaba  de  mencionarse. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos 
506  y  513  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  Mercantil,  rechaza  el  recurso  de  que  se 
ha  hecho  mérito.  Notifiquese,  devuélvan- 
se los  autos  al  Tribunal  de  su  origen  y  re- 
póngase el  papel  en  la  forma  que  estable- 
ce el  artículo  27  del  precitado  Cuerpo  de 
Leyes. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Rodriguez.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  de  intestado  del  señor  Secundíno 
Bardales. 

DOCTRINA  :  El  Juez  ante  quien  se  sigue  el 
juicio  de  intestado,  es  el  competente  pa- 
ra conocer  de  la  rendición  de  cuentas. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Se  ve  para  resolver  la  competencia  sur- 
gida entre  los  señores  Jueces  de  Primera 
Instancia  de  los  departamentos  de  Izabal 
y  Tercero  de  esta  Capital,  en  la  prevención 
que  se  le  ha  hecho  a  la  señorita  Concep- 
ción Cobar,  en  el  primero  de  los  mencio- 
nados tribunales,  por  medio  del  segundo, 
para  que  rinda  cuentas  de  la  administra- 
ción de  la  tutela  de  la  menor  Raquel  Bar- 
dales, cargo  que  se  le  discernió  en  el  juicio 
de  intestado  del  señor  Secundíno  Bardales, 
seguido  en  el  Juzgado  de  Primera  Instan- 
cia de  Izabal,  donde  residía. 

La.  competencia  la  promovió  ante  el  Juez 
Tercero  de  Primera  Instancia  de  esta  ca- 
pital, basándose  en  que,  en  Izabal,  se  le 
inicia  una  acción  ordinaria  para  que  rinda 
cuentas  y  sea  removida  del  cargo  de  la  tu- 
tela; pero  que,  teniendo  su  domicilio  en 
esta  capital,  aquí  debe  ser  demandada  y 
no  en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
aquel  departamento. 

El  Juez  Tercero  exhortó  al  de  Primera 
Instancia  de  Izabal  para  que  se  inhibiera 
y  habiendo  aceptado  la  competencia,  la  hi- 
zo saber  y  elevó  los  antecedentes  a  esta 
Corte  Suprema,  para  que  resolviera,  por 
pertenecer  a  distintas  Salas. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  280  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil,  que  cita  en 
su  apoyo  el  señor  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  Izabal,  para  hacer  la  prevención  de 
la  rendición  de  cuentas  y  sostener  su  com- 
petencia, es  el  aplicable  porque,  al  dispo- 
ner que  el  tutor  rinda  cuentas  anuales  al 
Juez,  de  su  gestión,  le  dá  competencia  pa- 
ra conocer,  con  mayor  razón  en  este  caso, 
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en  que,  la  pupila  fué  quien  lo  pidió;  y  que 
tal  disposición  prevalece  sobre  las  demás 
que  regulan  la  competencia. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  fundada 
en  lo  que  disponen  los  artículos  159  y  164 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
resuelve:  que  el  señor  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  departamento  de  Izabal,  es  el 
competente  para  conocer  de  este  asunto  y 
manda  que  se  le  remitan  los  antecedentes, 
con  certificación,  al  e.star  notificadas  las 
partes.  Revalídese  y  repóngase  el  papel 
español. 

Ordóñez  SoUs.  —  Serrano  Muñoz.  ^  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Rodríguez.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Pedro  Zea. 
contra  Matilde  Rubio  Gutiérrez. 

DOCTRINA:  La  resolución  acerca  del  aban- 
dono de  la  instancia  en  un  juicio  sobre 
oposición  a  las  diligencias  sobre  titulo  su- 
pletorio de  un  inmueble  no  es  definitiva 
y,  por  consiguiente ,  no  cabe  contra  ella 
el  recurso  de  casación. 

Corte  Suprema  de  Justicia  Guatemala, 
tres  de  Marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Vistos;  y  Considerado:  que  la  única  fi- 
nalidad que  se  persigue  en  el  presente 
asunto,  tiene  por  objeto  establecer  si  es 
procedente  o  no  la  continuación  de  las  di- 
ligencias de  titulo  supletorio  de  un  in- 
mueble situado  en  la  ciudad  de  Zacapa, 
iniciadas  ante  el  Juzgado  del  propio  de- 
partamento por  la  señorita  Maria  Matilde 
Rubio  Gutiérrez,  e  interrumpidas  a  causa 
de  la  oposición  presentada  por  Pedro  Zea; 
de  tal  manera  que  la  resolución  por  la  cual 
se  declara  abandonada  la  primera  instan- 
cia en  la  demanda  de  oposición,  no  es  de 
las  que  de  manera  definitiva  ponen  térmi- 
no al  juicio  que  sobre  propiedad  del  mis- 
mo inmueble  puede  promoverse  después; 
por  cuanto  que  la  posibilidad  de  adquirir 
el  tituló  supletorio  en  que  ahora  se  en- 
cuentra la  solicitante,  no  le  dá  más  dere- 
chos que  asegurar  los  de  posesión  del  in- 
mueble y  adquirir  la  adjudicación  del  mis- 


mo, sin  perjuicio  de  tercero.  En  conse- 
cuencia, no  habiendo  sentencia  definitiva 
ciue  resuelva  derechos  de  las  partes  sobre 
propiedad  de  la  cosa,  y  debiendo  continuar 
el,  interesado  sus  gestiones  en  la  oficina 
administrativa,  lo  único  que  cabe  hacer  es 
aplicar  el  articulo  17  del  Decreto  Guber- 
nativo 2193,  sin  entrar  a  resolver  sobre 
gestiones  fundadas  en  leyes  que  ya  no  tie- 
nen aplicación  en  cuanto  a  este  asunto  es- 
pecial. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  ce  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  por  los  artículos  506  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til y  el  ya  citado  17  del  Decreto  2193,  dese- 
cha el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Jovelina  Morales,  contra  el  auto  de  la  Sala 
Quinta  de  Apelaciones  fecha  catorce  de 
Agosto  de  mil  novecientos  treinta  y  cinco, 
en  que  se  declara  abandonada  la  instancia 
en  la  demanda  de  oposición  presentada 
por  Pedro  Zea,  al  titulo  supletorio  solici- 
tado por  la  señorita  Rubio  Gutiérrez.  No- 
tifiquese,  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen  y  repóngase  el  papel  de  con- 
formidad con  lo  dispue.'^to  por  el  artículo 
27  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil. 

Ordóñez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Rodríguez.  —  Max 
García  R.  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  J.  Medardo 
Pérez  Méndez,  contra  Maria  Josefa  de 
León  Régil  viuda  de  Archila,  Fidelia  Es- 
peranza Archila  Régil  de  Barrios.  Zoila 
Amelia  Archila  y  Sarbelio  Barrios  No~ 
riega. 

DOCTRINA:  La  prescripción  contenida  en 
el  articulo  SS2  del  Código  de  Enjuida- 
mento  Civil  y  Mercantil,  se  refiere  a  las 
sentencias  que  poneji  fin  al  juicio  ejecu- 
tivo y  el  término  de  tres  itieses  mencio- 
nado en  dicha  disposición,  es  para  con- 
trovertir la  obligación  en  juicio  ordina- 
rio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 
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Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia fecha  catorce  de  octubre  precedente, 
dictada  por  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  en  el  juicio  ordinario  segui- 
do ante  el  Juzgado  de  Primera  Instancia 
del  departamento  de  Sololá,  por  J.  Medar- 
do Pérez  Méndez,  contra  Maria  Josefa  de 
León  Régil  viuda  de  Archila,  Fidelia  Espe- 
ranza Archila  Régil  de  Barrios,  Zoila  Ame- 
lia Archila  y  Sarbelio  Barrios  Noriega. 

—  I  — 

En  la  ciudad  del  Quiché,  a  los  veintidós 
días  del  mes  de  mayo  de  mil  novecientos 
ventiocho,  ante  el  Notario  Tomás  Gonzá- 
lez, los  demandados  se  constituyeron  deu- 
dores del  demandante,  por  la  suma  de  cien 
mil  pesos  billetes  de  los  antiguos  Bancos 
de  emisión,  comprometiéndose  a  devolver 
dentro  del  término  de  un  año.  con  los  de- 
más requisitos  y  garantías  que  se  estable- 
cen en  el  instrumento  respectivo. 

Pérez  Méndez,  ejecutó  posteriormente  a 
sus  deudores,  pero  por  haber  dejado  de 
gestionar,  se  declaró  abandonada  la  pri- 
mera instancia,  por  resolución  de  la  Sala 
Sexta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  de  fecha 
seis  de  diciembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro,  la  que  revocó  la  del  Juez  de- 
partamental de  Sololá,  quien  había  decla- 
rado sin  lugar  el  abandono  y  al  interponer 
se  recurso  de  casación  se  declaró  éste  im- 
procedente. 

El  demandante,  el  cuatro  de  mayo  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  volvió  a 
demandar  a  María  Josefa  de  León  Régil 
viuda  de  Archila  y  demás  co-deudores, 
para  que  de  conformidad  con  la  escritu- 
ra mencionada,  se  les  señalara  un  término 
a  fin  de  que  le  otorgaran  a  su  favor  escri- 
tura traslativa  de  dominio  de  las  fincas 
gravadas  con  el  crédito.  El  Tribunal,  en  su 
oportunidad,  declaró  procedente  la  excep- 
ción de  falta  de  acción  interpuesta  por  los 
demandados,  y  por  consiguiente,  sin  lugar 
lo  pedido,  es  decir,  que  no  se  mandó  otor- 
gar la  escritura  solicitada.  Con  fecha 
cinco  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis,  la  Sala  Sexta,  confirmó  dicha  reso- 
lución. 

—  II  — 

El  diez  y  siete  de  junio  del  año  próximo 
pasado,  Enrique  Fonseca  Díaz,  como  apo- 
derado de  J.  Medardo  Pérez  Méndez,  inició 
demanda  en  la  vía  ordinaria  contra  la  se- 
ñora de  León  Régil  viuda  de  Archila,  y 
compañeros,  con  fundamento  en  el  mismo 


testimonio  de  la  escritura  pasada  ante  los 
oficios  del  cartulario  González,  a  fin  de 
que,  en  definitiva,  se  declare:  que  dicha 
teñera  y  demás  personas  mencionadas, 
deben  al  señor  Pérez  Méndez  el  monto  del 
crédito  escriturario  más  intereses;  que  di- 
cho crédito  es  preferente;  y  que  tal  ga- 
rantía hipotecaria  está  vigente,  toda  vez 
que  ni  ha  prescrito  la  obligación  ni  ha  sido 
cancelada  tal  hipoteca,  pidiendo  además, 
que  se  anote  en  e!  Registro  respectivo  la 
demanda. 

La  parte  demandada  a  excepción  de  Zoila 
Amelia  Archila,  contestó  la  demanda,  opo- 
niéndose a  ella  por  extemporánea  e  ilegal, 
toda  vez  ^dicen —  que  han  transcurrido 
ios  tres  meses  que  determina  el  articulo 
882  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil;  pues  como  consta  al  Tribunal, 
a  este  juicio  ordinario  le  han  precedido 
dos  acciones  ejecutivas:  una  que  fué  de- 
clarada abandonada  y  la  otra  improceden- 
te, resoluciones  que  quedaron  resueltas 
desde  hace  treinta  y  ocho  y  veintiséis  me- 
ses, respectivamente;  y  por  último  inter- 
ponen las  excepciones  de  falta  de  acción  y 
cosa  juzgada. 

En  su  oportunidad,  fueron  agregadas 
como  prueba,  de  parte  de  los  demandados, 
dos  certificaciones  que  contienen  las  reso- 
luciones dictadas  en  los  dos  procedimien- 
tos ejecutivos  intentados  por  el  actor,  y 
de  que  se  ha  hecho  relación  al  principio 
de  este  fallo. 

—  III  — 

El  Juez  a-quo,  con  estos  antecedentes 
dictó  su  sentencia  con  fecha  diez  y  seis  de 
agosto  retropróximo,  declarando  proce- 
dentes, las  excepciones  de  falta  de  acción 
y  de  cosa  juzgada,  absolviendo  en  conse- 
cuencia, de  la  demanda  a  la  parte  reo,  pero 
la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
en  resolución  del  catorce  de  octubre  últi- 
mo, revoca  el  fallo  apelado  y  declara:  lo. 
que  condena  a  María  Josefa  de  León  Régil 
viuda  de  Archila,  Fidelia  Esperanza  Archi- 
la de  Barrios,  Zoila  Archila  y  Sarbelio  Ba- 
rrios, a  pagarle  dentro  de  tercero  día  al 
acreedor  Medardo  Pérez  Méndez,  el  capi- 
tal mutuado  más  los  intereses  vencidos; 
2c.  que  no  ha  lugar  a  los  excepciones  de 
falta  de  acción  y  de  cosa  juzgada:  y  3o. 
que  las  costas  del  juicio  son  a  cargo  de  los 
demandados. 

La  Sala  considera:  "que  el  artículo  882 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil no  e5  aplicable  al  caso  que  se  juzga. 
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en  la  parte  que  pueda  serle  desfavorable, 
puesto  que  al  referirse  a  la  resolución  de- 
finitiva, lo  hace  sin  duda  alguna  de  la  sen- 
tencia que  le  pone  término  al  juicio  eje- 
cutivo, declarando  si  ha  o  no  lugar  al  re- 
mate de  los  bienes  embargados,  o  dados  en 
garantía  prendaria  o  hipotecaria.    La  in- 
tención del  legislador  ha  sido  esta  y,  para 
la  mejor  ilustración  del  punto,  procede 
tener  presente  lo  que  al  respecto  decía  la 
antigua  ley,  o  sea  el  articulo  215  del  De- 
creto 273  que  reformó  el  artículo  985  del 
Código  de  Procedimientos    Civiles,    en  la 
cual  se  expresa,  que  la  sentencia  dada  en 
juicio  ejecutivo  no  produce  los  efectos  de 
cosa  juzgada;  y  deja  expedito  el  derecho 
de  las  partes  para  controvertir  en  juicio 
ordinario  la  obligación  que  causó  la  ejecu- 
ción, salvo  que  haya  precedido  el  juicio 
declarativo,  o  que  la  cuestión  haya  sido  pu- 
ramente de  derecho.    Tanto  la  nueva  co- 
mo la  antigua  ley,  se  refieren  a  resolución 
definitiva-sentencia —  que  ha  lesionado  un 
derecho,  y  por  dicha  razón  fundamental, 
la  ley  siempre  previsora  no  le  concede  la 
naturaleza  de  cosa  juzgada,  dejando  expe- 
dito el  camino  a  la  parte  que  se  crea  per- 
judicada, para  controvertir  en  la  vía  or- 
dinaria la  obligación  que  causó  la  ejecu- 
ción.  Bien  es  cierto  que  pone  como  excep- 
ciones dos  casos:  el  primero  cuando  haya 
precedido  resolución  que  cause  cosa  juz- 
gada; y  el  segundo,  cuando    la  cuestión 
haya  sido  puramente  de  derecho.  Tales 
excepciones  no  entran  dentro  de  la  órbita 
del  caso  juzgado,  por  cuanto  que,    no  ha 
precedido  al  actual  juicio  ordinario  otro 
juicio  declarativo;  ni  en  los  dos  ejecutivos 
se  ha  resuelto  ningún  punto  de  derecho 
que  esté  relacionado  con  la  acción  inten- 
tada.   Al  examinarse  las  dos  certificacio- 
nes   acompañadas    por  los  demandados, 
donde  consta  lo  resuelto  en  los  juicios  eje- 
cutivos que  el  señor  Pérez  Méndez  instau- 
ró contra  la  señora  viuda  de  Archila  y  de- 
más compañeros  (del  folio    18  al  25),  se 
aprecia  inmediatamente,  que  en  el  prime- 
ro se  declaró  el  abandono  de  la  primera 
instancia,  perdiéndose  por    tal    causa  la 
acción  ejecutiva  para  cobrar  el  adeudo;  y 
en  el  segundo  se  resolvió,    que  la  nueva 
acción  ejecutiva  carecía  de  fundamento 
por  falta  de  acción,  es  decir,  por  el  aban- 
dono antes    decretado.    En    ninguno  de 
estos  juicios  se  tocó  el  fondo  de  la  cues- 
tión discutida,  esto  es,  el  derecho  que  le 
cabe  al  acreedor  citado  para  cobrar  el  di- 
nero que  dló  en  calidad  de  mutuo  con  ga- 
rantía hipotecaria  de  varias  propiedades, 


a  los  ejecutados;  y,  por  ello,  al  haberse  de- 
cretado en  el  segundo  juicio  que  carecía  de 
base  por  falta  de  acción,  tal  declaratoria 
se  limitaba  exclusivamente  a  la  acción  eje- 
cutiva, y  nunca  podría  abarcar  el  derecho 
que  al  nombrado  señor  Pérez  Méndez  asis- 
te para  efectuarlo  en    la   vía  ordinaria. 
Como  hasta  la  fecha  no  existe  ninguna 
resolución  definitiva  en  los  ejecutivos  que 
le  prohiba  o  impida  ejercer  su  acción  de 
cobro,  es  que  puede  hacerlo  como  ya  se  de- 
jó explicado,  sin  que  el  plazo  que  señala  el 
artículo  882  pueda  perjudicarlo  en  el  sen- 
tido de  que  ya  prescribió  su  derecho,  por 
que  eso  equivaldría  a  igualar  el  plazo  de 
tres  meses  con  el  de  diez  años,  que  es  el 
fijado  por  la  ley  para  la  prescripción  de 
la  acción  hipotecaria.  El  plazo  de  tres  me- 
ses se  circunscribe  a  la  garantía  que  debe 
prestarse  por  las  resultas  del  ordinario,  y 
en  esto  están  acordes  los  comentaristas  de 
Procedimientos  Civiles.    El  ilustre  Doctor 
José  María  Manresa  y  Navarro  en  su  im- 
portante obra  "Comentarios  a  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil"    (tomo    V,  página 
G09),  dice  entre  otras  cosas,  que  basta  que 
la  sentencia  tenga  el  carácter  de  firme, 
aunque  sea  la  de  primera  instancia,  para 
poder  promover  el  juicio  ordinario  sobre 
la  misma  cuestión,  tampoco  se  fijará  tér- 
mino para  ello,  y  por  consiguiente,  podrá 
utilizarse  ese  derecho  mientras  no  pres- 
criba la  acción  para    reclamar  la  deuda. 
Los  fundamentos  invocados  sirven  de  ba- 
se para  afirmar,  que  con  el  testimonio  de 
la  escritura  pública  de  mutuo  con  garan- 
tía hipotecaria  pasada  ante  los  oficios  no- 
tariales del  Licenciado  Tomás  González, 
pl  22  de  Mayo  de  1928,  en  la    Ciudad  del 
Quiché,  se  ha  probado  plenamente  que  la 
señora  viuda  de  Archila  y  demás  personas 
ejecutadas  son  en  deberle  al  señor  Medar- 
do Pérez  Méndez,  la  suma  de  cien  mil  pe- 
sos billetes  de  los  antiguos  bancos  de  emi- 
sión, o  su  •  equivalente,  más  los  intereses 
vencidos. —  Que  por  todas  las  razones  ex- 
puestas, las  excepyclones    jierentorias  de 
falta  de  acción  y  de  cosa  juzgada  son  im- 
procedentes, toda  vez  que  ya  se  dejó  ex- 
plicado: a)  que  si  bien  la  acción  ejecuti- 
va quedó  abandonada,  la  ordinaria  subsis- 
te; y  b)  que  no  hay  cosa  juzgada  desde  el 
momento  que  no  se  ha  discutido  el  dere- 
cho que  el  acreedor  tiene  para  cobrar  el 
adeudo.    Ahora  bien,  que  el  señor  Pérez 
Méndez  haya  cobrado,  mejor  dicho,  enta- 
blado su  demanda  ordinaria  de  cobro  des- 
pués de  haber  transcurrido  el  plazo  de  tres 
meses  de  que  habla  el  artículo  882,  no  lo 
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perjudica  más  que  para  poder  exigir  la 
prestación  de  la  fianza,  toda  vez,  que  la 
prescripción  de  la  acción  se  ajusta  al  prin- 
cipio general  que  priva  en  tales  casos,  es- 
to es,  que  hayan  transcurrido  diez  años". 

Contra  éste  último  pronunciamiento,  la 
señora  de  León  Régil  viuda  de  Archila, 
por  si  y  como  representante  de  los  demás 
demandados,  con  el  auxilio  del  Abogado 
Porfirio  Barrios,  interpone  recurso  de  ca- 
sación por  violación,  aplicación  indebida 
de  la  ley  y  quebrantamiento  sustancial  del 
procedimiento,  citando  como  violados  los 
artículos:  X,  XII,  XVI,  XXII,  XXVII, 
XXX;  133,  17,  227,  235.  inciso  4o.,  y  236  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial;  156,  157, 
incisos  lo.  y  2o.,  248,  259,  260,  269,  271, 
277,  279,  450,  451,  453,  882  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil.  Antes  del 
día  de  la  vista,  o  sea  el  veintiséis  de  no- 
viembre del  año  próximo  pasado,  se  cita- 
ron por  doña  Josefa  Régil  viuda  de  Archi- 
la, como  violados  los  artículos  siguientes: 
IV,  V,  IX,  XI,  XXVra,  139  inciso  lio., 
167,  170,  235  inciso  lo.,  250  incisos  4o.  5o. 
y  13  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial; 269  incisos  lo,  y  3o.,  278,  282,  871 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil; lo.  15  y  21  del  Decreto  1755.  Seña- 
lado día  para  la  vista  y  habiendo  tenido 
lugar  éstas  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 
Que  el  Código  de  ESijuiciamiento  Civil  y 
Mercantil  en  su  articulo  507  determina  los 
casos  en  que  ha  de  tenerse  por  infringido 
substancialmente  el  procedimiento,  pero 
como  el  recurso  no  está  motivado  no  pue- 
de saberse  a  cuál  de  los  cinco  casos  quiso 
referirse  el  recurrente,  esto  por  una  parte 
y  por  otra  no  se  pidió  la  subsanación  en 
el  caso  de  que  se  hubiera  quebrantado  el 
procedimiento,  ya  en  primera  instancia  y 
reiterar  en  segunda  la  petición,  si  la  in- 
fracción se  hubiese  cometido  en  la  prime- 
ra, como  lo  preceptúan  los  artículos  509  y 
510  del  mismo  código. 

CONSIDERANDO: 
Que  tanto  de  su  tenor  literal,  como  del 
contexto  de  las  disposiciones  que  regulan 
la  materia,  se  desprende  con  absoluta  pre- 
cisión: primero,  que  la  prescripción  del  ar- 
tículo 382  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  se  contrae  única  y  ex- 
clusivamente a  las  sentencias  que  ponen 
fin  al  procedimiento  ejecutivo  declarando 
haber  lugar  o  no  a!  trance  y  remate  de  lo 
embargado  y  que,   por   consiguiente,  no 


comprende  los  autos  que  por  cualquier 
motivo  distinto  determinan  la  cesación  de 
dicho  procedimiento;  y  segundo,  que  el 
juicio  ordinario  a  que  se  refiere  el  propio 
artículo  debe  versar  precisamente  sobre 
la  eficacia  o  la  ineficacia  de  la  obligación 
invocada  como  titulo  ejecutivo  considera- 
da en  sí  misma  y  sin  relación  alguna  con 
circunstancias  o  hechos  de  orden  pura- 
mente procesal,  tales  como  las  aducidas 
para  fundamentar  el  caso  sub-judice,  en 
el  cual,  según  aparece  de  la  historia  del 
asunto,  se  pretende  la  prevalencia  del  tér- 
mino de  tres  meses,  estatuido  en  el  artícu- 
lo mencionado  para  controvertir  la  obli- 
gación en  juicio  ordinario,  sobre  el  de  diez 
años  concerniente  a  la  prescripción  de  la 
misma,  lo  cual  resulta  inadmisible  en  to- 
dos conceptos.  Luego,  la  Sala  sentencia- 
dora no  infringió  dicho  artículo. 

CONSIDERANDO: 
Que  por  no  tener  aplicación  al  caso,  no 
ee  examinan  los  siguientes  Preceptos  Fun- 
damentales de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial:  IV,  V,  IX,  X,  XII,  XVI,  XXII, 
XXVII,  XXVIII  y  XXX;  por  igual  motivo 
tampoco  se  entra  al  examen  de  los  siguien- 
tes artículos  17,  133  139  inciso  lio.,  167 
170,  227,  235  incisos  lo.  y  4o.,  236,  250 
incisos  4o.  y  5o.  y  13  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial;  156,  157  incisos 
lo.  y  2o.,  248,  259,  260  y  269  incisos  lo.  y 
3o.,  271,  277,  278,  279,  282,  871  450,  451  y 
453  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil;  lo.,  15  y  21  del  Decreto  1755. 
En  tal  virtud,  procede  desestimar  el  recur- 
so interpuesto. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  artículos  505, 
506,  521  y  524  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  DESESTIMA  el  recurso 
de  casación  interpuesto,  condena  a  la  par- 
te recurrente  al  pago  de  las  costas  del 
mismo  y  a  una  multa  de  veinticinco  quet- 
zales, y  en  caso  de  insolvencia,  sufrirá 
veinticinco  días  de  prisión  simple.  Noti- 
íiquese,  con  certificación  de  lo  resuelto 
devuélvanse  los  autos  a  donde  correspon- 
de y  repóngase  el  papel  en  la  forma  que 
determina  el  articulo  27  del  Decreto  Le- 
gislativo número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argucia 
S.  —  Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R.  — 
Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Benjamín 
Mendoza  Morga.  Contra  Luis  Toscana 
Arenal. 

DOCTRINA  :  El  artículo  91  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial,  faculta  a  los 
Jueces  para  ordenar  la  práctica  de  cual- 
quier reconocimiento  o  avalúo  que  con- 
sideren necesario.  En  juicio  hace  plena 
fé  el  dictamen  asertivo  y  conforme  de 
dos  expertos,  debidamente  apreciado  por 
el  Juez. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  Enero  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  los  juicios  ordinarios  acu- 
mulados seguidos,  uno  contra  don  Luis 
Toscana  Arenal  por  don  Benjamín  Mendo- 
za Morga  sobre  rendición  de  cuentas  de  la 
tutela  que  el  señor  Toscana  Ajenal  ejer- 
ció durante  la  minoría  del  segundo  de  los 
susodichos  señores,  y  el  otro  iniciado  por 
el  señor  Toscana  Arenal  contra  don  Ben- 
jamín Mendoza  Morga  sobre  la  rendición 
de  cuentas  ya  mencionada. 

RESULTA: 

Que  don  Benjamín  Mendoza  Morga.  el 
catorce  de  Enero  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  tres  (1933),  se  presentó  ante  el  Juez 
lo.  de  la.  Instancia  del  Departamento  de 
Quezaltenango,  manifestando  entre  otras 
cosas,  lo  que  sigue:  que  el  nueve  de  Enero 
de  mil  novecientos  diez  y  ocho  (1918),  don 
Luis  Toscana  Arenal  había  tomado  pose- 
sión del  cargo  de  tutor  suyo  y  de  su  her- 
mano Isidro  Mendoza  M<3rga;  que  su  her- 
mano Isidro  falleció  posteriormente,  y  en- 
tonces él  (don  Benjamín)  fué  declarado 
único  heredero  de  su  mencionado  herma- 
no: que  el  señor  Toscana  Arenal  ha  explo- 
tado durante  catorce  años,  varías  casas  de 
£U  propiedad,  y  a  pesar  de  que  él  (don 
Benjamín)  ya  es  mayor  de  edad,  el  señor 
Toscana  Arenal  no  había  cumplido  con  ei 
deber  de  renda-  las  cuentas  correspondien- 
tes, razón  por  la  cual  entablaba  demanda 
sobre  rendición  de  cuentas  de  su  tutela,  y 
acerca  de  las  costas,  daños  y  perjuicios 
que  originaron  la  acción  intentada;  y  por 
último  solicitó  que  su  demanda  fuera  ano- 
tada, sobre  las  fincas  números  diez  y  ocho 


mil  ciento  cincuenta  y  uno  (18151),  folio 
ciento  treinta  y  dos  (132),  Tomo  ciento 
catorce  (114)  de  aquél  Departamento 
(Quezaltenango),  y  veintidós  mil  setecien- 
tos veinticuatro  (22724),  folio  doce  (12) 
Tomo  ciento  cuarenta  y  dos  (142)  del  De- 
partamento de  San  Marcos.  A  su  escrito 
de  demanda  acompañó  el  señor  Mendoza 
Morga  los  documentos  siguientes:  a)  una 
certificación  expedía  por  el  Secretario  del 
Juzgado  Municipal  de  Ayutla  y  Encarga- 
tío  del  Registro  Civil,  en  la  cual  consta  que 
ei  Juez  Territorial  de  Coatepeque,  con  mo- 
tivo de  las  diligencias  seguidas  para  repo- 
ner la  partida  de  nacimiento  de  Benjamín 
Mendoza  Morga,  a  los  veintiún  días  del  mes 
de  Octubre  de  mil  novecientos  treinta  y 
uno,  declaró  que  Mendoza  Morga  nació  en 
el  pueblo  de  Ayutla,  el  veinte  de  Septiem- 
bre del  año  de  mil  novecientos  nueve;  sien- 
do sus  padres  los  señores  Juan  Mendoza  y 
Aurelia  Morga;  b)  una  certificación  ex- 
tendida por  el  Secretario  del  Juzgado  de 
la.  Instancia  de  San  Marcos  en  la  cual 
constan:  lo.  la  providencia  fecha  nueve 
de  Enero  de  mil  novecientos  diez  y  ocho, 
por  medio  de  la  cual  se  mandó  discernir  el 
cargo  de  tutor  testamentario  de  los  meno- 
res Isidro  y  Benjamín  Mendoza  al  señor 
Luis  Toscana  Arenal;  y  2o.  el  acta  de  dis- 
cernimiento de  ese  cargo  levantada  en  la 
fecha  que  acaba  de  mencionarse:  c)  y  una 
certificación  expendida  por  el  Director  del 
Sexto  Registro  de  la  propiedad  Inmueble, 
en  la  cual  constan  los  asientos  efectuados 
en  los  Libros  con  motivo  de  las  inscripcio- 
nes de  bienes  correspondientes  a  las  mor- 
tuales de  Juan  Mendoza  y  de  Isidro  Men- 
doza, respectivamente. 

A  solicitud  del  actor  se  tuvo  por  contes- 
tada en  sentido  negativo  la  demanda  y  el 
.luicio  fué  abierto  a  prueba  por  el  término 
de  treinta  días.  A  petición  de  don  Ben- 
jamín Mendoza  se  ordenó  la  práctica  de 
las  diligencias  que  siguen:  fué  señalado 
día  y  hora  para  que  el  señor  Toscana  Are- 
nal compareciera  a  absolver  las  posicio- 
nes que  le  articuló  la  parte  actora,  y  a  fin 
do  que  en  dicha  audiencia  presentara  los 
libros  y  documentos  de  la  tutela  bajo  aper- 
cibimiento de  contumacia  y  como  efecto 
de  ésta  la  de  pasar  por  las  que  presenta- 
ra el  señor  Mendoza  Morga.  El  absolvente 
fué  declarado  confeso  por  no  haber  com- 
parecido en  su  oportuniad.  pero  única- 
mente en  la  segunda  pregunta  del  interro- 
gatorio que  obra  al  folio  treinta  y  cinco 
de  la  primera  pieza  del  juicio,  pregunta 
que  se  refiere  al  hecho  de  estar  admhils- 
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trando  el  señor  Toscana  Arenal,  como  tu- 
tor de  don  Benjamín,  varias  casas  situa- 
das en  Ayutla,  desde  el  nueve  de  Enero  del 
año  mil  novecientos  cUez  y  ocho  (1918)  ; 
y  se  tuvo  como  prueba  la  certificación  pre- 
sentada por  el  señor  Mendoza  Morga  en 
que  consta:  que  el  diez  y  seis  de  Marzo  del 
sño  mil  novecientos  treinta  y  tres,  ante  e! 
Juez  Municial  de  Ayutla,  don  Luis  Tosca- 
na Arenal  hizo  entrega  a  don  Eugenio  B 
Zamora,  representante  especial  del  señor 
Mendoza  Morga,  de  los  bienes  que  se  deta- 
llan en  el  acta  respectiva  y  los  cuales  te- 
nía en  administración  don  Luis  Toscana 
Arenal. 

El  veintinueve  de  Marzo  del  año  mil 
novecientos  treinta  y  tres,  don  Luis  Tos- 
rana  Arenal  se  presentó  ante  el  Juez  lo. 
de  la.  Instancia  del  Departamento  de 
Quezaltenango,  manifestando  que  con  el 
objeto  de  rendir  las  cuentas  de  la  tutela 
que  desempeñó  del  menor  Benjamín  Men- 
doza presentaba  los  libros  de  Inventarios, 
Balances,  Diarios,  Mayor  y  Caja,  la  corres- 
pondencia y  dos  legajos  de  comprobantes; 
que  en  los  libros  aparecía  a  su  favor  un 
saldo  por  la  cantidad  de  cincuenta  y  dos 
mil  setecientos  setentisiete  pesos  y  trein- 
ta y  seis  centavos  (moneda  antigua),  su 
ma  que  debía  ser  pagada  por  el  señor  Men- 
doza Morga;  y  que  se  tomara  en  conside- 
ración que  cuando  se  había  hecho  cargo 
de  la  tutela  no  recibió  un  solo  centavo; 
Que  ha,  suplido  los  gastos,  y  mediante  sus 
gestiones  recuperó  una  casa  y  un  sitio;  y 
que  pedía  que  previos  los  trámites  consi- 
guientes fueran  aprobadas  las  cuentas  que 
presentaba;  que  se  le  expidiera  el  respec- 
tivo finiquito;  y  que  se  fijaran  los  hono- 
rarios que  le  correspondían  y  que  éstos,  le 
fueran  cubiertos  en  su  oportunidad. 

Don  Benjamín  Mendoza  Morga  opuso  la 
excepción  de  litis  pendencia,  la  cual  fué 
declarada  sin  lugar  en  primera  instancia, 
por  resolución  fecha  cinco  de  Diciembre 
de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  pero 
en  segunda,  fué  revocado  dicho  auto  de- 
clarándose procedente  la  mencionada  ex- 
cepción, y  que  ambos  juicios  debian  ser 
acumulados. 

El  señor  Mendoza  Morga  negó  la  de- 
manda y  reconvino  a  don  Luis  Toscana 
Arenal  a  fin  de  que  le  pagara  la  suma  de 
diez  y  seis  mil  quetzales,  poco  más  o  me- 
nos, los  daños  y  perjuicios  que  se  le  habían 
causado  al  administrar  sus  bienes,  las  eos- 
las  del  juicio. 


Las  excepciones  de  falta  de  personería 
en  el  apoderado  del  señor  Mendoza  Morga 
y  la  de  defecto  legal  en  la  manera  de  pro- 
poner la  demanda,  propuestas  por  don 
Luis  Toscana  Arenal,  fueron  declaradas 
sin  lugar  por  el  Juez,  y  la  Sala  jurisdiccio- 
nal confirmó  lo  resuelto  en  primera  ins- 
tancia. 

A  petición  de  parte  la  reconvención  se 
tuvo  por  contestada  en  sentido  negativo, 
y  el  juicio  se  abrió  a  prueba  por  treinta 
días.  El  señor  Toscana  Arenal  solicitó  que 
se  tuvieran  como  pruebas  por  su  parte  las 
que  siguen:  a)  la  contabilidad  y  sus  res- 
pectivos comprobantes  que  había  ya  pre- 
sentado; b)  unas  posiciones  articuladas  al 
señor  Mendoza  Morga.  En  dichas  posicio- 
nes don  Benjamín  Mendoza  Morga  confe- 
só los  hechos  que  a  continuación  se  ex- 
presan: a)  que  estuvo  de  interno  en  el 
Instituto  Normal  Central  de  Varones  de 
e.sta  capital,  y  que  su  tutor  pagó  las  pen- 
siones correspondientes;  b)  que  es  cierto 
el  contenido  de  las  cartas  marcadas  con 
los  números  comprendidos  entre  el  uno  y 
el  ciento  cinco,  y  que  las  firmas  puestas  en 
dichas  cartas  son  de  su  puño  y  letra;  c) 
que  también  es  cierto  el  contenido  de  los 
recibos  que  aparecen  numerados  del  ciento 
seis  al  ciento  once;  y  que  las  firmas  que 
se  encuentra  al  pié  de  dichos  documentos 
son  de  su  puño  y  letra;  d)  que  es  cierto  el 
contenido  de  la  certificación  marcada  con 
el  número  ciento  doce  (112),  pero  que  no 
le  pagaron;  e)  que  es  cierto  el  contenido 
de  la  certificación  marcada  con  el  número 
ciento  trece  (113);  f)  que  es  cierto  que 
demandó  el  diez  y  seis  de  Enero  de  mil 
novecientos  treinta  y  dos,  ante  el  Juez 
Municipal  de  Ayutla  a  doña  Juana  López 
a  fin  de  que  le  pagara  veinte  quetzales 
por  cinco  meses  valor  de  arrendamientos 
correspondientes  al  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  uno;  g)  que  es  cierto  que  en 
el  año  de  mil  novecientos  treinta  y  dos 
demandó  ante  e!  Juez  menor  de  Ayutla  a 
los  señores  Rafael  Meneos,  Juana  López  y 
Amelia  de  la  Torre  por  valor  de  arrenda- 
mientos correspondientes  al  año  de  mil 
novecientos  treinta;  y  que  su  demanda  la 
repitió  ante  el  mismo  Juez  el  primero  de 
Febrero  (1932),  contra  los  susodichos  in- 
quilinos quienes  ocupaban  una  casa  con- 
tigua al  Hotel  Sevilla  situada  en  Ayutla; 

h)  que  en  el  Juzgado  Departamental  de 
Quezaltenango,  vió  los  libros  de  la  tutela; 

i)  que  desde  el  año  de  mil  novecientos 
veinticinco  hasta  fines  del  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  uno,  se    sostuvo  en 


140 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


Guatemala  con  una  pensión  que  obligó 
a  su  tutor,  le  pasara;  j)  que  para  el  pago 
de  la  Escuela  de  Comercio  Royal  School  y 
de  sus  alimentos  recibía  un  mil  pesos  bi- 
lletes de  los  antiguos  Bancos,  algunos  me- 
ses, y  otras  veces  recibió  veinte  quetzales, 
pero  nunca  mayor  cantidad;  k)  que  en  el 
Liceo  Internacional  de  Varones  el  señor 
Toscana  Arenal  pagó  las  pensiones;  y  l) 
y  su  tutor  le  daba  dinero  para  que  compra- 
ra su  ropa  y  demás  gastos  que  hacia  para 
su  sostenimiento;  c)  el  reconocimiento  de 
varios  documentos  hechos  por  don  Benja- 
mín Mendoza;  d)  ratificación  del  acta  de 
reconocimento  de  ciento  cinco  cartas  efec- 
tuado portel  señor  Mendoza  Morga;  e)  un 
testimonio  de  la  escritura  pública  de  com- 
pra venta  autorizada  por  el  Notario  Desi- 
derio Berganza  a  los  tres  días  del  mes  de 
Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y  tres,  o- 
torgada  por  Juana  Mejia  Solórzano  y  Ed- 
m.undo  Solórzano  a  favor  de  Zoila  Amable 
Paz;  f)  tres  certificaciones  expedidas  por 
el  Director  del  Segundo  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble;  g)  certificación  expedi- 
d.a  por  el  Secretario  del  Juzgado  Municipal 
de  Ayutla ;  y  h )  respuestas  que  los  Seño- 
res Filadelfo  Barrios,  Dámaso  S.  Barrios, 
Ignacio  Panamá,  Germán  Noval,  Nicola,s 
B.  Godínez,  Belisario  de  León,  Salomón 
Vásquez,  Manuel  Fuentes,  Doctor  Vicente 
Tijerino,  Félix  O.  Gramajo,  Jesús  Corona- 
do, Manuel  Fuentes  Camacho  y  Víctor  E- 
lorza  dieron  a  las  cartas  que  les  fueron  di- 
rigidas por  el  señor  Luis  Toscana  Arenal. 
Don  Benjamín  Morga  rindió  las  declara- 
ciones de  Eugenio  Barrios  Zamora.  Maxi- 
miliano Javalois,  Ignacio  E.  Panamá  y  Her- 
culano  Mata. 

Para  mejor  fallar  se  dictó  el  auto  fecha 
veintinueve  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  y,  en  cumplimiento  de  esta 
resolución  los  expertos  J.  Antonio  Morales 
D.  y  Santiago  Loarca  Q.  manifestaron  en 
su  primer  dictámen  que  no  les  habla  .sido 
posible  proceder  a  la  revisión  legal  de  los 
Libros  que  les  fueron  exhibidos  por  las  ra- 
zones que  siguen:  lo.  por  no  existir  un  solo 
comprobante  que  pueda  establecer  las  ope- 
raciones anotadas  en  ellos  y  especialmente 
los  egresos  del  Libro  de  Caja;  2o.  porque 
este  Libro  no  está  habilitado  ni  autorizado 
conforme  a  la  ley;  y  3o.  porque  los 
Libros  Diarios,  Mayor  de  Inventarios 
y  Balances  están  legalizados  con  fe- 
cha dos  de  Marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  tres,  y  sentadas  las  operaciones  desde 
el  diez  y  .siete  de  Mayo  de  mil  novecientos 
diez  y  siete  hasta  el  treinta  y  uno  de  Di- 


ciembre de  mil  novecientos  treinta  y  uno. 
En  su  segundo  dictámen  expusieron  los 
mencionados  expertos  que  durante  los  pri- 
meros cuatro  años  de  tutela  (1917  a  1920), 
inclusive  no  hay  un  solo  ingreso  en  con- 
cepto de  alquileres,  los  que  empezaron  a 
figurar  hasta  el  año  de  mil  novecientos 
veintiuno  (1921),  y  que  no  pudieron  com- 
probar por  falta  de  documentación.  Los 
documentos  que  se  presentaron  para  com- 
probar los  "Egresos",  no  se  podía  tomar 
en  cuenta,  pues  no  están  de  acuerdo  con 
las  partidas  asentadas  en  los  Libros,  en  su 
mayor  parte,  fuera  de  unos  pocos  compro- 
vantes  legales  que  hay  que  consisten  en 
cartas  solicitando  dinero  que  no  prueban 
haber  efectuado  el  pago  que  en  estas  se 
solicitaba,  siendo  edemás  por  valores  in- 
determinados y  en  las  cuales  se  anotó  con 
l;\piz  la  cantidad  por  que  se  hicieron  las 
operaciones  en  el  Libro  de  Caja.  Las  en- 
tregas de  dinero  anotadas  a  cargo  de  don 
Benjamín  Mendoza,  tampoco  están  res- 
paldadas por  ninguna  clase  de  compro- 
bantes. Existen  además,  documentos  que 
no  están  anotados  en  los  Libros,  y  que  su- 
ponían que  ya  estaban  incluidos  a  las  par- 
tidas globales  cargadas  al  señor  Mendoza. 
Y  que  por  los  motivos  expuestos  considera- 
ban que  mientras  no  se  presentaran  en 
debida  forma  los  comprobantes  respecti- 
vos o  se  justificaran  las  operaciones  ano- 
tadas en  los  Libros,  no  era  posible  emitir 
un  informe  completo  sobre  la  exactitud  o 
inexactitud  de  las  cuentas,  que  se  les  ha- 
bía encomendado  que  revisaran. 

El  Juez  Primero  de  Primera  Instancia 
del  Departamento  de  Quezaltenango  al 
dictar  sentencia,  resolvió  lo  que  sigue:  lo. 
que  no  se  aprueban  las  cuentas  rendidas 
por  Luis  Toscana  Arenal;  2o.  que  se  ab- 
suelve el  señor  Toscana  Arenal  de  la  de- 
manda y  de  la  reconvención  entabladas 
por  don  Benjamín  Mendoza  Morga.  relati- 
vas a  daños  y  perjuicios,  y.  al  pago  de  diez 
y  seis  mil  quetzales  (Q  16.000);  3o.  que 
don  Luis  Toscana  Arenal  deberá  pagar  ai 
señor  Benjamín  Mendoza  Morga.  dentro 
de  tercero  día,  los  intereses  legales  del  ca- 
pital que  recibió  para  su  administración 
en  concepto  de  tutor  testamentario,  to- 
mándose como  base,  el  inventario  de  los 
bienes  de  la  sucesión  de  don  Juan  Mendo- 
za: y  4o.  que  las  costas  son  a  cargo  del  se- 
ñor Toscana  Arenal. 

En  segunda  Instancia,  y  para  mejor  fa- 
llar fueron  nombrados  los  Tenedores  de 
Libros  don  Carlos  M.  Guerra  y  don  San- 
tiago Loarca  paia  que  revisaran  los  docu- 
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mentos  reconocidos  por  el  señor  Benjamín 
Ríendoza  Morga,  y  los  demás  comproban- 
tes legales  a  fin  de    establecer  a  cuanto 
ascendía  la  cantidad  invertida  por  el  ex- 
tutor don  Luis  Toscana  Arenal  en  alimen- 
tación, vestuario  y  estudios  del  ex-pupilo 
Benjamín    Mendoza    y,    dedujeran  del 
producto    de    los   intereses    legales  del 
capital    recibido    durante    la  adminis- 
tración   del   señor    Toscana   Arenal,  esa 
£uma.     Los  mencionados   expertos  die- 
ron su  dictamen  en  la  forma,   que  sigue: 
que  habían  encontrado    comprobados  los 
gastos  hechos  por  el  señor  Toscana  Are- 
nal y  los  cuales  detallaban  en    el  anexo 
número  uno  que  aparecía  agregado  al  me- 
morial donde  consignaron    su    informe  y 
que  ascendían  a  la  cantidad  de  ciento  tres 
mil  setecientos  cuatro  (103.704)  pesos  bille- 
tes de  los  antiguos  Bancos  de  emisión.  A 
esta  suma  agregaron  tres  mil  doscientos 
ochenta,  y  seis  pesos  y  cincuenta  centavos 
de  peso  ($3.286.50),  billetes  de  los  antiguos 
Bancos,  cantidad  que  por  valor  de  contri- 
buciones, aparecía  anotada  en  el  Libro  de 
Caja,  y  que,  aunque  no  existían  los  com- 
probantes de  dichos  pagos,  es  de  suponer 
que  estos  fueron  efectuados  en  su  oportu- 
nidad y  por  la  persona  que  administraba 
las  propiedades  que  las  causaron.  Agre- 
gando esta  cantidad  a  la  de  los  gastos  an- 
tes expresados,  el  total  de  estos  asciende 
a  ciento   seis    mil    novecientos  noventa 
pesos    y    cincuenta    centavos    de  peso 
106.990.50),  billetes  de  los  antiguos  Ban- 
cos emisores.    Como  no  encontraron  en 
los  juicios  ni  en  la  documentación,  copla 
del  Inventario  con  que  el  señor  Toscana 
Arenal  recibió  la  tutela,  para  el  cálculo  de 
lo.'=  intereses  del  capital  administrado,  to- 
maron como  base  el  valor  del  Inventario 
con  que  se  abrió  la  Contabilíldad,  el  cual 
asciende  a  la  cantidad    de  ciento  veinte 
mil  {$120.000),  pesos  billetes  de  los  anti- 
gLios  Bancos,  valor  que  está  de  acuerdo 
con  la  certificación  extendida  el    diez  de 
Agosto  de  mil    novecientos  treinta  y  dos 
por  el  Director  del  Sexto  Registro    de  la 
Propiedad  Inmueble,  y  en  la  cual  se  deta- 
llan las  propiedades  pertenecientes  a  los 
herederos  de  don  Juan  Mendoza.    En  di- 
cha certificación  figura  la  finca  urbana 
número  treinta  y  dos  mil  cuatrocientos 
noventa  y  uno  (32.491),  que  no  aparece 
en  el  Inventario  de  apertura,  pero  a  la  que 
con  posterioridad  se  le  dió  entrada  en  el 
Libro  respectivo  (partida    número  29  del 
Diario ) .  Habiendo  estado  en    litigio  esta 
finca,  los  intereses  sobre  el    valor    de  la 


misma  deben  contarse  a  partir  de  la  fecha 
en  que  se  obtuvo  la  posesión  de  dicho  pre- 
dio. En  el  anexo  número  tres,  que  también 
íicompañaban  a  su  dictamen,  podía  verse 
el  exceso  que  hay  de  los  intereses  sobre  lo 
gastado  de  veintitrés  mil  seiscientos  trein- 
ta y  un  pesos  y  diez  y  seis  centavos  de  peso 
billetes  ($23.631.16),  de  los  antiguos  Ban- 
cos emisores,  y  que  equivalen  a  trescien- 
tos noventa  y  tres  quetzales  y  ochenta  y 
cinco  centavos  de  quetzal  (Q  393.85).  La 
Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el 
veinte  de  Noviembre  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete  (1937),  al  conocer 
de  la  sentencia  apelada,  resolvió  lo  que  a 
continuación  se  expresa:  —  revocó  el  fa- 
llo de!  Juez  a-quo  en  lo  que  se  refiere  a 
improbar  las  cuentas  rendidas  por  el  señor 
Luis  Toscana  Arenal  y  en  cuanto  condena 
a  dicho  señor  a  pagar  dentro  de  tercero 
día  al  señor  Mendoza  Morga  los  intereses 
legales  del  capital  que  recibió  para  su  ad- 
ministración en  concepto  de  tutor  testa- 
mentario de  este  último,  y  resolviendo  so- 
bre estos  puntos  declaró:  lo.  que  aprueba 
las  cuentas  de  la  tutela  de  conformidad 
con  lo  dictaminado  por  los  expertos  seño- 
res Carlos  Guerra  y   Santiago    Loarca,  y 
que  condena  al  señor   Toscana    Arenal  a 
pagar  dentro  de  tercero  día    al  ex-menor 
Benjamín  Mendoza  Morga  el  saldo  que  re- 
sulta a  su  favor  de  veintitrés  mil  seiscien- 
tos treinta  y  un  pesos  y  diez  y  seis  centa- 
vos billetes  de  los  antiguos  Bancos  de  emi- 
sión o  sean  trescientos  noventa  y  tres  quet- 
zales y  ochenta  y  cinco  centavos  de  quet- 
zal; 2o.  que    confirma  el    fallo  de  que  se 
trata  en  los  demás  puntos  que  contiene; 
y  3o.  que  lo  adiciona  en  el  sentido  de  que 
don  Benjamín  Mendoza    Morga  no  está 
cblígado  a  pagar  honorarios  al  señor  Tos- 
cana  Arenal  por  la  administración  de  sus 
bienes  durante  su  minoría  de  edad.  Con- 
sideró la  Sala  sentenciadora  que  el  tutor 
no  llevó  una  contabilidad  exacta  de  todas 
las  operaciones  verificadas  durante  su  ad- 
ministración; no  rindió    cuentas  anual- 
mente, ni  lo  hizo  dentro  del  término  legal 
al  terminar  la  tutela;  que  los  libros  pre- 
sentados para  el  efecto,  fueron  habilita- 
dos y  autorizados  hasta  el  dos  de  Marzo  de 
mil  novecientos  treinta  y  tres,  y  las  cuen- 
tas aparecen  consignadas  desde  el  diez  y 
siete  de  Mayo  de  mil  novecientos    diez  y 
siete,  al  treinta  y  uno  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  treinta   y    uno,    y   el  Libro 
de  Caja,  no  fué  habilitado  ni  autorizado 
en  la  forma  legal,  y  por   este   motivo  no 
deben  ser  tomados  en   consideración;  y 


142 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


ya  que  por  otra  parte,  los  expertos 
señores  Morales  D.  y  Loarca  manifes- 
taron que  no  se  pueden  justificar  los  in- 
gresos habidos  durante  la  administración 
de  la  tutela  por  la  falta,  de  documenta- 
ción legal,  pues  no  existen  contratos  do 
arrendamiento  de  los  inmuebles  ni  otra 
clase  de  documentos  que  justifiquen  la 
renta  que  pudo  haber  habido.  Que  los 
gastes  hechos  por  el  ex-tutor  en  la  ali- 
mentació.  vestuario  y  educación  del  ex- 
pupilo durante  los  años  de  su  tutoría  deben 
ser  tomados  en  cuenta  y  regularse  en 
conformidad  con  la  confesión  judicial 
prestada  por  el  ex-pupilo  Benjamín  Men- 
doza Morga  y  con  los  comprobantes  lega- 
mente presentados;  y  según  el  informe 
rendido  por  los  expertos  Guerra  y  Loarca 
resulta  un  saldo  a  favor  del  mencionado 
menor  de  veintitrés  mil  seiscientos  treinta 
y  un  pesos  y  diez  y  seis  centavos  de  los  an- 
tiguos Bancos  de  emisión,  cantidad  que  el 
ex-tutor  está  obligado  a  entregar  a  su 
?x-pupilo.  Que  la  prueba  testimonial  ren- 
dida por  el  señor  Toscana  Arenal  para 
probar  las  cuentas  de  su  administración 
como  tutor  testamentario  de  Benjamín 
Mendoza  Morga  no  debe  tomarse  en  cuen- 
ta, por  que  si  bien  es  cierto,  que  la  ley  es- 
tablece que  toda  persona  puede  probar  sus 
acciones  o  excepciones  con  dicha  prueba, 
esto  acontece  cuando  la  misma  ley  no 
exige  otra  clase  de  probanzas.  Que  en 
cuanto  al  pago  de  daños  y  perjuicios,  y, 
de  la  cantidad  de  diez  y  seis  mil  quetzales, 
saldo  de  las  cuentas  de  la  tutela  debe  ser 
absuelto  el  señor  Toscana  Arenal  por  fal- 
ta de  prueba  sobre  dichos  puntos  de  la  re- 
convención. Que  si  bien  es  verdad,  que 
tanto  la  ley  antigua  como  la  nueva  en  los 
artículos  390  Código  Civil  antiguo,  110  del 
Decreto  1730,  y  277  del  Código  Civil  vi- 
gente establecen  a  favor  del  tutor  una  re- 
tribución del  tanto  por  ciento  por  el  ejer- 
cicio de  la  tutela,  esto  se  entiende  cuando 
el  tutor  ha  manejado  los  bienes  en  debi 
da  forma,  justificando  con  documentos  y 
la  contabilidad  correspondiente  el  movi- 
miento de  ingresos  y  egre.sos.  pero  en  el 
presente  caso,  el  tutor  ha  perdido  su  de- 
recho por  no  haber  llevado  en  forma  des- 
de el  nrinciüio  del  ejercicio  de  su  cargo,  la 
contabilidad  ni  haber  rendido  dentro  del 
término  legal  las  cuentas  de  la  tutela.  Y 
que  las  costas  del  juicio  deben  cargarse  al 
señor  Toscana  Arenal,  pues  no  solo  no  rin- 
dió las  cuentas  que  acaban  de  mencionar- 
se voluntariamente,  sino  también  porque 
el  juicio  promovido  lué  originado  por  su 


culpa,  ya  que  como  no  llevaba  sus  cuen- 
tas en  forma,  hubo  de  discutirse  de  una 
manera  dispendiosa  para  el  ex-pupilo  la 
exactitud  de  las  referidas  cuentas. 

El  señor  Luis  Toscana  Arenal  pidió  la 
aclaración  y  ampliación  del  fallo  fundán- 
dose, en  cuanto  a  la  aclaración  en  lo  que 
sigue:  que  los  señores  Carlos  Guerra  y 
Santiago  Loarca,  en  su  dictamen,  calculan 
intereses  desde  el  nueve  de  E^ero  de  mil 
novecientos  diez  y  ocho,  sobre  el  capital 
de  ciento  veinte  mil  pesos  billetes,  canti- 
dad que  no  había  recibido,  pues  lo  que 
mucho  1;iempo  después  pudo  recoger  me- 
diante juicios  posesorios  y  de  despojo, 
fueron  dos  casas  en  Ayutia  una  de  las  cua- 
les, que  fué  valorada  en  un  mil  pesos  de 
los  antiguos  Bancos,  estaba  ocupada  por 
Jas  fuerzas  del  Gobierno,  y  hasta  el  mes  de 
Marzo  de  mil  novecientos  veintiuno  pudo 
tomar  pose.sión  del  mencionado  inmueble; 
y  que  respecto  a  la  otra  cosa,  inició  juicio 
contra  Ismael  Mendoza,  el  veintiocho  de 
Abril  de  mil  novecientos  diez  y  siete,  y  tu- 
vo que  seguir  gestionando  hasta  el  mes  de 
Enero  del  año  de  mil  novecientos  veintio- 
cho, y  durante  ese  tiempo  no  recibió  ren- 
ta alguna  por  lo  cual  solo  debían  calcular- 
se intereses  sobre  la  suma  de  un  mil  pesos 
billetes  de  los  antiguos  Bancos  y  un  mil 
pesos  valor  de  la  otra  propiedad,  y  única- 
m.ente  por  el  tiempo,  que  las  tuvo  en  su 
poder,  que  la  ampliación  la  pedia  por  no 
haberse  resuelto  en  la  sentencia  acer.ca  del 
falso  testimonio  de  Eugenio  B.  Zamora  y 
la  prueba  falsa  de  don  Benjamín  Mendo- 
za. El  Tribunal  de  segunda  instancia  de- 
claró no  haber  lugar  a  la  aclaración  soli- 
citada y  amplió  su  fallo  en  el  sentido  de 
que  no  procedía  abrir  procedimiento  con- 
tra los  señores  Eugenio  B.  Zamora  y  Ben- 
jamín Mendoza;  resolución  que  fundó  la 
Sala  en  que  fueron  decididos  de  una  ma- 
nera clara  los  puntos  petitorios  sub-júdlce; 
y  en  que  de  los  autos  no  se  desprende  in- 
dicio de  criminalidad  contra  las  personas 
que  se  dejan  ya  nombradas. 

Don  Benjamín  Mendoza  Morga  con  au- 
xilio del  Abogado  José  Eduardo  Girón  Zi- 
rión.  interpuso  contra  la  sentencia  que  se 
deja  ya  relacionada,  el  recurso  extraordi- 
r  ario  de  casación  por  estimar  violados  los 
artículos  279.  280.  282.  y  283  del  Código 
Civil  (Decreto  Legislativo  número  1932): 
400  y  402  del  Código  Civil  del  año  de  1877: 
397,  398  y  401  del  Decreto  Gubernativo  nú- 
mero 921;  113  y  114  del  Decreto  Legislativo 
número  1730;  378  del  Decreto  Legislativo 
luímero  2009,  34  del  Código  de  Comercio; 
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375,  378,  384  y  385  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil;  189  y  191  de! 
Decreto  Gubernativo  n^imero  1862;  IX  y 
XII  de  los  Preceptos  Fundamentales  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

El  señor  Luis  Toscana  Arenal  con  auxi- 
lio del  Abogado  Jorge  Amado  Pacheco  in- 
terpuso también  recurso  extraordinario  de 
casación  contra  la  sentencia  mencionada, 
denunciando  la  infracción  de  los  artículos 
375,  377,  379,  381  y  385  del  Decreto  Legis- 
lativo número  2009;  185,  186,  187  y  191  de 
la  Ley  Constitutiva    del    Poder  Judicial: 
1447  del  Código  Civil  del  año  de  1877;  De- 
cretos Gubernativos  1238  y  1735,  deroga- 
dos por  la  Ley  de  Relación  entre  acreedo- 
res y  deudores;  artículos  4o.  inciso  prime- 
ro, 9o.  10.  y  14  del  Decreto  Gubernativo 
número  1632;  y  396  inciso  tercero  del  Có- 
digo Penal.    Manifiesta  también  el  recu- 
irente  que  funda  el    quebrantamiento  de 
los  artículos  que  deja  ya  mencionados  en 
las  razones  que  a  continuación  se  expre- 
san: que  la  Sala  sentenciadora  se  contra- 
dice al  aprobar  las  cuentas  presentadas 
por  el  recurrente  y  al  mismo  tiempo  admi- 
tir las  que  presentaron  los  expertos  nom- 
brados por  dicho  Tribuna),  de  cuyo  dicta- 
men no  dió  vista  a  las  partes  ni  atendió  a 
las  razones  y  objeciones  que  se  invocaron 
contra  aquel  dictamen,  en  el  memorial  fe- 
cha diez  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete;  que  ios  expertos  afirman 
que  la  finca  urbana  número  treinta  y  dos 
mil  cuatrocientos  noventa  y  uno,  pertene- 
ce al  heredero,  por  que  asi  aparece  con- 
signado en  la  partida  veintinueve  de]  Dia- 
rio, pero  esta  partida  corresponde  a  las 
cuentas  que  él  (Toscana  Arenal)  rindió, 
cuentas  que  "toda  y  definitivamente  des- 
valoriza la  misma  Sala",  fuera  de  que  esta 
finca  está  inscrita  a  favor  de  Zoila  Ama- 
ble Paz  bajo  el  número  veinte  mil  nove- 
cientos cuarenta  de  San    Marcos,  según 
C(.in,sta  en  la  escritura  de  compra  venta 
otorgada  por  Juana  Mejia  a  la  señorita 
Paz,  el  tres  de  Mayo  de  mil  novecientos 
veintitrés  y  autorizada    por    el  Notario 
Isauro  Berganza;  de  donde  se  deduce  que 
no  se  debe  de  cargar  el  valor  de  esa  casa, 
y  si  figura  en  las  cuentas  rendidas  fué  por 
estar  en  litigio,  el  cual  se  perdió:  que  no 
hay  motivo  para  que  se  le  carguen  intere- 
ses sobre  esta  propiedad,  o    sean    diez  y 
echo    mil    setecientos    ochenta   y  ocho 
pesos  y    treinta  y    tres    centavos  bille- 
te? de  los  antiguos  Bancos.    Esta  partida, 
representa  además,  treinta  mil   pesos  bi- 
lletes antiguos  que  aumentan,  y  deben  re- 


Ijajarse  del  capital  calculado  en  el  dictá- 
meu  de  los  expertos;  que  la  casa  construi- 
da en  un  sitio  de  una  cuerda  de  extensión 
fitu-ada  en  Ayutla  fué  valorada  por  los  pe- 
ritos al  practicar  el  inventario  de  la  mor- 
tual de  Juan  Mendoza  en  la  cantidad  de 
un  mil  pesos  billetes  antiguos  y  ese  inmue- 
ble a!  fallecimiento  de  don  Juan  estaba  en 
poder  del  Gobierno,  quien  no  pagaba  arren- 
damiento; los  expertos  nombrados  por  el 
Tribunal  de  segunda  instancia  consigna- 
ron en  su  dictámen  mil  quetzales,  aumen- 
tado asi  el  capital  mortuorio  en  cincuenta 
y  nueve  mil  pesos  billetes  antiguos,  y,  han 
calculado  intereses  sobre  todo  este  capital 
desde  el  nueve  de  Enero  de  mil  novecien- 
tos diea  y  ocho  hasta  el  dos  de  Febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y  dos,  sin  tomar 
en  consideración  que  él  (Toscana  Arenal) 
tomó  posesión  de  esta  casa  el  día  primero 
de  Marzo  del  año  mil  novecientos  veintiu- 
no cuando  la  abandonaron  las  fuerzas  del 
Gobierno;  que  fuera  de  lo  relacionado,  y 
después  de  muchas  gestiones  y  haciendo 
gastos  que  no  se  le  abonan  recuperó  la  ca- 
sa en  la  fecha  ya  indicada,  y  sinembargo 
los  expertos  calcularon  intereses  de  tres 
años  y  un  mes  demás;    que  la    Corte  al 
aceptar  el  ocho  por  ciento  fijado  por  los 
expertos  en  la  segunda  partida  de  intere- 
ses sobre  el  capital  mortuario  infringió  el 
Decreto  1238  y  el  articulo  1447  del  Código 
Civil  del  año  de  1877,  asi  como  el  Decreto 
1735,  Decretos  que  cuando  el  dictamen  se 
hizo  ya  habla  sido  derogados  por  la  ley 
de  Relación  entre  deudores  y  acreedores; 
que  no  se  trata  del  pago  de  una  deuda  si- 
no de  la  liquidación  de  cuentas  de  la  ad- 
ministración de  una  tutela;  que  los  exper- 
tos han  calculado  intereses  sobre  un  mil 
quetzales  en  que  fué  valorada  la  finca  ur- 
bana doce  mi  cuatrocientos  sesenta  y  seis, 
que  era  del  menor  Isidro  Mendoza,  desde 
el  nueve  de  Enero  de  mil  novecientos  diez 
y  ocho,  cuando  esta  finca,  estaba  en  liti- 
gio, y  lo  estuvo,  hasta  el  año  de  mil  nove- 
cientos veintiocho  como  se  prueba  con  las 
certificaciones  que  obran  en  los  juicios  se- 
guidos contra  don  Ismael    Mendoza  y  su 
viuda  doña  Rafaela  Mejía    de  Mendoza; 
en  esta  cuenta  se  calculan,  pues,  diez  años 
de  más  de  intereses;  que  los  expertos  ase- 
verai-on  que  no  existe  contrato  de  arren- 
damiento, pero  aparece  probado  lo  con- 
trario con  los  documentos  que  están  agre- 
gados al  folio  treinta  y  nueve  de    la  se- 
gunda pieza;  que  los  expertos  no  incluye- 
ron en  su  dictámen  las  cantidades  inverti- 
das en  don  Benjamín  Mendoza  Morga  que 
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constan  en  documentos  judicialmente  re- 
conocidos por  este  señor,  "a  los  que  la  Sa- 
la limita  el  dictamen",  y  que  ordenó  que 
todos  estos  fueran  incluidos  en  la  cuenta 
de  gastos  y  que  figuran  en  el  legajo  corres- 
pondiente con  el  número  y  valor  que  deta- 
lla el  recurrente  en  su  escrito  y  por  con- 
siguiente los  expertos  han  dejado  de  darle 
salida  a  cuarenta  y  cuatro  mil  cuatrocien- 
tos cuarenta  y  seis  pesos,  equivalentes  a 
setecientos  cuarenta  quetzales  y  setenta  y 
seis  centavos,  que  agregados  a  los  doscien- 
tos setenta  y  seis  de  los  recibos  pagados 
a  la  "Royal  School",  hacen  un  total  de  mil 
diez  y  seis  quetzales  setenta  y  seis  centa- 
vos. Siendo  de  advertir  que  en  la  mayo- 
ría de  los  casos  Jas  entregas  fueron  efec- 
tuadas por  medio  de  cheques  a  cargo  de 
Bancos  y  Casas  Bancarias,  y  que,  en  otro 
escrito  detalló  el  número  del  cheque,  su 
valor  y  la  designación  de  la  casa  a  favor 
de  quien  iban  librados.  Que  de  la  declara- 
ción de  Eugenio  B.  Zamora  se  desprende 
criminalidad,  pues  además  de  afirmar 
las  falsedades  a  que  lo  indujo  el  señor 
Benjamín  Mendoza  Morga,  en  las  repre- 
guntas manifestó,  primero,  que  no  le  ligan 
las  generales  de  ley  y  al  final  de  la  misma 
declaración  dijo  que  era  apoderado  del 
señor  Mendoza,  y  por  la  forma  en  que 
contestó  a  las  repreguntas  incurrió  en  fal- 
sedad, según  el  articulo  396  inciso  tercero 
del  Código  Penal. 

Don  Benjamín  Mendoza  Morga,  después 
de  relatar  los  hechos  que  originaron  el 
juicio,  y  de  hacer  consideraciones  acerca 
de  las  sentencias  de  primera  y  segunda 
instancia  concluyó  su  alegato  pidiendo  que 
se  "aprobara"  la  sentencia  del  Juez  fecha 
veinte  de  Abril  (1937),  con  las  modifica- 
ciones que  siguen:  a>  que  don  Luis  Tosca- 
na  Arenal  está  obligado  a  pagar  las  can- 
tidades que  gastó  y  no  pudo  justificar,  por 
le  que  debe  condenársele  a  dicho  pago; 
b)  que  don  Luis  Toscana  Arenal  es  res- 
ponsable de  los  daños  y  perjuicios  que  le 
ocasionó;  y  c)  que  por  haber  presentado 
documentación  defectuosa,  y  no  haber  au- 
torizado ios  Libros  de  Contabilidad  en  la 
forma  y  época  que  determina  la  ley,  se  le 
imponga  una  multa  de  cien  a  quinientos 
quetzales. 

Don  Luis  Toscana  Arenal  alegó  además, 
entre  otras  cosas,  lo  que  a  continuación  se 
expresa:  que  al  establecerse  el  saldo  de 
veintitrés  mil  sei.scientos  treinta  y  un  pe- 
sos billetes  ($23.631)  de  los  antiguos  Ban- 
cos, se  hizo  figurar  la  finca  número  doce 
mil  cuatrocientos  cuarenta  y  seis  (12446) 


con  un  producto  de  cincuenta  y  cinco  mil 
novecientos  diez  y  seis  pesos  ($55.916)  por 
un  tiempo  de  diez  años,  poco  más  o  menos, 
pero  ésta  finca,  recite,  que  no  estuvo  en 
su  poder,  según  consta  en  los  comproban- 
tes números  (3  y  5)  tres  y  cinco  que  obran 
en  autos.  Que  con  el  comprobante  res- 
pectivo está  establecido  que  la  finca  nú- 
mero treinta  y  dos  mil  cuatro  cientos  no- 
venta y  uno,  no  es  del  pupilo,  pues  la  se- 
ñora Juana  Mejía  demandó  y  obtuvo  que 
se  declara  nulo  el  respectivo  título  suple- 
tí.'rio  y  además  que  se  le  diera  posesión  de 
Jo  mencionada  finca,  pues  comprobó  que 
ésta  es  la  misma  que  fué  registrada  a  su 
favor  bajo  el  número  veinte  mil  novecien- 
tos cuarenta.  Y  en  resumen  son  indebidos 
los  cargos  que  se  le  hacen  por  las  cantida- 
des de  cincuenta  y  cinco  mil  novecientos 
diez  y  seis,  y  diez  y  ocho  mil  setecientos 
ochenta  y  ocho  pesos  ($55.916  y  $18.788) 
aue  reunidos  arrojan  la  suma  de  setenta  y 
cuatro  mil  setecientos  cuatro  pesos 
( $74.704 ) .  y  que  descontando  los  veintitrés 
mil  seiscientos  treinta  y  uno  ($23.631)  a  su 
cargo,  según  el  dictamen  pericial,  dan  un 
saldo  a  su  favor  de  cincuenta  y  un  mil  se- 
tenta y  tres  ($51.073),  que  le  debe  pagar 
el  señor  Mendoza  Morga. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Tribunal  sentenciador  haciendo 
uso  de  la  facultad  señalada  por  el  artículo 
91  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial, ordenó  que  los  expertos  Tenedores  de 
Libros  don  Carlos  M.  Guerra  y  don  San- 
tiago Loarca  revisaran  los  documentos  re- 
conocidos por  el  señor  Benjamín  Mendo- 
za y  los  demás  comprobantes  legales  pre- 
sentados a  fin  de  establecer  las  cantida- 
des invertidas  por  el  ex-tutor  don  Luis 
Ibscana  Arenal,  en  alimentación,  vestua- 
rio y  estudios  del  ex-pupilo  Mendoza  Mor- 
ga y  dedujeran,  la  suma  correspondiente, 
del  producto  de  intereses  legales  del  capi- 
tal recibido  durante  la  administración  del 
señor  Toscana  Arenal.  Elsta  resolución  se 
iiotiíicó  en  su  oportunidad  al  apoderado 
del  señor  Toscana  Arenal  y  a  don  Benja- 
mín Mendoza  Morga;  y  a  los  peritos  nom- 
brados les  fué  discernido  el  cargo  respecti- 
vo. 

Que  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, al  apreciar,  en  la  forma  que  se 
deja  ya  relacionada  el  dictamen  de  los  Te- 
redores  de  Libros  señores  Guerra  y  Loar- 
ca hizo  recta  aplicación  del  artículo  384 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 


145 


cantil  y  no  pudo  infringir  las  disposicio- 
nes legales  contenidas  en  los  artículos  279, 
280,  282  y  283  del  Código  Civil  (Decreto 
Legislativo  número  1932 ) ;  400  y  402  del 
Código  Civil,  promulgado  el  ocho  de  Mar- 
zo de  mil  ochocientos  setenta  v  siete;  375, 
377,  378.  379,  381  y  385  del  Decreto  Legis- 
lativo número  2009;  397,  398  y  401  del  De- 
creto Gubernativo  número  921;  113  y  114 
del  Decreto  Legislativo  número  1730;  189, 
191,  IX  y  XII  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial;  185,  186  y  187  del  mismo 
Cuerpo  de  Leyes:  34  del  Código  de  Comer- 
cio; artículos  4o.  inciso  lo.,  9o.  10o.  y  14 
Decreto  Gubernativo  número  1632. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  1447  entró  en  vigor  al  ser 
promulgado  el  Código  Civil  de  mil  ocho- 
sientos  setenta  y  siete;  y  el  veinte  (20)  de 
Febrero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos, 
fué  derogado  por  el  Decreto  Gubernativo 
do  Reformas  a  dicho  Cuerpo  Legal  núme- 
ro 272  el  articulo  241  de  este  Decreto  se 
derogó  por  medio  del  Decreto  Legislativo 
número  54  que  declaró  subsistente  el  arti- 
culo 1447  del  Código  Civil,  el  cual  estuvo 
en  vigencia  hasta  el  cuatro  de  Febrero  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y  dos,  fe- 
cha en  que  fué  publicado  en  el  Diario  Ofi- 
cial, el  Decreto  Gubernativo  1228,  emiti- 
do a  los  treinta  días  del  mes  de  Enero  del 
año  que  acaba  de  ser  mencionado.  Los 
cálculos  periciales  se  refieren,  respectiva- 
mente, al  tiempo  transcurrido:  a)  entre  el 
nueve  de  Enero  de  mil  novecientos  diez  y 
ocho  y  el  dos  de  Febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  dos;  b)  entre  esta  última  fe- 
cha y  el  diez  y  seis  de  Marzo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  tres;  c)  entre  el  veinti- 
trés de  Febrero  de  mil  novecientos  veinti- 
trés, y  el  dos  de  F'ebrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  dos;  d)  y  entre  esta  última 
fecha,  y  el  diez  y  seis  de  Marzo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  tres;  y  por  lo  tanto  en 
todas  las  operaciones  llevadas  a  cabo  por 
¡os  peritos  se  aplicaren  las  leyes  vigentes 
relativas  a  la  fijación  de  interés  legal;  y 
en  ese  concepto  no  fueron  infringidos  el 
articulo  citado  al  principio  de  este  párra- 
fo, ni  el  articulo  lo.  del  Decreto  Guberna- 
tivo número  1238;  el  articulo  2o.  del  De- 
creto Gubernativo  número  1735,  ni  el  in- 
ciso c)  del  Decreto  Gubernativo  número 
1755,  Decretos  que  comenzai'on  a  regir,  el 
cuatro  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  dos,  el  prim.ero,    el  segundo,  el 


veintinueve  de  Septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  cinco,  y  el  tercero,  el  dia 
diez  de  Noviembre  de  este  mismo  año. 

CONSIDERANDO: 

Que  teniendo  en  cuenta  la  materia  de 
que  se  trata,  en  el  caso  sub-júdice,  carece 
de  aplicación  lo  dispuesto  por  el  inciso 
tercero  del  articulo  396  del  Código  Penal, 
pues  ésta  infracción  establece  que  cuando 
concurra  la  circunstancia  de  que  para  en- 
trar en  el  lugar  del  robo  se  haya  hecho 
uso  de  llaves  falsas,  ganzúas  u  otros  ins- 
trumentos semejantes  dicho  delito  se  cas- 
tigará con  la  pena  de  cinco  años  de  pri- 
sión correccional,  si  se  comete  en  sitio  no 
habitado  o  en  edificio  que  no  sea  de  los 
comprendidos  en  el  inciso  primero  del  ar- 
ticulo 392,  siempre  que  el  valor  de  los  ob- 
jetos robados  excediere  de  cien  quetzales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  declara 
improcedentes  los  recursos  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  y  en  observancia  de  lo  es- 
tatuido por  el  articulo  521  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  impone 
a  don  Benjamín  Mendoza  Morga  la  multa 
de  cicuenta  quetzales  y  a  don  Luis  Tosca- 
na  Arenal,  la  misma  sanción ;  y  en  caso  de 
insolvencia  purgaran  cada  una  de  diehas 
personas,  cincuenta  días  de  prisión  sim- 
ple: y  a  virtud  de  haber  recurrido  ambos 
litigantes  no  se  les  condena  en  costas.  No- 
tifiquese,  repóngase  el  papel  en  la  forma 
establecida  por  el  articulo  27  del  Decreto 
Legislativo  número  2009,  y  con  certifica- 
ción de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos 
al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis  —  José  Serrano  Mu- 
Tioz.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Oct.  Aguilar.  — .  Max  García  R.  — 
Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Vista  la  solicitud  presentada  por  don  Luis 
Toscana  Arenal,  relativa  a  que  se  aclare  y 
amplié  la  sentencia  fecha  treinta  de  Ene- 
ro del  corriente  año,  a  virtud  de  la  cual  es- 
ta Suprema  Corte  declaró  improcedentes 
los  recursos  de  casación  interpuestos  por 
el  señor  Toscana  Arenal  y  don  Benjamín 
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Mendoza  Morga  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  Cuarta,  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  a  los  veinte  dias  del  mes 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
siete.  El  primero  de  dichos  señores  para 
fundamentar  la  aclaración  y  ampliación 
insiste  en  que  fueron  quebrantados  los  ar- 
ticules 191  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  al  tomar  como  bueno  el  dic- 
tamen presentado  por  los  expertos  ante  la 
Sala  sentenciadora  en  la  parte  que  men- 
cionó el  señor  Toscana  Arenal  en  su  escri- 
to del  trece  de  Febrero  retropróximo:  asi 
como  los  artículos  377  y  378  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  que  re- 
gulan la  prueba  precitada. 

CONSIDERANDO: 
Que  como  acaba  de  expresarse,  este  Tri- 
bunal Supremo  declaró  la  imporcedencia 
de  los  recursos  anteriormente  relaciona- 
dos por  las  razones  consignadas  de  una 
manera  categórica,  en  el  fallo  respectivo; 
y  por  .consiguiente  no  cabe  aclarar  dicha 
resolución.  Que  tampoco  procede  su  am- 
pliación, a  virtud  de  que  al  ser  dictada,  no 
se  incurrió  en  las  omisiones  que  señala 
la  ley. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  ob- 
servancia de  lo  que  prescriben  los  artículos 
455,  456  y  457  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil,  declara  la  improce- 
dencia de  los  recursos  de  que  se  ha  hecho 
mérito.  Notifiquese,  como  está  mandado 
devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
erigen,  y  repóngase  el  papel  en  la  forma 
establecida  por  el  articulo  27  del  Decreto 
Legislativo  número  2009. 

Ordóñez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  AguUar.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  de  Tercería  del  abogado 
Ramón  Solórzano  apoderado  de  los  se- 
ñores Alejandro  y  Eugenio  Reiche  Radke, 
Bernardo.  Rodolfo  y  Luis  Jarnet,  contra 
don  Amoldo  Daetz. 

DOCTRINA:  El  recurso  extraordinario  de 
casación  es  improcedente  contra  los  au- 
tos dictados  en  juicios  de  mayor  ctian- 
tia,  si  dichas  resoluciones  no  tienen  el 


carácter  de  definitivas  ni  terminan  la 
controversia,  en  la  cual  hayan  sido  pro- 
nunciadas. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Vistos;  Resulta:  que  el  Abogado  Ramón 
Solórzano,  en  concepto  de  apoderado  de 
los  señores  Alejandro  y  Eugenio  Reiche 
Radke,  Bernardo.  Rodolfo  y  Luis  Jarnet  ha 
promovido  demanda  snte  el  Juez  Primero 
de  Primera  In.stancia  de  este  Departamen- 
to (Guatemala),  con  el  objeto  de  que  el 
señor  Amoldo  Daetz  le  entregue  las  sumas 
Ce  tres  mil  quinientos  quetzales  y  doce  mil 
un  quetzal.  Que  don  Francisco,  don  Gul- 
liermo.  don  Alfredo,  María  Jesús  y  don  Car- 
los Reiche  Hun  por  si  y  Paulina  Hun  Ma- 
cú,  como  representante  legal  del  menor 
Gerardo  Reiche  Hun  se  presentaron  ante 
el  mismo  Juez,  interponiendo  tercería  coad- 
yuvante, y  al  mismo  tiempo  opusieron  la 
excepción  de  falta  de  personalidad  en  el 
señor  Daetz.  Con  motivo  de  esta  solicitud 
dicho  funcionario,  el  veintiocho  de  Febre- 
r(;  retropróximo,  dictó  una  resolución  la 
cual  encierra  los  puntos  que  siguen:  lo. 
reconoció  la  personería  del  Abogado  Mi- 
guel Castejón  Fíallos  como  representante 
legal  de  los  señores  Francisco,  Guillermo, 
Alfredo.  María  Jesús  y  Carlos  Reiche  Hun 
y  Paulina  Hun  Macú,  quien  a  su  vez  tiene 
13  representación  del  menor  Gerardo  Rei- 
che Hmi.  2o.  reconoció  a  los  señores  que 
í.caban  de  mencionarse  como  terceros 
coadyunvantes  con  la  parte  demandada; 
3o.  declaró  sin  lugar  la  remoción  del  depo- 
íitarío  nombrado;  4o.  previno  a  los  deman- 
dantes que  presten  la  garantía  solicitada 
por  los  terceristas,  garantía  que  será  hi- 
i:>otecaria  y  hasta  por  la  suma  de  tres  mil 
quetzales  señalándoles  para  ese  efecto,  el 
término  de  cinco  dias;  y  5o.  mandó  dar 
audiencia  a  la  otra  parte  por  tres  días,  de 
!a  excepción  de  falta  de  personalidad  en 
don  Amoldo  Daetz  interpuesta  por  los  se- 
ñores Reiche  Hun.  Que  habiendo  apela- 
do el  Licenciado  Solórzano  de  lo  resuelto 
en  Primera  Instancia,  la  Sala  Primera  de 
1?.  Corte  de  Apelaciones,  previos  los  trámi- 
tes consiguientes,  el  catorce  de  abril  retro- 
próximo. co)ifirmó  los  cuatro  puntas  con- 
tenidos en  la  resolución  susodicha,  y  revo- 
có el  5o.  Y  la  misma  Sala,  el  veintiséis  del 
mes  que  .se  deja  ya  citado,  declaró  .sin  lugar 
la  incidencia  de  aclaración  y  ampliación 
propuesta  por  el  mandatario  judicial  de  los 
actores.   Que  el  Abogado  señor  Solórzano, 
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como  representante  legal  de  los  señores 
Reiche  y  Jarnet.  interpuso  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación  contra  los  autos 
anteriormente  relacionados  y  denunció  la 
infracción  de  los  artículos  48  y  236  inciso 
tercero  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  Mercantil. 

CONSroERANDO: 
Que  es  indispensable  para  que  proceda 
el  recurso  extraordinario  de  casación  con- 
tra los  autos  dictados  en  juicios  de  mayor 
cuantía:  a)  que  tales  resoluciones  sean  de- 
finitivas; b)  que  terminen  las  controversias 
en  las  cuales  hayan  sido  pronunciados;  y 
c)  que  el  fundamento  del  recurso  se  en- 
cuentre comprendido  en  alguno  de  los  ca- 
sos que  determina  la  ley.  Que  el  auto  re- 
currido carece  de  los  requisitos  "a"  y  "b", 
que  acaban  de  ser  mencionados;  y  por  lo 
tanto  contra  este,  no  cabe  el  recurso  de  ca- 
sación. 

POR  TANTO : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  ob- 
servancia de  lo  que  prescriben  los  artícu- 
los 506  y  513  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  rechaza  de  plano  el  re- 
curso de  que  se  ha  hecho  mérito.  Notifí- 
quese,  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  autos  al  Tribunal  de  su  ori- 
gen y  repóngase  el  papel  en  la  forma  es- 
tablecida por  el  articulo  27  del  Decreto  Le- 
gislativo número  2009. 

Ordóñez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Rodrigues.  —  Max 
Garcia  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  sumario  seguido  por  la  señora  Do- 
rotea Santos  de  Navarro  contra  el  Licen- 
ciado Eladio  Menéndez. 

DOCTRINA:  No  siendo  definitiva  la  sen- 
tencia dictada  en  los  juicios  sumarios  de 
amparo  de  posesión,  no  procede  contra 
ella  el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  y  uno  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

VISTOS;  y  CONSIDERANDO:  que  el  re- 
curso extraordinario  de  casación,  lo  in- 
terpone la  señora  Dorotea  Santos  de  Nava- 
rro contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 


Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el 
juicio  sumario  de  interdicto  de  amparo  de 
posesión,  que  le  siguió  al  Licenciado  Eladio 
Menéndez,  ante  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Santa  Rosa,  y  que,  tratándose  de 
un  interdicto  de  amparo,  cuya  sentencia 
no  es  definitiva,  toda  vez  que  puede  dis- 
cutirse la  acción  de  propiedad,  en  la  vía 
ordinaria,  el  recurso  que  se  interpone  no 
procede.  En  consecuencia,  en  vez  de  fijar 
día  para  la  vista,  se  debe  desechar  y  de- 
volver los  autos  al  tribunal  de  su  proce- 
dencia, de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  los  artículos  513,  819  y  821  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, apoyada  en  las  leyes  citadas,  dese- 
cha el  recurso  interpuesto  y  manda  que  se 
devuelvan  los  autos  al  lugar  de  su  ori- 
gen, con  certificación,  al  estar  notificadas 
las  partes. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argucia  S.  —  Rodríguez.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario,  seguido  por  Leopoldo 
Germán  Duarte  Castañeda  contra  Julián 
y  Emilia  Santos  Duarte. 

DOCTRINA:  El  titulo  de  estado  civil  de 
un  hijo  reconocido,  lo  constituye  el  acta 
del  Registro  respectivo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación 
y  con  sus  respectivos  artecedentes,  se  exa- 
mina la  sentencia  proferida  por  el  Juez 
Primero  de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento, el  doce  de  septiembre  último, 
en  el  juicio  ordinario  seguido  por  Leopoldo 
Germán  Duarte  Castañeda  auxiliado  por 
el  Abogado  Manuel  Coronado  Aguilar,  con- 
tra Julián  y  Emilia,  ambos.  Santos  Duarte, 
quienes  litigan  tajo  la  dirección  de  los  li- 
cenciados Fabián  S.  Imeri  y  Alberto  C.  Ca- 
mey. 

I 

El  nueve  de  agosto  retropróximo,  compa- 
reció al  Juzgado  Primero  de  Primera  Ins- 
tancia Departamental,  Leopoldo  Germán 
Duarte  Castañeda,  exponiendo  que  es  hijo 
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ilegitimo  reconocido  de  Manuel  Duarte 
Camey,  ya  fallecido,  y  como  tal,  heredero 
de  todos  sus  bienes,  derechos  y  acciones; 
que  no  obstante  su  calidad  de  hijo  del 
mencionado  señor  Duarte  Camey,  los  pri- 
mos hermanos  del  causante  Julián  y  Ma- 
ría Emilia  Santos  Duarte,  mediante  prue- 
bas falsas  se  hablan  hecho  declarar  por 
dicho  Juzgado  herederos  del  padre  del  ex- 
ponente; que  los  señores  Santos  Duarte 
se  aprovecharon  de  un  error  que  existia 
en  la  partida  de  nacimiento  del  compare- 
ciente, para  obtener  a  su  favor  aquella  de- 
claratoria, pero  que  habiendo  sido  sin  per- 
juicio de  tercero  de  igual  o  mejor  derecho, 
comparecía  con  la  partida  de  su  nacimien- 
to debidamente  enmendada,  que  establece 
su  calidad  de  hijo,  y  en  consecuencia  con 
derecho  preferente;  asimismo  manifestó 
que  durante  su  vida  habla  vivido  al  lado 
de  su  padre,  quien  como  tal  lo  reconoció 
siempre  en  sus  relaciones  de  sociedad  y  de 
familia;  ofreció  prueba  documental  y  tes- 
tifical, y  acompañó  su  partida  de  naci- 
miento ya  rectificada  y  la  de  defunción  de 
su  padre,  solicitando  se  diera  a  su  deman- 
da el  trámite  legal  y  que  en  sentencia  se 
declarara  que  es  heredero  de  mejor  dere- 
cho, de  su  padre  Manuel  Duarte  Camey, 
debiendo  excluirse  de  dicha  herencia  a  sus 
tios  en  segundo  grado  Julián  y  Maria  Emi- 
lia Santos  Duarte;  que  se  declarase  asimis- 
mo la  nulidad  del  auto  de  veinticinco  de 
julio  del  año  próximo  pasado,  por  el  cual 
se  declaró  herederos  de  su  padre  a  sus 
mencionados  tios.  Cursada  la  demanda, 
se  contestó  negativamente,  interponiendo 
Maria  Emilia  Santos  Duarte  la  excepción 
de  falta  de  acción  y  reconviniendo  los  de- 
mandados la  nulidad  de  la  rectificación  de 
la  partida  de  nacimiento  del  actor,  pi- 
diendo se  declarara  nulo  el  auto  que  en  tal 
sentido  profirió  el  Juez  Segundo  de  Prime- 
ra Instancia  de  este  departamento.  Túvo- 
se por  contestada  negativamente  la  de- 
manda, por  interpuesta  !a  excepción  de 
falta  de  acción  y  se  dió  audiencia  de  la  re- 
convención al  demandante,  por  el  térmi- 
no de  ley.  En  este  estado  del  juicio,  com- 
parecieron los  señores  Santos  Duarte  y 
Emilia  Santos  contestando  afirmativamen- 
te la  demanda  entablada  por  Leopoldo  Ger- 
mán Duarte  Castañeda,  por  estar  conven- 
cidos de  que  realmente  es  hijo  de  Manuel 
Duarte  Camey,  desistiendo  de  la  reconven- 
ción y  de  la  excepción  de  falta,  de  acción; 
ratificados  los  respectivos  escritos  y  acep- 
tado el  desistimiento,  se  tuvo  por  contes- 
tada afirmativamente  la  demanda  y  por 


desistidos  de  la  contrademanda  y  de  la  ex- 
cepción. El  Juez  con  fundamento  en  los 
documentos  acompañados  y  en  la  confe- 
sión de  los  demandados,  profirió  su  fallo 
declarando:  que  Leopoldo  Germán  Duarte 
Castañeda  en  su  calidad  de  hijo  de  Manuel 
Duarte  Camey,  es  heredero  preferente  de 
dicho  señor,  debiendo  como  tal  sustituirlo 
en  todos  sus  bienes,  derechos  y  acciones; 
que  Julián  y  Maria  Emilia  Santos  Duarte, 
primos  hermanos  del  causante,  deben  que- 
dar excluidos  de  la  herencia,  por  haber 
sucesor  preferente,  quedando  nulo  y  sin 
ningún  valor,  el  auto  dictado  por  el  Juez 
sentenciador  el  veinticinco  de  julio  recién 
pasado  en  el  intestado  de  Manuel  Duarte 
Camey;  que  en  consecuencia  Duarte  Cas- 
tañeda es  el  propietario  de  los  bienes  que 
a  su  fallecimiento  dejó  Duarte  Camey,  y 
por  último,  que  las  costas  son  a  cargo  de 
ambas  partes. 

II 

Contra  la  sentencia  anterior,  el  Licencia- 
do Fabián  Salvador  Imeri,  en  su  carácter  de 
mandatario  de  Julián  y  Maria  Emilia  San- 
tos Duarte,  interpuso  recurso  de  casación 
por  estimar  que  el  Juez  de  primer  grado 
violó  los  artículos  252,  584.  586  del  Decre- 
to 2009;  1398,  1406  inciso  lo.  1407.  1408, 
1412  del  Código  Civil  Decreto  No.  175.  Pe- 
didos los  antecedentes  y  señalado  dia  para 
la  vista,  es  el  caso  de  resolver  lo  que  en  de- 
recho corresponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  506  del  Código  de  Bijui- 
ciamiento  Civil  y  Mercantil,  de  manera 
terminante  declara  que  puede  interponer- 
se el  recurso  de  casación  contra  las  sen- 
tencias o  autos  difinitivos  de  Primera  Ins- 
tancia no  consentidos  expresamente  por 
las  partes,  reforma  introducida  por  el  De- 
creto Legislativo  número  2009,  pues  en  el 
antiguo  Código  de  Procedimientos  Civiles 
no  se  permitía  tal  recurso  contra  las  sen- 
tencias de  Primera  Instancia,  sino  única- 
mente contra  las  de  Segunda.  En  conse- 
cuencia, lo  alegado  por  Germán  Duarte 
Castañeda,  en  el  sentido  de  que  el  recurso 
¡)iterpuesto  por  el  mandatario  de  los  her- 
manos Julián  y  María  Emilia  Santos  Duar- 
te, no  es  procedente  por  no  haberse  hecho 
uso  del  recurso  ordinario  de  apelación,  ca- 
rece de  fundamento  legal,  dado  el  tenor 
hteral  de  la  ley  citada. 
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CONSIDERANDO: 

Que  según  la  certificación  acompañada  a 
las  diligencias    voluntarias    por  Leopolo 
Germán  Duarte  Castañeda,  con  el  objeto 
de  que  el  Juez  Segundo  de  Primera  Instan- 
cia de  éste  departamento,  mandara  a  ha- 
cer en  el  Registro  Civil  la  rectificación  del 
o.pellido  de  su  padre,  asegurando  que  en 
lugar  de  comparecer  como  Manuel  Duarte, 
se  consignó  el  nombre  de  Manuel  Iriarte, 
estando    por  éste  motivo    equivocado  el 
apellido  y  que  debe  hacerse  en  su  partida 
de  nacimiento  que  también    adjuntó,  la 
rectificación  del  caso,  o  sea  en  el  libro  de 
los  hijos  reconocidos  que  se  lleva  en  el  can- 
tón de  La  Libertad  de  esta  ciudad  (Guate- 
mala), pero  constando  de  la  certificación 
de  folios  tres,  que  Manuel  Iriarte  fué  el 
que  compareció  ante  el  Registro  Civil,  dan- 
do parte  —  que  en  el  cantón  mencionado, 
nació  Leopoldo  Germán,  hijo  natural  del 
exponente  y  de  Cristina  Castañeda,  reco- 
nociéndolo como  hijo  suyo  y  firmando  el 
acta  respectiva,  en  lo  afirmado  por  Leo- 
poldo Germán,  no  existe  ninguna  omisión, 
error  o  equivocación,  que  afecte  al  fondo 
del  acto  inscrito,  como  requiere  y  manda 
el  articulo  366  del  Código  Civil,  pues  en  tal 
caso  si  procedería  hacer  la  rectificación 
pedida  en  lo  que  se  refiere  a  su  partida  de 
nacimiento,  pero  nunca  para  cambiar  ei 
nombre  del  padre  que  no  se  consignó  por 
error,  sino  que  firmó  el  mismo,  y  por  con- 
siguiente no  se  trata  de  una  rectificación 
de  las  que  permite  la  ley.  Hay  más,  la  exis- 
tencia del  hecho  jurídico  que  se  examina 
con  motivo  del  recurso    de  casación,  no 
puede  ser  afirmado  por  medio  de  testigos, 
toda  vez  que  está  en  juego,  nada  menos 
que  el  cambio  de  paternidad  de  un  indivi- 
duo, cambiando  de  esta  manera  las  cons- 
tancias del  Registro,  modificación  que  por 
sus  alcances  y  derivaciones  puede  afectar 
de  manera  directa  a  la  filiación,  y  por  lo 
tanto  a  la  familia. 

Aceptar  como  lo  hizo  el  Juez  Segundo 
de  Primera  Instancia  de  este  departamen- 
to, en  su  auto  de  fecha  veinticinco  de  julio 
del  año  próximo  pasado,  que  con  el  dicho 
de  los  testigos  Alfredo  Gómez  y  Francisco 
Carranza,  se  comprobaba  el  error  invoca- 
do por  el  presentado,  es  decir,  que  a  su 
padre  de  nombre  Manuel  le  correspondía 
el  apellido  Duarte  y  no  el  de  Iriarte,  e.<; 
tanto  como  desvirtuar  el  reconocimiento 
de  los  hijos  y  su  propia  naturaleza  jurídi- 
ca, toda  vez  que  el  titulo  de  estado  lo  cons- 
tituye el  acta  de  reconocimiento  y  éste  he- 


cho que  implica  una  declaración  de  ver- 
dad dentro  de  la  confesión,  corresponde 
a¡  padre  y  no  a  otro,  por  ser  comprobación 
de  la  procreación  por  quien  es  autor  y  por 
quien  puede  sufrir  perjuicios  con  tal  decla- 
ración. Por  esta  razón,  la  ley  civil  al  refe- 
rirse a  la  filiación,  estima  al  acto  de  reco- 
nocimiento como  una  facultad  estricta- 
mente personal  y  por  lo  mismo  cuando 
falta  la  forma  prescrita  por  la  ley,  no 
hay  título  de  estado,  ya  que  la  filia- 
ción sólo  puede  hacerse  de  acuerdo  con 
lo  establecido  en  el  Título  VI,  Capítulo  I 
y  II  del  Código  Civil.  Por  lo  expuesto,  el 
Juez  Primero  de  Primera  Instancia  depar- 
tamental al  resolver  como  lo  hizo  el  doce 
de  septiembre  del  año  pasado,  tomando 
como  base  una  rectificación  que  no  podía 
privarle  de  eficiencia  probatoria  al  acta  de 
reconocimiento  hecha  por  Manuel  Iriarte 
ante  el  Registro  Civil,  quien  reconoció  co- 
mo hijo  suyo  a  Leopoldo  Germán,  come- 
tió error  de  hecho,  porque  la  prueba  en  la 
cual  fundamenta  su  sentencia  carece  de 
valor  legal,  por  exigir  el  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil,  que  a  los  pre- 
suntos herederos  se  Ies  exigirá  la  prueba 
de  su  parentesco  y  que  sólo  en  vista  de 
ella  se  declarará  heredero  al  que  deba  serlo, 
y  con  la  rendida  por  Leopoldo  Germán,  só- 
lo se  estableció  que  éste  es  hijo  de  Manuel 
Iriarte  y  no  de  Manuel  Duarte  Camey  de 
ouien  se  declaró  heredero  preferente,  vio- 
lándose con  ésta  apreciación  el  artículo 
584  del  Código  ya  citado,  por  lo  que  la  ca- 
sación es  procedente. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  estatuido  por  los  artículos  505, 
513,  518  y  524  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil;  233  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  CASA  Y  ANULA  la  senten- 
cia recurrida,  y  resolviendo  sobre  lo  prin- 
cipal declara:  absueltos  de  la  acción  pro- 
movida por  Leopoldo  Germán  Duarte  Cas- 
tañeda, a  los  señores  don  Julián  Santos 
Duarte  y  a  doña  María  Emilia  de  los  mis- 
mos apellidos.  Notifíquese,  con  certifica- 
ción de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  ante- 
cedentes al  Tribunal  de  su  origen  y  repón- 
gase el  papel  en  la  forma  que  determina 
el  artículo  27  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 2009. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Ahel  Paredes.  — ■  Alberto  Argueta 
S.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 
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JUICIO  ordinario  seguido  por  Alfredo  Vier- 
gutz  Mackenney  contra  doña  Celia  viu- 
da de  Barrientos. 

DOCTRINA:  Cuando  no  se  prueban  los  he- 
chos en  que  se  funda  la  demanda  procede 
la  absolución  del  demandado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  nueve  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  diez  de  febrero  del  añc 
en  cur.so,  en  el  juicio  ordinario  seguido  por 
don  Alfredo  Viergutz  Mackenney  contra 
doña  Celia  v.  de  Barrientos,  en  la  cual  se 
confirma  la  que  dictó  el  Juez  Segundo  de 
Primera  Instancia  del  departamento  de 
Quezaltenango,  que  declaró:  lo.  absuelta 
de  la  demanda  entablada  a  la  señora  Celia 
V.  de  Barrientos;  2o.  procedente  la  excep- 
ción de  cosa  .juzgada  interpuesta  por  la  de- 
mandada; 3o.  manda  cancelar  las  anotacio- 
nes ordenadas  con  motivo  de  este  juicio  so- 
bre propiedades  de  la  demandada  señora 
de  Barrientos;  y  4o.  que  no  hay  especial 
condenación  en  costas. 

RESULTANDO: 

Que  el  nueve  de  junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  se  presentó  el  señor  Vier- 
gutz, ante  el  Juez  Segundo  de  Primera  Ins- 
tancia de  Quezaltenango,  exponiendo:  que 
su  señora  madre  doña  Delfina  Mackenney 
de  Viergutz,  en  escritura  de  fecha  tres  de 
abril  de  mil  novecientos  treinta,  otorgada 
ante  los  oficios  del  Notario  Salomón  Piva- 
ral,  le  donó  la  finca  urbana  número  qui- 
nientos setenta  y  tres  (573),  folio  trescien- 
tos cincuenta  y  dos  (352),  Tomo  ocho  (8) 
del  Registro  del  Departamento  de  Quezal- 
tenango; que  fué  debidamente  inscrita  a 
su  favor  y  que  soportaba  un  gravamen  hi- 
potecario que  su  señora  madre  reconoció 
a  favor  de  don  Luis  B.  Monzón,  en  escri- 
tura que  pasó  ante  el  Notario  Federico  Mo- 
ra, por  la  cantidad  de  cuatro  mil  dóUars, 
que  ella  recibió  a  mutuo,  crédito  que  fué 
cedido  a  Celia  V.  Mackenney  de  Barientos, 
en  escritura  de  diez  y  siete  de  septiembre 
de  mil  novecientos  veinte,  la  cual  pasó  an- 
te los  oficios  del  Notario  José  María  Ló- 
pez; que  su  señora  madre  el  once  de  agos- 
to del  año  de  mil  novecientos  veintidós, 
abonó  tres  mil  dollars  a  la  cuenta  de  cua- 


tro mil,  quedando  reducida  a  la  cuarta 
parte,  con  sus  intereses  respectivos,  siendo 
el  demandante  como  dueño  del  inmueble, 
r^'sponsable  del  saldo  y  los  intereses  co- 
rrespondientes a  los  tres  años  anteriores  a 
la  demanda  en  caso  de  ejecución.  Ahora 
bien,  el  diez  y  ocho  de  febrero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  uno,  se  presentó  ante 
Pl  Juez  Primero  de  Primera  Instancia  de 
Quezaltenango,  el  señor  don  José  Schlos- 
ser,  como  apoderado  especial  de  doña  Ce- 
lia de  BaiTientos.  demandándole  ejecuti- 
vamente el  pago  de  la  suma  de  cuatro  mil 
dollars  y  sus  intereses  en  vez  de  hacerlo 
por  el  saldo  y  los  correspondientes  intere- 
ses a  los  tres  últimos  años,  como  procedía; 
.jurando  por  consiguiente  en  falso  que  rio 
estaba  pagada  la  deuda  total  de  cuatro 
mil  dollars  ni  en  todo  ni  en  parte;  que 
fundado  en  este  engaño  el  Juez  despachó 
la  ejecución  por  los  cuatro  mil  dollars  y 
los  intereses  correspondientes,  desde  la 
constitución  del  crédito;  que  se  siguió  el 
procedimiento  por  todos  sus  trámites 
hasta  hacerse  el  traspaso  de  la  propiedad 
a  la  ejecutante,  por  cuyo  motivo,  deman- 
daba de  ella,  la  restitución  de  los  tres  mil 
dollars,  y  pidió  que  se  anotara  su  deman- 
da sobre  propiedades  de  la  señora  Vier- 
gutz Mackenney  de  Barrientos. 

Se  dió  audiencia  por  nueve  dias  a  la 
parte  demandada,  se  tuvo  al  señor  Schlos- 
ser  como  apoderado  de  la  señora  Viergutz 
Mackenney  de  Barrientos  y  por  contesta- 
da la  demanda  en  sentido  negativo. 

RESULTANDO: 

Que  durate  ei  término  de  prueba,  se 
rindieron  las  .siguientes:  por  la  parte 
actora:  a)  dos  certificaciones  en  las  que 
consta  la  escritura  traslativa  de  dominio 
otorgada  por  el  Juez  Segundo  de  Primera 
Instancia  de  Quezaltenango  en  rebeldía 
del  ejecutado,  y  la  inscripción  respectiva: 
estas  certificaciones  fueron  extendidas  por 
el  Registrador  de  la  Propiedad  Inmnebk 
de  Quezaltenango:  b)  certificación  exten- 
diaa  por  el  Juzgado  Primero  de  Primen- 
Instancia  del  mismo  departamento  en  la 
que  consta  los  principales  pasajes  del  jui- 
cio ejecutivo  seguido  por  doña  Celia  de 
Barrientos  contra  don  Alfredo  Viergutz 
La  parte  demandada  pidió  que  se  tuviera 
como  prueba  de  su  parte,  las  mismas  pre- 
sentadas por  el  actor  ofreciendo  también 
el  juicio  ejecutivo  de  mérito,  el  cual  para 
mejor  fallar,  ordenó  el  Juez  tener  a  la 
vista. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


151 


Contra  el  fallo  de  segunda  Instancia, 
don  Alfredo  Viergutz,  con  auxilio  del  Abo- 
gado Huberto  Castro  Conde,  introdujo 
recurso  de  casación  denunciando  como  in- 
fringidos los  artículos  siguientes:  327  De- 
creto 272;  2259  Código  Civil  antiguo;  12 
Decreto  1656,  398,  694  y  1114  fracción  se- 
gunda del  Código  Civil  nuevo  (Decreto 
1932);  259  y  282  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil;  227  y  232  inciso  4o 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial.  Dijo 
además  que  fué  infringido  substancial- 
mente  el  procedimiento  al  negarse  el  Tri- 
bunal a  recibir  como  prueba  la  escritura 
pública  de  adjudicación  en  pago,  mencio- 
nada en  la  demanda,  violándose  asi  el  ar- 
ticulo 264  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil.  Pedidos  los  anteceden- 
tes y  señalado  dia  para  la  vista,  es  el  caso 
de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  objeto  de  la  presente  demanda 
ordinaria  se  redujo  a  recobrar  el  actor  don 
Alfredo  Viergutz  Mackenney  de  la  señora 
Celia  Viergutz  de  Barrientos.  la  suma  de 
tres  mil  quetzales  que  aquél  dice  haber  pa- 
gado indebidamente  demás  con  motivo  de 
la  ejecución  que  dicha  señora  le  entabló 
con  anterioridad;  pero  en  el  curso  del  jui- 
cio, el  demandante  no  llegó  a  probar  esa 
afirmación  y  según  aparece  del  procedi- 
miento ejecutivo  mencionado,  fué  exclui- 
da esa  suma  en  la  liquidación  respectiva 
como  abono  del  deudor  primitivo,  y  con 
base  en  esa  liquidación  se  otorgó  en  rebel- 
día del  deudor  substituido,  la  escritura 
traslativa  de  dominio  por  el  setenta  por 
ciento  de  la  base  de  la  deuda,  intereses  y 
costas.  En  tal  concepto  la  Sala  senten- 
ciadora al  confirmar  el  fallo  de  primera 
instancia  que  absuelve  de  la  demanda  a  la 
.señora  Viergutz  de  Barrientos.  no  infringió 
el  artículo  327  del  Decreto  272  que  se  re- 
fiere a  la  paga  indebida,  pues  habiendo 
causa  de  la  obligación,  no  podia  declararse 
la  anulación  del  pago  hecho  y  por  consi- 
guiente, su  restitución.  Tam.poco  se  in- 
fringieron con  tal  declaración,  los  artícu- 
los 2259  del  Código  Civil;  259  y  282  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
c.ue  se  refieren  a  la  prueba. 

CONSIDERANDO: 

Que  ioa  artículos  694  que  sustituye  el  12 
del  Decreto  1656  y  1114  fracción  segunda 
del  Código  Civil,  citados  por  el  recurrente, 


no  fueron  violados  por  la  Sala  Cuarta  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  porque  siendo  el  se- 
ñor Viergutz  Mackenney  el  dueño  del  in- 
mueble hipotecado  que  garantizaba  el  cré- 
dito a  favor  de  la  señora  Viergutz  de  Ba- 
rrientos, no  es  un  tercero,  toda  vez  que  aun- 
que no  intervino  en  el  contrato  base  de 
aquél  procedimiento  ejecutivo,  adquirió 
ese  inmueble  como  donatario  de  la  deudo- 
ra con  ese  gravamen,  y  por  consiguiente, 
corrían  los  intereses  por  todo  el  tiempo 
transcurrido  y  no  sólo  por  tres  años  como 
se  alega. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  recurrente  cita  también  como  vio- 
lado el  articulo  264  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  porque  dice  que 
el  Juez  a-quo  se  negó  a  recibir  como  prue- 
ba suya  la  exhibición  del  documento  que 
debía  ser  presentada  por  la  parte  reo  o  sea 
de  la  escritura  de  adjudicación  en  pago 
autorizada  por  el  Notario  Isaí  Cabrera,  el 
nueve  de  diciembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  cinco;  pero  no  habiéndose  men- 
cionado en  la  demanda  esa  prueba  entre 
las  que  rendiría,  como  lo  prescriben  los  ar- 
tículos 229  y  230  del  Código  ya  citado,  la 
Sala  sentenciadora  no  infringió  aquel  pre- 
cepto, sino  que  por  el  contrario,  hizo  recta 
rplicación  de  él.  Tampoco  fué  violado  el 
aitículo  227  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  que  se  refiere  a  la  redacción 
de  las  sentencias,  y  que  éstas  deben  de 
contener  decisiones  expresas,  positivas  y 
precisas,  congruentes  con  la  demanda,  por- 
que lo  que  se  discutió  fué  una  acción  de 
pago  indebida  y  ésto  fué  precisamente  lo 
resuelto  en  el  fallo  recurrido.  Que  la  in- 
fracción de  los  preceptos  contenidos  en  el 
articulo  232  inciso  4o.  no  daría  lugar  al 
recurso  extraordinario  de  casación  por  re- 
ferirse a  las  normas  que  deben  sujetarse 
los  juzgadores  al  redactar  sus  sentencias. 
Y  por  último,  tampoco  fué  violado  el  ar- 
ticulo 398  del  Código  Civil  nuevo  (Decreto 
1932 1 ,  por  no  tener  ninguna  aplicación  al 
caso  sub-júdice. 

•if  : 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  estatuido  en  los  artículos  506  y 
521  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil; 233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial, declara  sin  lugar  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto,  condena  al  recurrente 
al  pago  de  las  costas  del  mismo  y  a  una 
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multa  de  veinticinco  quetzales,  y  en  caso 
de  insolvencia  será  penado  con  prisión 
simple  a  razón  de  un  dia  por  cada  quetzal. 
Notifiquese  con  certificación  de  lo  resuel- 
to, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribu- 
nal de  su  origen  y  repóngase  el  papel  en 
la  forma  establecida  por  el  articulo  27  del 
Decreto  Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Francisco  Menéndez  B.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  José  Rama- 
zzini  Pezzarozi  contra  los  señores  Mateo 
y  Francisco  Ramazzini  Pezzarozi. 

DOCTRINA:  Para  que  surgiera  el  contrato 
de  Anticresis.  era  necesario  que  hubie- 
ran dejado  de  pagarse  dos  anualidades, 
v  la  acción  se  intentó  cuando  sólo  una 
habia  dejado  de  pagarse,  por  lo  que  es 
prematura  la  acción. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  nueve. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación y  con  sus  respectivos  antecedentes, 
la  sentencia  que  más  adelante  se  relatará 
pronunciada  en  el  juicio  ordinario  seguido 
por  don  José  Ramazzini  Pezzarozi.  contra 
ios  señores  Mateo  y  Francisco  Ramazzini 
Pezzarozi  sobre  la  nulidad  de  un  contrato 
de  permuta,  otro  de  mutuo  y  la  propiedad 
de  los  bienes  a  que  dichos  contratos  se 
refieren. 

RESXJLTA: 

Que  el  catorce  de  Diciembre  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  siete,  don  Jos* 
Ramazzini  Pezzarozi  se  presentó  ante  el 
Juez  3o.  de  la.  Instancia  de  este  departa- 
mento (Guatemala),  manifestando:  que 
celebró  una  permuta  con  sus  hermanos  don 
Mateo  y  don  Francisco  Ramazzini  Pezza- 
rozi, el  (don  José)  dió  la  finca  rústica  nú- 
mero cinco  mil  cuatrocientos  noventa 
(5490),  folio  veintidós  (22)  Libro  sesenta 
y  dos  ( 62 )  del  Departamento,  ya  extingui- 
do de  Amatitlán,  y  además  tres  pajas  de 
agua  de  la  que  surte  a  la  población  de  Vi- 
lla Nueva,  los  .semovientes  y  muebles  que 
se  detallan  en  la  escritura  fecha  doce  de 


Febrero  del  año  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis,  autorizada  en  la  capital  de  Guate- 
mala, por  el  Notario  Jorge  Silva  Peña.  Y 
sus  precitados  hermanos  le  dieron  las  fin- 
cas urbanas  números  trece  mil  quinientos 
doce,  nueve  mil  doscientos  sesenta  y  siete, 
nueve  mil  doscientos  sesenta  y  siete  y  sete- 
cientos setenta  y  nueve  (13512,  9267,  9267 
y  779),  folios  ciento  noventa,  treinta  y  cin- 
co, treinta  y  seis  y  doscientos  setenta  y  uno 
(190,  35,  36  y  271),  Libros  ciento  diez,  cien- 
to cincuenta  y  ocho,  ciento  cincuenta  y 
ocho  y  treinta  y  cinco  (110.  158,  158,  y  35) 
de  Guatemala,  que  forman  la  casa  y  sitio 
número  veinte  1 20')  de  la  Calle  de  Las  Tun- 
ches  de  esta  ciudad  (Guatemala).  Que 
para  completar  el  precio  del  inmueble  que 
dió  en  permuta,  sus  referidos  hermanos  re- 
conocieron adeudarle  la  cantidad  de  seis 
mil  quetzales  (Q.6000)  pagaderos  por  anua- 
lidades de  un  mil  quetzales,  el  treinta  de 
Agosto  de  cada  año.  hasta  el  de  mil  nove- 
cientos cuarenta  y  uno  (1941)  o  mil  nove- 
cientos cuarenta  y  dos  (1942);  lo  cual  se 
hizo  constar  en  la  escritura  pública  que 
se  deja  ya  mencionada:  y  para  garantizar 
e!  cumplimiento  de  esta  obligación  se  cons- 
tituyó hipoteca  sobre  la  finca  permutada. 
Que  en  la  claúsula  cuarta  de  la  escritura 
susodicha  se  estipuló,  que  si  los  deudores 
no  pagaban  dos  anualidades,  el  mutuo  se 
convertirla  en  contrato  de  anticresis,  y  en 
consecuencia  el  acreedor  podria  intervenir 
la  finca  hasta  que  la  deuda  quedara  redu- 
cida a  la  suma  de  un  mil  quetzales  (Q.IOOO) 
y  entonces  el  inmueble  deberia  ser  devuel- 
to a  los  permutantes.  Que  los  deudores  no 
lian  cumplido  con  pagar  la  anualidad  ven- 
cida el  treinta  de  agosto  (1937);  y  en  ga- 
rantía dieron  una  cosa  de  ajena  pertenen- 
cia, como  lo  son  los  frutos  de  la  finca  per- 
mutada que  fué  de  su  propiedad;  sinem- 
bargo  hasta  la  fecha  los  deudores  tienen 
de  hecho  la  mera  tenencia  del  inmueble 
y  de  los  bienes  muebles  y  semovientes  que 
les  dió  en  permuta  o  venta,  según  la  ley. 
Que  los  actos  ejecutados  contra  el  tenor  de 
la  ley  son  nulos,  y  en  el  contrato  de  per- 
muta mencionado  los  señores  Ramazzini 
Pezzarozi  prometieron  dar  en  anticresis  la 
misma  finca  permutada,  hecho  contrario 
a  los  principios  jurídicos  constitucionales 
que  establecen  la  inviolabilidad  de  la  pro- 
piedad, y  además,  por  que  no  puede  haber 
enajenación  de  lo  ajeno  ni  compra  de  lo 
propio;  toda  vez  que  doña  Josefa  Pezzaro- 
zi Sola  viuda  do  Ramazzini  es  la  dueña  del 
usufructo  vitalicio  de  la  finca  que  se  pre- 
tende dar  en  anticresis.  Que  existe  nuli- 
dad en  los  contratos  cuando  recaen  sobre 
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hechos  ilícitos  o  imposibles  o  se  hace  de- 
pender su  cumplimiento  de  un  hecho  ili- 
*cito  o  imposible;  que  en  el  presente  caso 
los  deudores  haciendo  uso  de  un  derecho 
que  no  tienen  sobre  la  finca  referida,  han 
dispuesto  del  usufructo  como  propio  y  li- 
bre, sabiendo  que  es  ajeno,  pues  está  gra- 
vado a  favor  de  la  señora  viuda  de  Rama- 
zzini.  Que  las  condiciones  establecidas 
por  la  escritura  susodicha  para  el  cumpli- 
miento del  contrato  de  permuta  o  compra 
venta  relativas  al  pago  que  los  deudores 
deben  hacer  cada  treinta  de  Agosto  no  han 
sido  cumplidas,  y  que  no  ha  otorgado  nin- 
gún contrato  de  donación  a  favor  de  sus 
mencionados  hermanos  (don  Mateo  y  don 
Francisco  Ramazzini  Pezzarozi)  para  que 
se  hagan  por  sí  y  ante  si  dueños  a  titulo 
lucrativo  de  su  finca  y  del  dinero  que  es- 
tán en  obligación  de  pagarle:  que  la  infrac- 
ción del  contrato  en  la  parte  que  les  con- 
cierne acarrea  en  los  deudores,  de  derecho, 
la  condición  resolutoria  señalada  por  el 
articulo  1457  del  Código  Civil.  Que  ofrecía 
como  prueba  además  de  los  instrumentos 
públicos  que  se  dejan  ya  enumerados,  prue- 
ba testimonial,  de  confesión  judicial  de  sus 
hermanos;  y  que  se  tuviera  a  la  vista  el 
procedimeinto  ejecutivo  que  siguió  contra 
los  demandados.  Por  último,  el  señor  Ra- 
mazzini Pezzarozi  pidió  que  en  su  oportu- 
nidad se  declarara:  lo.  que  son  nulos  los 
contratos  celebrados,  entre  el  compare- 
ciente y  los  señores  Mateo  y  Francisco  Ra- 
mazzini Pezzarozi;  2o.  que  son  de  su  pro- 
piedad y  deben  de  entregársele;  a)  la  fin- 
ca rústica  número  cinco  mil  cuatrocien- 
tos noventa  (5490),  folio  veintidós  (22)  del 
Libro  sesenta  y  dos  (62)  de  Amatitlán;  b) 
las  tres  pajas  de  agua,  los  semovientes  y 
los  bienes  muebles  especificados  en  la  es- 
critura que  contiene  la  permuta  cuya  nuli- 
dad se  demandaba;  y  3o.  que  las  costas  se- 
rán a  cargo  de  los  demandados. 

Que  don  Francisco  Ramazzini  Pezzarozi 
por  si  y  como  representante  legal  de  su 
hermano  don  Mateo,  contestó  la  demanda 
en  sentido  negativo,  e  interpuso  las  excep- 
ciones de  error,  falta  de  cumplimiento  de 
la  condición  y  falta  de  acción,  manifes- 
tando, además  entre  otras  cosas,  lo  que  si- 
gue: que  no  es  cierto,  como  lo  afirmó  el 
actor,  que  a  la  escritura  de  permuta  le  co- 
rresponda el  número  doce,  sino  el  once; 
y  dicho  contrato  quedó  perfecto  desde  el 
momento  de  su  otorgamiento  por  su  ca- 
rácter de  consensual;  que  la  escritura  nú- 
mero doce  autorizada  por  el  Notario  Silva 
Peña,  el  doce  de  Febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,    encierra    un  contrato 


principal  por  el  que  su  poderdante  y  él 
(don  Francisco)  reconocieron  adeudar  a 
don  José  la  cantidad  de  seis  mil  quetza- 
les (Q.6000);  y  además  un  contrato  acce- 
sorio de  hipoteca,  mediante  el  cual  se  le 
garantizó  el  pago  de  dicha  suma;  que  en 
la  escritura  respectiva  se  convino  que  el 
pago  de  la  suma  que  acaba  de  ser  mencio- 
nada se  efectuaría  así:  quinientos  quet- 
zales (Q.500),  el  treinta  de  Agesto  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis;  un  mil  (Q.IOOO) 
el  treinta  de  Agosto  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete;  en  igual  fecha  de  los  años 
mil  novecientos  treinta  y  ocho,  mil  nove- 
cientos treinta  y  nueve  y  mil  novecientos 
cuarenta,  un  mil  (Q.IOOO),  cada  año;  y  el 
treinta  de  Agosto  de  mil  novecientos  cua- 
renta y  uno,  mil  quinientos  (Q.1500),  o  si 
se  prefería  por  los  deudores,  únicamente 
mil,  y  los  quinientos  restantes  el  cuatro  de 
Febrero  de  mil  novecientos  cuarenta  y 
dos;  que  el  treinta  de  Agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  seis  pagaron  a  su  her- 
mano don  José  la  suma  de  quinientos 
quetzales  (Q.50C'),  según  lo  'demostrarían 
oportunamente,  y  por  lo  tanto  no  se  había 
cumplido  la  condición  establecida  en  la 
escritura  número  doce;  que  don  José  Ra- 
mazzini comete  error  al  pretender  que  la 
condición  del  usufructo  no  fué  tomada  en 
cuenta  en  el  momento  de  otorgarse  los  con- 
tratos, pues  consta  lo  contrario  en  la  es-' 
critura  número  once;  que  el  articulo  423 
es  inaplicable  a  la  controversia,  ni  otorga 
?t  acción  que  pueda  ejercitarse  en  juicio  c¡- 
1'vil;  que  no  se  ha  dispuesto  de  cosa  ajena 
ni  violado  el  derecho  de  propiedad,  pues  el 
contrato  versa  sobre  derechos  futuros,  y  se 
efectuó  con  la  autorización  de  su  actual 
propietaria,  y  por  consiguiente  don  José 
carece  de  acción  en  el  caso  sub-judice. 

Que  el  actor  amplió  su  demanda  en  el 
sentido  de  que  se  declarara:  a)  que  los  con- 
tratos de  referencia  quedan  resueltos;  y  b) 
que  también  son  inexistentes.  Estos  nue- 
vos puntos  los  apoyó  el  señor  Ramazzini 
Pezarrozi  (don  José)  lo.  en  lo  expuesto 
anteriormente  en  su  demanda,  y  en  los 
documentos  presentados,  uno  de  los  cua- 
les dice  que  los  deudores  quedan  siempre 
obligados  a  verificar  los  pagos  parciales  en 
los  plazos  fijados;  y  2o.  porque  si  el  cum- 
plimiento del  contrato,  se  deja  en  lo  ab- 
soluto a  la  voluntad  de  la  parte  obligada, 
el  contrato  no  existe.  Posteriormente  el 
señor  Ramazzini  Pezzarozi  (don  José),  am- 
plió su  demanda  manifestando  que  las  dos 
escrituras  que  contiene  los  actos  contrac- 
tuales son  de  fecha  doce  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  y  fueron  autori- 
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zadas  por  el  Notario  Jorge  Silva  Peña,  co- 
rrespondiéndoles  los  números  once  y  doce 
en  el  Protocolo  de  dicho  Notario;  que  los 
números  no  varían  el  fondo  del  asunto;  y 
que  en  lugar  de  mencionar  en  el  primer 
capitulo  de  su  demanda,  la  escritura  de 
permuta  con  e'  número  "once",  se  hizo  con 
el  número  doce  por  un  error  mecanográ- 
flco. 

Que  la  ampliación  y  aclaración  relacio- 
nadas las  contestó  la  otra  parte  expresan- 
do: que  la  ampliación  debió  haber  sido  re- 
chazada de  plano  por  ser  contradictoria 
con  la  primera  parte  de  la  demanda  ante- 
rior, y  no  habiéndose  hecho  asi,  interpo- 
nía contra  ella  y  como  excepción  peren- 
toria la  de  "contradicción  en  la  demanda"; 
y  que  en  cuanto  a  la  invalidación  pedida, 
oponía  la  excepción  perentoria  de  pres- 
cripción. 

Que  el  actor  presentó  las  probanzas  que 
a  continuación  se  enumeran:  lo.  el  testi- 
monio de  la  escritura  pública  número  on- 
ce autorizada,  en  esta  ciudad  (Guatema- 
la), por  el  Notario  Jorge  Silva  Peña,  a  los 
doce  días  del  mes  de  Febrero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  en  la  cual  se  encuen- 
tran las  cláusulas  que  literalmente  dicen: 
"Cuarta:  la  permuta  de  los  inmuebles  des- 
critos se  hace  libre  de  todo  gravamen  res- 
petando el  usufructo  que  sobre  ellos  pesa  y 
en  ella  se  incluye  todo  cuanto  de  hecho  o 
por  derecho  corresponde  a  ambos".  Quin- 
ta: la  finca  ubicada  en  Villa  Nueva,  se  es- 
tima en  la  suma  de  nueve  mil  quetzales, 
juntamente  con  los  semovientes  y  muebles 
que  tiene  y  la  casa  de  la  calle  de  las  "Tun- 
ches",  en  tres  mil  quetzales,  por  lo  que  loá 
fíñores  don  Francisco  y  don  Mateo  reco- 
nocen, en  la  escritura  que  sigue  inmedia- 
tamente después  a  esta  y  en  las  condicio- 
nes que  en  ellas  se  expresarán,  a  su  her- 
mano José,  un  ribete  de  seis  mil  quetzales; 
en  consecuencia,  esta  permuta  se  estima 
en  nueve  mil  quetzales;  2o.  el  testimonio 
de  la  escritura  número  doce  autorizada  en 
esta  ciudad  (Guatemala),  por  el  mismo 
Notario  señor  Silva  Peña,  a  los  doce  días 
del  mes  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  en  la  cual  se  encuentran 
los  puntos  que  siguen:  "Segundo:  que  de 
conformidad  con  dicha  escritura  y  para 
completar  el  precio  de  nueve  mil  quetza- 
les que  se  le  fijó  a  la  finca  que  ellos  reci- 
bieron, vienen  a  reconocerse,  en  forma  so- 
lidaria y  mancomunada,  y  en  efecto  se 
reconocen,  lisos  y  llanos  deudores  de  su 
hermano  don  José  Ramazzini  Pezzarozi, 
por  la   suma  de  seis  mil   quetzales  en  las 


condiciones  que  a  continuación  se  expre- 
san: a)  el  plazo  para  la  devolución  del  ca- 
pital será  de  seis  años  a  contar  de  la  fe- 
cha y  se  amortizará  en  la  forma  siguiente: 
quinientos  quetzales  el  día  treinta  de 
Agosto  del  año  que  corre;  un  mil  quetza- 
les el  dia  treinta  de  agosto  del  año  en- 
trante de  mil  novecientos  treinta  y  siete; 
un  mil  quetzales  el  dia  treinta  de  Agosto 
riel  año  mil  novecientos  treinta  y  ocho; 
un  mil  quetzales  el  día  treinta  de  Agosto 
del  año  mil  novecientos  treinta  y  nueve; 
un  mil  quetzales  el  día  treinta  de  Agosto 
del  año  mil  novecientos  cuarenta,  y  un  mil 
novecientos  quetzales,  el  dia  treinta  de 
Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta  y  uno; 
haciendo  constar  que  queda  a  voluntad  de 
los  deudores  pagar  en  esta  fecha  solo  un 
mil  quetzales  y  amortizar  los  quinientos 
restantes  el  dia  cuatro  de  Febrero  del  año 
de  mil  novecientos  cuarenta  y  dos,  fecha 
en  que  vence  el  plazo  estipulado;  b)  so- 
bre la  suma  adeudada  los  deudores  no  re- 
conocerán interés  alguno,  salvo  en  caso 
de  incurrir  en  mora,  en  el  cual  pagarán 
el  interés  legal:  c)  los  pagos  los  harán 
los  deudores  en  casa  de  don  José,  sin  ne- 
cesidad de  cobro  ni  requerimiento  alguno 
y  con  toda  puntualidad  en  las  fechas  fi- 
jadas". "Tercero:  en  garantía  del  pa- 
go de  capital,  intereses  y  costas  en  su  ca- 
.so,  los  deudores  constituyen  a  favor  de 
su  hermano  acreedor,  primera  hipoteca 
sobre  la  finca  que  quedó  descrita  e 
identificada  en  la  cláusula  primera  de  la 
presente  escritura,  en  la  hipoteca  se  in- 
cluye todo  cuanto  de  hecho  o  por  derecho 
corresponde  al  inmueble".  "Cuarto:  el 
acreedor  don  José  Ramazzini  Pezzaarozi 
conviene  en  renunciar  a  seguir  la  acción 
ejecutiva  a  que  la  falta  de  cumplimiento 
por  parte  de  sus  deudores  tendría  dere- 
cho, va  que  estos  de  común  acuerdo  con  él, 
convienen  en  que  este  contrato  de  mutuo 
con  hipoteca,  se  transforme  automática- 
mente y  cuando  los  deudores  hayan  deja- 
do de  pagar  dos  anualidades  consecutivas, 
en  un  contrato  de  anticresis  por  conse- 
cuencia del  cual  el  acreedor  podría  inter- 
venir la  finca,  controlar  las  entradas  y 
íalidas,  amortizar  con  el  fruto  de  las  uti- 
lidades liquidas  la  cuenta  de  su  crédito,  y 
hasta  que  eJ  saldo  que  tenga  derecho  a 
f  xigir  en  el  momento  de  la  intervención 
quede  reducido  a  la  suma  de  un  mil  quet- 
zales, obligándose  en  ese  preciso  momento 
a  entregar  de  nuevo  la  finca  a  sus  herma- 
i.os,  quienes  deberán  hacer  las  amortiza- 
cione  correspondientes  y  en  los  plazos  fi- 
jados. Además,  el  acreedor  conviene  en  no 
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ceder  este  crédito  a  tercera  persona,  ya 
que  la  forma  en  que  se  ha  pactado,  y  el 
usufructo  que  pesa  sobre  ella  impone  que 
la  negociación  quede  entre  ellos";  y  3o. 
una  certificación  expedida  por  el  Regis- 
trador General  de  la  Propiedad  Inmueble 
a  los  diez  y  ocho  dias  del  mes  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  siete 
en  la  cual  constan  las  inscripciones  de 
dominio  de  la  finca  rústica  número  cin- 
co mil  cuatrocientos  noventa  (5490),  fo- 
lio veintidós  ( 22 )  del  Libro  sesenta  y 
dos  (62  de  Amatitlán  y  la  inscripción  hi- 
potecaria que  pesa  sobre  dicha  propie- 
dad. Los  demandados  pidieron;  a)  que 
don  José  Ramazzini  ratificara  su  deman- 
da, la  ampliación  y  aclaración  de  la  mis- 
ma; y  b)  que  dicho  señor  compareciera  a 
reconocer  el  documento  que  acompaña- 
ban a  su  solicitud.  El  señor  don  José  Ra- 
mazzini Pezzarozi  reconoció  el  documento 
que  suscribió  en  esta  ciudad  (Guatemala), 
a  los  treinta  días  del  mes  de  Agosto  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  y  en  el  cual 
hizo  constar  que  recibió  de  los  señores  Ma- 
leo y  Francisco  Ramazzini  P.  la  cantidad 
de  quinientos  quetzales,  a  buena  cuenta  de 
los  seis  mil  quetzales  que  le  adeudan,  según 
se  consignó  en  la  escritura  autorizada  por 
el  Notario  Silva  Peña,  el  doce  de  Febrero 
del  año  que  acaba  de  mencionarse.  Por 
auto  fecha  diez  y  ocho  de  Febrero  (1938). 
se  tuvo  com.o  ratificados  por  parte  de  don 
José  Ramazzini  Pezzarozi  sus  escritos  fe- 
chas catorce  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete,  catorce  y  veintiuno 
de  Enero  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho 
que  contienen,  la  demanda,  su  ampliación 
y  aclaración,  respectivamente.  Y  por  úl- 
timo don  Mateo  Ramazzini  Pezzarozi  pre- 
sentó com.o  pjueba,  el  testimonio  de  la  es- 
critura núm.ero  ocho,  autorizada  en  esta 
ciudad  (Guatemala),  por  el  Notario  Mi- 
guel Antonio  Alvarado,  el  diez  de  Febrero 
de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  en  la 
cual  aparece  que  doña  Josefa  Pezzarozzi 
Sola  viuda  de  Ramazzini,  manifestó,  entre 
otras  cosas,  que  como  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  Inmueble  figura  ella  como  usu- 
fructuaria vitalicia  de  la  finca  que  se  da- 
rla en  anticresis,  sus  hijos  Mateo,  Fran- 
cisco y  José  le  pidieron  autorización  para 
celebrar  dicho  contrato,  autorización  que 
les  otorgó  por  tratarse  de  sus  propios  hi- 
jos a  condición  de  que  ese  contrato  no  pu- 
diera cederse  a  tercera  persona,  tal  como 
se  estableció  en  la  escritura  respectiva;  y 
que  a  solicitud  de  sus  hijos  Mateo  y  Fran- 
cisco hace  constar  de  una  manera  expresa 
que  ellos  cuando  celebraron  aquel  contra- 


to tenían  autorización  expresa  suya  para 
disponer  tal  como  lo  hicieron;  y  que  en 
consecuencia  ella  está  dispuesta  a  que  di- 
cho contrato  se  lleve  a  término,  siempre 
que  sus  referidos  hijos  llegasen  a  faltar  al 
pago  de  dos  anualidades  consecutivas,  co- 
mo se  expresó  en  la  mencionada  escritura; 
en  el  entendido  de  que  su  disposición  no 
indica  en  manera  alguna  la  renuncia  del 
usufructo  que  le  corresponde,  sino  tan  solo 
autorización  para  que  su  referido  hijo  José 
pueda  gozar  transitoriamente  de  las  ren- 
tas de  la  finca  para  hacerse  pago  de  lo  que 
lo  adeudaren  sus  hermanos.  Que  para 
mejor  fallar  se  mandó  poner  a  la  vista  la 
ejecución  seguida  por  el  actor  contra  los 
demandados. 

Que  el  Juez  3o.  de  la.  Instancia  del  De- 
partamento de  Guatemala,  pronunció  sen- 
tencia declarando;  primero,  procedentes 
las  excepciones  perentorias  de  falta  de 
cumplimiento  de  la  condición  y  falta  de 
acción;  segundo,  improcedentes  las  excep- 
ciones de  error,  demanda  contradictoria 
y  prescripción;  tercero,  absueltcs  de  la 
demanda  a  los  señores  Mateo  y  Francisco 
Ramazzini  Pezzarozi;  cuarto,  que  las  cos- 
tas son  a  cargo  de  ambas  partes. 

Que  en  segunda  Instancia  don  José  Ra- 
mazzini Pezzarozi,  rebatió  los  fundamen- 
tos del  fallo  pronunciado  por  el  Juez  con 
el  objeto  de  demostrar  la  procedencia  de 
su  revocatoria.  Los  señores  don  Mateo  y 
don  Francisco  Ramazzini  Pezzarozi  aboga- 
ron por  la  confirmación  de  la  sentencia, 
pidiendo;  la  condenación  de  costas  de  la 
parte  contraria  por  su  temeridad  manifies- 
ta, y  que  se  agregaran  a  sus  antecedentes 
los  documentos  que  siguen:  a)  el  testimo- 
nio de  la  escritura  pública  número  diez  y 
nueve  autorizada  por  el  Notario  Leonardo 
Flores  B.,  en  la  ciudad  de  Guatemala,  a  los 
veintiocho  dias  del  mes  de  Febrero  de  mi! 
novecientos  treinta  y  cuatro,  en  la  cual 
consta;  que  doña  Josefa  Pezzarozi  Sola 
viuda  de  don  Francisco  Ramazzini  Bonera, 
y  los  señores  don  Francisco,  don  Mateo  y 
don  José  Ramazzini  Pezzarozi,  dispusieron 
darles  a  doña  Teresa  Carmen  Ramazzini 
de  Aguila  r  y  a  doña  Dominga  Ramazzini 
Pezzarozi  de  Castañeda,  un  sitio  compues- 
to de  diez  mil  varas  cuadradas  de  exten- 
sión situado  en  la  Avenida  de  la  Ermita  de 
esta  capital  (Guatemala),  y  marcado  co.n 
el  número  treinta  y  ocho;  una  bomba  para 
extraer  agua  de  pozo,  con  su  correspon- 
diente cañería  y  motor,  y  la  cantidad  de 
quinientos  quetzales,  doscientos  cincuenta 
quetzales  para  cada  una  de  ellas,  pagade- 
ros por  abonos  no  menores  de  diez  quetza- 
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les  mensuales  que  se  comenzarán  a  pagar  a 
dichas  señoras,  tan  luego  como  los  seño- 
res Ramazzini  Pezzarozi  hayan  pagado  la 
cantidad  de  tres  mil  doscientos  quetzales, 
que  adeudan  con  garantía  hipotecaria  de 
la  finca  que  se  les  adjudica.  Y  que  se  ha- 
ce la  adjudcación  a  las  señoras  de  Aguilar 
y  de  Castañeda,  como  herencia  de  la  par- 
te que  les  tocaba  del  señor  Ramazzini  Bo- 
nera,  y  por  la  parte  que  también  les  toca 
de  la  otorgante  (viuda  de  Ramazzini  Bo- 
nera),  y  de  los  gananciales  que  a  ella  le 
corresponden  en  los  bienes  de  la  mortual 
de  su  esposo.  La  señora  Pazzarozi  Sola 
viuda  de  Ramazzini  también  dispuso  dar 
a  sus  hijos  José,  Mateo  y  Francisco  Ra- 
mazzini Pezzarozi,  "en  forma  de  donación, 
los  gananciales  a  que  tiene  derecho  o  de 
los  demás  bienes  que  en  cualquier  forma 
le  corresponde  en  estas  propiedades,  de- 
rechos constituidos  en  todos  los  demás 
bienes",  expresados  al  principio  de  esta 
escritura  reservándose  dicha  señora  el 
usufructo  de  tales  bienes  con  excepción  de 
la  finca  cedida  a  las  señoras  Ramazzini  de 
Aguilar  y  Rammazzini  Pezzarozi  Castañeda. 

Y  que  la  quinta  parte  de  la  finca  Santa 
Rita,  situada  en  la  Avenida  de  Mendia  y 
Callejón  de  la  Pila",  de  esta  ciudad 
(Guatemala),  les  toca  únicamente  a  los 
señores  José,  Mateo  y  Francisco  Ra- 
mazzini Pezzarozi;  b)  el  testimonio  de  la 
escritura  pública  número  sesenta  y  nue- 
ve, autorizada  por  el  Notario  Leonardo 
Flores  B.,  en  esta  ciudad,  a  los  veintiocho 
días  del  mes  de  junio  de  mil  noveciento.s 
treinta  y  cuatro,  y  en  la  cual  consta  la 
partición  de  los  bienes  del  señor  Francis- 
co Ramazzini  Bonera  efectuada  entre  don 
José,  don  Mateo  y  don  Francisco  Ramazzi- 
ni Pezzarozi;  c)  el  testimonio  de  la  escri- 
tura pública  número  tres,  autorizada  en 
esta  ciudad,  (Guatemala)  por  el  Notario 
Jorge  Silva  Peña,  a  los  cuatro  días  del  mes 
de  Febrero  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis,  en  la  cual  consta  el  contrato  '  de  pro- 
mesa de  permuta",  de  unas  propiedades  ce- 
lebrado entre  los  señores  Mateo,  Francisco 
y  José  Ramazzinni  Pazzarozi;  d)  el  testi- 
monio de  la  escritura  pública  número  se- 
tenta, autorizada  en  esta  ciudad  (Guate- 
mala), por  e]  Notario  Leonardo  Flores  B, 
a  los  veintiocho  días  del  mes  de  Junio  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  por  me- 
dio de  la  cual  consta  que  don  José  Rama- 
zzini Pezzarosi  recibió  en  la  fecha  que  aca- 
ba de  mencionarse,  a  su  entera  satisfacción 
de  don  Francisco  Ramazzini,  la  cantidad 
de  tres  mil  quetzales,  en  calidad  de  mu- 
tuo; que  el  término  del  contrato  es  de  tres 


años  contados  desde  el  último  del  mes  de 
Agosto  del  año  de  mil  novecientos  treinta 
y  cinco;  que  para  garantizar  el  cumpli- 
miento de  esa  obligación  don  José  consti- 
tuyó a  favor  de  don  Francisco  primera  y 
especial  hipoteca  sobre  la  mitad  de  la  fin- 
ca denominada  "Labor  de  Uriondo",  situa- 
da en  Villa  Nueva;  y  además  fueron  pac- 
tadas las  demás  condiciones  que  en  el  re- 
ferido instrumento  se  detallan;  e)  el  testi- 
monio de  la  escritura  número  nueve  que 
autorizó  en  esta  ciudad  (Guatemala),  el 
Notario  Jorge  Silva  Peña,  a  los  doce  días 
del  mes  de  F'ebrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  en  la  cual  consta  que  don 
Francisco  Ramazzini  Pezzarozi  otorgó  a  fa- 
vor de  don  José  de  los  mismos  apellidos,  la 
más  completa  y  eficaz  carta  de  pago  para 
que  se  cancelara  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble  la  hipoteca  correspon- 
diente, dejando  asi  sin  valor  alguno  el  con- 
trato de  mutuo  consignado  en  el  instru- 
mento público  que  acaba  de  relacionarse', 
í)  el  contrato  privado  que  firmaron  en  es- 
ta ciudad  (Guatemala),  a  los  seis  días  del 
mes  de  Agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y  cinco  don  José,  don  Mateo  y  don  Fran- 
cisco Ramazzini  Pezzarozi,  relativo  a  la 
compra  venta  de  las  cosechas  de  heno  que 
el  primero  de  dichos  señores  hizo  a  sus 
hermanos  don  Mateo  v  don  Francisco;  g) 
el  testimonio  de  la  escritura  pública  nú- 
mero trece,  autorizada  en  esta  ciudad 
(Guatemala),  a  los  trece  días  del  mes  de 
Febrero  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
por  el  Notario  Jorge  Silva  Peña,  en  la  cual 
consta  que  den  José  Ramazzini  Pezzarozi 
constituyó  a  favor  de  sus  hermanos  don 
Mateo  y  don  Francisco  de  los  mismos  ape- 
llidos el  derecho  de  uso  y  habitación  sobre 
tres  piezas  de  la  casa  número  veinte  situa- 
da en  la  calle  de  las  Tunchez  de  esta  capi- 
tal, y  sobre  una  galera  que  es  la  más  gran- 
de de  todas,  está  a  la  izquierda  del  zaguán, 
y  que  servirá  para  depositar  heno  y  pro- 
ductos agrícolas;  y  además,  fueron  consig- 
nadas en  dicho  instrumento  otras  estipu- 
laciones concernientes  a  los  referidos  con- 
tratantes; h)  una  certificación  expedida  a 
los  diez  y  seis  días  del  mes  de  Mayo  de  mil 
novecientos  treinta  y  ocho,  en  la  cual  el 
Secretario  del  Juzgado  Tercero  de  Primera 
Instancia  de  este  Departamento  (Guate- 
mala), hizo  constar  lo  que  sisue:  a)  el  es- 
crito en  que  don  Mateo  y  don  Francisco 
Ramazzini  Pezzarozi  ofrecieron  a  su  herma- 
no don  José:  lo.  un  mil  quetzales,  anua- 
lidad que  conforme  a  lo  pactado  en  el  res- 
pectivo contrato  podían  pagarse  hasta  el 
treinta  de  Agosto  del  año  de  mil  novecten- 
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tos  treinta  y  ocho;  y  2o.  la  cantidad  de 
cuarenta  y  cinco  quetzales  que  son  los  in- 
tereses estipulados  y  correspondientes  a 
la  anualidad  mencionada  anteriormente  y 
por  los  nueve  meses  comprendidos  entre  el 
treinta  de  Agosto  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  siete,  al  dia  treinta  de  mayo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  ocho;  b)  la  resolución 
fecha  nueve  de  Mayo  (1938),  a  virtud  de  la 
cual  se  ordenó  el  depósito  de  la  cantidad 
consignada  y  se  mandó  dar  audiencia  por 
dos  dias  al  acreedor;  constancia  expedi- 
da por  el  Tesorero  de  Fondos  de  Justi- 
cia; d)  un  escrito  en  que  don  José  Rama- 
zzini  Pezzarozi  se  opuso  a  la  referida  con- 
signación; y  e)  la  resolución  por  la  cual  se 
mandó  dar  vista  a  los  consignantes. 

Que  el  diez  de  Junio  del  año  retropróxi- 
mo, la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, confirmó  la  sentencia  recurrida  en 
cuanto  absolvió  a  los  demandados  y  en  el 
punto  en  que  declaró  sin  lugar  las  excep- 
ciones de  error,  demanda  contradictoria  y 
prescripción,  y  en  que  cada  parte  es  res- 
ponsable de  sus  costas;  la  revocó  en  lo.s 
demás  puntos,  resolviendo  que  también  son 
improcedentes  las  excepciones  de  falta  de 
cumplimiento  de  la  condición  y  de  falta 
dp  acción.  La  declaración  y  ampliación  de 
la  sentencia  pedida  por  el  demandante  fué 
declarada  sin  lugar. 

Que  don  José  Ramazzini  Pezzarozi  con 
auxilio  del  Abogado  Antonio  F.  Aguirre,  in- 
terpuso contra  la  sentencia  de  la  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones,  fecha  diez 
de  Junio  del  año  reproximo,  el  recurso  ex- 
traordinario de  casación,  denunciando  co- 
mo infringidos  los  artículos  2365  inciso  lo., 
1457,  1496,  1647,  1662,  1406  incisos  primero, 
y  cuarto.  1498  del  Código  Civil  de  1877;  242 
del  Decreto  número  272,  472,  319,  282,  246, 
229,  231  inciso  primero;  259,  260,  135  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til; 91  inciso  primero  fración  a)  IX,  XII, 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial; 
423  segunda  parte  del  Código  Penal;  y 
1096  del  nuevo  Código  Civil  (Decreto  nú- 
mero 1932 ) .  El  dos  de  Julio  ( 1938 ) ,  el  recu- 
rrente citó  también  como  violados  los  ar- 
tículos 1433  del  Código  Civil  del  año  1877 
y  IV  del  Decreto  Gubernativo  número  1862. 

Que  el  señor  Ramazzini  Pezzarozi  (don 
José)  alegó  entre  otras  cosas,  lo  que  sigue: 
que  las  excepciones  opuestas  por  los  de- 
mandados fueron  desestimadas  por  el  Tri- 
bunal de  segunda  instancia,  y  como  la  par- 
te contraria  no  interpuso  el  recurso,  es  im- 
procedente que  el  Tribunal  entre  a  cono- 
cer sobre  dicha  materia;  que  la  Sala  no 


consideró  lo  relativo  a  las  acciones  de 
inexistencia  y  resolución  del  contrato;  que 
las  escrituras  números  once  y  doce,  se  re- 
fieren a  un  solo  acto  jurídico:  la  permuta, 
que  es  una  compra-venta,  por  exceder  en 
dos  tantos  el  precio  de  su  finca  permutada 
al  de  las  otras;  y  las  condiciones  de  pago 
del  excedente  estimado;  pues  calificando 
como  dos  actos  distintos  el  convenio  de 
que  se  trata  se  dañan  ostensiblemente  sus 
derechos,  dando  entrada  al  dolo.  En  segui- 
da el  recurrente  apoya  sus  argumentos  en 
que  es  ilícito  lo  pactado  en  la  cláusula 
cuarta  de  la  escritura  número  doce;  que  la 
acción  de  resolución  es  procedente,  por  que 
los  deudores  han  incurrido  en  mora;  que 
no  puede  venderse  lo  ajeno  y  comprarse  lo 
propio;  que  la  convención  que  se  deja  ya 
mencionada  es  inexistente,  porque  no  habrá 
contrato  si  su  realización  se  deja  en  lo  ab- 
soluto al  arbitrio  de  la  parte  obligada;  que 
el  testimonio  de  la  escritura  pública  otor- 
gada por  doña  Josefa  Pezzarozi  v.  de  Ra- 
mazzini carece  de  valor  en  juicio,  porque  no 
está  razonado  por  el  Registrador  de  la  Pro- 
piedad Inmueble,  y  además  contiene  un  ac- 
to unilateral;  que  para  mejor  fallar  se  man- 
dó traer  a  la  vista  el  Procedimiento  Ejecu- 
tivo que  él  (Ramazzini  Pezzarozi),  inició 
contra  sus  referidos  hermanos  don  Mateo 
y  don  Francisco,  ante  el  Juez  Tercero  de 
Primera  Instancia  del  Departamento  de 
Guatemala,  a  los  veintidós  dias  del  mes  de 
Septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
siete;  pero  no  se  tomó  en  consideración  al 
resolver;  que  lo  relativo  a  nulidad,  deter- 
minado por  el  inciso  primero  del  articulo 
2365  del  Código  Civil  de  1877,  es  una  dis- 
posición especial  y  por  consiguiente  debe 
de  prevalecer  sobre  lo  prescrito  por  el  ar- 
ticulo 272;  y  que  al  vocablo  ilícito  procede 
darle  el  sentido  que  tiene  en  el  Diccionario 
de  la  Real  Academia  Española. 

Los  demandados,  después  de  hacer  una 
relación  del  juicio,  de  analizar  el  recurso 
de  casación  interpuesto  por  la  parte  actora 
y  de  rebatir  sus  argumentaciones,  pidieron 
que  se  mandaran  agregar  a  sus  anteceden- 
tes dos  certificaciones  expedidas  por  el  Se- 
cretario del  Juzgado  Tercero  de  Primera 
Instancia  de  este  Departamento  (Guate- 
mala), y  que  al  fallar  el  asunto  se  tuviera 
muy  en  cuenta  que  don  José  sí  admite  la 
existencia  del  contrato  contenido  en  la  es- 
critura número  doce  para  el  efecto  de  reci- 
bir dinero,  pero  alega  su  nulidad,  su  inexis- 
tencia, su  rescisión  y  resolución  para  los 
efectos  de  que  se  le  devuelvan  los  bienes 
que  le  pertenecieron;  y  por  último  que  no 
adeudan  un  solo  centavo  a  su  referido  her- 
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¡rano  y  que  han  cumplido  con  todas  las 
obligaciones  contraidas  en  los  contratos 
autorizados  por  el  Notario  Jorge  Silva 
Peña. 

CONSIDERANDO: 

Que  para  que  pueda  surgir  el  contrato  de 
anticresis  a  que  se  refiere  la  cláusula  cuar- 
ta de  la  escritura  número  doce,  fecha  doce 
de  Febrero  de  mil  novecientos  treinta  y 
seis,  es  indispensable  que  los  señores  don 
í'rancisco  y  don  Mateo  Ramazzini  Pezzaro- 
zi  hayan  dejado  de  pagar  las  dos  anuali- 
dades expresadas  en  el  mencionado  ins- 
trumento público,  lo  cual  no  aparece  jus- 
tificado en  autos,  toda  vez  que  la  acción 
entablada,  el  catorce  de  Diciembre  del  año 
mil  noveceintos  treinta  y  siete,  se  fundó 
en  el  hecho  de  no  haber  sido  cubierta  sola- 
mente, una  de  las  susodichas  anualidades. 

Que  en  el  supuesto  de  que  la  condición 
de  que  se  trata  fuese  imposible  de  cumplir 
y  contraria  a  la  ley  o  a  las  buenas  costum- 
bres se  tendría  por  no  puesta,  y  por  lo  tan- 
to, el  contrato  no  sería  nulo. 

Que  si  bien  es  verdad,  que  la  ley  supone 
en  todo  contrato  bilateral,  la  existencia  de 
una  condición  resolutoria,  también  es  cier- 
to, que  esta  se  realiza  cuando  uno  de  los 
contratantes  falta  al  cumplimiento  de  las 
obligaciones  convenidas,  según  lo  estable- 
ce la  misma  ley.  Y  como  en  el  caso  sub- 
júdice,  no  se  probó  que  los  señores  Fran- 
cisco y  Mateo  Ramazzini  Pezzarozi  no  ha- 
yan cumplido  con  lo  e.stipulado  en  la  men- 
cionada cláusula  cuarta  del  contrato  tan- 
tas veces  mencionado,  es  indudable  que  el 
referido  convenio  tampoco  ha  podido 
transformarse  en  anticresis;  y  careciendo 
este  último  de  vida  jurídica,  es  prematuro 
impugnar  su  validez.  De  todo  lo  expues- 
to se  viene  en  conocimiento  de  que  no  fue- 
ron infringidos  los  artículos  2365  inciso  lo. 
1433,  1457,  1498  del  Código  Civil  de  1877; 
1096  del  Decreto  Legislativo  número  1932. 
242  del  Decreto  Gubernativo  número  272; 
IV,  IX,  Xri  del  Decreto  Gubernativo  nú- 
mero 1862;  259  y  260  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Tribunal  de  segunda  instancia  no 
ha  hecho  declaraciones  tendientes  a  des- 
virtuar el  t"nor  del  articulo  229  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil;  y  por 
consiguiente  no  fué  infringido. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  naturaleza  de  la  permuta  en  re- 
lación con  la  índole  del  contrato  de  com- 


pra-venta, no  ha  sido  materia  de  la  con- 
troversia seguida  entre  los  hermanos  Ra- 
mazzini Pezzarozi,  y  por  consiguiente  no 
procede  entrar  a  conocer  de  los  artículos 
J596,  1647  y  1662  del  Código  Civil  del  añc 
de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  (1877); 
ni  del  91  inciso  prim.ero  fracción  a)  del 
Decreto  Gubernativo  número  1862,  a  vir- 
tud de  ser  potestativo  de  los  juzgadores  ha- 
cer uso  de  la  facultad  a  que  se  refiere  di- 
cha disposición  legal;  ni  de  los  artículos 
135,  231  inciso  primero,  246.  282,  319  y  472 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil, por  que  la  Sala  sentenciadora  no  los 
citó,  para  fundamentar  su  fallo;  ni  los  in- 
ciscs  primero  y  cuarto  del  articulo  1406  in- 
ci.sos  lo.  V  4o.,  del  Código  Civil  de  1877.  ya 
que  don  José  Ramazzini  Pezzarozi  infiere 
"La  falta  del  consentimiento  prestado  con 
oportunidad,  y  la  cau.sa  justa  para  obli- 
garse"; a)  del  hecho  de  no  haber  concurri- 
do doña  Josefa  Pezzarozi  Sola  viuda  de  Ra- 
mazzini a  la  celebración  del  contrato  im- 
pugnado; y  b)  de  la  índole  de  este,  pues 
no  se  trata  de  una  "donación";  pero  deb': 
tenerse  en  cuenta,  que  estas  causales  no 
fueron  invocadas  como  fudamentos  de  la 
drmanda. 

CONSIDERANDO: 

Que  ¡a  segunda  parte  del  articulo  423  del 
Código  Penal,  es  inaplicable  al  caso  sub- 
.n'idice.  por  que  la  materia  de  que  trata  nin- 
guna relación  tiene  con  los  puntos  resuel- 
tos en  la  sentencia  recurrida. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  los  artículos  521  y  524  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
declara  improcedente  el  recurso  interpues- 
to por  don  José  Ramazzini  Pezzarozi,  a 
quien  condena  al  pago  de  las  costas  del 
mismo,  y  a  una  multa  de  ciento  cincuenta 
quetzales;  y  en  caso  de  insolvencia  purga- 
rá sesenta  días  de  prisión  simple,  conmu- 
tables 1  razón  de  dos  quetzales  y  cin- 
cuenta centavos  de  quetzal  diarios.  No- 
tifíquese.  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  £U  origen,  y  repóngase  el  papel  en  la 
lorma  establecida  por  el  artículo  27  del 
Decreto  Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóñcz  Solis.  Joié  Sencuio  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  --  Alberto  Argueta  S. 
-  Frariciscc  E.  Rodríguez.  —  Max  García 
R.  —  Secretario. 
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JUICIO  ordinario  seguido  por  el  Licencia- 
do Antonio  Valladares  y  Aycinena,  in- 
terventor oficial  de  la  liquidación  de  la 
casa  Roscnthal  e  hijos  de  esta  plaza, 
contra  el  Licenciado  Miguel  Castejón 
Fiallos. 

DOCTRINA:  Los  inventarios  de  las  casas  en 
liquidación ,  son  obligatorios,  para  en- 
tregar o  recibir  su  cargo  los  liquidadores: 
y  creándose  una  relación  jurídica  entre 
la  casa  bancaria  y  el  Notario  de  quien 
se  han  requerido  servicios,  los  honora- 
rios deben  ser  pagados  por  la  casa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación, 
se  ve  la  sentencia  que  pronunció  la  Sala 
Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  tre- 
ce de  diciembre  del  año  pasado,  en  el  jui- 
cio ordinario  seguido  por  el  Licenciado  An- 
tonio Valladares  y  Aycinena,  en  su  con- 
cepto de  interventor  oficial  de  la  liqui- 
dación de  la  casa  Rosenthal  e  hijos,  de  es- 
ta plaza,  contra  el  Licenciado  Miguel  Cas- 
tejón  Fiallos,  sobre  devolución  de  honora- 
rios, cobrados  por  los  inventarios  de  dicha 
casa;  y  el  auto  de  la  misma  Sala  del  trein- 
ta y  uno  de  enero  de  este  año,  en  que  de- 
íiiega  los  recursos  de  aclaración  y  amplia- 
ción. En  su  sentencia  confirma  la  del  Juz- 
gado tercero  de  Primera  Instancia,  con  la 
enmienda  de  que  declara  improcedente  la 
excepción  de  falta  de  acción. 

EEMANDA.— El  veinte  de  abril  del  año 
pasado,  se  presentó  al  Juzgado  tercero  de 
Primera  Instancia  de  este  departamento,  el 
Licenciado  Antonio  Valladares  y  Aycinena, 
en  su  carácter  de  liquidador  de  la  casa  Ro- 
senthal e  hijos  de  esta  plaza,  manifestan- 
do: que  el  veintiuno  de  agosto  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  siete,  se  constituyó  en 
las  oficinas  de  la  casa  Rosenthal  e  hijos 
el  mismo  Juez  tercero  de  Primera  Instan- 
cia, a  darle  posesión,  como  liquidador,  en 
subrogación  del  señor  Felipe  Weller;  nom- 
brándose al  notario  Miguel  Castejón  Fia- 
llos para  que  inventariara  los  bienes  que 
tenia  que  entregarle  y  después  del  discer- 
nimiento del  cargo,  por  mandato  judicial, 
el  notario  Castejón  Fiallos  procedió  a  prac- 
ticar el  inventario  que  terminó  el  mismo 
día,  veintiuno  de  agosto,  haciéndose  cons- 


tar que  no  hablan  más  bienes  qué  inven- 
tariar; que  los  demás  muebles  que  se  en- 
contraban en  la  oficina,  Serian  entregados 
por  el  señor  Weller  a  partir  del  dia  lunes 
siguiente. 

El  veintitrés  de  agosto,  Weller  le  mani- 
festó que  como  no  hablan  quedado  debi- 
damente especificados  los  documentos  y 
papeles,  había  requerido  los  servicios  de 
Castejón  Fiallos  para  que  se  detallaran  en 
un  segundo  inventario;  en  efecto,  compare- 
ció ese  mismo  dia  a  practicar  el  inventario 
y  el  veintitrés  recibió  aviso  que  estaba  ter- 
minado; al  darle  lectura  Castejón  Fiallos, 
el  demandante  se  opuso  a  firmarlo  en  vis- 
ta de  que  en  el  encabezamiento  se  habla 
hecho  constar  que  habla  sido  a  requeri- 
miento de  Weller  y  del  demandante,  y  su- 
girió que  se  modificara,  diciendo  que  habla 
sido  a  requerimiento  de  Weller  y  con 
anuencia  del  manifestante;  y  asi  se  hizo. 
El  treinta  de  septiembre  de  ese  mismo  año 
el  Notario  presentó  su  proyecto  de  liquida- 
ción de  honorarios,  y  al  darle  audiencia, 
manifestó:  que  la  casa  Rosenthal  e  hijos 
iio  era  la  obligada  a  pagar  los  honorarios 
porque  no  habla  solicitado  los  servicios  del 
notario  Castejón  Fiallos.  Sin  embargo  la 
liquidación  fué  aprobada  y  fundada  en 
ella  se  presentó  Castejón  Fiallos  al  Juzga- 
do Segundo  de  Primera  Instancia  de  este 
departamento,  demandando  ejecutivamen- 
te de  la  casa  Rosenthal  e  hijos,  el  pago 
de  la  suma  de  quinientos  treinta  y  tres 
quetzales,  veinticinco  centavos,  juicio  que 
terminó  por  sentencia  de  la  Sala  Segunda 
de  Apelaciones,  que  confirmó  la  del  Juz- 
gado Segundo,  que  declara  que  ha  lugar 
a  hacer  trance  y  remate  y  pago  al  notario 
Castejón  Fiallos,  por  la  suma  demandada. 

Concluyó  manifestando  que  demandaba, 
en  la<  via  ordinaria,  de  dicho  profesional, 
la  devolución  de  la  suma  cobrada,  que  in- 
debidamente había  percibido. 

AUDIENCIA  A  LA  OTRA  PARTE.  —La 
contestó  en  sentido  negativo,  interponien- 
do la  excepción  perentoria  de  falta  de  ac- 
ción. 

PRUEBA. — La  parte  actora  rindió  las  si- 
guientes: a)  información  testimonial  de 
los  señores  Augusto  Medina  Bosque.  Erwin 
Babczynsky.  Relipe  Weller.  Alfonso  de 
León  Cordero  y  Joaquín  Marroquin  Gallu- 
do; b)  inspección  ocular  en  el  inventario 
relacionado  en  el  juicio:  y  c)  certificación 
extendida  por  el  Juzgado  Segundo  de  Pri- 
mera Instancia  departamental. 

El  demandado,  por  su  parte,  presentó  la 
certificación  extendida  por  el  Juzgado  Se- 
gundo de  Primera  Instancia  de  este  depar- 


160 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


lamento,  de  la  sentencia  dictada  en  el  jui- 
cio ejecutivo  seguido  con  motivo  del  cobro 
de  honorarios  y  la  ejecutoria  de  la  Sala  ju- 
risdiccional que  la  confirma. 

VISTA. — Señalado  dia  para  esta  diligen- 
cia, tuvo  verificativo  y  la  Sala,  oportuna- 
mente, falló  confirmando  la  sentencia,  con 
la  modificación  ya  indicada,  basándose  en 
que:  lo.,  la  persona  que  maneja  bienes 
ajenos  está  obligada  a  hacer  inventario,  al 
recibirlos,  mayormente  el  liquidador  de  una 
casa  bancaria,  al  tomar  posesión  de  su  car- 
go; 2o.,  los  inventarios  practicados  por  el 
notario  Castejón  Fiallos,  fueron  de  orden 
de  Juez  competente,  al  darle  posesión  al 
nuevo  liquidador,  Licenciado  Antonio  Va- 
lladaers  y  Aycinena,  con  anuencia  de  éste, 
cuando  se  hizo  cargo  de  la  liquidación  de 
la  casa  Rosenthal  e  hijos;  3o.,  si  bien  en  el 
encabezamiento  aparece  que  el  Notario  lo 
practicaba  a  requerimiento  del  señor  Fe- 
lipe Weller,  con  anuencia  del  señor  Valla- 
dares, era  para  la  entrega  de  los  bienes  de 
la  casa  Rosenthal,  que  se  estaba  haciendo, 
y  no  para  un  acto  particular  del  señor  We- 
ller. Basándose  en  ésto,  resuelve:  que  los 
honorarios  devengados  por  hacer  los  inven- 
tarios, son  a  cargo  de  la  casa  Rosenthal  e 
hijos  en  liquidación,  y  que  tenia  acción  pa- 
ra entablar  la  nueva  demanda,  por  haber 
sido  condenada  en  un  juicio  ejecutivo  que 
no  cause  excepción  de  cosa  juzgada 

RECURSO  EXTRAORDINARIO  DE  CA- 
SACION.'— Contra  este  ipronunciámientoí. 
interpuso  el  presente  recurso  extraordina- 
rio de  casación,  el  Licenciado  Antonio  Va- 
lladares y  Aycinena,  con  auxilio  del  aboga- 
do Luis,  de  los  mismos  apellidos,  citando 
como  violados  los  artículos  94  Decreto  2154, 
inciios  4o.  y  7o.  del  articulo  269,  358,  364. 
inciso  lo.  del  428  y  431  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil;  1425  y  1428 
del  Código  Civil;  inciso  5o.  del  articulo  232 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial; 
y  como  aplicados  indebidamente  los  artícu- 
los 156,  160,  967  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil;  inciso  a)  del  articu- 
lo 11  del  Decreto  2046;  V  Preceptos  Funda- 
mentales de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial;  y  69  del  Decreto  1563  ya  deroga- 
do. Estando  en  tiempo,  se  pidieron  los  au- 
tos, se  fijó  dia  para  la  vista  y  habiéndose 
verificado,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  inventarios  de  la>s  casas  en  liqui- 
dación son  obligatorios,  conforme  a  la  Ley. 
al  recibir  o  entregar  su  cargo  los  liquida- 


dores; y  que  siendo  los  hechos  por  el  no- 
tario Miguel  Castejón  Fiallos,  de  orden  ju- 
dicial y  de  una  casa  bancaria  en  estas  con- 
diciones, y  no  de  bienes  particulares  del  se- 
ñor Weller,  es  indudable  que  la  casa  Ro- 
senthal e  hijos,  en  liquidación,  es  la  obli- 
gada al  pago  de  los  honorarios  devengados 
por  el  Notario,  por  haber  quedado  estable- 
cida una  relación  de  derecho  entre  dicha 
casa  y  el  notario,  al  haber  requerido  sus 
servicios  el  ex-liquidador,  cuando  estaba 
en  ejercicio  de  su  cargo,  y  haber  sido  ter- 
minados con  anuencia  del  sustituto,  ele- 
mentos que  perfeccionan  la  obligación  de 
la  casa  Rosenthal  e  hijos  y  el  derecho  co- 
rrelativo del  notario-inventariante,  para 
exigir  el  pago  de  sus  honorarios. 

Asi  lo  ha  apreciado  la  Sala  sentenciado- 
ra, basándose  en  las  pruebas  rendidas  y  al 
hacerlo,  en  vez  de  interpretar  erróneamen- 
te o  darle  indebida  aplicación  a  las  leyes 
que  se  citan  como  violadas,  lo  ha  hecho  co- 
rrectamente, razón  por  la  cual,  no  fueron 
infringidos  los  artículos  94  Decreto  Legis- 
lativo 2154;  inciso  4o.  y  7o.  del  articulo  269, 
358.  364,  inciso  lo.  del  428  y  431  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil;  156, 
160  y  967  de  la  misma  ley;  1425  y  1428  del 
Código  Civil;  inciso  a)  del  articulo  11  del 
Decreto  Gubernativo  2046;  inciso  5o.  del  ar- 
ticulo 232  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial  y  V  Preceptos  Fundamentales  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial;  ni 
tampoco  aplicó  una  ley  derogada,  pues  el 
caso  a  que  se  refiere  el  artículo  69  del  De- 
creto Gubernativo  1563  está,  exactamente, 
reproducido  en  la  nueva  ley  y,  de  consi- 
guiente, en  vigor. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  fundada 
en  los  artículos  521  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil  y  232  de  la  Ley  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial,  DESESTIMA 
el  recurso  interpuesto  y  condena  al  re- 
currente al  pago  de  las  costas  y  a  la  mul- 
ta de  veinticinco  quetzales,  que  de  no  ha- 
cer efectiva,  la  desquitará  con  veinticinco 
días  de  prisión.  Notífíquese,  como  corres- 
ponde, devuélvanse  los  antecedentes  y  re- 
valídese el  papel. 

Raf.  Ordóñez  Solls  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz —  Abel  Paredes  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodríguez  —  Max  García  R. 
Secretario. 
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CRIMINAL 

CAUSA  contra  Domingo  Zepeda  Barrera  y 
Policiano  Sandoval  López,  por  el  delito 
de  rapto. 

DOCTRINA  :  Sólo  procede  castigarse  el  de- 
lito de  rapto  de  una  mujer,  cuando  se 
comete  contra  su  voluntad  i,  con  miras 
deshonestas ;  y  si  aquella  fuere  mayor  de 
doce  años  y  menor  de  dieciocho,  cuan- 
do interviene  engaño,  aunque  se  ejecute 
C071  su  anuencia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  abril  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Vista,  por  recurso  de  casación,  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  Quinta  de  Ape- 
laciones, con  fecha  dos  de  diciembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  ocho,  en  la  cau- 
sa instruida  a  Domingo  Zepeda  Barrera  y 
Policiano  Sandoval  López,  por  el  delito  de 
rapto,  confirmando  la  que  pronunció  el 
Juez  de  Primera  Instancia  de  ¿utiapa,  en 
cuanto  a  la  pena  de  cinco  años  de  prisión 
correccional  que  impuso  al  primero  de  los 
nombrados,  como  autor  del  delito;  y  mo- 
dificándola, en  cuanto  al  segundo,  a  quien, 
en  vez  de  cinco  años  que  le  impuso  el  Juez, 
lo  condena  a  tres  años,  como  cómplice,  y 
hace  las  demás  declaraciones  procedentes 
conforme  a  la  ley. 

En  la  aldea  El  Rosario,  del  departamen- 
to de  Jutiapa.  vivia  con  su  madre  y  her- 
manos una  muchacha  llamada  cresencia 
González  Garcia,  de  dieciseis  años  de  edad. 
A  una  cuadra  distante  de  su  casa  vivia  un 
joven  llamado  Domingo  Zepeda  Barrera, 
de  veintitrés  años.  Ambos  sostenían  des- 
de hacia  algún  tiempo  relaciones  amoro- 
sas, a  pesar  de  que  la  familia  de  la  prime- 
ra no  aceptaba  al  segundo,  por  lo  que  és- 
te se  guardaba  de  llegar  a  la  casa  de  su 
prometida.  Un  dia  la  joven  regresaba  con 
un  cántaro  de  agua  que  habia  ido  a  traer 
a  la  vertiente  de  "La  Paluda"  en  compa- 
ñía de  otras  personas,  cuando  le  salió  al 
encuentro  su  novio,  acompañado  — según 
ella  dijo —  de  Policiano  Sandoval,  y  baján- 
dole de  la  cabeza  el  cántaro  de  agua  y  la 
ropa  que  había  lavado,  la  obligó  a  que  se 
fuera  con  él  en  cumplimiento  de  promesas 
que  antes  le  había  hecho.  Al  principio  ella 
se  resistió,  pero  como  aquél  le  hiciera  ver 
que  si  llegaban  sus  hermanos  tendrían  una 
serla  dificultad,  ya  no  gritó,  tanto  más 
cuanto  que  el  otro  acompañante  le  iba  des- 
prendiendo las  manos  de  los  palos  y  pie- 
dras del  camino    donde    ella  se  iba  aga- 


rrando, y  asi  entraron  a  unos  matorrales 
en  donde  las  zarzas  le  hirieron  los  brazos  y 
las  piernas,  y  pasaron  por  unos  barrancos 
y  lomas  claros  hasta  que  llegaron  a  una 
casa  en  donde  tomaron  café  y  agua,  des- 
cansando sentados,  él  dirigiéndole  frases 
de  consuelo  y  haciéndole  promesas  de  ma- 
trimonio y  ella  protestando  de  su  actitud 
y  reprochándole  su  falta  de  caballerosidad 
al  no  haberse  dirigido  a  su  mamá  como  se 
lo  había  prometido.  Poco  después  de  ha- 
berse retirado  de  esa  casa,  que  pertenecía 
a  Pablo  Esquivel,  fueron  sorprendidos  por 
la  escolta  que  llegaba  a  capturarlos,  por- 
que la  niña  Antonia  González  desde  un 
principio  le  fué  a  dar  aviso  de  lo  que  pa- 
saba a  su  mamá  y  sus  hermanos  y  éstos 
acudieron  a  las  autoridades,  habiéndolos 
capturado  a  los  tres  por  el  camposanto,  a 
inmediaciones  del  pueblo  de  El  Progreso. 

En  pro  de  lo  dicho  por  la  raptada  está  lo 
expuesto  por  la  jovencita  Antonia,  su 
hermana,  porque  las  demás  personas  que 
con  aquélla  habían  ido  a  traer  agua,  como 
son  María  Cristina,  Virginia  y  Vicenta  Ze- 
peda y  Ciriaca  Avila  Carillo  de  García,  la 
primera,  como  hermana  no  quiso  declarar, 
y  las  otras  tres  negaron  haber  acompaña- 
do a  la  ofendida  a  traer  agua  ese  día,  du- 
rante el  cual  no  salieron  de  sus  casas. 

Domingo  Zepeda  confesó  haberse  lleva- 
do a  la  joven  González  pero  afirma  ha- 
berlo hecho  con  pleno  consentimiento  de 
ésta,  tan  es  así  que  Silverio  López,  Juan 
Ruano  y  Juan  Garcia  los  vieron  cuando 
iban  por  el  camino,  él  adelante,  ella  atrás, 
platicando,  riéndose  en  buena  armonía  y 
hasta  abrazándose.  Así  lo  declararon  estas 
personas,  pero  en  los  careos  practicados,  la 
ofendida  se  mantuvo  firme  en  su  acusación 
de  haber  sido  llevada  a  la  fuerza. 

En  cuanto  a  Policiano  Sandoval  niega' 
haber  tomado  participación  en  ese  hecho, 
afirmando  que  en  el  camino  se  juntó  con 
Zepeda  y  la  Gonzáez  que  iban  en  buena  ar- 
monía, lo  que  no  le  extrañaba  porque  la  se- 
gunda era  novia  del  primero  y  éste  le  ha- 
bía contado  que  ella  pensaba  salirse  de  su 
casa  para  irse  con  él. 

Hay  justificación  con  los  testigos  Pablo 
Télles  e  Issac  Quintana,  de  que  Zepeda, 
después  de  lo  sucedido,  y  por  medio  de  su 
padre,  hizo  que  la  joven  Gonzáles  fuera 
pedida  en  matrimonio  con  él,  pero  la  ma- 
dre no  lo  consintió. 

También  declaran  los  testigos  Eleuterio 
Padilla  y  Manuel  Salguero,  acerca  de  que 
Zepeda  es  individuo  honrado  y  de  buenos 
antecedentes. 
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La  madre  de  la  ofendida,  Aquilina  Gar- 
cía V.  de  González,  se  presentó  al  Juez  de 
los  autos,  solamente  con  el  objeto  de  pedir 
que  su  hija  le  fuera  entregada  en  depósito, 
lo  que  asi  se  hizo;  en  otra  oportunidad 
dijo  que  no  se  mostraba  como  acusadora 
por  encontrarse  enferma,  pero  que  segui- 
ría la  acusación  su  hijo  Manuel  María 
González,  a  quien  se  tuvo  al  principio  co- 
mo tal  acusador,  pero  como  no  contestara 
el  traslado  final  que  se  le  dió,  se  le  tuvo 
por  renunciado. 

Tanto  el  Juez  como  la  Sala  de  Apelacio- 
nes, dieron  por  probada  la  responsabilidad 
de  los  procesados  con  presunciones;  a)  al 
haber  resultado  la  ofendida  con  erosiones 
causadas  por  las  zarzas  y  matorrales  del 
camino;  b)  la  sindicación  de  la  ofendida; 
c)  la  de  la  hermana  Antonia,  y  d)  haber 
sido  capturados  los  procesados  con  la  víc- 
tima en  su  poder;  más  la  confesión  de  los 
reos  de  haberse  llevado  a  la  novia  de  Ze- 
peda  pero  con  su  entero  consentimiento, 
extremo  que  ellos  no  llegaron  a  establecer, 
considerando  sin  mérito  lo  afirmado  por 
testigos  de  haber  visto  que  la  González 
caminaba  voluntariamente,  porque  es  na- 
tural que  pasada  la  primera  resistencia, 
después  tenia  oue  seguir  su  camino  ya  sin 
hacer  esfuerzos  por  evadirse.  De  esta  ma- 
nera el  Juez  impuso  la  pena  de  cinco  años 
a  cada  uno  de  los  prevenidos:  pero  la  Sala 
estimando  ai  primero  como  autor  del  deli- 
to y  a!  segundo  como  cómplice,  modificó 
la  de  éste  en  tres  años  de  prisión,  como 
queda  dicho. 

Contra  el  fallo  de  segimda  instancia;'  am- 
bos reos  auxiliados  por  el  Abogado  Javier 
Ramos  Orozco,  interpusieron  el  recurso  de 
casación  porque  estiman  infringidos  los 
artículos  .3o.,  566,  568,  571,  573,  574,  575,  576 
580,  inciso  2o.,  581  inciso  8o.,  582.  584  586 
incisos  lo.  y  2o.,  589,  595,  596,  597,  600,  601. 
594,  608,  009  inciso  4o.  Código  de  Procedi- 
jnientos  Penales;  335  y  11  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Las  presunciones  aceptadas  por  el  Tribu- 
nal sentenciador  tienen  por  objeto  esta- 
blecer el  hecho  innegable  de  haberse  lle- 
vado Domingo  Zepeda  a  su  novia  Crescen- 
cia  González.  Pero  como  este  hecho  se 
encuentra  plenamente  comprobado  con  la 
confesión  del  acusado  y,  además,  con  de- 
claraciones de  las  personas  que  los  vieron 
pasar  juntos  y  principalmente  con  su  cap- 
tura, no  debe  acudirsc  al  medio  indirecto 
para  justificarlo;  y,  en  tal  caso,  las  pre- 
sunciones enumeradas  no  sirven  más  que 


como  un  complemento  de  la  plena  prueba 
existente  en  la  forma  expresada.  Lo  que  es 
indispensable  establecer,  entonces,  como 
lo  alega  el  defensor,  es  si  el  hecho  relacio- 
nado se  ejecutó  contrariando  el  consenti- 
miento de  la  ofendida,  o  si  fué  un  acto  vo- 
luntario como  resultado  de  las  buenas  re- 
laciones que  existían  entre  ella  y  su  pre- 
tendiente. Acerca  de  lo  primero  no  hay 
testigos  que  lo  acrediten,  ni  las  presuncio- 
nes enumeradas  pueden  servir  para  tal 
objeto,  a  pesar  de  que  según  lo  afirma  la 
Señorita  González  hubo  varías  personas 
que  lo  presenciaron,  lo  que  hace  sospechar 
que  o  no  estuvieron  presentes  efpctiva- 
mente  estas  personas  y  en  tal  caso  ha  fal- 
tado a  la  verdad  la  González  al  citarlas,  o 
si  es  que  algo  de  lo  sucedido  vieron  han 
preferido  callarse,  como  una  manifesta- 
ción de  que  no  hubo,  de  parte  de  Zepeda, 
ninguna  fuerza  para  hacerse  acompañar 
de  la  González. 

Los  rayones  que  la  ofendida  presentaba 
en  los  brazos  v  en  las  piernas  fueron  pro- 
ducidos por  las  zarzas  del  camino,  según 
ella  misma  lo  confiesa,  pero  no  acusa  de 
habérsele  sujetado,  ejerciendo  presión  en 
su  cuerpo,  ni  presentaba  ninguna  señal  que 
lo  evidenciara.  En  cambio,  el  reo  Zepeda 
acreditó  por  medio  de  testigos  que  no  tie- 
nen ninguna  tacha  legal,  que  éste  y  su  no- 
via iban  en  la  mejor  armonía,  riéndose,  sin 
que  ella  que  caminaba  detrás  de  él,  haya 
dado  muestras  de  descontento  y  menos  que 
haya  procurado  hacerse  oír  por  estas  per- 
sonas, de  que  su  voluntad  estaba  contra- 
riada por  la  presión  moral  o  fuerza  mate- 
rial de  su  conductor.  Contribuye  a  esta 
interpretación  del  estado  psíquico  de  la 
ofendida,  tanto  lo  declarado  por  Pablo 
Esquivel  a  casa  de  quien  pasó  la  pareja, 
siempre  en  buena  armonía  a  descansar  y 
a  temar  café,  como  el  hecho  de  que  iban 
negando  a  la  población  donde  fueron  de- 
tenidos; y  por  ultimo  la  solicitud  hecha  a 
la  madre  de  la  González  para  que  consin- 
tiera en  el  matrimonio  de  ésta  con  el  acu- 
sado. 

De  todo  lo  relacionado  se  deduce  lógica- 
mente que  no  medió  luerza  alguna  ni  en- 
gaño de  parte  del  acusado  al  cometer  el 
hecho  que  se  le  imputa,  sino  que  lo  ejecutó 
con  anuencia  de  la  ofendida,  caso  en  el 
cual,  por  ser  ésta  mayor  de  doce  años  y 
menor  de  dieciséis,  debe  apreciarse  como 
no  comprendido  en  la  ley.  y  que  la  aplica- 
ción que  se  hizo  en  la  sentencia,  del  ar- 
tículo 334  del  Código  Penal,  imponiéndose 
la  pena  de  cinco  años  de  prisión  correccio- 
nal que  está  señalada  para  los  que  come- 
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ten  el  rapto  de  una  mujer,  contra  su  vo- 
luntad y  con  miras  deshonestas,  ha  sido 
errónea  bajo  el  punto  de  vista  de  no  estar 
comprobada  la  prexistencia  del  delito  y  de 
oue  los  procesados  lo  cometieron,  razón 
por  la  cual  ha  sido  infringido  el  articulo 
568  del  Código  de  Procedimientos  Penales 
y  hace  que  sea  procedente  el  recurso  inter- 
puesto. 

POR  TANTO : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  en  los  artículos  566,  573. 
586,  675,  676  inciso  lo„  684,  686,  687,  731, 
735  Código  de  Procedimientos  Penales  232 
y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 
CASA  Y  ANULA  la  sentencia  recurrida  y. 
resolviendo  sobre  lo  principal,  declara  que 
no  constituyendo  deito  los  hechos  ejecuta- 
dos por  el  procesado  Domingo  Zepeda  Ba- 
rrera y  atribuidos  a  Policiano  Saldoval,  se 
les  absuelve  del  cargo  que  se  les  formuló. 
Notifiquese,  comuniqúese  por  telégrafo  la 
parte  resolutiva,  a  efecto  de  que  los  preve- 
nidos sean  puestos  inmediatamente  en  li- 
bertad; y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
revuélvanse  os  autos  al  tribunal  de  su  ori- 
gen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  Garcia  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Fracisco  Valdés  Rosales,  por 
el  delito  de  estafa. 

DOCTRINA:  No  procede  aumentar  la  pe- 
na señalada  a  un  delito,  por  abuso  de 
confianza,  cuando  por  tal  circunstan- 
cia es  inherente  al  delito. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cuatro  de  Abril  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  nueve. 

Francisco  Valdés  Rosales  interpuso  re- 
curso de  casación,  con  auxilio  del  abogado 
Benjamín  Lemus  Moran,  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Sala  Primera  de  Apela- 
ciones, de  fecha  veintiocho  de  noviembre 
del  año  próximo  pasado,  por  haber  apre- 
ciado como  agravante  el  abuso  de  confian- 
za; y  por  no  haber  aceptado  la  condena 
condicional,  reconocida  por  el  Juez  Sexto 


departamental,  con  lo  que  asegura  fueron 
violados  los  articules  24,  51,  67  y  79  del  Có- 
digo Penal. 

El  expresado  individuo  Valdés  fué  comi- 
sionado por  el  dueño  del  Gran  Hotel,  don- 
de traba,iaba,  para  que  fuera  a  la  Admi- 
nistración de  Rentas  a  pagar  la  patente 
c'el  establecimiento,  por  valor  de  cuarenti- 
dós  quetzales  sesentisiete  centavos:  cuando 
regresó  Je  fué  pedido  el  comprobante  del 
pago  y  manifestó  que  no  se  lo  hablan  da- 
do todavía;  pero  poco  después  se  enfermó 
y  se  ausentó  habiendo  pedido  tres  quetza- 
les que  le  fueron  proporcionados  como  an- 
ticipo de  su  sueldo.  En  seguida  se  averi- 
guó que  no  habla  hecho  tal  pago  y  se  dió 
cuenta  a  la  policía  quien  lo  capturó,  ini- 
ciándose las  diligencias. 

Examinado  el  acusado  confesó  haber  re- 
cibido el  dinero  con  el  destino  relacionado, 
rl  cual  no  entregó,  sino  que  lo  empleó, 
parte  en  ga.'tos  urgentes  para  medicinas 
de  un  hijo  que  tenia  enfermo  y  parte  para 
tomar  aguardiente  (chupar)  y  ya  no  llegó 
a  su  casa.  Fué  reducido  a  prisión  formal 
y  excarcelado  bajo  de  fianza. 

Durante  el  plenario  de  la  causa,  a)  se 
obtuvo  un  informe  de  la  Dirección  General 
de  la  Policía  donde  consta  que  el  enjuicia- 
do fué  detenido  el  diez  de  marzo  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete  a  solicitud  de 
su  esposa  por  que  tenia  dos  meses  de  estar 
ingiriendo  licor  y  llegaba  a  su  hogar  a  oca- 
sionar molestias;  b)  declaraciones  de  dos 
testigos  quienes  afirman  que  Valdés  es 
honrado  trabajador  y  de  buenos  antece- 
dentes. 

El  Juez,,  con  vista  de  lo  alegado  por  el 
defensor  del  reo,  apreció  la  confesión  de 
éste  como  circunstancia  atenuante  y 
aceptó  suspender  la  ejecución  de  la  pena 
de  un  año  que  le  coresponderia  reducida  a 
ocho  meses  de  arresto  mayor  conmutable 
en  dos  terceras  partes  a  razón  de  quince 
centavos  diarios  e  hizo  las  demás  declara- 
ciones pertinentes  al  caso. 

Elevada  la  causa  en  consulta  del  fallo  a 
la  Sala  Primera,  este  Tribunal  hizo  com- 
pensación de  la  atenuante  enunciada  con 
la  agravante  de  abuso  de  confianza  y  mo- 
dificó la  pena  imponiendo  un  año  de  arres- 
to mayor,  sin  admitir  la  suspensión  de  la 
misma,  fundada  en  el  informe  relacionado 
anteriormente  y  en  el  mismo  abuso  do 
confianza  con  que  fué  cometido  el  delito. 
Alegó  en  casación  el  recurrente,  que  el 
abuso  de  confianza  es  un  elemento  que  se 
encuentra  en  todos  aquellos  casos  delicti- 
vos que  se  agrupan  bajo  el  nombre  genéri- 
co de  estafa,  de    tal    manera    que  forma 
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parte  integrante  de  la  definición  que  de 
dicho  delito  hacen  algunos  tratadistas  y 
que  siendo  inherente  a  él  no  debe  apre- 
ciarse separadamente.  Y  en  cuanto  a  la 
condena  condicional  dice  que  es  facultati- 
vo de  los  jueces  el  concederla;  pero  cuan- 
do la  deniegan,  no  pueden  hacerlo  funda- 
dos en  impedimentos  no  determinados  ex- 
presamente por  la  ley,  o  en  consideraciones 
que  no  hagan  temer  fundadamente, un  pe- 
ligro en  la  concesión  de  este  beneficio,  y 
que  estando  llenados  en  este  caso  todos  los 
requisitos  que  exige  la  ley  no  debe  dene- 
garse con  base  únicamente  en  un  informe 
de  la  policía  que  no  implica  más  que  una 
falta  y  la  ley  requiere  que  no  se  haya  co- 
metido anteriormente  algún  delito. 

CONSIDERANDO: 

Que  efectivamente  es  aceptable  el  razo- 
namiento que  hace  el  defensor  del  reo  en 
cuanto  a  la  inadmisibilidad  del  abuso  de 
confianza  como  circunstancia  agravante 
en  la  comisión  del  delito  de  parte  del  acu- 
sado Valdés  Rosales  por  cuanto  la  condi- 
ción de  sirviente  que  éste  ejercía  dió  lu- 
gar precisamente  a  que  se  le  confiara  la 
suma  que  debió  ir  a  pagar  a  determinada 
oficina,  estableciéndose  con  su  conducta  el 
engaño  que  es  una  de  las  carecteristicas 
de  la  estafa;  y  en  consecuencia,  no  proce- 
diendo aumento  de  una  tercera  parte  de 
la  pena  por  este  motivo,  como  lo  hizo  la 
Sala,  infringió  el  articulo  24  del  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO : 

Que  con  la  confesión  del  reo  se  encuen- 
tra plenamente  comprobada  la  preexisten- 
cia del  delito  y  que  él  lo  cometió,  y  siendo 
ésta  la  única  debe  apreciarse  como  ate- 
nuante, disminuyéndose  la  pena  en  una 
tercera  parte. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  siendo  una  obligación  sino  una 
facultad  la  que  tienen  los  jueces  de  otor- 
gar la  suspensión  de  una  pena,  tanto  pue- 
den hacer  uso  de  ella  para  concederla  co- 
mo para  denegarla,  pues  aun  concurriendo 
los  requisitos  que  se  determinan  la  facul- 
tad no  desaparece,  razón  por  la  cual  la  de- 
negatoria que  hizo  la  Sala  no  dá  lugar  al 
recurso  de  casación;  pero  habiéndose  ad- 
mitido éste  por  otro  motivo,  la  Corte  hace 
constar  que  no  cree  del  caso  hacer  cesar  o 
dejar  en  suspenso  la  pena  que  corresponde 
imponerse.    Articulo  51  Código  Penal. 


POR  TANTO : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  los  artículos  676  inciso  5o.,  687,  735 
de  Procedimientos  Penales;  233  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial;  24,  34,  60, 
47,  418  inciso  2o.  del  Código  Penal,  CASA 
Y  ANULA  la  sentencia  recurrida  y  resol- 
viendo sobre  lo  principal,  declara:  que 
Francisco  Valdés  Rosales  es  autor  del  de- 
lito de  estafa,  por  el  que  lo  condena  a  su- 
frir la  pena  de  ocho  meses  de  arresto  ma- 
yor, hecha  la  rebaja  concerniente  a  la  ate- 
nuante de  su  confesión,  sin  la  cual  habría 
procedido  absolverlo;  le  abona  la  prisión 
sufrida  y  le  permite  conmutar  la  totalidad 
de  la  pena  impuesta  a  razón  de  veinticin- 
co centavos  diarios;  lo  obliga  a  la  reposi- 
ción del  papel  empleado  en  la  causa  por 
el  del  sello  correspondiente  y  al  pago  de 
las  responsabilidades  civiles  provenientes 
de  delito  y  queda  suspenso  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  políticos  durante  el  tiem- 
po de  la  condena.  Notifiquese  y  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Ahel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  Garda  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  David  Cruz  Ríos,  por  el  de- 
lito de  asesitiato- 

DOCTRINA:  Cuando  se  causa  la  muerte 
de  una  perso7ia  concurriendo  la  circuns- 
ta?icia  de  alevosía,  el  delito  es  el  de  ase- 
sinato, y  debe  imponerse  al  que  lo  eje- 
cuta, la  pena  de  muerte. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  Abril  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes,  la  sentencia  que  dictó  la  Sa- 
la Tercera  de  Apelaciones  con  fecha  ocho 
de  febrero  del  corriente  año,  aprobando  la 
que  pronunció  la  Comandancia  de  Armas 
de  este  Departamento,  con  asesoría  del 
Auditor  de  Guerra,  en  la  que  condena  a 
David  Cruz  Ríos  como  autor  del  delito  de 
asesinato,  a  la  pena  de  muerte. 

El  diecinueve  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  a  las  catorce  horas  y 
treinta  minutos,  el  Juez  Municipal  de  San 
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José  del  Golfo,  de  este  Departamento,  le- 
vantó un  "Por  Cuanto"  haciendo  constar 
que  a  su  presencia  y  la  de  Mónico  Zacaida, 
en  el  interior  de  la  oficina  de  la  Intenden- 
cia, el  telegrafista  del  mismo  lugar  David 
Cruz  Ríos  habla  disparado  cinco  tiros  de  re- 
vólver al  Secretario  Municipal  siendo  cap- 
turado el  reo  infraganti. 

Examinado  Zecaida,  dijo:  que  se  en- 
contraba dándole  parte  al  Secretario  Mu- 
nicipal del  fallecimiento  de  un  niño,  y  en 
ei  momento  preciso  que  el  empleado  Se- 
bastián Pérez  D.,  asentaba  en  el  libro  la 
respectiva  partida,  entró  bruscamente  el 
telegrafista  David  Cruz  Rios,  y  le  dijo  al 
Secretario  que  le  habia  mandado  un  pape- 
lito  para  que  le  arreglara  el  asunto  del  pre- 
supuesto, y  como  no  le  habia  hecho  le 
traía  el  otro  con  el  mismo  fin  y  se  lo  puso 
sobre  la  mesa;  a  esto  dijo  el  Secretario  que 
por  él  no  habia  inconveniente,  pero  que 
la  partida  de  nacimiento  que  deseaba  se 
arreglara,  no  decía  "Ciria"  sino  "Ciriaca", 
y  además  en  el  Ministerio  de  Educación 
Pública  se  sabia  que  su  cuñada  ( del  telegra- 
fista) no  se  llamaba  "Ciria"  sino  Ciriaca 
Beltrán  Osuna;  sin  embargo  que  le  habla- 
ra al  Intendente  allí  presente  para  que  si 
éi  lo  autorizaba  haría  la  corrección;  asi  lo 
hizo  Rios,  pero  al  decirle  el  Intendente  que 
no  se  podía  porque  eso  produciría  trastor- 
nos en  los  documentos,  se  volvió  hacia  el 
secretario  y  diciéndole  que  por  qué  no  se 
podía  "jodido",  le  disparó  cinco  tiros,  tan 
rápidamente  que  ya  había  descargado  la 
pistola  cuando  el  Intendente  y  el  declaran- 
te se  arrojaron  sobre  él  para  desarmarlo, 
acudiendo  a  prestar  auxilio  inmediato  el 
Regidor  de  turno  Casimiro  Catalán  y  el  al- 
guacil Pedro  Carrera  Castellanos;  y  cuan- 
do entre  todos  conducían  a  Rios,  se  encon- 
traron en  el  corredor  con  el  Comandante 
Local,  a  quien  Ríos  se  dirigió  diciéndole 
"no  tiene  más  tiros,  Comandante,  no  tiene 
más  tiros",  y  entonces  éste  pudo  reconocer 
que  el  revólver  que  el  Intendente  llevaba 
en  las  manos  era  el  suyo.  Al  proceso  fué 
agregado  un  pedazo  de  papel  sin  firma  que 
dice:  "Don  Tan:  Perdone  — yo  rompí  esos 
presupuestos,  es  que  hay  ratos  que  está  uno 
bilioso —  Ponga  "Siria",  gracias.  Si  im- 
ponen multa  yo  la  pago";  así  como  un 
cuadro  del  Presupuesto  de  la  EIscuela  Na- 
cional de  Varones,  roto  en  dos  pedazos,  en 
el  cual  está  incluido  el  de  la  Escuela  Rural 
Mixta  de  "Choleña",  comprendiendo  dos 
plazas,  una  de  ellas  la  de  una  Directora 
con  grado  con  el  nombre  de  Ciriaca  Beltrán 
O.   Nueve  de  los  catorce  interesados  ha- 


bían firmado  ya  este  presupuesto,  faltando 
por  firmar  los  cinco  empleados  restantes. 

Examinado  el  herido  Sebastián  Pérez, 
dijo:  que  el  Director  de  la  Escuela,  don  Mi- 
guel Peláez,  hizo  el  Presupuesto  de  las  es- 
cuelas de  la  jurisdicción  y  en  él  consignó 
el  nombre  de  Ciriaca  Beltrán  Osu- 
na, y  al  mandárselo  a  ésta  para  que  lo  fir- 
mara, no  se  presentó  ella  misma  sino  su 
cuñado  David  Cruz  Ríos,  quien  le  tiró  los 
pedazos  del  presupuesto  sobre  la  mesa  di- 
ciendo que  su  cuñada  no  se  llamaba  Ciria- 
ca sino  "Ciria"  y  que  ahí  estaba  esa  su  por- 
quería para  que  lo  arreglara;  el  declaran- 
te hizo  un  nuevo  presupuesto  y  siempre  pu- 
so el  nombre  de  Ciriaca,  porque  así  consta 
en  el  Ministerio  de  Educación  Pública  y 
por  evitar  trastornos  y  dificultades  en  las 
documentaciones;  pero  el  telegrafista  llegó 
a  reclamarle  y  como  no  obtuviera  resolu- 
ción favorable,  ni  del  Intendente  allí  pre- 
sente, se  volvió  hacia  donde  estaba  el  de- 
clarante sentado  y  diciéndole:  "no  se  pue- 
de, verdad  jodido"  le  disparó  con  su  re- 
vólver. Después  del  reconocimiento  de  las 
lesiones  sufridas  por  el  ofendido  y  dado  el 
estado  de  gravedad  en  que  éste  se  encontra- 
ba, fué  remitido  al  Hospital  General  para  su 
tratamiento,  lo  que  ya  no  se  pudo  obtener 
por  haber  fallecido. 

Del  informe  médico  legal  de  la  autopsia 
practicada  en  su  cadáver,  consta  que  di- 
cho individuo,  de  edad  de  veinticinco  a 
treinta  años,  sufrió  heridas  producidas  por 
arma  de  fuego,  así:  una  en  el  dorso  de  la 
mano  izquierda  con  orificio  de  salida  en  la 
parte  media  de  ia  región  palmar;  otra  a  la 
altura  del  octavo  espacio  intercostal  iz- 
quierdo, a  quince  centímetros  de  la  línea 
media,  con  orificio  de  salida  a  la  altura  de 
la  primera  vértebra  lumbar;  otra  a  la  al- 
tura de  la  novena  costilla  izquierda;  otra 
a  la  altura  de  la  segunda  vértebra  lumbar; 
las  heridas  penetrantes  del  tórax  y  abdo- 
men produjeron  una  abundante  hemorra- 
gia interna  que  le  causó  la  muerte  por  ane- 
mia aguda. 

Los  testigos  Pedro  Carrera  Castellanos, 
Casimiro  Catalán  y  José  Monroy  hicieron 
una  relación  de  lo  que  vieron  en  la  forma 
siguiente:  el  primero  y  segundo,  que  se  ha- 
llaban sentados  en  unas  bancas  de  las  que 
hay  en  el  corredor  del  Juzgado,  cuando 
oyeron  unos  disparos  en  el  interior  del  mis- 
mo, acudieron  y  vieron  que  el  Intendente 
y  Mónico  Zecaida  tenían  agarrado  al  te- 
legrafista David  Cruz  Rios,  quien  al  salir 
ya  capturado  y  encontrarse  con  el  Co- 
mandante, le  preguntó  si  tenia  más  tiros. 


166 


quedando  sorprendido  el  Comandante  al 
ver  que  de  3u  pistola  se  había  hecho  uso; 
y  el  tercero,  que  cuando  regresó  de  ir  a 
traer  agua  vió  que  estaba  tirado  en  el 
suelo  en  medio  de  su  escritorio  y  la  pared 
el  secretario  del  Juzgado,  y  que  él  ayudó  a 
transportarlo. 

Interrogado  el  reo  de  veinsitiete  años  de 
edad,  dijo:  a)  que  habia  cumplido  una 
condena  por  una  dificultad  que  tuvo  con 
el  Secretario  Municipal,  en  la  que  intervi- 
no Candelario  Falencia;  b)  que  no  sabia 
el  motivo  por  el  cual  estaba  preso;  c)  que 
a  la  hora  de  autos  se  encontraba  en  su 
cíicina;  d)  que  no  sabia  el  fallecimiento 
del  secretario  municipal  del  pueblo;  ei 
respecto  de  la  pistola  que  se  le  puso  a  la 
vista  no  sabia  nada;  f)  al  preguntarle  si 
con  esa  arma  hirió  mortalmente  a  Sebas- 
tián Pérez,  dijo  que  no  sabia.  En  atención 
a  la  forma  de  estas  contestaciones  se  sus- 
pendió la  diligencia. 

Examinado  Candelario  Falencia,  expu- 
so: que  el  treinta  y  uno  de  Mayo  como  a 
las  diez  y  siete  horas,  el  secretario  muni- 
cipal llegó  a  suplicarle  al  Tesorero,  que 
era  el  mismo  telegrafista,  le  pagara  un 
lecibo  de  su  sueldo,  provocándose  con  esto 
un  altercado  entre  ambos,  por  lo  que  el 
declarante  intervino  suplicándole  a  Cruz 
Ríos  que  le  pagara  un  recibo,  toda  vez  que 
estaba  autorizado  y  tenía  necesidad,  a  lo 
que  Ríos  en  respuesta  se  sacó  de  la  bolsa 
de  atrás  una  media  botella  vacia  y  se  la 
dejó  caer  en  la  cabeza  con  fuerza  causán- 
hole  una  herida  contundente  en  el  fron- 
tal derecho,  sin  que  con  él  tuviera  ningún 
antecedente. 

El  Comandante  Local  del  propio  lugar, 
primero  en  informe  y  después  en  declara- 
ción, hizo  constar  que  en  un  momento  que 
tuvo  que  salir  de  su  despacho,  dejó  su  re- 
vólver dentro  de  su  carcaj  colgado  a  los 
píes  de  su  cama  y  a  los  quince  minutos 
más  o  menos  cuando  regresó,  oyó  cinco 
disparos  seguidos  y  se  encontró  con  que  el 
Intedente  Municipal  tenia  en  la  mano  su 
revólver  y  dos  alguaciles  tenían  agarrado 
al  telegrafista  v  se  dió  cuenta  que  habia 
sido  muerto  el  Secretario  municipal;  sabe 
que  entre  uno  y  otro  habían  tenido  algu- 
nas dificultados,  pero  en  la  feha  va  se  ha- 
blaban y  no  puede  decir  por  qué  .sucedió 
el  hecho,  porque  no  eran  enemigos. 

En  la  Fiscalía  Militar  fué  interrogado 
nuevamente  David  Cruz  Ríos  y  esta  vez  se 
produjo  en'  los  términos  siguientes:  es 
cierto  que  mandó  al  Secretario  municipal 
el  papelito  que  obra  en  autos  y  lo  recono- 


ce; es  cierto  que  hizo  varios  di.sparos  de 
revólver  al  Secretario  citado,  pero  no  fué 
Ijorque  éste  se  negara  a  poner  en  el  Presu- 
puesto el  nombre  de  "Siria",  y  tampoco 
tenia  el  propósito  de  matarlo  ni  lo  habia 
premeditado;  que  Pérez  estaba  parado,  con 
un  libro  abierto  en  su  escritorio,  la  plu- 
ma en  una  mano  y  trataba  en  ese  mo- 
mento de  meter  la  otra  mano  en  una  ga- 
veta en  donde  indudablemente  tenía  ar- 
ma; dos  veces  antes  había  llegado  Pérez 
a  insultarlo  a  su  oficina,  de  palabra  y 
obra;  que  por  ofensa  que  ese  mismo  día 
recibió  de  Pérez  y  por  el  miedo  que  le  te- 
nia le  disparó  "poniendo  sus  cinco  senti- 
dos en  lo  que  hacia";  y  que  las  hojas  del 
PresupueslQ,  las  rompió  por  casualidad. 

El  Intendente  Municipal  dió  su  decla-a- 
ción  como  testigo,  de  entera  conformidad 
con  lo  manifestado  por  Zecaida  y  el  propio 
ofendido,  afirmando  que  el  hechor  y  Pérez 
eran  amigos  porque  todavía  en  la  maña- 
na de  ese  día  se  habían  hablado,  aunque 
anteriormente  habían  tenido  algunas  difi- 
cultades. 

Elevada  la  causa  a  plenario,  el  reo  ma- 
nifestó: que  al  ver  que  Sebastián  Pérez  le 
habia  pegado  dos  bofetadas  y  lo  tenía  del 
pelo  contra  la  mesa  y  registraba  la  gaveta 
donde  tenía  su  revólver,  indudablemente 
fe  ofuscó  y  reaccionó  en  defensa  de  su 
vida,  acordándose  en  esos  momentos  que 
tenía  una  pistola,  que  no  era  suya  e  hizo 
uso  de  ella  disparando  sobre  Pérez.  No  se 
conformó  con  el  cargo  de  asesinato  que  se 
le  formuló  y  se  le  nombró  defensor,  de  ofi- 
cio, al  Licenciado  Marcial  Méndez  Monte- 
negro, quien  pidió  y  obtuvo  la  recepción 
de  la  causa  a  prueba. 

El  reo  ;?n  memorial  fecha  dieciseis  de 
Septiembre  (1937),  expu.so  .sus  .sentimien- 
tos de  condolencia  por  la  desgracia  ocurri- 
da en  momentos  de  ofuscación,  y  deseoso 
de  aliviar  en  algo  la  penosa  situación  de 
los  cinco  niños  que  han  quedado  sin  el 
apoyo  moral  del  padre,  ofrecía  partir  con 
elios  el  pan  de  sus  hijos  propios:  se  hizo 
saber  esta  y  otras  solicitudes  presentadas 
por  el  reo  con  el  mismo  fin  a  la  acusadora 
viuda  de  Pérez,  quien  manifestó  que.  .sin 
r.ienoscabar  en  nada  sus  derechos  y  acep- 
tando lo  olrecído  como  el  cumplimiento 
de  la  responsabilidad  civil,  expresaba  su 
rsentimiento;  y  asi  fué  que  se  entregaron 
a  ésta,  varias  pequeñas  sumas  en  efectivo, 
cuyos  recibos  obran  en  autos. 

A  solicitud  del  defeixsor  fueron  exami- 
nados Maximiliano  de  León  Pineda.  Ram- 
berto  Grijalva,  Rufino  Barrientos,  Félix 
Calderón  y  otros,  quiene.s  abonan  la  buena 
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conducta  observada  anteriormente  por 
Cruz  Ríos,  lo  que  se  acreditó  asimismo  con 
un  informe  del  Jefe  de  Comunicaciones 
Eléctricas,  quien  a  la  vez  emitió  un  intor- 
me  (folio  63  de  la  causa),  acerca  de  los 
distintos  empleos  que  ha  desempeñado  el 
leo  desde  el  año  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve 3  mil  novecientos  treinta  y  siete, 
de  los  cuales  fué  retirado  una  vez  por  mal 
servicio,  otras  por  enfermedad  y  otras  por 
1  enuncia. 

El  propio  defensor  solicitó  se  mandara 
a  practicar  un  reconocimiento  psico-pato- 
lógico  de  su  defendido,  aunque  sin  expre- 
sar las  causas  en  que  se  fundaba,  y  si  bien 
al  principio  fué  denegada  esta  diligencia, 
después  fué  aceptada,  comisionándose  con 
tal  fin  al  Doctor  Miguel  F.  Molina,  quien 
informó  categóricamente  que  el  enjuiciado 
no  sufre  de  trasnomo  mental  alguno. 

En  su  alegato  final  el  defensor  somera- 
mente dice  que  el  reo  sin  aue  mediara  pre- 
meditación o  alevosía  dió  muerte  a  Pérez; 
está  la  confesión  como  prueba,  pero  no  se 
llegó  a  establecer  que  el  homicidio  sea  ca- 
lificado; que  el  ofrecimiento  que  hizo  su 
ofendido  de  proteger  a  los  hijos  huérfanos, 
demuestra  sus  buenos  sentimientos  y  su.s 
deseos  de  reparar  el  mal  causado,  así  como 
su  arrepentimiento  del  delito  cometido  en 
lui  momento  de  ofuscación,  cuando  sus  fa- 
cultades mentales  qiiedaron  — indudable- 
mente--  anuladas  por  completo,  de  tal 
manera  que  no  le  fué  posible  en  tales  cir- 
cunstancias discernir  acerca  de  la  ilicitud 
del  acto  que  iba  a  ejecutar. 

El  Tribunal  Militar  fundó  su  fallo  en 
las  declaraciones  de  testigos,  haciendo  re- 
lación de  otros  hechos  concomitantes  y  to- 
mando en  cuenta  que  hubo  ensañamien- 
to, así  como  alevosía  y  premeditación,  ca- 
lificó el  delito  de  asesinato  e  impuso  la 
pena  de  muerte. 

Tanto  el  reo  como  su  defensor  apelaron 
de  la  sentencia,  pero  sin  hacer  mérito  de 
ese  recurso,  se  elevó  la  causa  en  consulta 
a  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones,  Tribunal 
que  apreciando  la  existencia  de  las  circuns- 
tancia? de  alevosía  y  premeditación  y 
también  las  de  haberse  cometido  el  delito 
con  desprecio  y  ofensa  de  la  autoridad  pú- 
blica, en  el  mismo  local  donde  ésta  ejercía 
sus  funciones,  y  desestimando  la  atenuan- 
te de  la  confesión  alegada,  por  estar  jus- 
tificado el  delito  con  otras  pruebas,  apro- 
bó la  sentencia  de  primer  grado. 

Contra  el  pronunciamiento  de  segunda 
Instancia,  el  Procurador  de  la  propia  Sala 
interpuso  recurso  de  casación,  tanto  por 


quebrantamiento  de  forma  como  por  in- 
fracción de  ley,  y  este  Tribunal,  después  de 
estudiar  los  autos,  consideró  que,  por  equi- 
dad, debió  darse  audiencia  en  segunda  ins- 
tancia al  Procurador  y  Fiscal,  a  fin  de  que 
el  enjuiciado  no  quedara  sin  defensa  en 
ese  grado  del  juicio  y  resolvió  anular  la 
sentencia  recurrida. 

Devueltos  los  autcs  a  la  Sala,  se  cumplió 
ccn  mandar  oír  a  los  funcionarios  mencio- 
nados, de  los  cuales  el  primero  se  redujo 
a  manifestar  que  no  se  hablan  considerado 
¡as  atenuantes:  la.  del  Articulo  6o.  del  De- 
creto 214  I  Parte;  la.,  4a.,  7a.,  y  9a  del  De- 
creto 2164  y  procedía  por  esa  razón  revo- 
car el  fallo  y  que  se  impusiera  !a  pena  por 
ti  delito  de    homocidio  disminuida  en  las 
partes  que  correspondía.    Por  su  parte,  el 
Fiscal  alegó  sobre  que  el  Tribunal  de  se- 
gunda instancia  debía  ratificar  su  criterio 
sustentado  en  la    primera  sentencia,  ya 
que  no  cabe  duda  que  en  la  ejecución  del 
delito  concurrieron  las  circunstancias  de 
alevosía,  premeditación  conocida  y  ensa- 
ñamiento. En  seguida  la  Sala  dictó  la  sen- 
tencia que  se  examina,  por  que  el  Procu- 
rador, interpuso  el  recurso  de  casación,  el 
cual,  esta  vez  lo  funda  en  que  las  prime- 
ras diligencias  del  juicio  no  se  recibieron 
de  conformidad  con  la  ley,  porque  tanto 
las  declaraciones  como  las  providencias  y 
demás  diligencias  han  sido  firmadas  por 
ei  Juez  y  una  persona  que  no  era  el  Secre- 
tario, pues  éste  era  el  interfecto,  siendo, 
por  consiguiente,  nulas.    Pero  aún  supo- 
niéndolas legales  no  son  suficientes  para 
estimar  que  de  ellas  se  desprendan  las  cir- 
cunstancias cualificativas  que  torna  el  he- 
cho en  asesinato,  porque  son  contradicto- 
rias con  lo  que  aparece  en  el  informe  mé- 
dico legal  de  la  autopsia  practicada  en  el 
cadáver,  del  que  se  induce  que  el  inter- 
fecto no  estaba  sentado  en  su  escritorio, 
escribiendo  el  acta  de  defunción  que  re- 
fieren los  testigos,  porque  de  haber  estado 
en  tal  posición,  no  hubieran  sido  tales  par- 
tea las  lesionadas,  sino  únicamente  las  más 
altas  del  tórax,  por  e.star  las  bajas  y  el  ab- 
domen protegidos  por  el  escritorio,  el  que 
no  aparece  que  haya  sido  tocado  por  los 
proyectiles.    En  resumen  pidió  fuera  con- 
denado Cruz  Ríos  como  autor  del  delito  de 
homicidio,  si  se  quiere  agravado  por  ha- 
berse cometido  en  el  local  de  la  autoridad, 
compensando  ésta,  con  la  atenuante  do 
que  ha  tratado  de  reparar  ccn  celo  el  ma! 
causado.   C'tó  como  infringidos  los  artícu- 
los 6o.  inciso  4o.,  7o.  inciso  2o.  Código  Mili- 
tar I  Parte;  199  en  todos  sus  incisos;  212 
en  todos  .nis  incisos;  221.  222.  223.  580.  585 
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en  sus  dos  fracciones  del  Código  Militar  2a. 
Parte;  119,  57,  68,  IX,  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial;  160,  355,  573  en  todos  sus 
incisos  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 22  inciso  7o.,  23  incisos  lo.,  5o.,  13  y 
18;  299  incisos  lo.,  y  3o.  y  300  del  Código 
Penal  común. 

CONSIDERANO: 

Que  no  sólo  per  la  circunstancia  de  ha- 
berse conocido  anteriormente  del  mismo 
asunto  por  recurso  interpuesto  por  el  pru- 
pio  Procurador,  quien  se  fundó  en  el  que- 
brantamiento del  procedimiento,  causa  que 
entonces  sirvió  de  base  para  declarar  la 
casación  de  la  primera  sentencia  de  se- 
gunda instancia  dictada  en  este  juicio,  sin 
que  entonces  se  señalaran  otros  motivos 
que  los  considerados  en  esa  ocasión,  lo  que 
impide  volver  a  conocer  del  recurso  por  la 
misma  causa;  sino  también  porque  nin- 
guna de  las  razones  que  acerca  de  este  mo- 
tivo se  alegan,  ni  ninguno  de  los  artículos 
en  que  ahora  se  apoya  el  recurso,  dan  lugar 
al  examen  de  la  sentencia  recurrida,  por 
no  estar  esos  casos  comprendidos  en  los 
enumerados  en  el  articulo  677  del  Código 
do  Procedimientos  Penales,  no  pueden  te- 
nerse como  infringidos  los  que  al  trámite 
y  formalidades  se  refieren  como  son  los 
artículos  57,  68,  119,  IX  de  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial,  160,  355  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  585  y  580 
del  Código  Militar  II  Parte. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  apreciación  que  se  hace  en  la  sen- 
tencia recurrida,  acerca  de  la  confesión 
del  acusado  y  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  presenciales  del  delito,  asi  como 
de  las  presunciones  como  elementos  de 
prueba  de  Ja  culpabilidad  del  mismo  como 
autor  del  delito,  no  cabe  ninguna  duda  que 
ha  sido  correcta,  pues  el  mismo  recurren- 
te admite  que  Cruz  Ríos  debe  ser  condena- 
do como  autor  del  delito  y,  por  consiguien- 
te, no  ha  habido  infracción  alguna  de  la 
prueba  a  que  se  refieren  los  articules  199. 
212,  221,  222  y  223  del  Código  Militar  TI 
Parte  y  573  del  Código  de  Procedimientos 
Penales  6o.  inciso  4o.  Código  Militar  I  Par- 
te. 

•CONSIDERANDO: 

Que  tomándose  en  cuenta  el  tiempo  y 
lugar  en  que  ii\é  cometido  el  delito,  la  for- 
ma de  llevarlo  a  cabo  en  momentos  en  que 


la  victima  se  encontraba  dedicada  a  sus 
labores  oficiales,  cumpliendo  con  sus  obli- 
gaciones, no  puede  ponerse  en  duda  que 
hubo  alevosía  bien  caracterizada  en  su  eje- 
cución, una  vez  que  por  la  rapidez  del  ata- 
que tan  imprevisto,  el  ofendido  nunca  pu- 
do haber  opuesto  la  menor  resistencia  y 
menos  acudir  a  medios  que  lo  sustrajeran 
de  una  agresión  tan  injusta  como  inespe- 
rada, en  la  cual  el  agresor  pudo  estar  se- 
guro que  contaba  con  medios,  modos  y  for- 
mas que  conducían  directa  y  especialmen- 
te a  la  aseguración  del  delito,  sin  ningún 
riesgo  para  su  persona,  que  pudiera  proce- 
der de  la  defensa  que  en  otro  caso  pudie- 
ra haber  hecho  el  ofendido.  Y  como  la 
concurrencia  de  esta  circunstancia  que  en 
otros  casos  bien  puede  ser  simple  agravan- 
te, en  el  presente  es  cualifícativa  en  el  con- 
cepto de  hacer  cambiar  la  naturaleza  del 
delito  de  homicidio  en  asesinato,  tal  apre- 
ciación, tanto  del  Tribunal  Militar  como  de 
la  Sala  de  Apelaciones  está  ajustada  a  los 
principios  generales  del  derecho  y  de  acuer- 
do con  las  disposiciones  legales  sobre  la 
materia,  por  lo  que  no  ha  habido  infrac- 
ción de  los  artículos  23  inciso  lo.,  299  inci- 
so lo.,  y  300  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  sentencia  recurrida  no  han  te- 
nido mayor  significación  para  el  efecto  de 
la  imposición  de  la  pena  las  circunstancias 
agravantes  de  premeditación  conocida,  el 
desprecio  u  ofensa  a  la  autoridad  pública 
y  haber  cometido  el  delito  en  el  local  en 
que  la  autoridad  ejercía  sus  funciones  to- 
da vez  que  estando  caracterizado  el  delito 
como  asesinato  por  la  sola  concurencia  de 
la  alevosía  en  nada  podían  influir  estas 
agravantes,  y  de  esta  manera  tampoco  han 
S'do  infringidos  los  artículos  6o.  inciso  2o. 
del  Código  Militar  I  Parte;  23  incisos  5o., 
13  y  18  y  299  inciso  3o.  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  es  el  caso  de  tomar  en  cuenta 
f  omo  atenuante  en  )a  ejecución  del  delito, 
el  hecho  posterior  a  él.  de  suministrar  el 
prevenido,  algunos  fondos  para  el  sosteni- 
miento de  la  familia  de  la  víctima,  porque 
esto  solamente  puede  estimarse  como  cum- 
l)limionto  de  obligación  civil  nacida  del  de- 
lito y  nunca  como  medio  de  reparación  de! 
riuil  causado  o  de  impedir  sus  ulteriores 
perniciosas  consecuencias,  y  en  esa  virtud 
no  ha  sido  infringido  el  artículo  22  inciso 
7o.  del  Código  Penal 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  en  los  artículos  690  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  declara  im- 
procedente el  recurso  interpuesto  y  para 
el  caso  de  que  el  reo  obtenga  la  conmuta- 
ción de  la  pena  impuesta  por  la  inmediata 
inferior  de  quince  años,  se  le  impone  un 
arresto  de  treinta  días  que  podrá  conmutar 
a  razón  de  cincuenta  centavos  cada  día. 
Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  origen. 

Raí.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Fraiidsco  E.  Ro- 
dríguez. —  Carlos  Castellanos  R.  —  Max 
García  R.  —  Secretarlo. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Juan  Castillo  Hernández, 
por  el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Cuando  no  existe  suficiente 
prueba  para  condenar:  pero  concurren 
los  tres  requisitos  que  establece  el  artícu- 
lo 730  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, la  absolución  debe  limitarse  a  la 
instancia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación, 
se  examina  la  sentencia  que  profirió  la  Sa- 
la Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones  el  2  de 
febrero  del  año  en  curso,  por  la  cual  im- 
prueba la  que  dictó  el  Juzgado  de  la.  Instan 
cía  de  Chíquimula,  en  el  proceso  seguido 
contra  Juan  Castillo  Hernández,  por  el  de- 
lito de  lesiones,  le  declara  culpable  y  le 
impone  la  pena  de  tres  años  de  prisión  co- 
rreccional, en  la  Penitenciaría  del  Centro, 
con  las  accesorias  correspondientes. 

RESULTA:  que  el  procedimiento  se  vió 
en  el  Juzgado  de  Paz  de  Chíquimula,  el 
diecisiete  de  octubre  del  año  próximo  pa- 
sado, por  haber  comunicado  el  sargento  de 
la  policía  montada  David  Morataya,  que 
los  individuos  Elíseo  Brenes,  Juan  y  Fran- 
cisco Castillo,  habían  sido  conducidos,  el 
día  anterior,  a  la  detención,  a  las  diecisiete 


horas  por  el  Mayor  Otoníel  Gamboa,  por- 
que en  estado  de  ebriedad  reñían  en  el 
campo  de  aviación.  A  su  parte  acompañó 
un  corvo  y  un  chicote  que  le  fueron  recogi- 
dos a  Francisco  Castillo  y  un  cuchillo,  que 
so  le  encontró,  a  Juan  del  mismo  apellido. 

Juan  Castillo  Hernández  manifestó:  que 
el  domingo  dieciséis  de  octubre,  como  a  las 
diecisiete  horas,  iba  acompañado  de  su 
hermano  Francisco  y  Elíseo  Paiz  Brenes  a 
caballo  y  como  los  botara,  un  instructor 
que  estaba  por  allí,  creyendo  que  peleaban 
los  condujo  a  la  detención;  que  no  pelea- 
ron ni  tampoco  se  causaron  lesiones  en 
riña. 

El  Cirujano  del  Hospital  de  Chíquimula 
informó:  que  Elíseo  P.  Brenes.  sufrió  la 
amputación  total  del  lóbulo  de  la  oreja  de- 
recha; presentaba  contusiones  de  primer 
grado  en  la  cara  y  el  cuello,  así  como  tam- 
bién en  el  hombro  izquierdo.  Le  queda  de- 
formidad. Francisco  Castillo  presentaba 
una  herida  con  arma  cortante  en  la  región 
temporal  derecha  y  decía  padecer  de  va- 
rias contusiones  en  diferentes  partes  del 
cuerpo,  que  no  se  manifestaban.  Y  Juan 
de  este  mismo  apellido  no  presentaba  gol- 
pes ni  lesiones.  El  mayor  Otoniel  Gamboa 
afirmó  haber  visto  por  el  campo  de  avia- 
ción, a  dos  individuos  peleando;  después 
resultaron  tres  y  entonces  intervino,  los 
detuvo  y  entregó  a  la  policía. 

Ampliando  su  dictamen  el  Cirujano  del 
Hospital  de  Chíquimula,  informó:  que  la 
herida  que  presentaba  Paiz  Brenes  había 
sido  producida  por  morderura  humana,, 
que  le  cercenó  el  lóbulo  de  la  oreja;  y  la 
de  Francisco  Castillo  era  una  herida  con- 
tusa, en  la  región  parietal  izquierda,  de  di- 
rección antero-posterior;  calculaba  que 
curaba  en  siete  días,  sin  dejar  consecuen- 
cias. 

Francisco  Castillo,  declaró  que  iban  a  ca- 
ballo con  Brenes  y  su  hermano  Juan  por  el 
campo  de  aviación,  cuando  se  cayeron  y 
en  el  suelo  se  golpearon,  sin  haber  reñido. 
Esto  lo  confirma  Elíseo  Paiz  Brenes,  ase- 
gurando que  al  caer  sufrió  la  herida  y  con- 
tusiones que  presentaba.  Pero  después 
modificó  su  declaración,  exponiendo:  que 
los  hermanos  Juan  y  Francisco  Castillo 
Hernández  lo  han  llevado  mal;  ese  día  iban 
a  caballo  por  el  campo  de  aviación,  llevan- 
do Juan  un  corvo  y  Francisco  un  chicote 
y  al  verlo  se  dirigieron  a  él,  por  lo  que,  de- 
fendiéndose, desarmó  a  Juan  en  los  mo- 
mentos en  que  recibía  2  latigazos  de  Fran- 
cisco, a  quien  hirió  con  el  corvo  que  le 
quitó  a  Juan.  Este  se  le  arrojó  encima, 
montándosele  en  el  lado  derecho  y  de  una 
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mordedura  le  quitó  un  pedazo  de  oreja, 
mientras  por  el  otro  lado  le  asestaba  un 
golpe  con  una  piedra.  En  ese  preciso  mo- 
mento llegó  el  Mayor  Gamboa,  le  quitó  do 
encima  a  los  Ca.^tillo  y  a  los  tres  los  con- 
dujo a  la  Comandancia  de  la  Policía  Mon- 
tada, 

Ampliando  su  declaración  Juan  Castillo, 
manifestó  que  el  hecho  había  .''ucedido  co- 
mo lo  había  declarado  anteriormente:  y 
negó  ser  el  auto',  de  la  mordedura  y  con- 
tusiones que  presentaba  Pa-'z  Bvenes, 

En  nueva  ampliación  informó  el  Ciruja- 
no, que  Paiz  Erenes  había  tardado  doce 
días  para  su  curación. 

Examinado  nuevamente  Otoniel  Gam- 
boa, expuso:  que  un  hombve  ilJa  a  caballo 
con  un  machete,  otro  lo  esperaba  con  un 
machete  más  pequeño  y  al  encontrarse  se 
pusieron  a  reñir;  intervino  y  les  condujo  a 
la  comandancia  de  la  policía  montada,  sin 
haber  sabido  el  nombre  de  aquellos  hom- 
bres. 

Los  expertos  E'.'nesto  R.  Lara  y  Eduardo 
Villatoro,  dictaminaron  que  dada  la  peque- 
ñez  del  lóbulo  y  lo  variado  de  su  forma,  no 
constituye  una  deformidad  visible,  que  le 
afecte  seriamente  en  ningún  sentido.  Prac- 
ticada esta  diligencia  se  permitió  la  excar- 
celación de  Juan  Castillo  Hernández,  bajo 
fianza. 

No  quedó  conforme  con  el  cargo  que  se 
le  dedujo  por  el  deUtc  de  lesiones  y  duran- 
te el  término  probatorio,  fueron  examina- 
dos Maximino  Monroy,  Feliciano  López  y 
Tomás  del  mismo  apellido;  Manuel  Sán- 
chez y  Medardo  Girón.  Los  tres  primeros 
declararon:  que  Ies  consta  que  los  herma- 
nos Castillo  y  Paiz  Brcnes  iban  por  el  cam- 
po de  aviación,  a  caballo,  se  cayeron  y  en- 
tonces intervino  el  Mayor  Otoníel  Gamboa, 
conduciéndolos  a  la  detención;  y  lo.s  do.í 
restantes:  que  Ic^  consta  que  Juan  Castillo 
Hernández  es  honrado,  pobre  y  vive  dedi- 
cado a  su  trabajo. 

El  Juez  pronunció  sentencia  absolviendo 
a  Juan  Castillo  Hernández  del  cargo  que  le 
formuló  por  el  delito  de  lesiones,  por  falta 
de  prueba  para  cordenar;  y  al  elevarla  en 
consulta  a  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones  la  desaprobó  y  fundándose  en 
que,  en  un  principio  Paiz  Brenes  se  puso 
cié  acuerdo  con  sus  oten.sorcs  Juan  y  Fran- 
cisco Castillo  Hernández,  para  lograr  la 
impunidad;  pero  que  po.steriormente.  el 
primero  modificó  su  declaración  y  asegu- 
ró que  había  sido  herido  en  una  riña  ha- 
bida con  los  Castillo  Hernández,  con  quie- 
nes no  ha  tenido  buenas    relaciones;  en 


que,  el  Mayor  Otoníel  Gamboa  capturó  a 
los  tres  por  estar  riñendo,  recogiéndoles 
un  machete,  un  chicote;  y  en  que.  por  la 
naturaleza  de  la  lesión  no  es  posible  creer 
que  se  la  haya  ocasionado  el  mismo  Paiz 
Brenes  al  caer  del  caballo,  sino  que  fué,  co- 
mo lo  dice  el  médico,  producida  por  mor- 
deura  humana,  deduce  la  culpabilidad  de 
Juan  Castillo  Hernández,  y  por  la  deformi- 
dad que  deja  la  herida,  le  impone  tres  años 
de  prisión  correccional,  que  le  permite  con- 
mutar en  dos  terceras  partes  a  diez  centa- 
vos diarios. 

Contra  este  pronunciamiento,  el  reo 
Juan  Castillo  Hernández,  con  auxilio  del 
abogado  Raúl  Alarcón,  interpuso  el  pre- 
sente recurso  extraordinario  de  casación, 
citando  como  violados  los  artículos  308,  309 
inciso  3o.  y  311  inciso  2o.  Código  Penal; 
508.  572.  última  parte.  573.  574.  575.  581  in- 
ciso 2o.,  586  en  todas  sus  fracciones.  587. 
589.  593.  596.  597  y  601  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales.  Se  pidieron  los  antece- 
dentes, se  fijó  día  pava  la  vista  y  habién- 
dose verificado,  se  ha  llegado  al  caso  de 
resolver, 

CONSIDERANDO: 

Que  no  estando  demostrado  el  acuerdo 
entre  el  reo  Juan  Castillo  Hernández  y  el 
herido  Elíseo  Paiz  Brenes,  para  desfigm-ar 
el  hecho,  y  siendo  la  declaración  del  Ma- 
yor Otoníel  Gamboa,  testigo  presencial, 
indeterminada  en  cuanto  a  las  personas  a 
quienes  vió  reñir,  los  fundamentos  de  la 
Sala  sentenciadora,  para  declarar  culpable 
a  Juan  Castillo  Hernández,  no  están  debi- 
damente probados  en  autos;  y  al  basarse 
en  ellos  y  deducir  la  responsabilidad  de  és- 
te en  la  lesión  que  sufrió  Paiz  Brenes.  no 
habiendo  sido  .sólo  estos  dos  los  detenidos, 
sino  también  Francisco  Castillo,  infringió 
los  artículos  568.  587  y  589  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  aue  se  citan  entre 
los  violados  y  por  este  motivo  el  recurso  de 
casación  es  procedente. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  habiendo  suficiente  prueba,  por 
ahora,  para  condenar  a  Juan  Castillo  Her- 
nández, por  el  delito  oue  se  le  impula;  pe- 
ro concurriendo  los  tres  reauisitos  que  es- 
tablece el  artículo  730  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  su  absolución  debe 
¡imitarse  a  la  instanc'a.  ya  que  a  pesar  de 
que  propuso  tres  testigos,  que  dicen  que 
Paiz  Brenes  se  cavó  del  caballo,  están  en 
desacuerdo  con  lo  informado  por  el  Ciru- 
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jano  del  Hospital  de  Chiquimula,  que  me- 
rece más  crédito,  y,  por  tanto,  se  duda  de 
su  inocencia;  hay  esperanzas  de  que  se 
averigüe  quiénes  son  las  demás  personas 
que  vió  el  Mayor  Gamboa  en  el  lugar  del 
siiceso;  y  la  pena  asignada  al  delito,  no  es 
menor  de  tres  años  de  prisión  correccio- 
nal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  fundada 
en  los  artículos  687,  732  y  735  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  CASA  Y  ANU- 
LA la  sentencia  recurrida  y  resolviendo 
sobre  lo  principal,  ABSUELVE  de  la  ins- 
tancia a  Juan  Castillo  Hernández,  por  no 
estar  debidamente  probados  los  hechos. 
Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Iribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argiieta  S. 
■  Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  José  Maria  Ruis,  Octavio 
Jordán  Duarte,  Rosendo  Tobar  Aguilar 
y  Daniel  Morales  Cabrera,  por  el  delito 
de  contrabando  en  el  ramo  de  alcoholes. 

DOCTRINA:  La  tenencia  de  envases  abier- 
tos con  licor  o  residuos  del  misino,  por 
cualquier  motivo,  en  los  establecimien- 
tos autorizados  para  su  venta,  está  con- 
siderada como  contrabando  en  el  ramo 
de  alcoholes. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación 
se  ve  la  sentencia,  proferida  por  la  Sala 
Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  vein- 
tiocho de  noviembre  del  año  pasado,  en  el 
proceso  seguido  contra  José  Maria  Ruiz, 
Octavio  Jordán  Duarte,  Rosendo  Tobar 
Avelar  y  Daniel  Morales  Cabrera,  por  el 
delito  de  contrabando  en  el  ramo  de  alco- 
holes, por  la  que  confirma  la  del  Juez  de 
Primera  Instancia  del  departamento  de 
Zacapa,  que  absuelve  a  los  tres  últimos  y 


condena  al  primero  a  sufrir  tres  meses  de 
arresto  menor  y  a  pagar  cien  quetzales  de 
multa,  como  autor  del  indicado  delito. 

El  proceso  se  inició  en  el  Juzgado  de  Paz 
de  La  Unión,  del  departamento  de  Zacapa, 
el  veinticinco  de  abril  del  año  pasado,  por 
haber  dado  parte  el  Comandante  Local, 
que  José  Maria  Ruiz,  Octavio  Jordán  y 
Daniel  Morales  estaban  tomando  aguar- 
diente en  un  cuarto  contiguo  a  la  cantina 
de  la  propiedad  de  Ruiz,  donde  habían  si- 
do capturados  por  los  individuos  Rómulo 
Duque,  Secundino  Hernández  y  Francisco 
Rivera,  Examinados  estos  tres,  lo  confir- 
maron, agregando,  que  el  lugar  donde  es- 
taban era  en  la  cocina  que  está  comuni- 
cada con  el  departamento  donde  estaba  la 
cantina. 

Los  individuos  Gregorio  de  Jesús  Díaz  y 
Francisco  Alberto  Pineda,  manifestaron: 
que  habían  visto  entrar  a  Ruiz,  Jordán  y 
Morales  al  lugar  donde  fueron  capturados 
y  suponían  que  estaban  tomando  licor. 

Octavio  Jordán,  Daniel  Morales  y  José 
María  Ruiz,  expusieren,  el  primero:  que 
en  un  callejón  cercano  a  la  cantina  de 
Ruiz,  estando  éste  y  Daniel  Morales,  se 
pusieron  a  beber,  en  un  cuarto  de  litro  que 
llevaba  éste  y  otro  que  tenia  Jordán,  cuan- 
do llegó  la  escolta  y  los  condujo  a  la  cár- 
ce.  El  licor  lo  compró  en  la  cantina  de 
Juan  Paiz.  El  segundo:  que  fueron  captu- 
rados en  la  propia  cecina  de  la  casa  de 
Ruiz,  donde  tomaban  licor  con  éste  y  Jor- 
dán, que  habían  comprado  en  la  cantina 
de  Juan  Paiz;  y  el  tercero:  que  en  su  he- 
rrería estaban  tomando  licor,  cuando  llegó 
Rosendo  Tobar,  .se  cayó,  causándose  una 
herida  en  la  boca,  por  lo  aue  llegó  la  escol- 
ta y  lo  condujo  a  la  detención,  pero  que  el 
licor  no  había  sido  comprado  en  su  can- 
tina. 

El  Administrador  de  Rentas,  en  infor- 
me, manifestó:  que  Ruiz  no  había  defrau- 
dado; pero  si,  conforme  al  acuerdo  del 
treinta  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete,  había  cometido  delito. 

Por  el  delito  de  contrabando  se  redujo 
a  prisión  a  José  María  Ruiz  y  después  fué 
excarcelado  bajo  fianza  de  haz. 

Compareció  Rosendo  Tobar  Avelar  y 
manifestó:  que  iba  ebrio,  llevando  un  oc- 
tavo de  litro  de  aguardiente  que  compró 
en  la  cantina  de  Paiz  y  al  pasar  por  la  ca- 
sa de  Francisco  Barillas,  inmediata  a  una 
galera  de  José  María  Ruiz,  se  cayó  sobre 
un  pedazo  de  hojalata  y  se  rompió  el  la- 
bio. No  es  cierto  que  en  aquel  lugar  haya 
tomado  aguardiente. 
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En  el  plenario  se  le  dedujo  cargo  a  José 
María  Ruiz  por  el  delito  de  contrabando 
en  el  ramo  de  alcoholes,  no  se  conformó; 
el  representante  del  Fisco  pidió  que  se  le 
impusiera  la  pena  correspondiente;  y  a 
solicitud  de  la  defensa,  fueron  examina- 
dos Ascención  Leiva,  Octavio  Jordán  y 
Guadalupe  Alvarez,  quienes  manifestaron; 
que  Ruiz  es  hombre  honrado,  respetuoso  a 
la  ley;  y  se  practicó  inspección  ocular  en 
la  casa  de  Ruiz,  haciéndose  constar  que 
la  cocina  queda  a  siete  varas  de  la  canti- 
na, en  comunicación  directa,  que  estaba 
cerrada  y  no  fué  posible  abrir,  por  estar 
ausente  el  procesado  José  Maria  Ruiz. 

Se  dictó  sentencia,  que  fué  anulada  por 
la  de  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, por  no  haber  comprendido  a  Mo- 
rales, Jordán  y  Tobar,  en  el  picharlo. 

Al  reponerse  la  parte  anulada,  no  que- 
daron conformes  con  el  cargo  y  durante 
el  término  de  prueba,  fueron  examinados 
Enrique  Gordillo  y  Adolfo  Laos,  quienes 
manifestaron:  que  Morales  es  honrado, 
pobre  y  trabajador;  Felipe  Paz  y  Ernesto 
Barillas,  que  en  igual  sentido  se  expresa- 
ron con  respecto  a  Jordán;  y  Pascual  Du- 
que, que  dijo  que  Tobar  es  honrado  y  tra- 
bajador. 

En  la  nueva  inspección  practicada  en  la 
cocina  de  la  casa  de  José  Maria  Ruiz,  por 
el  Juez  respectivo,  se  hizo  constar:  que 
ahora  la  cocina  se  encuentra  destruida  y 
separada  de  la  Sala  donde  estaba  la  can- 
tina; la  dueña  Guadalupe  Medina  infor- 
mó, que  la  cocina  es  dependencia  de  la  ca- 
sa y  comunicaba  con  la  Sala  donde  esta- 
ba establecida  la  cantina. 

Custodio  Salguero  Nájera,  Ernesto  Urzúa 
y  Daniel  Alvarez,  expusieron:  que  José 
María  Ruiz  es  hombre  honrado,  trabajador 
y  pobre. 

Se  corrieron  los  tra.slados  finales,  ha- 
biendo pedido  e!  representante  del  Fisco 
el  castigo  de  los  procesados  y  la  defensa 
que  se  les  absolviera. 

A  la  causa  se  agregó  copia  certificada 
de  la  sentencia  verbal  que  se  dictó  contra 
Daniel  Morales  y  Octavio  Jordán  por  fal- 
tas contra  las  personas  y  el  orden  público, 
imponiéndoles,  por  cada  una  de  ellas,  diez 
días  de  prisión  simple. 

El  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Za- 
capa,  con  fecha  dieciocho  de  octubre  del 
año  pasado,  falló  declarando  que  los  parti- 
culares que  permanecen  en  las  cantinas, 
incurren  en  una  falta  contra  el  orden  pú- 
blico, falta  que  en  este  caso  ya  estaba  cas- 
tigada por  el  Juez    competente  y    que  el 


propietario  José  Maria  Ruiz,  es  responsa- 
ble del  delito  de  contrabando  y  le  impone 
la  pena  de  tres  meses  de  arresto  mayor  y 
cien  quetzales  de  multa.  Esta  sentencia 
fué  confirm^ada  por  la  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones  y  contra  la  que  este 
Tribunal  (la  Sala)  pronunció,  interpuso 
José  María  Ruiz,  recurso  extraordinario  de 
casación,  con  auxilio  del  abogado  Eladio  Paz 
Castañeda,  citando  como  violados  los  ar- 
tículos 205  del  mismo  Decreto,  732  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  lo.  del  Có- 
digo Penal  y  4o.  del  Acuerdo  Gubernativo 
de  fecha  treinta  de  Marzo  del  año  pasado. 
Pedidos  los  antecedentes,  se  fijó  día  para 
la  vista  y  habiéndose  verificado  se  ha  lle- 
gado el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  con  los  testimonios  de  los  aprehen- 
sores,  que  son  hábiles  para  declarar  en  esta 
clase  de  delitos,  reforzados  con  las  decla- 
raciones de  José  Maria  Ruiz,  que  es  el  pro- 
cesado, y  Daniel  Morales,  que  estaba  con 
el  primero  de  estos  dos  últimos  en  el  inte- 
rior de  la  cocina  de  su  casa,  que  comunica 
directamente  con  la  cantina  que  tenía  es- 
tablecida, ha  quedado  bien  demostrado  que 
en  aquel  lugar  tenían  envaines  abiertos  con 
licor  y  estaban  tomando;  y  como  desde  an- 
tes de  la  fecha  en  que  se  inició  el  proceso, 
ya  estaba  prohibida  la  tenencia  de  enva- 
ses abiertos  con  licor  o  residuos  del  mismo, 
por  cualquier  motivo,  en  los  establecimien- 
tos autorizados,  o  la  venta,  expendio  o  su- 
ministro en  vasos,  copas  o  cualquier  clase 
de  recipientes,  y  considerados  como  con- 
trabando en  este  ramo;  al  declarar  la  Sa- 
la sentenciadora  que  el  propietario  de 
aquella  cantina,  José  Maria  Ruiz.  es  autor 
de  este  delito  e  imponerle  la  pena  de  tres 
meses  de  arresto  mayor,  con  la  multa  de 
c'.en  quetzales,  basada  en  la  escala  de  pe- 
nas que  contiene  la  Ley  de  Bebidas  alcohó- 
licas, según  la  cuantía  de  la  materia  reco- 
gida, lejos  de  violar  los  artículos  que  se  ci- 
tan como  infringidos  e  incurrir  en  error 
de  derecho  en  la  calificación,  hizo  recta 
aplicación  de  ellos,  por  cuanto  que  el  he- 
cho está  ca.stigado  por  ley  anterior  a  su 
perpetración,  considerada  como  contra- 
bando en  alcoholes  y  la  pena  que  se  Impu- 
so es  la  aplicable. 

El  inciso  lo.  del  artículo  2o.  del  Decreto 
1(''02  no  pudo  haber  sido  violado  por  la 
Sala  sentenciadora,  porque  ese  artículo  es 
inaplicable  al  caso  y  no  tiene  el  inciso  que 
se  cita  como  violado. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  apoyada 
en  lo  que  preceptúan  los  artículos  676,  686 
y  690  Código  de  Procedimientos  Penales, 
DESESTIMA  el  recurso  e  impone  al  recu- 
rrente la  pena  adicional  de  quince  días 
de  arresto,  conmutable  a  razón  de  diez 
centavos  diarios.  Notifiquese  y  con  certi- 
ficación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodrigues.  —  Max  Garcia  R. 
Secretario. 


Honorable  Corte  Suprema: 

Ayer  se  discutió  la  causa  que  motivó  el 
encausamiento  de  José  Maria  Paiz  Ruiz, 
Octavio  Jordán  Duarte,  Rosendo  Tobar 
Avalar  y  Daniel  Morales  Cabrera. 

Tuve  la  pena  de  no  estar  de  acuerdo  con 
la  mayoría  de  los  ilustres  compañeros  de 
trabajo,  y  digo  esto  porque  recordando  la 
historia  de  la  causa,  se  dijo  hasta  en  se- 
gunda instancia  lo  siguiente:  "Examina- 
dos Octavio  Jordán  y  Daniel  Morales,  ma- 
nifestaron: que  como  a  las  tres  de  la  tar- 
de del  veinticinco  de  abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho,  fué  al  callejón  que  con- 
duce a  un  pozo  municipal  que  hay  en 
aquella  población  (se  refiere  al  municipio 
de  la  Unión  del  Departamento  de  Zacapa) 
y  cerca  de  la  cantina  de  José  Maria  Ruiz 
se  dirigía  a  satisfacer  una  necesidad  física 
cuando  llegaron  Daniel  Morales  con  el  ci- 
tado Ruiz,  llevando  el  primero  un  cuarto 
de  aguardiente  que  se  pusieron  a  tomar 
en  el  callejón,  cuando  llegó  la  escolta  y  los 
capturó".  En  estos  casos  no  hay  observa- 
ción y  por  consiguiente  el  testimonio  no 
tiene  ningún  valor  y  la  declaración  del  reo 
y  lo  demás,  es  algo  que  se  comprende,  es 
decir,  no  tiene  valor. 

Ante  este  hecho,  leyendo  detenidamen- 
te la  ley  de  alcoholes  y  bebidas  alcohóli- 
cas y  fermentadas,  quise  encontrar  la  ra- 
zón de  por  qué  a  la  Policía  de  Hacienda, 
debe  de  oírsele  cuando  se  vigila  la  perse- 
cución contrabando  y  defraudación  en  lo 
que  se  refiere  al  ramo  de  alcoholes,  y  bebi- 
das alcohólicas  y  fermentadas,  no  la  en- 
contré. 

La  historia  de  la  sentencia  da  en  detalle 
algo  que  permite  detenerse,  para  hacer 
Justicia  en  nombre  del  Gobierno  de  la  Re- 
pública. 


De,spués  de  ésto  busqué  las  disposicio- 
nes finales  de  la  ley  que  rige  en  la  mate- 
ria y  encontré  un  sedimento  que  en  el  ca- 
so actual  no  autoriza  dictar  un  fallo  con- 
denatorio, en  obsequio  como  dije  antes, 
del  buen  nombre  de  la  administración  de 
justicia. 

Guatemala,  19  de  Abril  de  1939. 

ALBERTO  ARGUETA  S. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Basilio  Jiménez  Hernández 
por  el  delito  de  tentativa  de  violación. 

DOCTRINA:  No  procede  el  recurso  de  ca- 
sación cuando  aun  no  se  ha  dictado  la 
resolución  definitiva  que  pueda  origi- 
narlo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  Abril  de  mil  novecientos 
terinta  y  nueve. 

Visto  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Basilio  Jiménez  con  auxilio  del  Abo- 
gado Lázaro  Valdés,  contra  la  segunda  par- 
te del  auto  fecha  veintidós  de  Marzo  re- 
tropróximo, en  que  la  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones  confirmó  lo  resuelto 
por  el  Juez  Departamental  de  Jalapa,  quien 
lo.  sobreseyó  definitivamente  el  proceso 
seguido  contra  Basilio  Jiménez  Hernández 
por  tentativa  en  el  delito  de  violación,  en 
virtud  de  perdón  tácito  otorgado  por  el 
ofendido,  por  no  haber  formalizado  Ins- 
tancia; y  2o.  deja  abierto  el  procedimien- 
to contra  el  citado  Jiménez  Hernández  por 
ñl  delito  de  agresión.  La  confirmación  la 
hizo  el  Tribunal  de  segunda  Instancia  con 
la  enmienda  de  que  el  procedimiento  no 
se  deja  abierto  contra  Jiménez  Hernández, 
sino  que  deberá  certificarse  lo  conducente 
del  proceso  para  encausarlo.  El  menciona- 
do sujeto  al  interponer  el  recurso  manifes- 
tó que  está  conforme  en  cuanto  al  sobre- 
£  cimiento  de  la  causa,  pero  no  en  lo  demás 
que  contiene  ese  auto,  pues  afirmó  no  ha- 
ber perpetrado  el  deito  que  se  le  imputa. 

Considerando:  que  el  segundo  punto 
contenido  en  el  auto  de  que  se  trata  y  que 
también  fué  confirmado  por  el  Tribunal  de 
vsegunda  Instancia,  únicamente  se  refiere 
al  proceso  que  deberá  ser  instruido  contra 
Basilio  Jiménez  Hernández  por  haber  em- 
bestido con  un  machete  a  Juan  López  Cruz, 
esposo  de  Norberta  Hernández,  cuando  Lo- 
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pez  Cruz  acudió  a  defenderla,  y  por  lo  tan- 
to sobre  el  particular  aun  no  se  ha  pro- 
nunciado resolución  alguna  que  pueda  dar 
origen  al  precitado  recurso. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
en  observancia  de  lo  que  estatuyen  los  ar- 
tículos 674  y  775  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  rechaza  el  recurso  de  que 
se  ha  hecho  mérito.  Notifíquese  y  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
autos  al  Tribunal  de  su  origen. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Rodríguez.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

JUICIO  seguido  contra  Francisco  Portales 
Fuentes  y  Benigno  Arreaga,  por  el  delito 
de  falso  testimonio. 

DOCTRINA:  Cuando  la  verdad  se  tergiver- 
sa maliciosamente,  imputando  hechos 
punibles  de  una  muriera  concreta,  pro- 
cede imponer  al  enjuiciado  la  mitad  de 
la  pena  señalada  al  delito  que  se  atri- 
buya a  la  persona  contra  quien  se  dió  la 
declaración  falsa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintinueve  de  Abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará,  pronunciada  por 
la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  veintisiete  de  Julio  del  año  retropróxi- 
mo, en  el  proceso  instruido  contra  Francis- 
co Portales  Fuentes  y  Benigno  Arreaga  por 
el  delito  de  falso  testimonio. 

RESULTA: 

Que  el  treinta  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete,  la  referida  Sala, 
aprobó  el  fallo  del  Juez  Segundo  de  Pri- 
mera Instancia  del  Departamento  de  Que- 
zaltenango,  con  la  enmienda  de  que  la  ab- 
solución de  Benigno  Arreaga  y  Francisco 
Portales  Fuentes  es  de  la  Instancia:  que 
contra  Portales  Fuentes  se  manda  abrir 
procedimiento  por  el  delito  de  falso  testi- 
monio y  no  por  denuncia  falsa;  y  que  la 
adiciona  en  el  sentido  de  que  también  se 
debe  coniprender  a  Benigno  Arreaga  en  el 
lluevo  proceso  que  acaba  de  mencionarse. 
Ordenó  la  libertad  de  Rafael  S.  Juárez,  y 
no  la  de  Fidel  Maldonado  Barrios  por  estar 


pendiente  del  cumplimiento  de  la  condena 
que  le  fué  impuesta  por  otro  hecho  delic- 
tuoso, ni  la  de  Arreaga  y  Portales  F'uen- 
tes  por  haberse  dispuesto  encausarlos  por 
el  delito  expresado  anteriormeñte. 

Que  en  la  certificación  expedida  por  el 
Secretario  del  Juzgado  2o.  de  la.  Instancia 
de  Quezaltenango,  a  los  cinco  dias  del  mes 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete,  constan  los  pasajes  que  a  conti- 
nuación se  expresan:  a)  un  anónimo  fe- 
chado en  Coatepeque  el  treinta  de  Julio  de 
mil  novecientos  veinte,  y  dirigido  al  Juez 
Primero  de  Primera  Instancia  de  Quezal- 
tenango, en  el  cual  se  consignó:  que  para 
perpetrar  el  crimen  del  domingo  trece  de 
Junio  del  año  que  se  deja  ya  mencionado, 
Rafael  González,  quien  vivia  en  "Las  Ani- 
mas", cerca  de  la  Hacienda  denominada 
"Cantarranas",  dió  una  escopeta;  que 
Juana  Rabanales,  mujer  de  Benig- 
no Arreaga,  y  este  pagaron  a  Fran- 
cisco Maldonado  la  cantidad  de  cinco  mil 
pesos  ($5.000),  y  también  ofrecieron  tres 
mulos  buenos;  que  Maldonado  estuvo  pre- 
so, y  fué  puesto  en  libertad  sin  saberse  el 
motivo,  hablándose  mucho  del  Secretario 
Eduardo  Solórzano  sobre  el  particular;  b) 
el  contenido  de  la  carta  fecha  diez  y  seis 
de  Enero  de  mil  novecientos  treinta  v  siete 
y  que  José  Rosas  o  Rojas  dirigió  de  Coate- 
peque al  Presidente  de  esta  Suprema  Corte 
de  Justicia,  y  en  la  cual  le  expresó  que  uno 
de  los  cómplices  de  Francisco  Maldonado 
era  Fidel  del  mismo  apellido,  sujeto  que 
podría  confesar  que  Rafael  Salas  y  Rosa 
Sánchez  de  Martínez  les  hablan  hablado  y 
pagado  para  matar  a  don  Aurelio  Martí- 
nez; c)  declaración  de  Francisco  Portales 
Puentes,  quien,  entre  otras  cosas,  expuso 
lo  que  sigue:  que  cuando  aun  vivia  el  se- 
ñor Aurelio  Martínez  Núñez,  había  esta- 
do de  Administrador  en  la  Hacienda  "Can- 
tarranas", y  después  del  fallecimiento  de 
don  Aurelio,  y  a  solicitud  de  doña  Rosa 
Sánchez  viuda  de  Martínez,  estuvo  admi- 
nistrando la  mencionada  hacienda,  hasta 
el  mes  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
veintiuno,  fecha  en  que  don  Rafael  Sala.s 
llegó  a  tomar  posesión  de  dicha  propiedad 
como  dueño,  pues  ya  cultivaba  relaciones 
amorosas  con  la  vi\ida  de  Martínez;  que 
durante  mucho  tiempo  se  dió  cuenta  de 
las  maniobras  criminales  puestas  en  .luego 
por  la  susodicha  viuda  y  don  Rafael  Salas 
para  aireglar  el  pago  del  dinero  a  Fran- 
cisco y  Fidel  Maldonado.  ase.'^inos  del  se- 
ñor Martínez,  individuos  a  quienes  habían 
ofrecido  cuarenta  mil  pesos  ($40.000)  de 
los  antiguos  Bancos  y  de  esta  suma,  les  en- 
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tregaron  solamente  la  mitad,  motivo  por 
el  cual  llegaban  por  las  noches  a  la  ha- 
cienda constantemente  y  amenazaban  a 
doña  Rosa;  y  en  vista  de  tal  situación,  la 
viuda  de  Martínez  y  Salas  resolvieron  ul- 
timar a  Franciso  Maldonado,  y  para  llevar 
a  cabo  su  intento  hablaron  con  Rorberto 
Isaac  (a)  "Tata  Dios",  Isaac  aceptó  y  eje- 
cutando lo  convenido,  le  infirió  una  puña- 
lada a  Francisco  Maldonado,  quien  ya  he- 
rido fué  llevado  al  cuartel,  estando  ahí,  el 
menor  Noé  Coutiño  manifestó  que  Maldo- 
nado le  había  dado  muerte  al  señor  Martí- 
nez, especie  que  trató  Maldonado  de  jus- 
tificar diciendo:  "si,  por  que  me  paga- 
ron"; que  el  trece  de  Junio  (1920),  en  los 
momentos  en  que  hablaba  con  don  Aurelio 
Martínez  Núñez,  se  aproximó  Rafael  Salas 
llevando  en  las  manos  "un  poco  de  carne 
de  res",  y  dirigiéndose  a  dicho  señor  le  di- 
jo: "amo,  llévese  este  pedazo  de  carne  pa- 
ra almorzar",  quedándose  ambos  conver- 
sando; que  cuando  se  dirigía  para  su  mo- 
rada vió  salir  "de  manera  sospechosa",  de 
la  casa  de  Rafael  Salas  a  Francisco  Mal- 
donado  y  a  Fidel  del  mismo  apellido,  quie- 
nes sin  proferir  palabra  alguna  desapare- 
cieron dentro  del  potrero  de  Dalmacia; 
que  cuando  la  esposa  del  señor  Martínez, 
llegó  a  la  casa  donde  estaba  tendido  don 
Antonio,  dijo:  "ay  ingratos,  como  lo  fue- 
ron a  hacer  tan  luego,  yo  creí  que  hasta 
después",  y  no  se  mostró  apesarada  por  lo 
sucedido;  que  le  constaba  que  el  Alcalde 
Municipal  Saturnino  Sánchez  y  el  Secreta- 
rio Eduardo  Solórzano  estaban  en  conni- 
vencia con  los  autores  intelectuales  del  ase- 
sinato del  señor  Martínez,  y  además  ha- 
bían sido  pagados  para  no  investigar  ese 
delito;  que  a  Rafael  Salas  le  dirigió  dos 
cartas  en  las  cuales  le  amenazaba  con  de- 
nunciarlo a  las  autoridades  respectivas,  si 
no  le  entregaba  cierta  suma  de  dinero, 
cuatro  vacas  y  un  caballo,  pero  procedió 
de  esa  manera  con  el  objeto  de  que  Salas 
le  contestara  afirmativa  o  negativamente, 
y  ya  con  la  contestación,  tener  una  base 
más  segura  para  probarle  su  responsabili- 
dad criminal;  y  que  el  sujeto  susodicho 
enojado  por  el  contenido  de  aquellas  misi- 
vas, le  pegó  con  el  bastón  que  portaba  cau- 
sándole algunos  golpes  en  el  cuerpo;  d) 
declaración  de  Benigno  Arreaga  Alvarado 
quien  expuso  entre  otras  cosas,  lo  siguien- 
te: que  Rafael  Salas  había  sido  querido 
de  su  hermana  Rosa  Sánchez  de  Martínez 
y  después  del  fallecimiento  de  Aurelio,  Sa- 
las mandó  a  Tapachula  a  su  mencionada 
hermana  Rosa;  que  la  finca  "Cantarranas", 


la  compró  Salas  a  Rosa  Sánchez  por  ia  su- 
ma de  cuarenta  mil  pesos  ($40.000)  oro 
americano,  contrato  que  se  hizo  constar  en 
la  escritura  pública  que  autorizó  el  Notario 
Felipe  L.  Carrascosa;  que  Francisco  Por- 
tales le  dijo  que  los  Maldonado,  pagados 
por  Rafael  Salas  y  Rosa  Sánchez,  dieron 
muerte  a  don  Aurelio  Martínez,  y  le  cons- 
taba que  ese  hecho  delictuoso  lo  habían 
perpetrado  de  acuerdo  con  Salas  y  la  Sán- 
chez; e)  la  ampliación  de  las  declaracio- 
nes de  Portales  Fuentes  y  Arreaga  Alvara- 
do; f)  el  acta  levantada  en  la  Intenden- 
cia Municipal  de  Coatepeque  a  los  doce 
días  del  mes  de  F'ebrero  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete,  en  que  se  con- 
signó que  comparecieron  Francisco  Porta- 
les Fuentes  y  Rafael  Salas  a  manifestar 
lo  que  sigue:  Portales  Fuentes,  que  espon- 
táneamente expresaba:  que  el  dos  y  el 
ocho  de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cinco,  dirigió  al  señor  Salas  dos  car- 
tas, "las  cuales  por  aquel  acto  dejaba  sin 
ningún  valor  y  efecto",  haciendo  constar 
que  dichas  misivas  "carecían  de  fundamen- 
to y  de  toda  verdad",  pues  cuando  él  (Por- 
tales Fuentes)  las  había  firmado,  se  en- 
contraba en  estado  de  ebriedad,  y  por  otra 
parte  las  hizo  por  sugerencia  de  un  ene- 
migo personal  del  señor  Salas;  y  como  el 
compareciente  tiene  el  mejor  concepto  de 
don  Rafael  hacia  la  consiguiente  aclara- 
ción asegurando  que  Salas  es  una  persona 
de  buenos  antecedentes  y  siempre  se  ha 
dedicado  con  honradez  a  sus  labores  agrí- 
colas El  segundo,  expuso:  que  aceptaba 
lo  manifestado  por  Francisco  Portales  y  se 
comprometía  formalmente  a  no  hacer  ges- 
tión alguna  judicial  o  administrativa  con- 
tra Portales,  g)  las  repreguntas  dirigidas 
a  Francisco  Porta'es  Fuentes  por  el  aboga- 
do Oscar  Alberto  Sandoval;  y  h)  les  escritos 
dirigidos  por  Francisco  Portales  Fuentes  ai 
Juez  Segundo  de  la.  Instancia  de  Que- 
zaltenango  y  al  Comandante  de  Armas  de 
dicho  departamento  en  los  cuales  el  refe- 
rido sujeto  consignó  que  incitado  por  un 
amigo  que  encontró  en  el  pueblo  de  Cata- 
rina, y  por  la  ofensa  personal  que  había 
recibido  de  Salas  hizo  la  denuncia  contra 
dicho  señor,  confiado  en  que  ese  amigo  lo 
respaldaría.  Ambos  escritos  fueron  rati- 
ficados por  el  procesado  ante  el  primero 
de  los  funcionarios  susodichos,  y  al  prac- 
ticarse la  ratificación  del  presentado  ante 
el  mencionado  Juez,  Portales  Fuentes  agre- 
gó que  la  persona  a  que  se  refirió  en  su 
escrito  es  Genaro  Avalos,  quien  le  había 
relatado  lo  sucedido  y  por  consiguiente  a 
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él  (Portales  Fuentes)  no  le  constaban  le; 
liechos  que  habla  denunciado;  y  que  Ava- 
les es  originario  de  México,  y  cuando  supo 
que  se  investigaba  el  crimen  perpetrado 
en  la  persona  de  don  Aurelio  Martínez, 
marchóse  a  la  República  Mexicana. 

Que  al  ser  interrogado  Francisco  Porta- 
les Fuentes,  en  el  proceso  que  fué  manda- 
do instruir  por  la  Sala  Cuarta  de  Apela- 
clones,  expuso:  que  ratificaba  la  declara- 
ción que  dió  ante  el  Juez  menor  de  Coate- 
peque  con  las  modificaciones  que  a  conti- 
nuación se  expresan:  que  es  cierto  que  mo- 
mentos antes  de  que  le  dieran  muerte  a 
don  Aurelio  Martínez,  dicho  señor  le  ha- 
bló para  que  lo  acompañara  a  su  finca  y 
también  es  verdad,  que  en  aquella  ocasión 
él  (Portales  Fuentes),  estaba  en  el  pobla- 
do que  acaba  de  mencionarse;  y  que  los 
demás  hechos  consignados  en  su  referida 
declaración  no  son  ciertos  y  tampoco  lo 
son  los  conceptos  que  encierran  las  decla- 
raciones que  obran  a  folios  del  seis  al  do- 
ce y  del  folio  treinta  y  siete  vuelto  al  cua- 
renta y  uno  del  proceso;  que  si  es  cierto, 
el  contenido  de  las  cartas  que  dirigió  al 
Juez  Segundo  de  Primera  Instancia  y  al 
Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Quezaltenango.  fechadas,  respectiva- 
mente, el  diez  y  siete  y  diez  y  seis  de  Ju- 
nio de  mil  novecientos  treinta  y  siete  y  que 
nuevamente  ratificaba  lo  expuesto  en  ca- 
da una  de  las  misivas  susodichas;  y  que  si 
primero  dijo  que  Salas  y  compañeros  eran 
los  autores  del  asesinato  cometido  en  la 
persona  de  Aurelio  Martínez,  y  del  delito 
írustado  que  se  perpetró  en  la  de  Francis- 
co Maldonado  y  después  se  retractó,  fué 
por  que  le  dijeron  que  en  el  caso  de  salir 
condenado  Salas  a  él  (Portales  Fuentes) 
le  impondrían  la  pena  de  tres  años  y  me- 
dio de  prisión  por  encubridor,  y  como  tie- 
ne una  "edad  avanzada",  para  "salvarse", 
declaró  lo  contrario,  y  repetía  que  lo  ma- 
nifestado en  sus  declaraciones  se  lo  dijo 
Genaro  Avalos. 

Que  en  el  plenario.  y  durante  el  término 
probatorio,  los  testigos  Isaías  Rodríguez. 
Balbino  Martínez  y  Aguedo  Chávez  decla- 
raron: lo.  sobre  los  buenos  antecedentes 
de  Francisco  Portales  Fuentes;  y  2o.  acer- 
ca de  que  éste  sujeto  es  pobre. 

Que  el  Juez  Segundo  de  Primera  Instan- 
cia del  Departamento  de  Quezaltenango. 
dió  fin  a  la  causa,  declarando:  lo.  que 
Francisco  Portales  Fuentes,  es  autor  del 
delito  de  falso  testimonio  y  por  este  delito 
le  impuso  la  pena  de  cuatro  años  de  pri- 


sión correccional,  conmutables  en  sus  dos 
terceras  partes,  a  razón  de  diez  centavos 
de  quetzal  diarios,  sanción  que  con  abono 
de  la  prisión  sufrida  purgará  en  la  Peni- 
tenciaría Central;  lo  suspende  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  lo  deja  afecto  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
nientes del  hecho  delictuoso,  y  por  su  noto- 
ria pobreza  le  exonera  de  reponer  el  papel 
empleado  en  la  causa  del  sello  respectivo;  y 
2o  por  falta  de  prueba  absuelve  a  Benigno 
Arreaga  del  cargo  que  por  igual  delito  se 
le  formuló. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador 
f  bogó  por  la  absolución  de  Portales  Fuen- 
tes; y  el  Fiscal  pidió:  lo.  que  se  revocara 
el  fallo  en  lo  que  respecta  a  la  condena  de 
Francisco  Portales  Fuentes;  y  2o.  que  se 
declarara  que  Benigno  Arreaga  está  exen- 
to de  responsabilidad  criminal,  en  el  caso 
de  que  no  se  resolviera  sobre  la  nulidad  de 
todo  lo  actuado  por  ser  prematura  la  ac- 
ción incoada  contra  los  enjuiciados,  por  el 
delito  de  falso  testimonio. 

Que  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones confirmó  la  sentencia  apelada  en 
todos  sus  puntos. 

Que  el  Fiscal  de  la  Sala  Cuarta  de  la 
Coi-te  de  Apelaciones,  interpuso  contra  es- 
te último  pronunciamiento,  el  recurso  de 
casación  manifestando,  entre  otras  cosas, 
lo  que  sigue:  que  el  Tribunal  de  Segunda 
Instancia  al  proferir  su  fallo  no  hizo  recta 
aplicación  del  párrafo  segundo  del  ar- 
ticulo 224  d°l  Código  Penal,  disposición  que 
está  en  concordancia  con  las  doctrinas 
contenidas  en  los  atriculos  216.  217  y  218 
del  Código  citado.  Que  de  las  causas  que 
originaron  el  proceso  contra  Portales  Fuen- 
tes, se  deduce,  que  si  Salas  Suárez  está  su- 
jeto aun  "a  la  Instancia",  la  sentencia  que 
lo  absolvió  limitadamente  no  es  firme,  ni 
lo  será  sino  hasta  cuando  hayan  sido  juz- 
gados todos  los  sindicados  de  los  anterio- 
res delitos;  y  que  aunque  Portales  Fuen- 
tes se  retractó  de  las  declaraciones  que  con 
anterioridad  habia  prestado,  no  pudo  ser 
sometido  a  procedimiento  por  falso  testi- 
monio, mientras  no  exista  sentencia  firme 
en  las  causas  respectivas,  y  las  cuales  se 
basaron  precisamente  en  las  denuncias 
hechas  por  el  encausado.  Que  Portales 
Fuentes  .se  retractó  de  sus  primeras  depo- 
siciones por  habérsele  imputado  el  delito 
de  encubrimiento  en  el  asesinato  de  Mar- 
tínez, "amparado  en  el  derecho  de  defen- 
sa", y  de  acuerdo  con  lo  estatuido  por  los 
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artículos  35  y  36  de  la  Constitución  de  la 
República,  en  consonancia  con  el  articu- 
lo 322  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, a  dicho  sujeto  le  hicieron  creer  que 
negando  los  conceptos  de  sus  denuncias, 
quedaría  a  salvo  de  la  responsabilidad  que 
le  resultaría  como  encubridor:  y  por  este 
motivo  también  fueron  violados  los  ar- 
tículos que  se  dejan  ya  citados.  Que  en 
la  sentencia  de  la  Sala  se  condenó  tam- 
bién a  Portales  Fuentes  por  falso  testimo- 
nio que  se  afirma  cometido  al  denunciar 
lo  relativo  al  asesinato  frustrado  de  Fran- 
cisco Maldonado,  olvidando  indudable- 
mente que  este  hecho  delictuoso  aún  no 
ha  sido  pesquisado.  Y  al  ser  confirmada 
la  sentencia  del  Juez  a-quo  que  recayó  en 
la  causa  seguida  contra  Salas  Juárez,  el 
Tríbunal  modificó  la  declaración  de  pri- 
mera instancia,  en  el  sentido  de  que  el 
procedimiento  quedaba  abierto  contra  Por- 
tales y  Arreaga  por  el  delito  de  falso  tes- 
timonio y  no  por  denuncia  falsa,  aprecia- 
ción inconducente  a  su  juicio  (del  Fiscal) 
y  que  entrañó  un  error  de  derecho  en  la 
calificación,  por  que  se  trataba  de  una  de- 
nuncia calumniosa  y  no  de  un  falso  testi- 
monio. 

CONSIDERANDO: 

Que  procede  imponer  al  enjuiciado  la 
sanción  establecida  por  el  articulo  216  del 
Código  Penal;  en  virtud  de  que  además  de 
haber  tergiversado  la  verdad  maliciosa- 
mente, imputó  hechos  punibles  de  una 
manera  concreta.  Y  al  estimar  lo  contra- 
rio el  Tribunal  sentenciador,  infringió  la 
disposición  legal  que  acaba  de  citarse. 

CONSIDERANDO: 

Que  Francisco  Portales  Fuentes,  en  su 
primera  declaración  afirmó  que  Rafael 
Salas  Suárez  y  otras  personas  eran  res- 
ponsables de  los  hechos  delictuosos  que 
se  dejan  ya  mencionados,  y,  posteriormen- 
te se  tretractó  de  su  dicho  asegurando  que 
Salas  Suárez  es  inocente;  que  esa  declara- 
ción falsa  se  presume  que  fué  dada  por  el 
procesado  de  manera  voluntaria;  y  como 
la  presunción  susodicha  no  fué  enervada 
en  forma  alguna,  es  evidente  que  subsiste 
el  delito  que  ha  originado  el  encausamieii- 
to  de  Portales  Fuentes.  Articulo  11  del 
Código  Penal. 


CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  es  verdad,  que  Portales 
Fuentes  ha  imputado  a  los  presuntos  cul- 
pables dos  asesinatos,  uno  consumado  y 
el  otro  frustrado,  perpertrados  respectiva- 
mente en  las  personas  de  Aurelio  Martí- 
nez Núñez  y  Francisco  Maldonado,  tam- 
bién es  cierto,  que  por  haberlo  verificado 
en  un  solo  acto,  debe  imponerse  la  pena 
que  corresponde  al  hecho  punible  de  ma- 
yor gravedad  y  un  tercio  más  de  la  misma. 
En  el  caso  sub-judice,  la  pena  aplicable  a 
los  autores  del  asesinato  de  Martínez  Nú- 
ñez, seria  la  de  muerte,  pero  esta  sanción 
según  la  ley,  se  equiparará  a  la  de  quince 
años  de  prisión  correccional  cuando  sea 
necesario  tomar  una  parte  alícuota;  y  por 
e]  motivo  expresado,  y  teniendo  en  cuen- 
ta la  pena  a.=ignada  al  delito  más  grave 
cometido  por  el  reo.  procede  infligir  a  éste 
la  mitad  de  dicha  pena,  aumentada  en 
una  tercera  parte.  Artículos  88  y  216  del 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  la  retractación  hecha  por  el  pro- 
cesado surgió  su  confesión,  y  como  sin  la 
concurrencia  de  ésta  procedería  absolver- 
lo, pues  no  existe  en  la  causa  más  pro- 
banza que  apreciar,  es  indudable  que  debe 
estimarse  tal  atenuación:  y  por  consi- 
guiente rebajar  hasta  en  una  tercera  par- 
te, la  pena  a  que  se  refiere  el  anterior 
"Considerando".  Artículos  22  inciso  9o.  y 
79  del  Código  Penal. 

POR  TANTO:  , 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  apuntadas,  y  hacien- 
do aplicación  de  lo  estatuido  por  los  ar- 
tículos 45,  47,  59  del  Código  Penal;  687, 
729,  735  y  736  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  declara:  que  ha  lugar  al  re- 
curso interpuesto;  CASA  Y  ANULA  el  fallo 
de  segunda  Instancia,  en  lo  que  respecta 
a  Francisco  Portales  Fuentes,  y  resuelve: 
que  Portales  Fuentes  es  responsable  del 
delito  de  falso  testimonio:  por  este  hecho 
punible  le  impone  la  pena  de  seis  años 
ocho  meses  de  prisión  correccional  incon- 
mutables, sanción  que  con  abono  de  la 
prisión  sufrida,  purgará  en  la  Penitencia- 
ria del  Centro;  lo  obliga  al  pago  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del  de- 
lito; le  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
rechos políticos  durante  el  tiempo  de  la 
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condena;  y  por  su  notoria  pobreza  lo  exo- 
nera de  la  reposición  del  papel  usado  en 
la  causa.  Notifíquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano 
Muñoz.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argue- 
ta  S.  —  Oct.  AguUar.  —  Max  García  R. — 
Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia. 

Al  firmar  hoy  la  sentencia  en  el  recurso 
de  casación  contra  la  dictada  por  la  Sala 
Cuarta  de  Apelaciones,  en  la  causa  segui- 
da a  Francisco  Portales  Fuentes  y  Benig- 
no Arreaga,  por  falso  testimonio,  se  con- 
signó, al  margen,  que  razonarla  mi  voto. 
Esta  razón  consiste  nada  más,  en  lo  mis- 
mo que  expresé  en  mi  voto  particular  de 
fecha  doce  de  noviembre  del  año  próximo 
pasado,  en  la  causa  contra  Maria  Cárde- 
nas de  Tobar  y  sus  hijos  Ernesto  y  Con- 
suelo Tobar  y  que,  en  resumen,  es  que  a 
mi  juicio,  no  puede  casarse  y  anularse  una 
sentencia  ejecutoria,  solo  en  una  parte, 
sino  que  la  de  casación  sustituye  en  un 
todo  a  la  que  ha  sido  recurrida,  y,  por  con- 
siguiente ha  de  hacerse  declaración  res- 
pecto de  todos  los  procesados  y  no  sola- 
mente respecto  del  o  de  los  recurrentes. 

Guatemala,  29  de  Abril  de  1939. 

Abel  Paredes. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Catalina  Navas  Paiz.  por  el 
delito  de  estafa. 

DOCTRINA:  Cuando  están  probados  los 
hechos  en  que  se  fundan  las  presuncio- 
nes, los  tribunales  de  instancia  tt^nen  la 
facultad  de  apreciarlas  a  su  arbitrio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guárnala, 
primero  de  Mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  nueve. 


Por  recurso  extraordinario  de  casación, 
se  examina  la  sentencia  que  pronunció  la 
Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  el 
dieciséis  de  diciembre  del  año  próximo  pa- 
sado, en  el  proceso  seguido  contra  la  se- 
ñorita Catalina  Navas  Paiz,  por  el  delito 
de  estafa,  desaprobando  la  absolutoria  de 
Primera  Instancia  y  condenándola,  por  el 
mismo  delito,  a  sufrir  un  año  de  arresto 
mayor,  conmutable  en  su  totalidad  a  diez 
centavos  diarios. 

RESULTA: 

Que  la  averiguación  criminal  se  ini- 
ció el  ocho  de  Junio  del  año  pasado, 
en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Jalapa,  al  recibirse  un  legajo  encabezado 
por  el  telegrama  que  el  Agente  de  la  Teso- 
rería Nacional,  Teniente  Coronel  Floren- 
tín  Morales,  dirigió  de  Jalapa,  el  veintitrés 
de  Marzo  del  año  pasado,  al  Señor  Presi- 
dente de  la  República,  refiriéndose  entre 
otras  cosas  a  que  se  estaba  poniendo  en 
duda  su  honor  de  funcionario,  por  la  se- 
ñorita Catalina  Navas  Paiz,  directora  de 
la  Escuela  de  Niñas  Número  Tres  de  aque- 
lla cabecera,  quien  se  había  tomado  el  va- 
lor de  los  alquileres  de  dicha  Escuela,  co- 
rrespondientes a  los  meses  de  enero,  fe- 
brero, marzo  y  abril  del  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete  y  habiendo  sido  de- 
mandada ante  la  Jefatura  Política,  por  la 
prcpietaria  de  la  casa,  la  señorita  Navas 
Paiz  se  habia  aliado  con  Ofelia  Avila,  que 
es  de  las  íntimas  del  Jefe  Político,  y  había 
llegado  a  su  despacho  a  proponerle  que 
declarara  en  contra  de  la  propietaria  de 
la  casa,  señora  de  Moran.  En  el  expedien- 
te consta  que  los  presupuestos  correspon- 
dientes a  los  cuatro  meses  citados,  apare- 
cen pagados  en  los  libros  de  la  Agencia  de 
la  Tesorería  Nacional  de  Jalapa  y  Direc- 
ción General  de  Cuentas:  el  resultado  de 
la  revisión  hecha  por  el  Auditor  comisio- 
nado por  la  Presidencia  del  Tribunal  de 
Cuentas  para  investigar  lo  que  se  refiere 
a  este  pago  y  las  actas  levantadas  en  la 
Jefatura  Política  de  aquel  departamento, 
en  las  que  consta  que  la  señora  Hortensia 
Palma  de  Moran  se  presentó  manifestan- 
do: que  cuando  se  fué  para  Monjas,  en 
Enero  de  mil  novecientos  treinta  y  siete, 
dejó  a  la  señorita  Catalina  Navas  Paiz  los 
recibos  de  los  alquileres  de  su  casa  que 
ocupa  la  Escuela  de  Niñas  número  Tres, 
correspondientes  a  los  meses  de  enero,  fe- 
brero, marzo  y  abril  de  ese  año.  para  que 
los  cobrara,  como  lo  había  hecho  anterior- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


179 


mente,  y  cuando  retornó  en  mayo  de  ese 
mismo  año  la  Directora  le  informó  que  no 
le  habían  sido  pagados.  Fué  a  la  Recepto- 
ría Pagadora  y  el  señor  Florentín  Morales 
agente  de  la  Tesorería  Nacional,  le  mani- 
festó que  ya  habían  sido  pagados. 

La  señorita  Navas  Paíz  compareció  a  la 
propia  Jefatura  y  expuso:  que  sus  sueldo.s 
de  los  meses  de  enero  y  febrero  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  siete,  le  fueron 
pagados,  recibiendo  treinta  y  cinco  quet- 
zales noventa  y  seis  centavos  en  diferentes 
fechas,  pues  le  habían  extendido  vales;  y 
los  de  marzo  y  abril  se  los  cancelaron  el 
mismo  día.  Los  recibos  de  la  señora  Pal- 
ma de  Moran  se  agregaron  a  todos  los  pre- 
supuestos, porque  así  los  exigía  el  Recep- 
tor Pagador,  pero  los  valores  de  los  alqui- 
leres de  los  cuatro  meses  indicados  no  le 
habían  sido  cubiertos  en  la  Agencia  paga- 
dora. 

En  virtud  de  convenio  celebrado  entre  la 
señora  Palma  de  Morán,  propietaria  de  la 
casa  y  la  Directora  señorita  Navas  Paíz, 
ante  la  misma  Jefatura,  ésta  última  le  pa- 
gó a  la  primera  veintiséis  quetzales  sesen- 
tiocho  centavos,  valor  de  los  cuatro  meses 
de  alquileres,  diciendo  que  lo  hacía  para 
evitar  perjuicios  a  su  honor.  Y,  examina- 
da ya  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Jalapa,  la  señora  Palma  de  Morán,  repitió 
lo  que  consta  en  el  acta  de  la  Jefatura  Po- 
lítica, agregando  que  la  Directora  señorita 
Navas  Paiz  llegó  con  los  cuatro  recibos  he- 
chos en  papel  de  a  cinco  centavos,  para 
que  los  firmara  y  se  los  diera,  con  eso  así. 
en  su  oportunidad  no  sufrían  demora  los 
presupuestos;  accedió  a  entregárselos  sin 
recibir  el  valor,  sino  fué  hasta  que  la  de- 
mandó ante  la  Jefatura  Política;  y  una 
tarde,  a  las  diecinueve  horas,  llegó  a  su 
casa,  la  Directora,  con  la  señorita  Avi- 
la, a  pagarle  la  suma  que  estaba  recla- 
mando, llevando  un  borrador  de  recibo  pa- 
ra que  lo  firmara  y  como  se  lo  consultó  a 
su  esposo,  por  indicación  de  éste,  le  dijo  a 
la  señorita  Navas  Paíz.  que  mejor  hiciera 
el  pago  ante  la  Jefatura  Política  y  asi  se 
hizo. 

Examinados  Lisandro  Morán,  Carmen 
Lorenzana  viuda  de  Arriaga,  Hortensia 
Vargas  y  Virígnía  Tobar  viuda  de  Godoy, 
el  primero  se  expresó  en  el  mismo  sentido 
que  su  esposa,  señora  Palma  de  Morán;  a 
la  segunda  no  le  consta  nada;  la  tercera, 
expuso:  que  los  presupuestos  de  la  Escuela 
de  Niñas  Número  Dos,  algunas  veces  los 
cancelaba  personalmente  el  Receptor  Pa- 
gador y  otras  entregaba  el  valor  total  sin 


exigir  carta  poder  de  los  demás  interesa- 
dos en  el  cobro;  y  la  cuarta,  que  siendo  la 
encargada  de  recoger  el  valor  de  los  al- 
quileres de  la  casa  que  ocupaba  la  Escuela 
de  Niñas  Número  Dos.  a  cargo  de  la  seño- 
rita Vargas,  unas  veces  los  recibía  directa- 
mente de  la  Agencia  de  la  Tesorería  Na- 
cional y  otras,  por  medio  de  la  Directora, 
quien  a  la  vez,  pagaba  a  cada  uno  su  suel- 
do. 

María  Celia  Orellana,  profesora  de  la 
Escuela  de  Niñas  Número  Tres,  expuso: 
que  los  presupuestos  de  marzo  y  abril,  los 
cobró  la  señorita  Navas  Paiz  y  le  entregó  a 
cada  uno  lo  que  le  correspondía,  sin  po- 
der precisar  en  qué  fecha  y  al  recibir  el 
pago  otorgaban  un  recibo  en  papel  simple, 
ya  fuera  a  la  Directora  o  al  Receptor  Pa- 
gador cuando  éste  hacía  el  pago;  pero  estos 
recibos  los  exigían  desde  hacia  poco  tiem- 
po. 

Examinadas  Virgílía  Méndez  y  Catalina 
Navas  Paiz,  la  primera  manifestó  que  no 
le  consta  nada;  y  la  segunda  repitió  lo  que 
constaba  en  las  actas  y  declaración  que 
díó  ante  el  Auditor  que  fué  comisionado 
por  la  Dirección  General  de  Cuentas  para 
investigar  lo  referente  al  pago  de  los  cua- 
tro presupuestos. 

Por  el  delito  de  estafa  se  le  redujo  a  pri- 
sión y  el  mismo  día  se  le  excarceló  bajo 
fianza. 

Dora  Chinchilla,  profesora  de  la  Escue- 
la de  Niñas  Número  Tres,  manfestó:  que 
no  le  consta  nada  porque  el  año  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  siete,  todavía  no  estaba 
empleada  en  ese  establecimiento. 

El  intendente  Municipal  de  Jalapa,  infor- 
mó: que  la  señorita  Navas  Paíz  es  persona 
de  buenas  costumbres,  honrada  y  pobre  en 
el  sentido  legal. 

RESULTA:  que  no  quedó  conforme  con 
el  cargo  que  se  le  dedujo  por  el  delito  de 
estafa  y,  a  solicitud  de  la  defensa,  fueron 
ampliadas  las  declaraciones  de  Carmen 
viuda  de  Arriaga,  Hortensia  Palma  de  Mo- 
ran y  practicado  un  careo  entre  Catalina 
Navas  Paiz  y  Carmen  viuda  de  Arriaga, 
habiendo  dado  el  resultado  siguiente:  la 
primera  agregó  que  no  le  llevó  ella  a  la 
procesada  su  vale  de  febrero  del  año  de 
mil  novecientos  treinta  y  siete;  que  a  ella 
le  pagó,  personalmente,  su  sueldo  de  ese 
mes  el  Receptor  Pagador;  y  los  demás  va- 
les no  los  recibió  ni  los  entregó.  Acompa- 
ñó a  la  Navas  Paíz  a  la  Receptoría  Paga- 
dora sin  haberse  dado  cuenta  de  la  opera- 
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ción  hecha  por  ésta  en  aquella  oficina.  La 
segunda  agregó,  que  no  es  cierto  que  la  se- 
ñorita Navas  Paiz  la  haya  mandado  a  lla- 
mar para  que  fueran  juntas  a  la  Recepto- 
ría. Lo  cierto  es  que  al  reclamarle  el  pago 
e  ir  a  la  Receptoría,  el  Receptor  le  dijo  a 
la  Navas  que  a  ella  le  había  pagado.  Nun- 
ca cobró  los  alquileres  personalmente,  sino 
que  a  su  casa  se  los  llegaban  a  pagar.  Y 
en  el  careo  practicado  entre  la  Navas  P. 
y  la  viuda  de  Arriaga  no  quedaron  de 
acuerdo. 

A  Celia  Orellana  le  consta  que  casi 
siempre  que  se  trataba  de  pagos  iban  to- 
das con  la  Directora  a  la  Receptoría;  pero 
no  se  dió  cuenta  si  ésta  recibió  alguna  vez 
más  dinero  del  de  su  sueldo. 

Isabel  Nájera  de  Oliva,  expuso:  aue  al- 
gunas veces  el  Receptor  Pagador  les  entre- 
gaba sus  sueldos  y  otras  la  Directora  y  no 
se  dió  cuenta  si  ésta  alguna  vez  cobró  ma- 
yor cantidad  de  su  sueldo. 

Pedro  Chinchilla  Mayorga  y  Luz  Lara  de 
Sandoval,  dijeron  que  les  consta  que  la 
procesada  es  de  buena  conducta,  pobre  y 
vive  de  su  trabajo  personal. 

Las  testigos  María  Celia  Orellana  y  Vir- 
gilia  Méndez,  fueron  repreguntadas  y  el 
Juez  practicó  una  inspección  ocular  en  el 
libro  de  Caja  de  la  Agencia  de  la  Tesorería 
Nacional  de  Jalapa  e  hizo  constar  la  ma- 
nera como  aparecen  asentadas  las  opera- 
ciones. 

Al  evacuar  su  traslado  la  defensa,  pidió 
la  absolución  de  la  señorita  Navas  Paiz. 
por  no  haber  prueba  contra  ella  y,  después 
de  practicar  otras  ampliaciones,  para  me- 
jor resolver,  se  falló  en  primera  instancia, 
absolviéndola  del  cargo  que  se  le  formuló 
por  el  delito  de  estafa. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, al  conocer  en  consulta  improbó  el  fallo 
y  basándose  en  prueba  indirecta  le  conde- 
nó por  el  delito  de  estafa  a  sufrir  un  año 
de  arresto  mayor. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  se- 
ñorita Navas  Paiz,  recurso  extraordinario 
de  casación,  con  auxilio  del  Licenciado 
Pedro  Rafael  Espinoza,  citando  como  vio- 
lados los  artículos  569,  573,  574.  587,  589. 
595,  596.  597,  600.  601,  602  inciso  2o.  y  3o.  y 
603  del  Código  de  Procedimientos  Penales; 
22  inciso  7o.  y  418  del  Código  Penal.  El 
dieciseis  de  Enero  del  año  en  curso,  en  es- 
crito que  se  recibió  en  la  Secretaria  de  es- 
te Tribunal  el  dieciocho  del  mismo  mes,  la 
señorita  Navas  Paiz,  con  auxilio  del  abo- 
gado Carlos  Leónidas  Acevedo,  amplió  su 


recurso  extraordinario,  citando  como  vio- 
lados, además,  los  artículos  566,  568,  571  y 
581  inciso  8o.  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  y  419  inciso  5o.  del  Código  Pe- 
nal: se  fijó  día  para  la  vista  y  habiendo 
tenido  lugar,  se  ha  llegado  la  oportunidad 
de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  proceso  están  bien  probados 
los  hechos  en  que  se  funda  la  Sala  senten- 
ciadora, con  lo  que,  en  su  contra,  ha  de- 
clarado la  propia  señorita  Catalina  Navas 
Paiz  y  las  constancias  auténticas,  obran- 
tes, tanto  en  la  Agencia  de  la  Tesorería 
Nacional  de  Jalapa,  com.o  en  la  Dirección 
General  de  Cuentas.  Para  convencerse  es 
suficiente  leer  las  declaraciones  que  dió 
y  los  informes  que  corren  agregados  a  los 
autos. 

Con  esas  diligencias  queda  demostrado 
que  cobró  en  diferentes  ocasiones  y  le  fué 
pagado  integre  el  valor  de  los  presupuestos 
de  la  Escuela  de  Niñas  número  tres,  que 
estaba  a  su  cargo,  y  que  ella  entregaba  a 
la  propietaria  de  la  casa  que  ocupaba  la 
escuela  el  valor  de  los  alquileres;  que  re- 
cogió los  recibos  de  los  meses  de  enero,  fe- 
brero, marzo  y  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete,  a  la  propietaria  señora  do- 
ña Hortensia  Palma  de  Morán  y  ya  no  se 
los  devolvió;  aparecen  pagados  totalmente 
esos  cuatro  presupuestos,  sin  haber  hecho 
ella,  antes,  ningún  reclamo  por  falta  de 
pago,  sino  fué  hasta  cuando  la  propietaria 
se  lo  exigió;  y  haber  pagado  ante  la  Jefa- 
tura Política  el  valor  de  los  alquileres.  Y 
al  deducir  de  ellos  su  culpabüdad,  estan- 
do probados  los  hechos  en  que  se  apoya,  en 
vez  de  violar  los  artículos  568.  587.  589,  595. 
596,  597.  600  y  601  de  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  los  aplicó  correctamen- 
te, haciendo  uso  de  la  facultad  que  tiene 
para  preciar  a  su  arbitrio  la  prueba  de 
presunciones  cuando  se  funda  en  hechos 
debidamente  probados,  como  en  este  caso. 

Tampoco  pudo  haber  infringido  los  ar- 
tículos 566.  569.  571.  573.  574.  602  inciso.'? 
2o.  y  3o.  y  del  mismo  Código  porque 
Ijrecisamente.  se  basa  en  prueba  indirec- 
ta para  declarar  la  culpabilidad,  toda  ve7 
que  no  hay  dos  o  más  testigos  que  confor- 
mes en  las  personas,  lugar,  manera  de 
realización  del  hecho  y  tiempo  en  que 
acaeció,  o  que  conviniendo  en  la  substan- 
cia y  no  en  los  accidentes,  demuestren  lo 
■contrario  o  por  lo  menos  destruyan  o  ener- 
ven algunos  de  los  que  sirven  de  funda- 
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mentó  a  las  presunciones  humanas.  La 
que  la  acompañó  a  la  Agencia  de  la  Teso- 
rería Nacional,  a  cobrar,  no  se  dio  cuenta 
de  la  operación  hecha  en  aquella  oficina 
por  la  señorita  Nayas  Paiz;  y  si  bien  dos 
testigos  declaran  con  respecto  a  sus  bue- 
nos antecedentes,  que  están  confirmado^ 
con  el  informe  oficial  que  se  agregó  al  pro- 
ceso, esos  testimonios  no  son  suficientes 
para  darle  crédito  a  lo  que  declara  a  su  fa- 
yor  y  destruir  de  este  modo  las  presuncio- 
nes en  las  cuales  se  apoya  la  Sala  senten- 
ciadora. 

Los  incisos  2o.  y  3o.  del  articulo  602  del 
mismo  Código  de  Procedimientos  Penales 
lio  obstante  que,  expresamente  no  apare- 
cen citados  en  la  sentencia,  los  principios 
que  contienen,  si  los  aplicó,  al  citar  el  si- 
guiente o  sea  el  603  que  se  refiere  al  efec- 
to probatorio  que  producen  los  documen- 
tos públicos  o  auténticos;  y  al  darle  méri- 
to a  las  constancias  obrantes  en  la  Agen- 
cia de  la  Tesorería  Nacional  y  Dirección 
General  de  Cuentas,  que  no  fueron  impug- 
nadas, ni  está  demostrado  que  sus  concep- 
tos estén  en  pugna  con  la  verdad,  lejos  de 
infringirlos,  los  aplicó  debidamente. 

Asimismo  también  no  infringió  el  inciso 
7o.  del  articulo  22  del  Código  Penal,  qun 
trata  de  la  reparación  con  celo  del  mal 
r-ausado,  porque  el  pago  no  lo  hizo  espon- 
táneamente, antes  de  que  la  señora  de  Mo- 
rán,  acudiera  a  la  Jefatura  Política  de 
Jalapa,  sino  hasta  cuando  intervino  este 
Despacho.  De  manera  que,  el  celo,  que  es 
el  elemento  fundamental  de  esta  circuns- 
tancia, no  existió,  y,  de  consiguiente,  no 
podía  estimarlo  la  Sala  Quinta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  al  dictar  su  fallo. 

El  artículo  418  del  Código  Penal  tiene 
cinco  incisos,  que  contienen  las  penas  con 
que  se  castiga  el  delito  de  estafa,  según  su 
cuantía,  y  como  no  se  cita  cuál  de  esos  in- 
cisos fué  violado,  esta  Corte  se  abstiene 
de  examinarlos,  por  ser  obligación  del  re- 
currente fijar  con  precisión,  las  leyes,  que 
a  .su  juicio,  estime  violadas. 

La  sentencia  no  se  basa  en  declaracio- 
nes de  testigos,  ni  tampoco  los  hechos  en 
que  se  funda  los  establece  con  este  medio 
probatorio,  sino  que,  en  lo  que  ha  expues- 
to la  procesada,  tomando  lo  que  le  perju- 
dica, y  en  las  constancias  de  los  documen- 
tos que  ya  se  han  indicado  y,  por  lo  tanto, 
no  pudo  haber  infringido  el  artículo  581 
en  su  inciso  8o.,  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  que  conceptúa  testigos 
inidóneos  a  los  que  tienen  interés  en  el 
asunto.    Y,  finalmente,  el  inciso  5o.  del 


o.rtículo  419  del  Código  Penal,  en  vez  de 
haber  sido  violado,  se  aplicó  correctamen- 
te, por  cuanto  que,  al  calificar  como  esta- 
fa el  delito  cometido  por  la  señorita  Navas 
Paiz,  que  consiste  en  haber  cobrado  el  va- 
lor de  los  alquires  de  la  casa  que  ocupa  la 
Escuela  de  Niñas  número  tres,  en  Jalapa, 
y  en  vez  de  entregarlo  a  la  propietaria,  se 
lo  apropió  sin  la  anuencia  de  ésta,  sus  ele- 
mentos coinciden,  exactamente,  con  los 
que  forman  dicho  inciso. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  que  disponen  los  artículos  684,  686 
y  690  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  declara  improcedente  el  recurso 
interpuesto  e  impone  a  la  recurrente,  el 
arresto  adicional  de  quince  días,  conmuta- 
ble a  razón  de  diez  centavos  diarios.  No- 
tifíquese  y  con  la  certificación  correspon- 
diente, devuélvanse  los  autos  al  tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  García  R 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Demetrio  Salay  Altan,  por 
el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  Los  Tribunales  de  instancia 
son  los  que  tienen  la  facultad  de  apre- 
ciar la  confesión  de  los  enjuiciados, 
cuando,  siendo  calificada,  pretendan 
mediante  ella  eludir  su  responsabilidad 
en  el  delito. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
ocho  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Contra  el  fallo  de  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  fecha  veintisiete  de  enero  dei 
corriente  año,  que  confirma  el  de  primera 
instancia,  y  por  violación  de  los  artículos 
571,  601,  609  y  614  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales;  21  inciso  6o.,  22  incisos 
lo.,  3o.,  4o.  y  10o.  del  Código  Penal,  inter- 
puso el  recurso  de  casación  Demetrio  Sa- 
lay Altan,  firmando  por  él  y  en  su  auxilio 
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el  abogado  que  lo  defendió  de  oficio  en  pri- 
mera y  también  en  segunda  instancia,  don 
Miguel  Ortiz  Pasarelli. 

El  nueve  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  se  celebraba  una  fiesta 
religiosa  en  la  casa  de  Refugio  Rustrián. 
en  la  finca  Agua  Tibia,  a  la  que  concurrie- 
ron varias  personas,  entre  ellas  Miguel  y 
Nicolás  Aguilar  y  Demetrio  Salay  Altan, 
cuando  por  eso  de  media  noche,  dice  el 
primero  de  éstos  que  fué  llamado  por  el 
tercero  con  el  fin  de  llevarlo  fuera  de  la 
casa,  y  cuando  pasaba  bajo  el  umbral  de 
la  puerta,  éste  le  tiró  un  machetazo,  cau- 
sándole varias  heridas,  sin  que  antes  tu- 
vieran ningún  disgusto,  pues  lo  único  que 
había  pasado,  es  que  el  día  anterior,  por 
órdenes  que  recibiera  de  su  patrón,  prohi- 
bió a  Salay  que  se  subiera  al  camión  de  la 
finca  para  evitar  que  se  golpeara;  que  no 
mencionaba  testigos  porque  no  se  fijó  si 
alguno  se  había  dado  cuenta.  El  acusado 
huyó,  pero  pocos  días  después  se  presentó 
al  Juzgado  Cuarto  de  Primera  Instancia 
en  donde  se  encontraban  ya  las  primeras 
diligencias,  y  examinado  expuso:  que  no  es 
cierto  que  hubiera  tenido  disgusto  por  la 
advertencia  que  dice  se  le  hizo  relativa  al 
camión,  advertencia  que  tampoco  es  cier- 
ta; que  efectivamente  se  encontraba  en  el 
rezo  que  se  verificaba  en  la  casa  de  Rus- 
trián, bailando,  cuando  llegó  Miguel  Agui- 
lar y  lo  invitó  a  que  salieran,  y  una  vez  en 
la  callo,  aquél  le  dijo  al  declarante  que 
"quería  beberle  la  sangre";  inmediatamente 
corrió  Nicolás  Aguilar,  hermano  de  Miguel 
y  le  dió  una  daga,  con  la  cual  Miguel  le 
tiró  varios  machetazos,  infiriéndole  uno 
en  el  dedo  pulgar  derecho  y  otro  en  el  an- 
tebrazo del  mismo  lado;  y  aunque  Nicolás 
también  le  tiró  dos  puñaladas  por  detrás, 
no  le  acertó  ninguna;  que  de  ésto  no  se 
dió  cuenta  ninguno.  En  ampliación  ma- 
nifestó que  es  cierto  que  hirió  a  Miguel 
Aguilar  con  un  machete  que  portaba,  sin 
fijarse  en  dónde  le  pegó,  por  que  no  se  mi- 
raba y,  además,  porque  sólo  le  metió  su 
machete  cuando  fué  atacado  por  los  Agui- 
lar. 

El  ofendido  Aguilar  sufrió  cuatro  heri- 
das cortantes,  asi:  una  en  el  tercio  inferior 
del  dorso  de  la  nariz  de  tres  centímetros 
de  largo,  oblicua  de  abajo  arriba  que  inte- 
resó la  piel;  otra  del  párpado  superior  iz- 
quierdo; otra  en  la  región  naso-geniana 
izquierda,  de  cuatro  centímetros  de  lavgo; 
otra  en  la  cara  dorsal  del  pulgar  derecho 
Curó  en  ocho  días,  quedándole  cicatriz  vi- 
sible y  deformidad  consiguiente  en  lagof- 


talmia  (dificultad  en  el  cierre  de  los  pár- 
pados) literal —  del  ojo  izquierdo.  E^te 
informe  fué  ampliado  en  el  sentido  que, 
como  consecuencia  de  la  herida.  Aguilar 
presentaba  una  disminución  de  la  agudeza 
visual  en  un  sesenticinco  por  ciento. 

Al  tomarse  al  reo  confesión  con  cargos 
manifestó  que  no  se  conforma  porque  no 
sabe  si  haya  herido  o  no  a  Aguilar.  pues 
cuando  éste  le  tiró  varios  machetazos,  él 
metió  el  suyo  para  defender  su  vida,  ha- 
biendo salido  huyendo  cuando  se  sintió 
herido  por  aquél. 

Practicado  un  reconocimiento  del  reo, 
se  informó  por  el  Médico  del  servicio  fo- 
rense, que  presentaba  des  cicatrices  re- 
cientes producidas  por  heridas  de  arma 
punzo-cortante:  una  en  el  tercio  superior 
del  borde  cubital  del  antebrazo  derecho  de 
diez  centímetros  de  largo  y  otra  en  el  dor- 
so de  la  cabeza  del  primer  metacarpiano 
de  la  mano  del  mismo  lado,  de  un  centí- 
metro y  medio  de  largo,  las  cuales  debie- 
ron haber  curado  en  siete  días  con  asis- 
tencia facultativa,  sin  que  dejaran  nin- 
gún impedimento  ni  deformidad. 

Durante  el  plenario  y  a  solicitud  del  de- 
fensor del  reo  fueron  examinadas  a  base 
de  interrogatorio  Bernarda  Tojin.  Higinia 
Altán  y  Basilia  Reyes,  quienes  uniforme- 
mente manifestaron:  que  cuando  estaban 
en  la  fiesta,  fué  Miguel  Aguilar  quien  lla- 
mó a  Demetrio  Salay  que  se  encontraba 
sentado  y  con  buenas  maneras  lo  invitó  a 
salir;  pero  de  lo  que  ocurrió  después,  todas 
ellas  dicen  que  no  se  dieron  cuenta,  lo  que 
sí  habrían  visto  si  el  hecho  hubiera  te- 
nido lugar  en  la  puerta  de  la  pieza  donde 
todos  se  encontraban.  También  fueron 
propuestas  y  examinadas  tres  personas 
con  quienes  el  reo  pretendió  justificar  su 
honradez  y  buena  conducta;  pero  ninguna 
declaró  satisfactoriamente,  pues  todas  di- 
jeron que  no  lo  podían  asegurar,  porque 
no  trabajaba  en  la  misma  tinca. 

Asi  mismo  quiso  justificar  con  otras  tres 
que  es  pobre,  pero  estas  dijeron  que  no 
lo  conocen. 

Insistentemente  en  primera  y  segunda 
instancia  ha  alegado  el  defensor  que  debe 
aceptarse  la  confesión  de  su  defendido  en 
la  parte  que  le  favorece,  como  es  en  la  que 
manifiesta  haber  procedido  en  legítima 
defensa  de  su  persona,  pues  lo  dicho  por 
el  ofendido  en  cuanto  a  que  fué  Salay 
quien  lo  instó  a  que  saliera  a  la  calle  y  que 
al  pasar  por  el  umbral  de  la  puerta  fué 
herido  por  éste,  es  inaceptable,  porque  es- 
tá comprobado  con  tres  testigos  que  fué 
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Aguilar  quien  invitó  a  Salay  a  abandonar 
la  casa  y  que  el  hecho  no  ocurrió  en  la 
puerta,  pues  de  haber  sido  asi,  lo  habrían 
presenciado,  y  que  esta  falta  de  verdad  de 
Aguilar  hace  que  se  estime  más  verosímil 
lo  declarado  por  Salay  respecto  a  que  si 
él  hirió  a  aquél,  fué  por  defenderse  de  la 
agresión  de  que  era  objeto,  utilizando  el 
medio  racional  que  tenia  a  la  mano  y  sin 
que  mediara  de  su  parte  ninguna  provoca- 
ción. 

No  aceptó  el  Juez  la  causa  de  exención 
de  responsabilidad  alegada,  pues  el  disgus- 
to relativo  al  camión  no  es  suficiente  para 
justificar  la  agresión,  que  es  la  causa  ge- 
neradora de  los  otros  requisitos;  que  la 
prueba  de  testigos  no  le  favorece  porque 
incurren  en  ciertas  contradicciones;  que 
el  reo  debió  haber  comprobado  que  fué 
agredido  por  los  hermanos  Aguilar;  en 
consecuencia  acepta  la  confesión  como 
única  prueba  de  haber  cometido  el  delito 
y  la  estima  como  atenuante,  en  virtud  de 
la  cual,  la  pena  de  cinco  años  que  corres- 
pondería imponer  se  reduce  a  tres  años 
cuatro  meses  de  prisión  correccional  con- 
mutable en  dos  terceras  nartes  a  razón  de 
diez  centavos  por  cada  día. 

En  segunda  instancia,  el  Procurador  pi- 
dió que  se  revocara  el  fallo,  pues  aun 
cuando  se  estimara  que  no  existe  la  legí- 
tima defensa,  debe  hacerse  aplicación  de 
la  atenuante  de  haber  sufrido  Salay  la 
provocación  de  parte  de  Aguilar;  y  ade- 
más, la  de  preterintencíonalidad.  toda  vez 
que  Salay  solamente  una  lesión  causó  a 
Aguilar  y  eso  con  la  mira  de  defenderse. 
Pero  el  Fiscal  afirma  la  existencia  de  una 
riña  entre  ambos  individuos  y  aunque  el 
defensor  intentó  establecer  la  legitima  de- 
fensa por  parte  de  Salay,  no  lo  consiguió 
por  falta  de  los  requisitos  que  para  esto 
son  indispensab'es. 

CONSIDERANDO: 

Que  las  declaraciones  de  Bernarda  To-'_ 
jín,  Higinia  Altán  y  Basílía  Reyes,  pro- 
puestas por  el  reo  durante  el  plenario,  con 
las  cuales  se  establece  que  no  fué  Salay 
quien  llamó  a  Aguilar,  para  llevárselo 
afuera  del  cuarto  donde  se  celebraba  la 
fiesta,  sino  que  fué  el  segundo  de  los  nom- 
brados quien  sacó  al  primero,  solamente 
sirven  para  demostrar  que  no  es  cierto  lo 
que  el  ofendido  Aguilar  dijo,  de  haber  si- 
do herido  en  el  umbral  de  la  puerta  del 
propio  cuarto,  sino  en  otro  lugar  más  dis- 


tante, en  donde  ya  no  alcanzaban  a  ver 
estas  personas;  y  como  ninguna  de  ellas 
ha  dicho  que  la  actitud  desplegada  por 
Aguilar  o  por  Salay  fuera  signo  evidente 
del  deseo  que  estos  tuvieran  de  agredirse, 
no  puede  deducirse  de  esas  declaraciones 
la  existencia  de  que  haya  procedido  de 
parte  del  ofendido  provocación  o  amenaza 
proporcionada  al  delito,  no  siendo,  en  con- 
secuencia, infringido  el  artículo  22  inciso 
4o.  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  legitima  defensa  alegada  por  el 
defensor  del  reo  no  aparece  evidenciada: 
en  primer  lugar,  porque  de  su  propia  con- 
fesión aparece  que  hubo  riña  entre  él  y 
Aguilar,  causándose  ambos  las  lesiones  que 
recíprocamente  sufrieron,  sin  admitir  la 
excusa  que  dá  Salay  sobre  que  solamente 
tendió  su  machete,  pues  Aguilar  sufrió 
cuatro  heridas  imposibles  de  causarse  sin 
el  manejo  directo  y  eficaz  del  arma;  se- 
gundo, porque  estando  obscuro  no  podía 
darse  cuenta  que  Nicolás  Aguilar  lo  agre- 
día por  detrás  y  menos  defenderse  del  ata- 
que de  éste.  En  consecuencia,  la  confesión 
del  reo  es  demostrativa  de  que  entre  él  y 
Aguilar  hubo  riña  mutua,  sin  poderse  de- 
i)  terminar  quien  de  los  dos  era  el  que  se  de- 
fendía y  por  consiguiente,  no  siendo  apli- 
cables al  caso  los  artículos  21  inciso  6o.,  22 
incisos  lo.,  3o.  y  10o.  del  Código  Penal,  no 
han  sido  infringidos. 

CONSIDERANDO : 

Que  los  artículos  571.  601,  609  y  614  del 
V  Código  de  Procedimientos  Penales,  tampo- 
I  co  han  .sido  infringidos;  el  primero,  por- 
que la  culpabilidad  del  acusado  es  eviden- 
te, tan  es  así  que  él  mismo  la  admite,  aun- 
que se  ampara  en  la  legítima  defensa;  el 
tercero,  porque  es  su  propia  confesión  la 
STque  sirve  de  prueba  del  hecho  y  como  es 
la  única,  ha  sido  calificada  como  ate- 
nuante; el  segundo,  porque  la  prueba  no 
se  funda  en  presunciones  cuya  apreciación 
hubiese  sido  mal  interpretada  y  el  ultimo 
porque  no  mereciéndole  crédito  al  tribu- 
nal de  instancia  lo  confesado  por  el  de- 
lincuente en  la  parte  que  es  calificada,  no 
puede  este  Tribunal  hacer  variar  esa 
apreciación  que  es  potestativa  do  aquel 
que  dictó  sentencia. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial, declara  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto, e  impone  a  la  parte  que  lo  in- 
terpuso un  arresto  de  quince  días,  conmu- 
tables a  razón  de  veinticinco  centavos  ca- 
da día.  Notífíquese  y  con  certificación  de 
lo  resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes 
al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Marino  Maselli  Bocaletti, 
por  los  delitos  de  daños  y  lesiones  por 
imprudencia  simple. 

DOCTRINA:  El  conductor  de  un  vehículo 
es  responsable  criminalmente  cuando  no 
pone,  de  su  parte  la  prudencia  indispen- 
hle  para  evitar  un  daño. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación, 
se  vé  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  ocho 
de  febrero  del  corriente  año,  en  el  proce- 
so seguido  contra  Marino  Maselli  Bocale- 
tti, por  los  delitos  de  daños  y  lesiones  por 
imprudencia  simple,  por  la  cual  confirma 
la  del  Juez  Quinto  de  Primera  Instancia 
de  este  departamento,  en  que  le  condena 
por  imprudencia  simple  a  sufrir  seis  me- 
ses de  arresto  mayor,  con  )a  modifcación 
de  que  la  conmuta  es  a  razón  de  un  quet- 
zal diario,  y  le  absuelve  del  cargo  que  se 
le  dedujo  por  el  delito  de  daños.  Maselli 
Bocaletti  es  de  veintiocho  años  de  edad, 
soltero,  industrial,  originario  y  vecino  de 
esta  capital, 

RESULTA:  que  1?.  noche  del  veintiocho 
de  enero  del  año  pasado,  llegó  a  conoci- 
miento del  Juez  quinto  de  Paz  de  esta  ciu- 
dad, por  medio  de  la  policía,  que  habla  si- 


do encontrado  un  camión,  volcado,  en  la 
calle  que  de  Pamplona  va  al  lugar  denomi- 
iado  Los  Arcos,  y  habiéndose  constituido 
en  aquél  sitio  encontró  el  camión  placa 
número  cuatro  mil  quinientos  setenta  y 
tres  ( 4573  ) ,  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete,  con  la  rueda  izquierda  de- 
lantera metida  en  la  cuneta;  la  caseta  des- 
truida, el  vidrio  del  parabrisas  completa- 
mente roto,  la  capota  arrancada,  asi  como 
el  fanal  izquierdo;  el  guardafango  del 
mismo  lado,  abollado  y  la  leña  de  que  es- 
taba cargado  el  camión,  regada.  Por  in- 
formes dados  en  ese  acto  por  el  agente 
Fulgencio  González  Chacón,  llegó  a  cono- 
cimiento del  Juez,  que  el  herido  había  si- 
do trasladado  al  Hospital  General.  Se 
trasladó  a  ese  establecimiento  y  procedió 
a  examinar  al  herido,  que  resultó  ser  José 
Chanting  Cantón,  quien  expuso:  que  ese 
día  por  la  tarde  salió  de  Patencia  con  di- 
rección a  esta  capital  a  bordo  del  camión 
de  Marino  Maselli  Bocaletti,  que  pilotea- 
ba este  mismo  y  venía  cargado  con  leña: 
llegaron  como  a  las  veintidós  horas  a  la 
capital,  deteniéndose  en  la  tienda  "'El  Lo- 
rito,  de  Marta  Torres  Figueroa,  concubina 
de  Maselli,  donde  tomaron  cerveza  y  des- 
pués se  fueron  a  pasear  por  la  Reforma, 
yendo  con  ellos  la  Torres  y  otra  amiga  de 
ésta;  estuvieron  en  el  restaurante  "San 
Angel  Inn",  donde  tomaron  high  balls  y 
cuando  salieron  para  retornar  a  la  ciudad, 
la  Tol'res  tomó  el  camión,  Maselli  llevaba 
la  palanca  de  velocidades  y  el  acelerador, 
le  imprimió  mucha  velocidad  al  camión  y 
a  consecuencia  de  ésto  se  produjo  un  ac- 
cidente, resultando  con  las  heridas  que  en 
ese  acto  presentaba,  consistentes  en  con- 
tusiones, erosiones  y  probablemente  algu- 
na fractura. 

Examinado  Fiancisco  Javier  Ramírez, 
manifestó:  que  la  noche  de  autos,  a  una 
hora  avanzada  estuvieron  en  el  restauran- 
te de  su  propiedad.  "San  Angel  Inn",  dos 
parejas,  de  los  cuales  los  hombres  eran 
Marino  Maselli  y  un  chino,  bebieron  algu- 
nos high  balls  y  al  retirarse  en  un  camión, 
le  causaron  daños  en  la  puerta  de  calle, 
que  estima  en  cincuenta  quetzales.  Cons- 
tituido e'  Juez,  vió  la  pared  dañada,  un 
árbol  derribado  y  huellas  de  un  camión. 

El  experto  Jacobo  Laínfiesta  describe  los 
daños  que  presentaba  el  camión  y  los  es- 
tima en  doscientos  veinticinco  quetzales. 

Marta  Torres  Figueroa  corrobora  lo 
afirmado  por  Clianting  Cantón,  menas  en 
lo  que  se  refiere  a  que  ella  tomó  el  timón, 
pues  asegura  que  Maselli  Bocaletti  era  eJ 
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que  iba  manejando  y  por  evitar  un  acci- 
dente con  otro  carro  que  caminaba  en  di- 
rección contraria,  volcó  el  camión,  perdió 
ella  la  razón  momentáneamente  y  cuando 
la  recobró  vió  tirados  en  el  suelo  a  Masse- 
111  y  al  chino  y  ella-  se  fué,  habiendo  sido 
detenida  por  un  agente  a  quien  le  explicó 
lo  que  habia  pasado.  En  declaración  que 
dió  en  el  plenario,  le  hizo  algunas  modifi- 
caciones, quedando  de  acuerdo  con  Maselli 
Bocaletti  en  lo  que  se  refiere  a  que  no  to- 
mó cerveza  en  su  tienda  ni  licor  en  "San 
Angel  Inn". 

Examinados  nuevamente  José  Chanting 
Cantón,  dijo  que  en  la  tienda  de  la  Torres 
Pigueroa  se  tomaron  como  tres  litros  de 
cerveza  y  en  San  Angel  Inn,  dos  tragos 
pequeños;  en  el  accidente  fué  lanzado  por 
el  camión  y  cuando  recobró  el  conoci- 
miento vió  que  estaba  como  a  cuatro  o 
cinco  varas  de  distancia  y  el  camión  me- 
dio volcado. 

Marino  Masselli  Bocaletti,  manifestó  que 
el  accidente  se  produjo  cuando  él  maneja- 
ba el  camión,  debido  a  que  se  ofuscó  con 
las  luces  de  otro  carro  que  caminaba  en 
sentido  contrario,  y  para  evitar  el  choque, 
porque  no  cambió  su  luz  el  carro  por  la  re- 
glamentaria, fué  a  dar  a  la  cuneta.  Solo 
un  high  ball  se  habia  tomado  en  San  An- 
gel Inn,  pues  en  la  tienda  de  su  mujer 
Marta  Torres  Figueroa,  no  tomó  cerveza: 
y  los  daños  que  aparecen  en  la  pared  del 
restaurante  San  Angel  Inn,  no  fué  él  el 
que  los  causó  con  su  camión. 

E  agente  Lauro  Constanza,  refirió:  que 
él  fué  el  que  detuvo  a  la  Torres  por  ha- 
ber visto  que  caminaba  sola  y  a  altas  ho- 
ras de  la  noche  por  el  restaurant  Albani  y 
llevar  manchas  de  sangre,  acerca  de  las 
cuales  no  le  dió  una  explicación  satisfac- 
toria. Después  le  dijo  lo  del  accidente,  se 
dirigió  a  aquel  lugar,  donde  estaba  un  chi- 
no herido  y  condujo  a  la  mujer  al  cuartel 
de  policía. 

Los  testigos  Alfonso  Godoy  y  Manuel 
Pérez,  manifestaron  que  la  noche  del  vein- 
tiocho de  enero  del  año  pasado,  vieron  que 
im  cam_ión  rojo  derrumbó  las  columnas  de 
la  entrada  del  restaurante  San  Angel  Inn. 

De  los  informes  médico  legales,  agrega- 
dos a  la  causa,  se  desprende  que  las  lesip- 
nes  que  sufrió  Chantig  Cantón,  curaron 
en  más  de  tres  meses  con  asistencia  facul- 
tativa, sin  indicar  si  dejaron  alguna  con- 
secuencia. 

En  la  tarjeta  de  circulación  del  camión, 
consta  que  es  de  la  propiedad  de  Juan  B. 
Maselli. 


EH  experto  Hiparco  Argueta,  valoró  los 
daños  causados  al  edificio  San  Angel  Inn, 
en  cuarenta  quetzales. 

El  Juez  de  Tránsito,  informó  que  sólo 
una  vez  se  ha  abierto  procedimiento  con- 
tra Maselli  Bocaletti,  por  lesiones  por  im- 
prudencia, que  es  la  que  se  juzga  en  este 
proceso. 

Miguel  del  Cid  y  Carlota  Vásquez,  mani- 
festaron, el  primero:  que  venia  con  Ma- 
selli y  el  chino  a  bordo  del  camión  proce- 
dentes de  Falencia,  se  bajó  en  el  Guarda 
del  Golfo,  a  las  veinte  horas,  y  hasta  alli 
no  hablan  tomado  licor  ni  cerveza  Maselli 
y  el  chino;  y  la  segunda,  que  estaba  en  la 
tienda  de  la  Torres  Figueroa,  cuando  lle- 
garon Maselli  y  el  chino,  éste  tomó  cerve- 
za, solo  él,  no  asi  Maselli  que  entró  a  co- 
mer, y  cuando  se  fueron  a  pasear,  no  los 
acompañó. 

Con  todo  lo  que  se  deja  descrito,  el  Juz- 
gado Quinto  de  Primera  Instancia,  falló 
el  veinticinco  de  septiembre  del  año  pa- 
sado, fallo  que  fué  confirmado  por  el  de 
la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
del  ocho  de  febrero  de  este  año,  con  la  en- 
mienda de  que  la  conmuta  es  a  razón  de 
un  quetzal  diario. 

Contra  este  fallo,  interpuso  recurso  ex- 
traordinario de  casación  el  Procurador  de 
la  misma  Sala,  Licenciado  Eleázar  Urme- 
neta,  citando  com  violados  los  artículos  11, 
14  fracción  última  y  499  fracción  segunda 
del  Código  Penal;  568,  570,  571,  573,  586. 
589,  595  y  597  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales.  Pedidos  los  antecedentes  se 
fijó  día  para  la  vista,  y  habiéndose  verifi- 
cado, es  el  caso  de  resolver. 

CONSEDERANDO: 

Que  tomando  como  base  la  Sala  senten- 
ciadora, la  prueba  acumulativa  que  existe 
en  el  proceso,  para  deducir  de  ella  la  cul- 
pabilidad de  Marino  Maselli  Bocaletti,  co- 
mo autor  de  las  lesiones  sufridas  por  José 
Chanting  Cantón,  por  imprudencia  simple, 
y  estando  esa  prueba  en  los  autos,  por  una 
parte,  y  por  la  otra,  habiendo  relación  en- 
tre ella,  no  pudo  haber  infringido  los  ar- 
tículos 568,  571,  573,  586,  589,  595  y  597  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  por  ra- 
zón que  queda  a  su  prudente  arbitrio  la 
apreciación  de  las  presunciones  humanas 
que  le  sirven  para  declarar  su  responsabi- 
lidad. 

El  artículo  11  y  la  íracción  última  del 
articulo  14  del  Código  Penal,  no  fueron 
infringidos,  porque  el  hecho  es  constituti- 
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vo  de  delito,  como  tal  delito  se  ha  juzgado 
y  se  ha  calificado  la  imprudencia  como 
simp'.e,  estimando  los  tribunales  de  ins- 
tancia, que  no  hubo  de  parte  de  Maselli 
Bocaletti,  toda  la  previsión  o  prudencia 
indispensables,  cuando  conduela  el  camión 
careado  con  leña  y  dos  acompañantes,  pa 
ra  evitar  el  accidente  que  le  causó  las  le- 
siones a  Chanting  Cantón. 

El  articulo  499,  fracción  segunda,  no 
aparece  en  el  Código  Penal.  Los  artículos 
de  este  Código  llegan  hasta  el  número  488, 
y  bajo  este  concepto  no  pudo  haber  que- 
brantado la  Sa'a  scntenciadcia  un  ar- 
ticulo que  no  exi'te. 

Los  artículos  570  y  586  constan  de  vario.s 
incisos,  y  como  el  recurrente  no  cita  cuá- 
les son  los  infringidos,  no  le  es  posible  a 
esta  Corte  entrnr  a  examinarlos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Just'cia,  fundada 
en  lo.s  artículos  G86  y  690  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  y  233  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judic-a',  desestima 
el  recurso  interpuesto.  Notifiquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  tribunal  de  su  origen. 

Raí.  Ordóñez  SoJis.  —  José  Serrarlo  Mu- 
ñoz. ■ —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Timoteo  Caal 
Bol  por  los  de'itos  de  lesiones  y  amena- 
zas. 

DOCTRINA:  No  debe  apreciarse  como 
prueba  el  dicho  de  los  testigos  que  no  dan 
razón  porque  les  constan  los  hechos  que 
refieren  y  só'o  se  concretan  a  decir  si  en 
los  interrogatorios  que  les  hace  la  parte 
interesada. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
veintidós  de  Mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  nueve. 

Vista  por  recur.so  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  de 
fecha  siete  de  febrero  del  año  en  curso, 
proferida  por  la  Sala  Segunda  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  la  causa  instruida  con- 


tra Timoteo  Caal  Bol,  a  quien  se  le  procesó 
por  los  delitos  de  lesiones  y  amenazas,  sien- 
tío  calificada.s  éstas  últimas  como  consti- 
tutivas de  una  falta  contra  las  personas. 

RESULTA: 

Que  el  veintidós  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  y  ante  el  Juez  de  Paz 
de  Cobán,  Francisco  Caal,  se  querelló  con- 
tra Timoteo  y  Mateo  Caal  porque  el  día  an- 
terior y  en  la  casa  del  primero  de  los  nom- 
brados, situada  en  la  aldea  Mestelhá  de 
aquella  jurisdicción  municipal,  llegaron 
los  otros  a  retarlo  a  que  saliera  con  el  ob- 
jeto de  pegarle,  y  a  la  vez  le  decían  que 
querían  matarlo,  teniendo  cada  uno  de 
ellos  un  cuchillo  en  las  manos. 

Los  testigos  que  declararon  en  relación 
a  este  hecho,  son:  Timoteo  Chén  Caal,  Flo- 
rencio Bac  y  Petrona  Ac.  por  su  orden  ex- 
pusieron: el  primero,  que  presenció  en  oca- 
sión en  que  estaba  en  casa  de  Francisco 
Caal  comprando  maíz,  cuando  llegaron  Ma- 
teo y  Timoteo  Caal  a  insultar  a  Francisco 
y  como  éste  no  salió  del  interior  del  ran- 
cho por  consejos  del  declarante,  aquellos 
sacaron  un  chuchillo  y  lo  aminazaron  con 
que  lo  iban  a  matar  si  no  salía;  que  al  fin 
dichos  individuos  se  retiraron  y  al  irse  di- 
jeron que  algún  día  iban  a  matar  a  Fran- 
cisco. El  segundo  dijo  que  como  a  las 
doce  horas  del  día  del  hecho,  desde  su  casa 
que  está  situada  cerca  de  la  de  Francisco 
Caal,  vió  que  los  hermanos  de  éste,  Mateo 
y  Timoteo,  lo  amenazaron  con  cuchillo 
en  mano  y  además  lo  maltrataron  de  pa- 
labra, pero  que  Francisco  no  salió  de  su  vi- 
vienda, y  la  tercera,  manifestó,  que  su  ca- 
sa de  habitación  está  frente  a  la  del  ofen- 
dido, reproduciéndose  en  lo  demás  en  los 
mismos  términos  que  Francisco  Bac.  Al 
ratificar  su  quere'la  Francisco  Caal.  dijo: 
que  hatia  tenido  conocimiento  del  hecho 
por  referencia  de  su  esposa  Juana  Chún, 
que  el  propio  veintiuno  de  enero  y  como 
.1  eso  de  las  veinte  horas,  los  mismos  en- 
juiciados habían  golpeado  a  Pablo  Poou. 

RESULTA: 

Que  el  veintitrés  del  mismo  mes  de  ene- 
ro se  inició  otra  causa  centra  Timoteo  y 
Mateo  Caal  ante  el  Juez  de  Paz  de  Carchá, 
en  virtud  de  que  según  afirmó  Patio  Poou 
Tct.  aquellos  le  causaron  varias  lesiones  a 
las  veinte  horas  del  día  veintiuno  de  ese 
mes,  en  ocasión  en  que  se  dirigía  a  su  ca- 
sa de  habitación,  situada  en  la  aldea  Mes- 
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telhá.  Dijeron  ser  presenciales  del  hecho, 
Ramón  Col,  quien  se  produjo  asi:  que  el 
jueves  21  de  enero  en  los  momentos  en  que 
pasaba  frente  a  la  casa  de  Francisco  Caal, 
vio  que  a  su  primo  Pablo  Poou  le  pegaban 
con  palos  los  individuos  Timoteo  y  Mateo 
Caal,  que  él  no  quiso  meterse  a  separarlos 
y  que  la  única  que  presenciaba  el  hecho  era 
la  mujer  Rosario  Macz.  Esta  última,  ase- 
guró haber  visto  el  día  y  hora  del  hecho, 
que  dos  hombres  le  pegaban  a  otro,  uno 
de  ellos  con  un  palo  y  el  otro  con  los  pu- 
ños, lo  que  ocurrió  frente  a  la  casa  de 
Francisco  Caal,  Juana  Chún  expuso:  que 
a  las  veinte  horas  del  dia  veintiuno  de 
enero  se  encontraba  en  su  vivienda  acom- 
pañada de  Agustina  Caal,  cuando  de  re- 
pente oyó  que  afuera  gritaban  por  lo  que 
salió  a  ver  qué  era  lo  que  ocurría  y  enton- 
ces se  dió  cuenta  que  Timoteo  y  Mateo 
Caal  le  pegaban  a  Pablo  Poou. 

El  lesionado  ingresó  al  Hospital  de  Co- 
bán  el  veinticuatro  de  enero,  y  presentaba 
una  contusión  con  extensa  excoriación  de 
la  piel,  situada  en  ¡a  región  supra-escapu- 
lar  derecha;  otra  similar  a  la  anterior  so- 
bre la  región  escapular  del  mismo  lado,  y 
otra  sobre  la  región  temporal  izquierda, 
saliendo  curado  el  diez  de  febrero  del  me.s 
siguiente,  sin  ninguna  consecuencia. 

RESULTA: 

Que  seguida  Ja  causa  por  todos  sus  trá- 
mites en  lo  que  se  refiere  a  Mateo  Caal 
Bol,  en  sentencia  firme  que  condenó  a  és- 
te a  sufrir  las  penas  de  un  año  de  prisión 
correccional  y  cinco  días  de  prisión  simple 
como  autor  del  delito  de  lesiones  y  de  una 
falta  contra  las  personas,  y  se  dejó  abier- 
to el  procedimiento  contra  Tim.oteo  Caal. 

RESULTA : 

Que  al  ser  habido  Timoteo  Caal,  se  le 
indagó,  negando  haber  cometido  los  he- 
chos que  ss  le  imputan,  asegurando  que 
como  a  las  doce  horas  del  día  veintiuno 
de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y  sie- 
te, se  encontraba  en  el  mercado  de  la  ciu- 
dad de  Cobán,  y  como  a  las  veinte  horas 
estaba  en  casa  de  su  suegra  Anita  Xe  en 
la  aldea  de  Chirrepec.  Al  ser  examinada 
ésta  última  manifestó:  que  efectivamente 
ese  dia  llegó  a  su  vivienda  su  yerno  Timo- 
teo Caal,  como  a  las  diez  y  ocho  horas, 
habiendo  dormido  alli.  En  igual  forma 
declaró  la  esposa  del  enjuiciado,  Rosa  Xe 
de  Caal,  y  el  testigo  Vicente  Toe  Cae,  ase- 


guró haber  visto  al  reo  en  el  mercado  de 
Cobán  de  las  diez  a  las  doce  horas  del  dia 
del  hecho. 

RESULTA: 

Que  por  haberse  tramitado  en  cuerda 
separada  la  causa  contra  Timoteo  Caal,  la 
Sala  Segunda  al  conocer  en  virtud  de  re- 
curso de  apelación  de  la  sentencia  profe- 
rida por  el  Juez  del  Departamento  de  Alta 
Verapaz,  declaró  la  nulidad  de  la  senten- 
cia dictada  por  dicho  Juez  y  de  todo  lo  ac- 
tuado a  partir  del  auto  en  que  la  causa 
se  elevó  a  plenario.  Al  elevarse  nueva- 
mente el  proceso  a  estado  público,  el  pro- 
cesado no  se  conformó  con  los  cargos  que 
le  fueron  formulados  y  durante  el  plena- 
rio, fueron  examinadas  las  testigos  Loren- 
za Batz,  Eusebia  Bac  y  Petronila  Yat, 
quienes  contestaron  afirmativamente  al 
interrogatorio  presentado  por  el  reo,  sobre 
que  como  a  las  diez  y  siete  horas  del  día 
del  hecho  salieron  del  mercado  de  Cobán 
en  compañía  de  Timoteo  Caal  y  de  su  es- 
posa, quedándose  éstos  a  dormir  en  la  ca- 
sa de  Anita  Xe  en  la  aldea  de  Chirrepec. 

RESULTA: 

Que  el  veinticuatro  de  jimio  del  año  pró- 
ximo pasado,  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  Alta  Verapaz,  dió  fin  al  proceso  de- 
clarando que  Timoteo  Caal  es  autor  del 
delito  de  lesiones  corporales  y  de  una  fal- 
ta, contra  las  personas,  imponiéndole  las 
penas  de  un  año  de  prisión  correccional 
y  cinco  días  dé  prisión  simple  por  cada 
una  de  las  infracciones,  haciendo  las  de- 
más declaraciones  correspondientes  en  ley. 

La  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, confirmó  la  sentencia  del  Juez,  fun- 
dada en  la  siguiente  consideración:  "que 
la  delincuencia  de  Timoteo  Caal  Bol,  en 
concepto  de  autor  de  las  lesiones  sufridas 
por  Pablo  Poou  Tot  el  veinte  y  uno  de  ene- 
ro de  mil  novecientos  treintisiete,  ha  que- 
dado plenamente  acreditada  mediante  las 
declaraciones  de  Juana  Chún  y  Ramón 
Col,  cuyos  dichos  deben  estimarse,  no  obs- 
tante ser  el  segundo  pariente  en  cuarto 
grado  de  consanguinidad  con  el  ofendido 
y  la  primera  haber  sido  acusada  ante  el 
Juez  de  Paz,  de  Cobán,  por  Francisco 
Caal,  como  indicios  o  presunciones  en  ra- 
zón de  no  estar  tachados  de  falsedad:  y 
por  otra  parte,  en  corroboración  de  tales 
testimonios  aparece  lo  expuesto  por  Rosa- 
rio Macz  y  el  hecho  de  que  el  reo  si  estuvo 
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en  la  fecha  de  autos  en  la  aldea  Mestelhá 
y  no  en  Chlrrepec  como  lo  sostuvo  en  su 
indagatoria,  ya  que  las  declaraciones  de 
Lorenzo  Batz,  Eusebia  Bac  y  Petronila 
Yat  no  merecen  crédito  alguno  al  Tribu- 
nal en  vista  de  haberse  concretado  a  res- 
ponder afirmativamente,  el  veintinueve 
de  septiembre  de  mil  novecientos  treinti- 
siete  y  treinta  de  mayo  del  año  siguiente, 
las  preguntas  de  los  interrogatorios  pre- 
sentados al  efecto,  y  además,  porque  el 
Juez  de  Paz  de  Cobán  en  diligencia  que 
obra  a  folios  noventitrés  vuelto  y  noventi- 
cuatro  hizo  constar  que  de  las  casas  de  las 
testigos  no  hay  visibilidad  alguna  para  la 
de  Anita  Xe.  Ahora  bien,  la  declaración 
de  ésta  última,  de  Rosa  Xe  de  Caal  y  de 
Vicente  Toe  Cae  tampoco  destruyen  las 
de  los  testigos  que  vieron  al  reo  el  veinte 
y  uno  de  enero  de  mil  novecientos  trein- 
tisiete  en  la  aldea  Mestelhá". 

Contra  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia, el  reo  Timoteo  Caal  Bol.  con  auxilio 
del  Abogado  José  Luis  Quiñónez.  Sologais- 
toa,  introdujo  recurso  de  casación,  denun- 
ciando como  infringidos  los  artículos  568. 
580  Inciso  2o.  y  581  inciso  8o.  del  Código 
de  Procedimientos  Penales  al  apreciar  los 
testigos  de  cargo;  573,  574  y  607  del  mismo 
cuerpo  legal,  por  la  apreciación  de  los  tes- 
tigos de  descargo  y  de  la  inspección  ocu- 
lar. 

Pedidos  los  antecedente?  v  señalado  dia 
para  la  vista,  y  habiendo  tenido  lugar  ésta 
es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Ape- 
aciones,  al  confirmar  la  sentencia  del  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Alta  Verapaz.  en 
la  que  se  declara  que  el  recurrente  Timo- 
teo Caal  Bol  es  autor  del  delito  de  lesio- 
nes en  la  persona  de  Pablo  Poou  Tot  y  de 
una  falta  contra  las  personas,  por  la  ame- 
naza hecha  a  Francisco  Caal,  lo  hizo  des- 
pués de  apreciar  lo  expuesto  por  Juana 
Chun  y  Ramón  Col  como  indicios  por  no 
haber  sido  tachados  de  falsedad.  A  estos 
indicios  agregó  el  testimonio  de  Rosario 
Macz,  y  las  contradicciones  en  que  incurrió 
el  reo  en  su  declaración,  y  por  consiguien- 
te no  incurrió  en  error,  de  derecho  al  pre- 
ciar el  dicho  de  los  testigos  de  cargo,  así 
como  tampoco  al  no  aceptar  lo  expuesto 
por  los  testigos  de  la  defensa,  dada  la  for- 
ma en  que  declararon,  y  por  estar  en  opo- 
sición con  lo  que  se  hizo  constar  por  el 


Juez  de  Paz  de  Cobán  en  las  diligencias 
que  obran  a  folios  noventa  y  tres  vuelto 
y  noventa  y  cuatro  frente,  y  por  consi- 
guiente no  se  infringieron  los  artículos 
568,  580  inciso  2o..  581  inciso  8o..  573,  574 
y  607  de  Procedimientos  Penales,  pues  co- 
mo ya  se  dijo  el  Tribunal  de  segunda  ins- 
tancia apreció  la  prueba  de  cargo  como 
una  presunción  en  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  articulo  600  del  mistno 
cuerpo  legal:  la  prueba  de  descargo  la 
apreció  tal  como  se  deja  dicho  por  no  ha- 
ber dado  razón  los  testigos  de  acuerdo  con 
el  artículo  583  inciso  lo.  del  mismo  código, 
por  haber  contestado  afirmativamente  a 
Jas  preguntas  contenidas  en  el  interroga- 
torio de  folio  ciento  nueve,  sin  dar  ningu- 
na explicación  por  qué  les  constaba  lo 
afirmado,  y  además  por  el  convencimieto 
obtenido  en  la  inspección  ocular  de  folios 
noventa  y  cinco,  en  la  que  hizo  constar 
que  dada  la  espesura  de  los  arbustos  y  la 
topografía  del  terreno,  no  hay  visibilidad 
de  los  ranchos  de  Eusebia  Bac,  Petronila 
Yat  y  Lorenza  Batz  para  el  de  Anita  Xe, 
en  donde  se  desarrollaron  los  hechos  afir- 
mados por  los  testigos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  preceptuado  en  los  artículos  686 
y  690  Procedimientos  Penales;  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial.  DESESTI- 
MA el  recurso  de  casación  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  e  impone  al  recurrente  la 
pena  adicional  de  quince  días  de  arresto, 
conmutables  a  razón  de  veinticinco  cen- 
o.-os  de  quetzal  por  dia. 

Notifíquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al 
Trbunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  A'berío  Argueta 
S.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diecinueve  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Vista  para  resolver  la  aclaración  pe- 
d'da  por  el  reo  de  le.'siones  y  de  amenazas. 
Timoteo  Caal  Bol.  en  el  sentido  de  que  en 
la  .«entencia  proferida  por  esta  Corte  el 
veintidós  de  mayo  del  año  en  curso,  y 
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por  la  cual  se  desestimó  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto,  se  declare  que  el  acta 
levantada  por  el  Juez  de  Paz  de  Cobán  tie- 
,  ne  valor  legal  y  probatorio ;  y 

CONSIDERANDO:  que  en  la  sentencia 
de  mérito,  con  toda  claridad  se  hizo  cons- 
tar lo  que  el  recurrente  solicita  y  no  es- 
tando concebida  la  sentencia  dictada  en 
términos  obscuros,  ambigüos  o  contradic- 
torios, no  procede  la  aclaración.  Artículos 
646,  647,  648  y  650  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  La  Corte  Suprema  de  Jus- 
ticia, de  acuerdo  con  las  leyes  citadas  y  lo 
pedido  por  el  Fiscal  de  la  Sala  Segunda 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  asi  lo  declara. 
Notifiquese  y  como  está  mandado,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Ordóñez  SoUs.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Rodríguez.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Catarino  Horacio  Espinoza. 
por  el  delito  de  allanamiento  de  morada. 

DOCTRINA:  El  hecho  de  penetrar  al  sitio 
dcnde  está  ubicada  la  casa  de  habita- 
ción, sin  que  se  justifique  de  alguna  ma- 
nera el  propósito  de  entrar  violenta- 
mente en  ella,  contra  la  voluntad  del 
que  la  ocupa,  no  constituye  el  delito  de 
allanamiento  de  morada. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Por  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Catarino  Horacio  Espinoza,  con  auxilio  del 
abogado  Homero  Rivera  Solórzano,  denun- 
ciando como  infringidos  los  artículos  lo., 
11  y  377  del  Código  Penal,  se  examina  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  Tercera  de 
Apelaciones,  el  treinta  de  noviembre  del 
año  próximo  pasado,  aprobando  la  que 
pronunció  el  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Retalhuleu  en  cuanto  absolvió  al  proce- 
sado del  cargo  que  se  le  formuló,  por  fal- 
ta de  prueba,  con  la  siguiente  reforma: 
que  el  reo  Espinoza  es  autor  del  delito  de 
allanamiento  de  morada,  por  el  cual  le 
impone  la  pena  de  ocho  meses  de  arresto 
mayor,  conmutable  en  su  totalidad  a  razón 


de  diez  centavos  diarios,  lo  suspende  en  el 
goce  de  sus  derechos  políticos  durante  la 
condena. 

La  relación  de  los  hechos  los  concreta 
la  sentencia  que  se  examina  en  el  siguien- 
te párrafo:  con  fecha  veintinueve  de  agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  Fer- 
nando Lozano  se  presentó  al  Juzgado  de 
Paz  de  San  Sebastián,  departamento  de 
Retalhuleu,  poniendo  en  su  conocimiento 
que  Catarino  Espinoza  lo  insultó  con  ma- 
chete en  mano,  obügando  a  Felipe  López 
Mazariegos  que  se  encontraba  en  esos  mo- 
mentos en  su  compañía  a  huir  hasta  el  in- 
terior de  un  corral,  haciendo  lo  mismo  con 
el  presentado  y  su  esposa  que  se  refugia- 
ron en  el  interior  de  la  casa,  alrededor  de 
la  cual  aquel  estuvo  andando  en  su  caba- 
llo esperando  que  salieran  para  flagelar- 
los, golpeando  la  puerta  con  el  machete 
hasta  que  llegó  la  escolta  que  lo  capturó. 
López  y  Edelmira  Ponce,  declararon  de  en- 
tera conformidad. 

El  acusado,  en  su  indagatoria  dijo  que 
no  se  acordaba  de  nada  por  haber  estado 
completamente  ebrio.  La  escolta  que  lle- 
gó en  auxilio  del  quejoso  estaba  compues- 
ta de  sargento  Domingo  Palaj,  Diego  Qui* 
ché  Mejia,  Ricardo  Rodas  y  José  Reynoso, 
quienes  declararon  haber  procedido  a  la 
captura  del  reo  no  sin  que  este  hubiera 
agredido  al  último  de  los  nombrados,  pe- 
gándole una  bofetada  en  la  cara  e  inten- 
tando quitarle  el  fusil  que  portaba. 

Se  practicó  una  inspección  ocular,  le- 
vantándose un  croquis,  en  el  cual  aparece 
consignado  el  lugar  que  ocupa  el  corral 
y  la  casa  del  quejoso,  así  como  las  señales 
observadas  en  el  suelo  de  los  cascos  del  ca- 
ballo, pero  no  se  dice  en  el  acta  ni  en  otra 
parte  del  proceso  que  el  terreno  donde 
está  ubicada  la  casa  se  encuentre  circula- 
do con  algo  que  impida  e!  libre  acceso  a 
ese  lugar. 

Consideró  el  Juez  que  los  indicios  que 
aparecen  es  autos  no  son  suficientes  para 
iJifligir  pena  al  reo,  porque  las  declaracio- 
nes de  cargo  fueron  prestadas  por  perso- 
nas que  no  son  idóneas  por  falta  de  impar- 
cialidad, por  ser  ofendidos  e  interesados 
en  el  asunto.  La  Sala  de  Aplaciones,  al  co- 
nocer en  consulta  del  fallo,  consideró  que 
los  delitos  de  amenazas  y  agresión,  no  se 
llegaron  a  establecer  plenamente  por  Is, 
circunstancia  de  que  únicamente  aparecen 
las  sindicaciones  de  los  ofendidos,  las  cua- 
les adolecen  de  tacha  no  mereciendo  cré- 
dito sus  dichos;  pero  que  con  las  declara- 
ciones de  los  soldados   que    componían  la 
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escolta,  quedó  establecido  que  el  enjuicia- 
do consumó  el  delito  de  allanamiento  de 
morada,  por  haber  sido  encontrado  en  el 
interior  de  la  casa  de  Fernando  Lozano, 
razón  por  la  cual  le  impone  la  pena  que 
se  ha  referido. 

CONSIDERANDO: 

Que  siendo  un  sitio  el  en  que  está  situa- 
da la  casa  de  habitación  de  los  esposos 
Fernando  Lozano  y  Edelmira  Ponce.  en  el 
cual  se  mantuvo  el  procesado  mientras 
permanecía  a  caballo  en  actitud  agresiva 
pero  sin  que  haya  ninguna  sindicación  y 
menos  prueba  de  que  llegara  a  entrar  a 
las  habitaciones  en  donde  estos  se  habian 
refugiado,  no  cabe  duda  que  el  delito  de 
allanamiento  de  morada  no  llegó  a  consu- 
marse, ni  hay  razón  para  afirmar  que  tal 
hubiera  sido  el  propósito  del  reo  no  obs- 
tante los  machetazos  inferidos  a  la  puerta, 
los  cuales  solo  dan  a  conocer  el  estado  de 
embriaguez  en  que  el  sujeto  se  encontraba, 
fuera  de  que  tampoco  hay  prueba  de  que 
Esplnoza  los  haya  ejecutado.  Por  este  mo- 
tivo, el  Tribunal  aprecia  que  no  existe  el 
delito  de  allanamiento  y  al  ser  condenado 
el  reo  por  esa  infracción  legal,  ha  sido 
violado  por  errónea  aplicación  el  articulo 
377  del  Código  Penal  en  que  se  basa  el  re- 
curso y  hace  que  este  sea  procedente. 

CONSIDERANDO: 

Que  al  no  existir  ninguna  prueba  acer- 
ca de  la  preexistencia  del  delito  que  ha 
dado  lugar  absolutorio  en  favor  del  acu- 
sado, de  conformidad  con  el  articulo  508 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apo- 
yo en  les  artículos  676  inciso  lo..  687  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  CASA  Y 
ANULA  la  sentencia  recurrida  y,  resol- 
viendo, absuelve  a  Catarino  Espinoza  de! 
cargo  que  se  le  formuló.  Notifiquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen, 

Raf.  Ordoñez  So'is.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  — i  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S 
Francisca  E.  Rodríguez.  —  Max  Garría  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Carlos  Young  Kay  y  com- 
pañeros, por  el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  Si  la  confesión  de  ser  el  au- 
tor de  la  muerte  de  una  persona,  no  reú- 
ne las  condiciones  indispensables  para 
tenerla  como  prueba,  no  puede  fundarse 
en  ella,  exclusivamente,  un  fallo  con- 
denatorio. 

Cuando  siendo  icarios  los  procesados,  sólo 
sea  uno  el  recurrente,  la  nueva  senten- 
cia aprovechará  a  los  demás  en  lo  que 
les  fuere  favorable,  siempre  que  se  en- 
cuentren en  la  misma  situación  del  re- 
currente y  les  fueren  aplicables  los  mo- 
tivos alegados  por  los  que  se  declare  la 
casación  de  la  sentencia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  y  uno  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
antecedentes  la  sentencia  fecha  siete  de 
Julio  del  año  próximo  pasado,  dictada  por 
la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  en  la  cau- 
sa instruida  contra  Carlos  Young  Kay,  Ra- 
món Sikman,  Angel  Chan,  Jacinto  Chang, 
Fermín  Ramírez  Chang,  Juan  Wong,  Ma- 
ría Wong  de  Chang  y  otros  individuos,  to- 
dos de  nacionalidad  china,  con  motivo  de 
la  muerte  violenta  de  Mariano  Chang,  sen- 
tencia en  la  que  se  revocó  la  que  pronun- 
ció el  Juez  Cuarto  de  Primera  Instancia  de 
este  Departamento,  en  cuanto  fué  absuel- 
to  Carlos  Young  Kay  del  cargo  que  se  le 
formuló,  estimándose  el  hecho  como  un 
suicidio,  respecto  del  cual  la  Sala  declara 
que  se  trata  de  un  homicidio,  por  el  que 
impone  al  referido  Yong  Kay  la  pena  de  10 
años  de  prisión  correccional  inconmuta- 
bles; la  revoca  también  en  cuanto  fueron 
absueltos  Ramón  Sikman  y  Angel  Chang 
de  los  cargos  formulados,  respecto  de  quie- 
nes declara  que  son  encubridores  del  mismo 
delito,  homicidio,  infracción  por  la  cual  les 
impone  la  pena  de  tres  años  y  cuatro  me- 
;-es  de  prisión  correccional  conmutables  en 
dos  terceras  partes  a  razón  de  veinticinco 
centavos  por  dia;  se  confirma  la  expresa- 
tía  sentencia  en  cuanto  absuelve  a  Jacinto 
Chang.  Fermín  Ramírez  Chang.  Juan  Wong 
y  María  Wong  de  Chang  de  los  cargos  que 
por  encubrimiento  en  el  referido  delito  se 
les  formulara  y  se  sobresee  definitivamen- 
te en  lo  que  se  refiere  a  los  enjuiciados  Fe- 
derico Chang,  Alejandro   Chang,  Antonio 
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Voung,  Felipe  Youn  Si,  Luis  Chang  y  Hum- 
berto Chang. 

El  veintiocho  de  Septiembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  cinco  el  Juez  Tercero  de 
Paz  de  esta  capital  por  haber  recibido  par- 
te de  que  en  la  casa  número  veintiséis  de 
la  décima  avenida  norte,  se  encontraba  un 
hombre  muerto,  se  constituyó  en  ese  lugar 
con  el  fin  de  instruir  las  primeras  diligen- 
cias, haciendo  constar  lo  que  sigue:  en  una 
pieza  y  sobre  una  cama  formada  por  dos 
balcones  angostos  encontró  a  un  hombre 
muerto,  totalmente  desnudo,  cubierto  con 
una  colcha  blanca;  presentaba  una  herida 
profunda  sobre  el  cuello  y  además  le  fal- 
taba el  miembro  viril  desde  su  base;  se  pu- 
do apreciar  asimismo  que  el  cadáver  pre- 
sentaba sobre  el  pulmón  izquierdo  un  golpe 
contuso  y  alrededor  unas  especies  de  ras- 
pones y  manchas  de  sangre  en  las  rodillas; 
las  manos  estaban  limpias,  sobre  la  cama 
se  encontró  un  cuchillo  de  zapatero  con 
mango  de  madera;  en  el  suelo  habla  un 
charco  de  sangre  a.si  como  una  palangana 
con  agua  con  sangre  y  trapos  de  igual  for- 
ma; del  charco  aludido  partía  un  reguero 
de  sangre,  pronunciado  al  principio,  pero 
después  sólo  se  distinguía  por  gotas  que  pa- 
saban por  un  cuarto  vecino  que  era  depósi- 
to de  granos,  y  seguía  por  el  corredor;  de 
allí  a  otro  cuarto  y  salía  al  segundo  patío 
frente  a  los  excusados;  en  una  puerta  de 
machihembre  de  comunicación  entre  el  pa- 
tio y  otro  se  observó  un  chorrete  de  sangre 
en  forma  oblicua  y  bastantes  gotas  en  dis- 
tintas posiciones;  en  uno  de  los  dos  excu- 
sados que  hay  en  el  patio  y  sobre  la  tabla 
había  varias  manchas  de  sangre  pero  el  pi- 
so había  sido  recientemente  lavado;  dentro 
del  excusado  fué  encontrado  el  pene  del  oc- 
ciso, así  como  otro  cuchillo  de  zapatero, 
igual  al  que  antes  se  dijo.  Vivían  en  la  ca- 
sa los  chinos  Jacinto  Chang,  Fermín  Ramí- 
rez Chang,  Ramón  Sikmán,  Angel  Chang, 
María  Wong  de  Chang,  Juan  Wong,  Hum- 
berto Chang  Carlos  Young  y  Federico 
Chang,  la  mayor  parte  de  los  cuales  ocupa- 
ban una  pieza  en  la  parte  oriente  del  edifi- 
cio, apareciendo  como  jefe  de  la  casa  Ja- 
cinto Chang,  quien  examinado  en  esa  oca- 
sión dijo  que  el  occiso  se  llamaba  Mariano 
Chang,  el  que  habitaba  el  cuarto  donde 
se  encontró,  juntamente  con  Carlos  Young, 
y  que  como  a  las  siete  de  la  mañana  lo  ha- 
bían ido  a  despertar  Carlos  Young,  Angel 
Chang  y  Ramón  Sikmán,  dicíéndole  que  en 
el  excusado  estaba  quejándose  Mariano 
Chang,  con  la  puerta  atrancada;  que  se  le- 
vantó y  al  llegar   al  excusado   vió  que  la 


puerta  estaba  medio  abierta  encontrándose 
en  el  interior  Mariano  Chang  herido,  ya 
muriéndose,  pues  únicamente  se  le  oía  un 
hervor  de  pecho,  por  lo  que  él  salió  a  la  ca- 
lle a  dar  parte  a  la  autoridad  lo  mismo  que 
al  Consulado  Chino.  Interrogado  allí  mis- 
mo Carlos  Yong  dijo:  que  Angel  Chang  y 
Ramón  Sikmán  lo  fueron  a  despertar  co- 
mo a  las  seis  horas  y  media  dicíéndole  que 
Mariano  Chang  estaba  en  el  excusado  heri- 
do y  que  la  puerta  estaba  cerrada;  que  al 
llegar  al  excusado  se  subió  por  medio  de 
una  escalenta  a  una  ventanita  sin  vidrio  y 
con  una  escoba  empujó  el  pasador  y  abrió 
la  puerta  que  no  estaba  atrancada;  ense- 
guida avisaron  a  Jacinto  Chang  y  despuéi-'. 
llevaron  a  Mariano  a  su  cuarto.  Todos  fue- 
ron interrogados  —'dice  el  acta —  pero  en 
vista  de  que  no  podían  expresarse  bien  en 
español,  no  se  pudo  adelantar  nada  en  la 
investigación  del  hecho  pesquisado;  pero 
sí  se  hizo  constar  que  sobre  una  silla  se  en- 
contró un  saco  color  café  claro  y  una  car- 
tera conteniendo  la  cédula  de  vecindad  del 
ccciío  Mariano  Chang,  quien  era  de  cua- 
renta años  de  edad,  casado,  comerciante, 
originario  de  Chensee,  (China)  y  también 
un  pantalón  y  otra  cartera  conteniendo 
tres  quetzales  y  setenta  y  cinco  centavos. 

Al  hacerse  un  registro  minucioso  en  to- 
das las  habitaciones,  se  encontró  en  la  que 
sil  ve  de  dormitorio  de  la  mayor  parte  de  los 
que  allí  viven,  debajo  de  una  cama,  un 
pantalón  color  crema  manchado  de  sangre 
perteneciente  a  Carlos  Young,  quien  expli- 
có que  se  había  manchado  al  llevar  a  Ma- 
riano Chang  del  excusado  al  cuarto.  Su- 
poniéndose que  no  se  trataba  de  un  suici- 
dio sino  de  un  hecho  delictuoso  se  ordenó 
la  detención  de  todos  los  moradores  de  la 
casa  y  fueron  selladas  las  puertas  y  aunque 
por  la  tarde  del  mismo  día  se  practicó  un 
nuevo  reconocimiento  con  asistencia  de  los 
detenidos  Angel  y  Jacinto  Chang  y  Carlos 
Young  y  personal  de  la  Policía,  no  se  ade- 
lantó nada  en  la  averiguación.  El  día  si- 
guiente a  las  quince  horas  se  practicó  nue- 
ve reconocimiento  con  el  objeto  de  que  el 
señor  Menchii  tomara  todas  las  impresiones 
digitales  que  creyera  convenientes,  lo  que 
asi  se  hizo;  y  por  último  el  día  treinta  se 
rompió  el  sello  de  la  puerta  principal  con 
el  fin  de  que  Jacinto  Chang  proporcionara 
los  nombres  de  todos  los  individuos  que  tra- 
bajaban en  el  taller  de  zapatería  Ley  King 
instalado  en  la  misma  casa. 

Ya  en  el  Juzgado  de  Paz  se  procedió  a  in- 
terrogar en  debida  forma  a  los  sindicados, 
quienes  se  produjeron  en  los  términos  sí- 
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guientes:  Federico  Chang,  de  sesenta  y  un 
años  de  edad,  impedido  del  sentido  de  la 
vista:  que  era  pariente  lejano  de  Mariano 
Chang  quien  desempeñaba  el  oficio  de  co- 
cinero y  que  resultó  muerto  una  mañana, 
según  oyó  decir,  estando  todos  asustados, 
pues  antes  habia  estado  contento  con  to- 
dos; Juan  Wong,  que  Mariano  se  mató  él 
solo  y  que  éste  dormia  solo,   pues  Ramón 
Sikmán,  Angel  Chan,  Carlos  Young  y  otros, 
así  como  el  declarante  dormían  juntos;  que 
Young  y  Chan  se  levantaron  juntos  ese  dia 
como  a  las  seis  y  media,  pero  luego  regre- 
só Angel  diciendo  que  en  el  excusado  esta- 
ba muerto  Mariano,  por  lo  que  todos  se  le- 
vantaron y  estos  mismos  sacaron  a  Ma- 
riano del  excusado  casi  muerto  y  entre  los 
dos  lo  llevaron  a  su  cuarto;  que  Mariano 
era  un  muchacho  muy  honrado  que  nun- 
ca tuvo  ninguna  dificultad  con  ninguno  de 
los  paisanos  y  que  él  solo  se  mató  ignorán- 
dose el  motivo,  pero  hacia  más  de  una  se- 
mana que  no  comia  bien;  Humberto  Chang, 
que  él  dormia  en  una  pieza  con  Ramón  Sik- 
mán y  Angel  Chan  y    separados  por  una 
puerta  dormían    F'ederico    Chang,  Juan 
Wong,  Fermín  Chang  y  Carlos  Yong;  qu*" 
Angel  Chan  y  Carlos  Young  se  levantaron 
como  a  las    6V2  y  pronto    regresó  Char. 
diciendo  que  Mariano  estaba  agonizando 
pero  no  sabe  ni  supone  quién  le  haya  dado 
muerte;  María  Chan,  que  Mariano  era  el 
cocinero  pero  cuando  le  quedaba  tiempo 
también  cortaba    suela  y    que  ignoraba 
quién  le  haya  dado  muerte;  Fermín  Ramí- 
rez Chang,  que  está  preso  por  que  se  suicidó 
un  su  paisano  con  un  chuchillo;  que  como 
a  las  6  y  50   minutos    estaba    en  la  pila 
lavándose  la  cara  cuando  oyó  quejidos  que 
salían  del  excusado,  los  cuales  también  fue- 
ron oídos  por  Carlos  Young,  Angel  Chang. 
Ramón  Sikmán  y  Jacinto  Chan  que  estaban 
en  la  cocina;  que  de  estos,  los  tres  prime- 
ros fueron  a  empujar  la  puerta  del  excusa- 
do, pero  como  no  podían  abrir  porque  esta- 
ba atrancada  por  dentro,  empujaron  con 
fuerza  y  encontraron    a  Mariano  herido, 
chorreando  sangre  de  la  garganta,  sacán- 
dolo Carlos  y  Angel    llevándolo    para  su 
cuarto;  que  Mariano  dormia  solo,  era  muy 
bueno,  no  tuvo  dificultad  con  ninguno,  y 
que  él  mismo  se  mató;  Ramón  Sikmán  que 
estaba  en  la  cocina  con  Jacinto  Chang,  Fer- 
mín y  Angel  del  mismo  apellido  y  Carlos 
Young,  cuando  oyeron  los  quejidos  que  daba 
Mariano  desde  el  interior  del  excusado  a 
donde  se  dirigieron,  pero  estando  cerrada 
la  puerta,  para  poderla  abrir  Carlos  se  su- 


bió a  un  hoyo  que  hay  y  con  un  palo  quitó 
el  pasador  y  hallaron  a  Mariano  sentado 
con  la  espalda  sobre  la  puerta,  en  camise- 
ta, con  un  calzoncillo  corto  y  con  chinelas; 
le  salía  mucha  sangre  y  no  podía  hablar; 
fué  sacado  de  ese  lugar  por  Angel  y  Carlos 
quienes  lo  llevaron  a  su  cama  en  donde  mu- 
rió; que  él  lavó  el  excusado  por  que  estaba 
con  mucha  sangre  ignorando  que  fuera  ma- 
lo hacerlo:  que  no  sabe  por  qué  fué  la 
muerte  de  Mariano  pero  tal  vez  sea  por 
asuntos  de  su  familia,  porque  hace  como  un 
mes  recibió  una  carta  ignorando  qué  le  de- 
clan, que  Carlos  Young  dormía  antes  en  la 
misma  pieza  con  Mariano  pero  ahora  no  y 
que  una  cama  que  estaba  en  el  mismo 
cuarto  y  ahora  está  en  el  corredor,  desar- 
mada, servia  para  cuando  llegaban  sus  pai- 
sanos a  posar.  Carlos  Young.  dijo:  que 
cuando  dormia  llegaron  a  despertarlo  An- 
gel Chang  y  Ramón  Sikmán  diciéndole  que 
se  levantara  pronto  por  que  no  estaba  Ma- 
riano y  creían  se  habia  matado  en  ei 
excusado;  que  cuando  salió  encontraron 
que  la  puerta  del  excusado  estaba  cerrada 
por  dentro  y  aunque  entre  los  tres  la  em- 
pujaron no  se  abrió,  entonces  fueron  a  lla- 
mar al  patrón  Jacinto  Chan  y  volvieron  a 
empujar  la  puerta  pero  como  estaba  muy 
dura  él  se  subió  por  una  escalerita  y  con 
una  escoba  empujó  el  pasador  de  la  puer- 
ta y  se  abrió  encontrando  a  Mariano  con 
todo  el  pecho  manchado  de  sangre,  con  una 
lierida  en  el  cuello,  aun  estaba  vivo  pero  ya 
no  hablaba;  que  por  indicación  de  Jacinto 
lo  sacaron  entre  él  y  Angel  Chang  y  Sikmán 
y  lo  llevaron  a  su  cama;  que  el  declarante 
dormia  en  el  mismo  cuarto  con  Mariano,  no 
se  dió  cuenta  a  qué  horas  se  levantó  éste; 
que  no  sabe  cómo  se  dio  muerte,  pues  era 
muy  bueno,  no  tenia  enemigos;  que  des- 
pués que  llegó  la  autoridad  vió  que  Maria- 
no tenia  una  herida  en  el  cuello  y  además  le 
faltaba  el  miembro,  según  lo  hizo  notar  el 
Director  de  la  Policía;  reconoció  como  suyo 
el  pantalón  manchado  de  sangre  explicando 
que  se  manchó  al  trasladar  a  Mariano  del 
excusado  a  su  cama;  que  ninguno  le  acon- 
sejó que  no  dijera  la  verdad  y  que  es  la 
verdad  lo  que  está  diciendo.  Angel  Chan. 
que  Mariano  se  suicidó,  asegurando  esto  por 
que  no  tenia  ningún  enemigo  en  la  casa; 
que  esa  mañana,  llegó  Fermín  Chan  a  des- 
pertarlos a  todos  diciéndoles  que  se  levanta- 
ran por  que  Mariano  estaba  en  el  excusado 
y  no  sabía  qué  pudiera  tener  pero  que  es- 
taba "asesando":  que  del  cuarto  salieron 
también  Ramón  Sikmán  y  Carlos  Young  y 
los  tres  juntos  fueron  al  excusado  encon- 
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trando  la  puerta  cerrada  pero  al  empujar- 
la se  abrió  un  poco,  viendo  que  lo  que  le 
servia  de  tranca  era  el  mismo  cuerpo  de 
Mariano  pues  tenia  la  espalda  apoyada  so- 
bre la  puerta,  la  que  no  tiene  pasador,  pues 
está  roto  y  no  sirve;  que  primero  entró  Ra- 
món a  sacar  el  cuerpo  de  Mariano  y  el  mis- 
mo con  el  indagado  y  Carlos  lo  llevaron  a 
£u  cama,  en  donde  el  declarante  le  lavó  la 
cabeza  y  Ramón  las  manos.  Jacinto  Chang, 
que  se  encontraba  preso  por  que  Mariano 
Chang  se  había,  matado  en  sU;  casa ;  que  a  él 
le  avisaron  Angel  Chan  y  Carlos  Young  que 
Mariano  estaba  herido  en  el  excusado;  que 
entre  Carlos  Young,  Ramón  Sikman  y  An- 
gel Chang  "abrieron  la  puerta  del  excusado 
a  empujones  por  que  estaba  cerrada  por 
dentro  y  al  estar  abierta  ordenó  que  saca- 
ran a  Mariano,  imaginándose  que  fuera  una 
cosa  sencilla  pero  cuando  vió  que  estaba  he- 
rido en  el  cuello  dispuso  ir  al  Consulado 
Chino  a  dar  parte  y  le  ordenó  a  su  herma- 
no Fermín  Ramírez  que  fuera  a  darlo  a  la 
Policía,  indicando  asimismo  a  los  mencio- 
nados Young,  Sikman  y  Chan  que  se  lleva- 
ran a  Mariano  a  su  cuarto ;  que  Young  dor- 
mía en  la  misma  pieza  con  Mariano;  pero 
la  cama  de  éste  había  sido  sacada  y  puesta 
en  el  corredor. 

Pasadas  las  diligencias  al  Juez  Cuarto  de 
Primera  Instancia,  este  funcionario  dispu- 
so practicar  una  nueva  inspección  ocular  y 
luego  el  Juez  Segundo  de  Paz  practicó  otra, 
sin  que  en  una  y  otra  se  hubiera  podido  en- 
contrar ningún  elemento  de  justificación 
del  hecho  o  responsabilidad  de  persona  de- 
terminada. 

Se  acudió  al  medio  de  interrogar  a  algu- 
nos de  los  individuos  del  país  que  trabaja- 
ban en  la  zapatería  establecida  en  la  casa 
del  crimen  como  son  Héctor  Quezada,  Jesús 
Domínguez,  Vitalino  González,  Dolores  Mi- 
n.era,  Rosario  Morales,  Julio  García  Queve- 
do,  Antonio  Bolaños,  Jorge  Galicia  López, 
Humberto  Rubio,  Francisco  Galicia  y  otros 
de  nacionalidad  china  como  Esther  Chang, 
Alejandro  Chang,  Felipe  Yong,  Antonio 
Yong,  Luis  Chang  sin  que  se  haya  obteni- 
do ningún  dato  relativo  al  esclarecimiento 
del  hecho,  solamente  el  último  lo  relata  en 
la  misma  forma  como  lo  hicieron  los  ante- 
riores. 

En  seguida,  el  seis  de  Octubre,  el  Juez 
Quinto  de  Primera  Instancia,  con  asisten- 
cia del  Sub-director  de  la  Policía,  el  Juez 
2o.  de  Paz,  el  médico  forense  Arturo  Carillo, 
el  Jefe  del  Departamento  de  identificación, 
su  ayudante  y  agentes  de  investigación,  se 


trasladó  a  la  casa  con  el  fin  de  proceder  a 
la  reconstrucción  del  hecho  y,  al  verificar- 
lo mediante  las  explicaciones  que  iba  dan- 
do Carlos  Young,  se  pudo  constatar;  a)  que 
es  verdad  que  por  medio  del  palo  de  una 
escoba  se  pudo  correr  el  cerrojo,  por  den- 
tro de  la  puerta  del  excusado;  b)  que  como 
Mariano  estaba  de  espaldas  contra  la  puer- 
ta y  no  se  podía  abrir,  Ramón  Sikman  y 
Angel  Chang  entraron  para  hacer  a  un  lado 
la  puerta,  mientras  que  Carlos  tomó  a  Ma- 
riano de  un  brazo  y  entre  los  tres  lo  saca- 
ron y  lo  condujeron  a  su  cuarto,  lo  que  ase- 
gura Jacinto  Chang  que  se  hizo  de  su  orden, 
.asi  como  la  limpieza  del  excusado  porque 
estaban  para  llegar  todos  los  trabajadores; 
c)  que  efectivamente  pudo  Carlos  Young 
mancharse  de  sangre  los  pantalones  al 
transportar  el  cuerpo  de  Mariano,  no  ha- 
biéndose hecho  en  mayor  escala  porque  el 
herido  ya  estaba  exangüe  probablemente, 
cuando  lo  sacaron  según  pudo  manifestar 
el  doctor  Carrillo  en  ese  momento;  d)  que 
cuando  fué  sacado  Mariano  del  excusado 
aun  estaba  vivo;  e)  que  el  Coronel  Peralta, 
Subdirector  de  Policía  y  los  agentes  Enri- 
que Marroquín  y  Rigoberto  Chavarria  ma- 
nifestaron que  cuando  llegaron  al  lugar 
del  suceso,  o  sea  cuando  el  Juez  de  Paz  ins- 
truía las  primeras  diligencias,  el  cadáver 
estaba  rígido  y  frío;  y  f)  que  en  una  puer- 
ta de  machihembre  que  separa  el  patio  del 
excusado  se  notó  un  chorro  de  sangre  y  bas- 
tantes gotas  en  diversas  direcciones,  que- 
dando la  parte  alta  de  la  mancha  del  cho- 
rro como  a  un  metro  de  distancia  del  sue- 
lo. Acerca  de  lo  consignado  en  el  punto 
e),  el  Juez  Tercero  de  Paz  informó  haber 
observado  que  ya  había  principiado  la  ri- 
gidez cadavérica  en  los  músculos  del  cue- 
llo y  las  extremidades  superiores,  no  así  en 
los  músculos  del  tronco  y  las  extremidades 
inferiores,  porque  al  ser  colocado  el  cuerpo 
de  Mariano  en  la  camilla,  notó  que  éstas  y 
el  tronco  aún  estaban  flexibles,  por  lo  que 
presumía  que  el  fallecimiento  de  dicho  in- 
dividuo tuvo  lugar  tres  o  cuatro  horas  an- 
tes de  su  llegada. 

Otra  vez  fueron  examinados  Jecinto 
Chang,  Carlos  Yong,  Angel  Chang,  Ramón 
Sikman,  Fermín  Ramírez  Chang,  Juan 
Woung,  Humberto  Chang,  Esther  Chan, 
Luis  Chang  y  lo  único  que  se  pudo  esta- 
blecer aparte  de  lo  que  habían  manifes- 
tado anteriormente,  es  que  la  mayor  par- 
te de  estos  individuos  dijeron  que  Maria- 
no Chang  hacia  días  que  se  encontraba 
triste,  pues  apenas  comía. 
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En  el  informe  que  se  obtuvo  del  Ciruja- 
no Arturo  Carrillo  que  practicó  la  autop- 
sia del  cadáver,  aparece  en  conclusión: 
que  Mariano  Chang  presentaba  dos  heridas 
producidas  por  arma  cortante:  una  en  los 
órganos  genitales  y  que  fué  la  primera 
producida,  a  Juzgar  por  la  abundante 
hemorragia  que  presentaba  en  los  miem- 
bros inferiores;  la  otra  en  la  parte  ante- 
rior y  superior  del  cuello  situada  transver- 
salmente  por  encima  del  borde  superior  del 
cartílago  tiroides  extendida  del  borde  ante- 
rior del  extremo  cleido  mastoideo  de  un  la- 
do al  borde  anterior  del  mismo  músculo  del 
lado  opuesto,  de  borde?  netos,  de  trece  cen- 
tímetros de  largo  por  dos  de  ancho,  que 
interesó  la  piel,  el  tejido  celular  subcutá- 
nea, el  músculo  tiro-hioideo  la  membrana 
liro-hioidea,  la  laringe  a  este  nivel  y  las 
venas  yugulares  externas,  que  produjo 
abundante  hemorragia  externa,  llenando 
parte  de  la  sangre  las  vias  respiratorias, 
produciéndole  la  muerte  por  asfixia,  sien- 
do muy  posible  y  casi  seguro  a  juzgar  por 
la  nitidez  de  las  heridas  y  por  faltar  se- 
ñales de  violencia,  que  el  mismo  sujeto  se 
produjo  ambas  heridas.  Ampliando  este 
informe,  el  Doctor  Carrillo  emitió  el  si- 
guiente, obedeciendo  órdenes  del  Juez:  a) 
que  habiendo  encontrado  el  estómago  sin 
ningún  alimento  ni  restos  de  substancias 
alimenticias,  podía  asegurar  que  por  lo  me- 
nos hacia  más  de  ocho  horas  que  el  extin- 
to no  había  ingerido  ninguna  substancia 
alimenticia;  b)  por  la  rigidez  cadavérica 
tan  marcada  y  la  falta  absoluta  de  putre- 
facción se  podía  pensar  que  el  falleci- 
miento había  tenido  lugar  cinco  u  ocho 
horas  antes  de  practicarse  la  autopsia,  la 
que  fué  efectuada  a  las  once  del  día  vein- 
tiocho de  Septiembre  (1935);  e)  era  muy 
difícil  determinar  exactamente  el  tiempo 
que  medió  entre  la  herida  del  pene  y  la 
del  cuello,  pero  aproximadamente  se  podía 
afirmar  que  mediaron  pocos  momentos 
una  herida  y  otra.  Con  respecto  al  tiem- 
po que  hubiera  tardado  en  morir  el  inter- 
fecto, si  solo  se  hubiera  producido  la  heri- 
da del  cuello  podía  asegurar  que  la  muer- 
te hubiera  sido  tan  rápida  en  un  caso  como 
en  el  otro,  es  decir  que  la  muerte  se  hu- 
biera efectuado  a  lo  sumo  en  un  minuto. 

Al  ser  elevado  a  plenario  la  causa  y  to- 
mada a  los  reos  confesión  con  cargos,  nin- 
guno aceptó  tener  alguna  participación  en 
el  delito  y  .solamente  aceptaron  el  cargo 
aquellos  que  procedieron  a  lavar  las  manos 
y  la  cara  del  intefecto,  afirmando  haberlo 
hecho  por    indicación  de    Jacinto  Chang 


quien  lo  ordenó  por  razón  de  limpieza 
y  por  aproximarse  la  entrada  de  los  tra- 
bajadores del  taller. 

El  Juez  ordenó  la  práctica  de  otras  di- 
ligencias, y  aunque  entre  ellas  no  aparece 
la  relativa  a  que  se  ampliara  la  declara- 
ción de  Carlos  Young  K.,  así  se  hizo  con 
asistencia  de  un  Médico  y  de  un  fotógrafo, 
haciéndose  constar  en  esa  diligencia  lo  si- 
guiente: que  el  reo  no  ratificaba  sus  de- 
claraciones anteriores  por  que  no  era  cier- 
to su  contenido  y  sí  las  había  dado  en  esa 
forma  fué  porque  tenía  miedo  de  decir  la 
verdad;  que  la  muerte  de  Mariano  Chang 
se  verificó  así:  el  día  veintiocho  de  Sep- 
tiembre como  a  las  cinco  y  media  lo  des- 
pertó Mariano  Chang  diciéndole  insisten- 
temente que  se  levantara;  que  al  pregun- 
tarle qué  era  lo  que  quería  le  dijo  que  se 
levantara  y  se  fuera  con  él  a  la  cocina;  se 
vistió  camisa,  camiseta,  calzoncillo  y  pan- 
tuflas y  se  fueron  juntos,  guiándolo  Ma- 
riano al  excusado,  llevando  Mariano  un  cu- 
chillo de  los  que  sirven  para  cortar  zuela 
en  la  mano;  una  vez  adentro  del  axcusado, 
Mariano  puso  el  pasador  y  le  dijo  que  le 
hiciera  el  favor  de  cortarle  el  pene,  por 
que  si  no  lo  hacia,  él,  Mariano,  lo  mata- 
ría; que  al  preguntarle  porqué  quería  que 
lo  cortara  le  dijo  que  por  la  Julia,  mucha- 
cha que  habia  sido  sirvienta  de  la  casa  ha- 
cia como  cuatro  meses;  que  entonces  te- 
niendo el  declarante  el  cuchillo,  Mariano 
jo  agarró  con  más  fuerza  de  la  mano  y 
a-jarrándose  en  el  mismo  momento  con  la 
otra  el  pene  por  su  extremidad,  lo  obligó 
a  que  le  cortara  el  miembro  sin  poder  de- 
terminar si  lo  hizo  de  abajo  arriba  o  de 
arriba  hacia  abajo,  porque  el  deponente  se 
luchaba  por  no  cortarlo;  que  en  el  mismo 
acto  en  que  los  dos  estaban  echancho  fuer- 
za, Mariano  lo  obligó  a  que  le  causara  la 
herida  grande  del  cuello;  inmediatamente 
después  entre  toda  la  sangre  que  le  salía. 
Mariano  se  fué  desmayando  hasta  que  el 
declarante  lo  dejó  en  el  suelo  recostado 
contra  la  puerta,  la  cual  quedó  sin  pasa- 
dor por  dentro;  después  de  esto  se  fué  a 
acostar  otro  ratito  a  su  cuarto,  para  espe- 
rar que  lo  fueran  a  despertar,  lo  que  así 
hicieron  Ramón  y  Angel  a  las  seis  y  media, 
ignorando  si  estos  dos  últimos  oyeron  o 
no  cuando  se  cometió  el  hecho;  cuando 
ya  se  habia  trasladado  el  cuerpo  de  Ma- 
ñano a  su  cuarto,  el  dicente  regresó  al  ex- 
cusado y  con  un  cucharón  agarró  el  pene 
y  el  cuchillo  y  los  arrojó  en  el  interior  del 
mismo;  que  él  ordenó  a  Ramón  que  lava- 
ran a  Mariano.   El  Juez  hace  constar:  que 
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en  todo  el  acto  estuvo  presente  el  Doctor 
Robles  quien  fué  llamado  exprofesamente 
para  que  hiciera  constar  el  estado  mental 
y  físico  y  la  manera  de  responder  del  reo 
a  las  preguntas  que  se  le  dirigieron  y  ov: 
la  confesión  espontánea  prestada  por  el 
mismo  acerca  de  este  hecho;  y  el  Doctor 
citado  manifestó:  que  durante  todo  el 
tiempo  que  duró  el  interrogatorio  (dos  ho- 
ras menos  tres  minutos)  notó  que  el  Juez 
preguntaba  con  suavidad  sin  ninguna  im- 
posición ni  intimidación:  el  reo  respondía 
razonando  perfectamente  e  interrumpien- 
do al  menor  detalle  que  no  parecía  de 
acuerdo  con  lo  que  él  creia  la  verdad;  que 
fuera  de  la  nerviosidad  natural  que  mani- 
festaba el  reo  no  notó  ninguna  respuesta 
ni  actittud  de  éste  que  no  apareciera  co- 
mo un  hombre  completamente  cuerdo  y 
en  posesión  de  todas  sus  facultades  inte- 
lectuales; que  además  examinó  desnudo  al 
reo  quien  no  presentaba  ningún  signo  de 
violencia,  ni  equim.osis,  ni  escara,  ni  he- 
rida, solamente  una  escoriación  produci- 
da por  la  uña  sobre  el  hombro  izquierdo, 
manifestando  el  reo  ser  un  raspón  que  el 
mismo  se  dió  a  causa  de  las  pulgas  y  en 
efecto,  de  eso  tenia  apariencia;  también 
tenia  dos  cicatrices  ya  b' ancas  en  la  parte 
posterior  y  raiz  del  cuello,  de  más  de  un 
año  de  haberse  causado.  La  intervención 
del  artista  se  redujo  a  tomar  una  fotogra- 
fía del  reo  y  del  facultativo,  formando 
grupo,  con  el  objeto  de  hacer  constar  el 
estado  del  primero  de  estos  cuando  se 
practicó  la  diligencia. 

Otra  vez  se  dispuso  fuera  ampliado  el 
informe  del  Doctor  Carrillo  acerca  de  al- 
gunos puntos  que  fueron  contestados  así: 
a)  Suponiendo  un  suicidio  se  puede  ase- 
gurar que  la  mano  con  que  empuñó  el  in- 
terfecto el  arma,  fué  la  mano  derecha, 
pues  es  la  única  que  tiene  la  destreza  su- 
ficiente como  para  provocar  estas  lesiones, 
.salvo  que  el  sujeto  hubiera  sido  zurdo,  b) 
Se  puede  afirmar  que  las  heridas  fueron 
producidas  de  izquierda  a  derecha,  pues  a 
pesar  de  la  nitidez  de  éstas,  se  notaba  una 
pequeña  herida  en  el  borde  inferior,  en  su 
lado  izquierdo  de  la  herida  del  cuello,  que 
hacia  pensar  que  ese  fué  el  lado  donde 
principió  la  herida.  Respecto  a  la  posición 
que  guardaba  el  sujeto  lo  más  probable  es 
que  haya  sido  la  vertical,  ya  sea  sentado  o 
de  pié,  pues  la  sangre  corrió  dentro  de  las 
vías  aereas  y  digestivas  hacia  la  parte  in- 
ferior, c)  Suponiendo  un  homicidio  hu- 
biera sido  necesario   para   provocarle  las 


dos  heridas,  haber  sujetado  perfectamen- 
te a  Chang  entre  varios  sujetos  o  haberlo 
r.marrado,  pues  es  lógico  suponer  que  la 
herida  del  cuello  si  se  la  podían  haber  pro- 
vocado por  sorpresa,  pero  no  la  otra,  ni 
mucho  menos  ambas  lesiones,  d)  No  es 
posible  determinar  si  el  pene  se  encontra- 
ba en  estado  de  erección  o  no  en  el  mo- 
mento de  haber  sido  cortado. 

De  todos  les  detenidos  la  Sala  Segunda 
de  Apelaciones  ordenó  la  libertad  de  Fe- 
derico Chang,  Felipe  Yon,  Alejandro 
Chang,  María  Wong  de  Chang  y  Antonio 
Yon. 

El  Ministerio  Público  intervino  en  la 
causa  como  acusador,  manifestando  en  su 
primer  memorial  que  presentó  al  dársele 
la  causa  en  traslado,  que  la  confesión  del 
leo  aun  que  parezca  sencilla,  es  bastante 
para  que  de  conformidad  con  las  demás 
actuaciones  queda  perfectamente  compro- 
bada la  magnitud  del  delito,  y  merecedor 
el  culpable  de  las  penas  señaladas  por  la 
Ley.  Artículo  6o.  Decreto  1366,  (muerte). 
Y  no  importa  — dice —  que  los  motivos  y 
forma  en  que  se  perpetró  el  crimen  sean 
hasta  hoy  desconocidos  por  hallarse  den- 
tro de  las  obscuridades  en  que  siempre  se 
ha  mantenido  esa  raza  egoísta  y  reserva- 
da; el  delito  se  cometió  y  Carlos  Young  apa- 
rece como  único  autor  responsable:  y  res- 
pecto de  los  demás  chinos  que  habitaban 
en  la  casa  y  se  hallan  sujetos  a  procedi- 
miento criminal,  debe  necesariamente  con- 
siderárseles como  encubridores  del  delito 
al  menos.  Estima  que  sería  tarea  inútil 
querer  desentrañar  las  circunstancias  que 
rodearon  el  hecho,  porque  los  chinos  hasta 
en  los  actos  de  menor  singnificación  de  su 
vida,  mantienen  reserva  impenetrable  pa- 
ra todos  los  extraños. 

De  nuevo,  y  esta  vez  a  solicitud  de  uno 
de  los  defensores  se  requirió  ampliación 
del  informe  médico  legal,  obteniéndose  las 
contestaciones  relativas  a  los  puntos  no 
contestados  antes,  así:  la  herida  que  pro- 
dujo la  muerte,  indirectamente,  por  asfi- 
xia, provocada  por  la  entrada  de  sangre 
en  las  vías  respiratorias  superiores,  fué  la 
herida  del  cuello.  La  herida  del  pene  se 
puede  considerar  menos  grave  e  incapaz 
de  provocar  la  muerte  si  se  practica  una 
intervención  oportuna  y  pudo  haber  cura- 
do en  un  mes  aproximadamente.  Fuera 
de  las  dos  heridas  que  se  han  relacionado, 
el  Cirujano  dice  no  haber  encontrado  en 
el  cuerpo  de  Chang  ninguna  otra  lesión  o 
señal  de  violencia  provocadas  por  otra  u 
otras  personas.    Por  la  nitidez  de  las  he- 
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ridas  y  por  la  falta  de  otras  lesiones,  es 
de  sospecharse  y  posible  de  afirmar  que  no 
hubo  concurrencia  de  fuerzas  contrarias, 
es  decir,  que  no  hubo  lucha.  Dada  la  nu- 
trición y  desarrollo  muscular  del  interfec- 
to se  puede  afirmar  que  si  poseia  la  fuer- 
za suficiente  para  provocarse  las  heridas 
que  presentaba  y  por  último  que  por  la 
forma  de  las  heridas,  por  la  dirección  de 
la  que  se  encontraba  en  el  cuello,  por  ha- 
ber sido  provocada  de  primero  la  del  miem- 
bro viril,  por  la  ausencia  absoluta  de  seña- 
les de  violencia  o  de  defensa,  por  la  fre- 
cuencia en  los  casos  de  homicidio  de  la  exis- 
tencia de  otras  heridas  en  diferentes  partes 
del  cuerpo:  pero  sobre  todo  y  ocupando  el 
primer  lugar  las  heridas  del  pene,  por  los 
antecedentes  especiales  que  hacen  pensar 
que  Chang  era  un  melancólico,  se  puede 
presumir  con  bastante  aproximación  que 
en  el  presente  caso  se  trata  de  un  suicidio. 

El  reo  Carlos  Young  pidió  al  Juez,  por 
medio  de  su  defensor,  que  le  recibiera  de 
nuevo  declaración  y  al  verificarse  la  di- 
ligencia, en  el  Departamento  Judicial  de 
la  Penitenciaria,  observó  el  funcionario, 
que  el  reo,  al  tratar  de  explicarse,  tenía 
Dificultad  de  hacerlo  en  español  y  que  no 
podia  expresarse  en  dicho  idioma,  pues 
apenas  entendía  las  preguntas  que  se  le  hi- 
cieron, por  lo  que  suspendió  la  diligencia 
para  mientras  se  nombrara  un  intérprete, 
nombramiento  que  en  el  mismo  acto  re- 
cayó en  el  recluido  Gabriel  Wong,  por  me- 
dio de  quien  Young  pudo  declarar :  que  rati- 
ficaba sus  primeras  declaraciones,  no  asi 
la  última  en  que  confiesa  el  hecho,  por- 
que no  fué  el  quien  mató  a  su  paisano  Ma- 
riano Chang,  con  qui?n  era  muy  amigo:  y 
si  asi  lo  dijo,  fué  porque  el  Juez  anterior 
le  ofreció  ponerlo  en  libertad  si  confesa- 
Taa,  y  que,  como  ignora  las  leyes  del  país, 
creyó  que  con  ello  le  darían  su  libertad, 
pero  en  verdad,  el  declarante  no  mató  a 
Mariano.  Al  preguntarle  cómo  es  aue  no 
siendo  el  delincuente  pudo  explicar  de 
manera  minuciosa  el  delito  y  ahora  dice 
que  no  sabia  explicarse,  contestó  que  hay 
cosas  que  sí  entiende,  pero  la  mayoría  nó, 
y  cuando  el  Juez  le  leyó  su  última  declara- 
ción, .colamente  entendió  una  que  otra  co- 
sa y  contestaba  "si"  sin  seguridad  de  lo 
que  se  le  estaba  leyendo.  Que  lo  único  que 
puede  afirmar  es  que  se  encuentra  inocen- 
te en  el  hecho  que  se  le  está  achacando  y 
que  las  primeras  declaraciones  que  prestó 
estin  de  acuerdo  con  la  verdad  de  los  he- 
chos. 


El  defensor  de  este  mismo  reo,  refirién- 
dose a  lo  confesado  por  él  y  que  califica 
como  una  superchería,  a  la  cual  recurrió 
con  la  creencia  de  que,  haciéndolo  asi,  ob- 
tendría su  libertad  y.  sobre  todo,  se  esta- 
blecería su  irresponsabilidad,  como  lo  ha- 
bía sostenido  anteriormente  en  dos  decla- 
raciones sucesivas  y  en  el  acto  supremo  de 
.su  confesión  con  cargos,  acudió  a  propo- 
ner una  prueba  pericial  con  el  fin  de  esta- 
blecer que  Young  no  tuvo  un  pleno  conoci- 
miento de  la  confesión  prestada;  al  con- 
trario, confesó  atenido  a  las  falsas  ideas 
que  se  desarrollaron  en  su  mente  sobre  que 
haciéndolo  alcanzaría  su  libertad;  y  al 
efecto  propuso  como  experto  de  su  parte 
al  Doctor  don  Carlos  Federico  Mora,  sien- 
do los  puntos  sobre  los  cuales  debería  dar 
su  dictamen,  los  siguientes:  a)  Si  dado  el 
medio  social  en  que  se  encuentra,  sus  cos- 
tumbres, hábitos  de  raza,  asi  como  sus  con- 
diciones personales  (temperamento,  carác- 
ter, idiosincracia  y  demás  que  integran  la 
personalidad  t ,  puede  afirmarse  que  Carlos 
Young  es  un  individuo  timorato  fácil  de  ce- 
der ante  cualquier  amenaza  grave  que  se 
le  haga,  especialmente  encontrándose 
bajo  el  régimen  severo  de  una  prisión 
b  )  Si  Carlos  Young  tiene  la  aptitud  psíqui- 
ca suficiente  como  para  tener  un  pleno 
conocimiento  y  darse  perfecta  cuenta  de 
¡■:us  responsabilidades  jurídicas  en  un  Es- 
tado como  el  nuestro,  regido  por  un  siste- 
ma legal  positivo  complejo  (contrario  al 
consuetudinario)  principalmente  en  el  or- 
den penal.  Aceptada  la  solicitud  fué  nom- 
brado el  Doctor  Mora  por  parte  de!  peti- 
cionario, el  de  igual  titulo  Miguel  F.  Mo- 
lina por  parte  del  Ministerio  Público  y  co- 
rno tercero  para  el  caso  de  discordia  el 
Doctor  don  José  Manuel  Arias. 

Resumen  del  dictamen  del  IXictor  Moli- 
na: "la  mutilación  del  pene  indica  que  el 
centro  etiológico  del  crimen  fué  un  acto 
de  morbosidad  genésica,  que  condujo  co- 
mo un  segundo  paso  al  degüello  del  occi- 
so. No  cree  en  un  simple  suicidio,  ni  aún 
en  el  .supuesto  de  que  Mariano  Chang  se 
haya  vuelto  loco  súbitamente:  un  loco,  tal 
vez  se  habría  mutilado  el  pene,  pero  no  se 
degüella  acto  seguido,  o  se  degüella  sim- 
plemente .sin  mutilarse.  En  resumen  cree 
que  el  crimen  que  condujo  a  la  muerte  de 
Chang.  es  de  origen  sexual,  y  que  no  se  tra- 
ta de  un  suicidio,  sino  de  un  bárbaro  ho- 
micidio. Ampliando  su  dictamen  el  Doctor 
Molina  contestando  a  ciertas  preguntas 
manifestó:  que  por  los  datos  suministra- 
dos por  la  autopsia,  no  encontraba  ningún 
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indicio  de  lucha;  el  crimen  fué  cometido 
con  entera  libertad  de  fuerzas  del  que 
lo  hizo,  lo  que  le  indicaba  que  el  agresor 
obró  por  traición  sumamente  violenta,  es 
decir,  por  sorpresa,  habiendo  amputado 
primero  el  pene  j'  después  aprovechándose 
de  la  debilidad  y  del  sufrimiento  de  la  víc- 
tima, le  dió  el  golpe  final  en  el  cuello.  La 
herida  menos  grave  fué  la  del  pene,  que 
pudo  haber  curado  en  un  mes:  pero  la  muer 
te  de  Chang  fué  ocasionada  por  las  dos 
heridas  conjuntamente,  si  bien  la  herida 
suficiente  para  producirla  fué  la  degolla- 
ción; que  después  de  la  terible  herida  del 
cuello  el  suicida  no  habría  pensado  en 
echar  al  excusado  el  pene  y  el  cuchillo. 
Que  Carlos  Young  es  un  individuo  tranqui- 
lo, consciente  de  sus  actos,  aunque  trataba 
de  simular  estupidez  e  indiferencia  al  me- 
dio ambiente,  su  actitud  era  la  de  un  in- 
dividuo hermético,  temeroso  de  hablar,  im- 
penetrable, cuya  actitud  fué  siempre  ma- 
nifiesta de  no  descubrirse  Esta  actitud 
reservada  y  negativa  le  indicaba  que  ha- 
bía algo  oculto  en  su  pensamiento  y,  lejos 
de  ser  un  individuo  sugestionable,  cree  que 
tiene  una  voluntad  enérgica  y  suficiente  in- 
teligencia para  no  dejarse  engañar.  No  es 
timorato  ni  tonto,  como  él  pretende  hacer- 
se ver.  Aunque  la  ignorancia  de  la  ley 
no  puede  alegarse  en  favor  de  ninguno, 
cree  el  informante  que  si  Carlos  Yong,  no 
conoce  ciertas  "finezas"  del  Código  Penal, 
si  es  capaz  de  conocer  y  darse  cuenta  de 
que  la  amputación  del  pene  y  la  muerte  de 
un  hombre  es  cosa  antinatural,  repudiada 
aun  por  las  especies  animales  aun  inferio- 
res al  hombre;  es  un  acto  punible  en  todos 
los  países  de  la  tierra,  cualquiera  que  sea 
su  cultura,  sus  ideas  religiosas,  sus  ideas 
filosóficas  acerca  del  mundo,  que  esté  bajo 
el  Tahonismo  y  sea  del  Sur  de  la  China. 

Por  su  parte,  el  Doctor  Mora  se  expre- 
só de  la  manera  siguiente,  basándose  en  las 
referencias  que  se  encuentran  en  la  causa 
y  en  el  examen  psicológico  de  Carlos  Yong 
que  practicó  exprofeso:  a)  Refiriéndose  a 
la  concurrencia  o  colisión  de  fuerzas  de 
unas  personas  que  quisieran  causar  las 
heridas  y  otras  evitarlas,  dice  que  faltan- 
do señales  de  violencia  en  la  víctima,  co- 
mo se  dice  en  el  informe  de  la  autopsia,  se 
descarta  y  debe  descartarse,  por  un  ra- 
zonamiento que  se  apoya  en  la  lógica  y  en 
la  experiencia  de  casos  semejantes,  toda 
hipótesis  de  lucha  previa  a  la  producción 
de  las  dos  grandes  heridas  que  el  cadáver 
presentaba.  Cómo  podría  admitirse,  sin 
íaltar  a  la  lógica  — dice —  que  en  un  asalto 


a  mano  armada,  con  la  indispensable  re- 
sistencia, no  presentara  el  cuerpo  del  ven- 
cido más  lesiones  traumáticas  que  las  dos 
gravísimas  cuya  situación  y  tamaño  indi- 
can que  no  pudieron  ser  hechas  sino  des- 
pués de  haber  dominado  a  la  víctima  de 
la  agresión'  Y  no  enseña  la  práctica  que 
en  crímenes  como  el  supuesto  se  reconocen 
siempre,  además  de  las  lesiones  de  consi- 
deración, otras  muchas  de  menor  cuantía 
— equimosis,  excoriaciones,  cortaduras,  etc. 
—  que  son  el  testimonio  objetivo  de  la  pe- 
lea? Aunque  en  la  confesión  hecha  por 
Carlos  Yong  no  se  habla  de  agresión  y  de- 
fensa sino  de  que  éste  fué  obligado  con 
violencia  moral  y  física,  a  darle  muerte  a 
Mariano,  Chang,  quien,  para  alcanzar  el 
oumpiímiento  de  su  designio,  se  valió  pri- 
mero de  amenazas  graves  y,  luego,  de  la 
fuerza  bruta,  pues  por  medio  de  ella  y  des- 
pués de  haber  puesto  el  cuchillo  en  manos 
de  su  compatriota,  quebrantó  su  resisten- 
cia y  lo  hizo  ejecutar,  mal  de  su  agrado, 
las  lesiones  mortíferas,  semejante  manera 
de  explicar  los  hechos  es  completamen- 
te absurda,  amén  de  ser  inconsistente 
con  los  datos  que  suministra  e¡  examen 
médico  de  los  daños  corporales  que  pre- 
sentaba el  difunto  y  el  pretendido  victi- 
mario. Absurdá  porque  no  es  creíble  que 
una  persona  a  quien,  bajo  amenaza  de  me- 
terle un  cuchillo  si  se  hace  renuente  se 
conmina  a  ejecutar  un  acto  contra  toda 
su  voluntad,  ceda  a  la  am.enaza  y  ejecute 
la  orden  después  de  verse  con  el  arma 
amenazadora  en  las  manos,  frente  al  otro 
que  queda  inerme.  Inconsistente  porque, 
aún  en  el  remoto  caso  de  que  el  "homicida 
a  pesar  suyo"  hubiera  sido  tan  blando  de 
carácter  o  tan  escaso  de  fuerzas  que  se  de- 
jara llevar  hasta  la  comisión  del  hecho 
sangriento  deseado  por  el  original  suicida, 
las  heridas  no  habrían  presentado  el  aspec- 
to de  nitidez,  de  rápida  y  nerviosa  resolu- 
ción, de  corte  en  seco,  que  ofrecieron  ante 
los  ojos  del  autopsiante,  sino  que  habrían 
dado  a  conocer,  en  la  multiplicidad  de  las 
cortaduras,  en  lo  irregular  de  los  bordes  y 
en  lo  irregular  del  conjunto,  la  renuencia 
con  que  habían  sido  inferidas.  El  invo- 
luntario ejecutor,  por  su  parte,  habría 
presentado  sobre  sí  las  huelas  de  la  lucha, 
o  las  consecuencias  de  su  oposición  al  ac- 
to impuesto,  y  nada  de  eso  presentaba.  En 
consecuencia,  contesta  a  la  pregunta  di- 
ciendo: que  no  había  indicios  de  que  en  la 
producción  de  las  heridas  observadas  en  el 
occiso  hubiera  habido  colisión  de  fuerzas, 
empleadas  las  unas  para  herir  y  las  otras 
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para  salvarse,  o  las  unas  para  obiigar  y  las 
otras  para  resistirse.  La  herida  menos 
grave  de  las  dos  era  la  del  pene  que  no 
era  mortal  como  las  del  cuello,  y  de  no  in- 
terponerse alguna  complicación  hubiera  po- 
dido sanar  en  veinte  o  treinta  dias.  Aunque 
los  caracteres  de  las  heridas  descritas  no 
son  comunes  en  las  degollaciones  suicidas, 
sí  pueden  observarse  en  ellas,  sobre  todo 
si  la  persona  que  se  las  infiere  actúa  en  un 
arrebato  de  locura:  el  hecho  de  ser  úni- 
cas, la  situación  transversal,  lo  bien  cor- 
tado de  los  labios  de  la  herida,  su  profun- 
didad considerable,  son  circunstancias  que 
no  concurren  en  muchos  suicidios  en  los 
que  la  mano  que  sostiene  el  arma  vacila  en 
el  memento  de  herir,  denotan  en  el  suici- 
da, cada  vez  que  se  las  descubre,  una  mor- 
bosa voluntad  de  suprimirse.  Es  decir  que 
la  comprobación  de  las  mencionadas  cir- 
cunstancias es  posible  tratándose  de  un 
suicidio  y  constituye  un  claro  indicio  de 
que  éste  fué  cometido  al  influjo  de  una 
perturbación  psicopatológica.  Es  verdad 
que  en  casos  de  homicidio  también  pueden 
verse  las  heridas  bien  recortadas  trans- 
versales y  medianas,  profundas  y  únicas; 
pero  a  más  de  ser  excepcional  que  estén 
dirigidas  de  izquierda  a  derecha  siempre 
van  acompañadas  por  contusiones  en  la 
parte  posterior  del  cuerpo,  causadas  al  de- 
rribar a  la  víctima  (a  quién  no  es  posible 
cortarle  el  cuello  en  esa  forma  sí  está  de 
pie  o  sentada)  y  por  heridas  de  las  manos 
que  según  Kratter,  se  originan  porque  "en 
im  movimiento  casi  involuntario  el  asal- 
tado, levantando  las  manos,  trata  de 
apartar  de  si  el  cuchillo  que  amenaza  su 
cuello  o  ya  lo  está  rozando  y  de  esto  re- 
sultan pequeñas  heridas  en  los  pliegues  de 
flexión  de  los  dedos  o  en  la  palma  de  la 
mano"  y  como  no  había  tales  heridas  ni 
contusiones,  induce  a  admitir,  mejor  que 
la  hipótesis  de  un  homicidio,  la  de  un  sui- 
cidio, estando  esta  manera  de  pensar  co- 
rroborada por  el  hecho  de  que  la  sangre 
penetró  en  las  vias  respiratorias  y  aún  en 
las  digestivas,  cosa  que  no  podría  suceder 
sino  estando  el  tronco  en  posición  verti- 
cal. Tampoco  cabe  admitir  que  el  suicidio 
haya  sido  consumado  por  mano  extraña, 
porque  en  vez  de  una  sola  herida,  firme 
y  bien  honda,  de  un  trazo  resuelto,  existi- 
rían varias  heridas  en  diferentes  direccio- 
nes con  diversas  profundidades,  de  golpe 
indeciso  o  retractado,  lo  mismo  en  la  he- 
rida del  cuello  que  en  la  del  pene,  debien- 
do advertirse  con  relación  a  la  última  que 
para  cercenarse  el  miembro  con  un  corte 


lan  neto  es  preciso  que  una  mano  lo  sos- 
tenga y  estire,  mientras  la  otra  maneja  el 
arma  y  que,  si  se  supone  que  Chang  ocupó 
su  dos  manos  en  obligar  a  Yong  a  que  lo 
hiriera  en  tanto  que  éste  las  empleó  en  re- 
sistir a  la  violencia  que  se  le  hiciera,  debe 
convenirse  en  que  .no  hubo  mano  dispo- 
nible, de  ninguno  de  los  dos  actores,  que 
mantuviera  el  pene  en  la  posición  conve- 
niente. Hace  referencia  el  informe  a  lo 
que  manifestaron  los  compatriotas  de  Ma- 
riano Chang  acerca  •  del  estado  melancó- 
lico en  que  éste  se  encontraba  durante  los 
últimos  dias  de  su  vida,  y  al  proceso  se- 
guido por  algunos,  para  poner  término  a 
sus  sufrimientos,  en  forma  idéntica  a  la 
eiegida  por  Chang  y  de  ello  infiere  que  en- 
tre las  suposiciones  que  cabe  hacer  para 
explicar  la  muerte  del  mismo,  la  má^  ve- 
rosímil, la  más  racional,  la  más  científica, 
es  la  de  que  fué  ocasionada  por  un  suici- 
dio, engendrado  a  su  vez  por  un  acceso  de 
depresión  m.elancólica  y  precedido,  en  un 
£'.cto  que  es  corriente  entre  los  enfermos 
de  su  clase,  por  la  auto-amputación  del 
pene,  derivada  de  la  agudización  y  puesto 
en  práctica  de  ese  complejo  patológico  al 
que  los  psíco-analístas  designan  con  el 
rombre  de  "complejo  de  castración".  Afir- 
ma también  el  informante  que  sí  bien 
Carlos  Yong  tiene  suficiente  capacidad  in- 
telectual para  darse  cuenta  de  sus  respon- 
sabilidades jurídicas  esa  capacidad  decre- 
ce sensiblemente  por  el  imperfecto  cono- 
cimiento que  tiene  del  idioma,  pues  aun- 
que lo  posie  en  el  grado  bastante  para  po- 
der seguir  una  conversación  sencilla  su 
dominio  no  llega  hasta  a  ponerlo  en  con- 
diciones de  comprender  al  interlocutor  que 
se  dirige  a  él  en  términos  escogidos,  ele- 
vados o  poco  usados  o  técnicos  (jurídicos 
por  ejemplo)  y  más  si  en  vez  de  hablarle 
se  le  lée.  Entonces  por  mucho  que  se 
esfuerce,  pierde  buena  parte  del  sentido 
de  lo  que  oye. 

Con  vista  de  la  diferencia  de  crite- 
rio expresada  en  los  informes  de  los  se- 
ñores Molina  y  Mora,  re  requirió  el  del 
Doctor  Manuel  Arias,  quien,  después  de 
¡as  consideraciones  del  caso  manifestó: 
que  la  cxplicaión  que  científicamente  debe 
de  admitirse  acerca  de  la  muerte  de  Ma- 
riano Chang  es  que  fué  consecuencia  de  un 
suicidio  llevado  a  término  por  el  estado 
ansioso  de  su  melancolía;  y  que  ésta  es  la 
forma  en  que  de-spués  de  las  auto-mutila- 
ciones terminan  su  existencia  los  melan- 
cólicos. Agrega  que  Yong  conoce  muy  poco 
el  idioma  español  al  grado  de  que  las  ve- 
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ees  que  concurrió  a  la  Penitenciaria  para 
entenderse  con  él  tuvo  necesidad  de  valer- 
se de  un  intérprete,  lo  que  le  impide  darse 
cuenta  de  sus  responsabilidades  juridicafj 
ante  nuestra  ley. 

El  Ministerio  Público  hizo  un  esme- 
rado estudio  analítico  científico  de  las 
pruebas  producidas  en  autos,  princi- 
palmente de  al  confesión  del  reo  y  de 
los  distámenes  de  los  facultativos  que 
se  dejan  relacionados;  acepta  la  conclu- 
sión a  que  llegó  el  Doctor  Molina  respecto 
de  que  se  trata,  no  de  un  fantástico  sui- 
cidio, sino  de  un  bárbaro  homicidio  c'e  ori- 
gen sexual  y  pidió  en  definitiva  la  aplica- 
ción de  las  penas  determinadas  por  el  De- 
creto Legislativo  número  2164. 

El  defensor  del  reo  Yong,  Lic.  Antonio  F. 
Aguírre,  por  su  parte  sostiene  que  la  con- 
fesión prestada  por  aquél  carece  de  valor 
jurídico:  A)  porque  no  tuvo  pleno  conoci- 
niiento  de  lo  que  dijo,  como  lo  hicieron 
constar  en  sus  informes  los  Doctores  Mora 
y  Arias;  b)  porque  la  confesión  debe  ser 
congruente  y  verosímil  con  las  constan- 
cias de  la  causa,  y  en  ésta  no  aparece  nin- 
guna sindicación  en  contra  de  Young;  to- 
das la  declaraciones  y  todas  las  diligencias 
realizadas  con  el  fin  de  averiguar  quién 
o  quienes  son  los  responsables  del  hecho, 
eliminan  las  imputaciones  en  contra  del 
acusado;  que  la  reina  de  las  pruebas  en 
este  caso  es  la  de  expertos  rendida  con 
todos  los  pormenores  legales  y  de  esta  se 
deduce  que  la  muerte  de  Mariano  Chang 
se  debió  a  un  acto  personal  suyo,  un  sui- 
cidio. Esa  apreciación  está  fundada  en  las 
circunstancias  siguientes:  la.  La  falta  de 
antecedentes  de  enemistad  que  pudieran 
hacer  sospechar  algún  móvil  que  impul- 
sara a  la  comisión  del  delito.  2a.  El  esta- 
do melancólico  en  que  se  encontraba  el 
occiso  durante  los  días  anteriores  a  su 
muerte.  3a.  La  localización  y  naturaleza  de 
las  heridas  que  presentaba  el  suicida.  4a. 
La  dirección  de  las  mismas.  5a.  Ser  dere- 
cho el  muerto  y  no  zurdo.  6a.  La  aptitud 
física  de  Chang  para  inferirse  las  lesio- 
nes. 7a.  El  lugar  de  donde  fué  extraído 
Chang  en  estado  agónico.  8o.  Las  expe- 
riencias practicadas  por  el  Juez  instructor 
en  el  lugar  de  los  hechos.  9a,  La  ausencia 
absoluta  de  vestigios  de  lucha  o  riña  entre 
el  occiso  y  otras  personas.  lOa.  Haberse  in- 
ferido primeramente  la  herida  del  pene, 
lia.  No  estar  el  reo  en  posesión  del  idioma 
castellano  para  comprender  la  significa- 
ción y  alcance  de  la  confesión,  motivo  por 
el  cual  el  Juzgado  tuvo  que  nombrarle  In- 


térprete para  seguir  adelante  el  procedi- 
miento. 12a.  Haber  sostenido  el  reo  su  ino- 
cencia hasta  el  momento  de  la  confesión 
con  cargos.  13a.  Presentar  el  occiso  una 
ligera  equimósis  en  la  espalda,  reveladora 
de  haberse  echado  hacia  atrás  sobre  la  pa- 
red o  puerta  del  excusado  donde  se  suicidó. 

El  Juez  dictó  sentencia  en  la  forma 
referida  al  principio  de  la  presente,  y  ha- 
biendo interpuesto  recurso  de  apelación  el 
representante  del  Ministerio  Público,  pa- 
saron los  autos  a  la  Sala  Segunda  de  Ape- 
laciones, en  donde  fué  oído  el  Fiscal,  quien 
.«■olicitó  la  práctica  de  varias  diligencias, 
entre  ellas  una  inspección  ocular  en  el  lu- 
gar del  hecho;  la  determinación  de  la  for- 
ma y  circunstancias  en  que  se  produjo 
una  mancha  de  sangre  cuya  existencia  se 
comprobó  en  la  puerta  del  pasillo  antes 
del  excusado,  una  consulta  a  la  Facultad 
de  Ciencias  Médicas  sobre  los  datos  que 
apunta  para  determinar  qué  es  lo  más  pro- 
bable, que  Mariano  Chang  se  haya  suici- 
dado o  que  haya  sido  víctima  de  una  agre- 
sión que  le  causó  la  muerte.  En  la  inspec- 
ción ocular  se  hizo  constar  que  el  excusa- 
do tiene  un  espacio  libre  de  un  metro 
veinte  centímetros  por  noventitrés  centí- 
metros; tiene  dos  ventanas;  una  que  más 
parece  una  claraboya  .sobre  la  puerta,  por 
donde  puede  penetrar  un  hombre  de  cuer- 
po mediano;  la  otra  sobre  la  pared  con 
una  vidriera  que  gira  sobre  la  parte  media 
de  su  sus  costados;  se  quitó  la  puerta  del 
pasadizo  para  el  análisis  de  las  manchas, 
habiendo  dado  un  resultado  positivo.  La 
Facultad  de  Ciencias  Médicas  mandó  oír 
al  Doctor  Alberto  Padilla  sobre  los  pun- 
tos solicitados  por  el  Fiscal  y  dicho  facul- 
tativo emitió  un  dictamen  que  fué  acep- 
tado por  la  Junta  Directiva  y  transcrito  al 
Tribunal.  En  este  trabajo  aparece  con- 
densada  la  opinión  del  informante  en  el 
í-entido  que.  según  su  leal  saber  y  enten- 
der en  el  presente  caso  se  trata  de  un  ho- 
micidio. 

En  su  alegato,  el  Fiscal  manifiesta 
que  las  declaraciones  tomadas  por  el  Juz- 
gado Tercero  de  Paz  y  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  son  cantradictorias  y  con- 
fusas hasta  el  punto  de  que  el  hecho  sen- 
cillo y  clare  de  señalar  el  cuarto  donde 
dormían  Carlos  Young  y  Mariano  Chang, 
en  lo  que  todos  deberían  de  estar  de  acuer- 
do es  motivo  de  contradicciones  a  tal  gra- 
f'o  que  Angel  Chang  afirma  que  míente 
Carlos  Young  al  declarar  que  dormía  en  el 
mismo  cuarto  con  Mariano;  unos  en  afir- 
mar que  algunos  de  ellos  ya  estaban  levan- 
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tados  y  en  la  cocina,  cuando  oyeron  el 
ronquido  de  Mariano  en  el  excusado;  otros 
dan  respuestas  diferentes  o  contradicto- 
rias; unos  dicen  que  la  puerta  del  excusa- 
do tenia  pasador,  y  otros  que  no;  todos 
afirman  que  encontraron  a  Mariano  vivo, 
en  el  excusado;  unos  fijan  una  hora  y 
otros,  otra;  el  Sub-Director  de  la  Policía 
y  dos  agentes  aseguran  que  el  cadáver  es- 
taba rigido  cuando  lo  envolvieron  para 
llevarlo  al  Anfiteatro,  y  el  Juez  de  Paz 
dice  que  había  principiado  la  rigidez  cada- 
vérica en  el  cuello  y  miembros  superiores; 
el  Médico  forense  afirma  que  la  muerte  ns 
produjo  en  menos  de  un  minuto,  luego  re- 
sulta inexacto  que  Chang  haya  estado  vivo 
de  las  seis  y  media  horas  en  adelante  y 
que  falleciera  de  las  seis  y  cuarenticinco  a 
las  siete,  conforme  a  las  declaraciones  y 
según  estos  datos,  temando  un  promedro. 
el  occiso  debe  de  haber  fallecido  de  las 
cuatro  horas  y  media  a  las  cinco,  dedu- 
ciéndose en  consecuencia,  que  es  falso  que 
Chang  haya  estado  vivo  de  las  seis  a  las 
siete  y  que  todo  lo  que  refieren  los  encar- 
tados no  es  cierto,  de  lo  que  se  deduce  la 
presunción  de  falsa  relación  del  hecho  pa- 
ra ocultar  la  realidad.  —  Que  habiendo 
informado  el  jefe  de  la  Policía  de  Investi- 
gación que  el  pavimento  de)  excusado  se 
encontraba  limpio  de  manchas  visibles  de 
sangre  y  según  referencias  de  los  chinos 
por  haberlo  lavado;  pero  siempre  debió  ha- 
ber acusado,  aún  el  más  mínimo  indicio  la 
raspadura  hecha  con  la  punta  del  corta- 
plumas en  los  resquisios  del  pavimento 
pero  se  encontraron  manchas  en  otras 
partes;  sigue  diciendo  que  se  han  aclara- 
do algunas  de  las  circunstancias  del  hecho 
cometido,  el  cual  se  ha  presentado  bastan- 
te obscuro  y  casi  misterioso,  particular- 
mente por  la  grave  dificultad  en  que  tro- 
pezó desde  un  principio;  la  destrucción  y 
desaparición  de  cuanto  debió  haber  cons- 
tituido el  cuerpo  del  delito.  Lo  relaciona- 
do, unido  a  los  datos  que  arroja  la  inspec- 
ción practicada  por  la  Sala,  dá,  casi  la 
certeza  de  que  no  fué  en  el  excusado  don- 
de se  cometió  el  crimen,  sino  en  el  patio 
antes  de  salvar  la  puerta  del  pasillo;  tan- 
to porque  las  manchas  de  sangre  confor- 
me a  las  fotografías  presentan  el  aspecto 
de  que  fueron  producidas  por  el  corte  de 
una  arteria,  como  porque  según  el  informe 
del  señor  Menchú,  debieran  existir  datos 
más  exactos  respecto  a  la  presencia  de 
manchas  de  sangre  en  el  excusado.  En 
cambio,  existen  pruebas  de  que  el  referido 
patio  fué  lavado    por  los   chinos.  Estas 


manchas  de  sangre  no  pudo  causarlas  el 
paso  del  cadáver  al  ser  conducido  al  cuar- 
to, por  estas  razones:  a)  el  cadáver  estaba 
exangüe  y  así  debe  de  haber  estado  cuan- 
do lo  sacaron  del  excusado  según  dijo  el 
Médico  Forense;  b)  porque  las  manchas 
principiaron  a  un  metro  de  altura  y  el  ca- 
dáver no  fué  llevado  en  hombros,  sino 
colgado  seguramente,  levantado  solo  a  uno 
o  dos  pies  a  lo  sum.o  del  nivel  del  piso;  c) 
porque  si  las  hubiera  producido  la  sangre 
del  cadáver,  no  hubieran  estado  en  la  forma 
de  una  mancha  grande  redondeada  segui- 
da de  otras  en  forma  de  chisguete,  como 
lo  demuestran  las  fotografías;  d)  porque  la 
puerta  tiene  las  manchas  en  la  parte  an- 
terior y  se  abre  tirándola  sobre  el  patio 
grande  y  no  empujándola  sobre  el  patio 
pequeño.  Al  pasar  el  cadáver  del  patio 
pequeño  al  grande,  la  cara  que  presenta 
Ja  puerta  es  la  posterior,  no  la  anterior 
donde  están  las  manchas;  de  suerte  que  al 
abrir,  jamás  tocaría  el  cadáver  la  parte 
anterior  de  la  puerta;  y  e)  porque  Young 
en  su  declaración  dijo  que  después  de  de- 
jar el  cadáver  en  la  cama,  regresó,  reco- 
gió el  pene  y  la  cuchilla  y  los  fué  a  botar 
al  excusado.  Según  el  dictamen  de  la  Fa- 
cultad de  Ciencias  Médicas  la  herida  del 
cuello  fué  la  primera;  y  según  el  Médico 
Forence.  el  occiso  falleció  en  menos  de  un 
minuto.  No  es  factible  por  tanto  que  en 
el  estado  de  angustia  causado  por  el  aho- 
go debido  a  la  gran  hemoragia.  abriera  la 
puerta,  tirándola  sobre  si.  y  pasara  al  pa- 
tío pequeño,  penetrara  al  excusado  se  cor- 
tara el  pene,  lo  arrojara  con  la  cuchilla, 
cerrara  la  puerta  y  se  sentara,  atrancán- 
dola después  de  ponerle  pasador.  Lo  más 
aproximado  a  la  verdad  es  que  sufrió  la 
herida  por  sorpresa,  frente  a  la  puerta  de 
referencia.  Reconoce  que  no  aparecían  en 
el  cíidáver  señales  de  lucha  o  de  fuerza 
empleada  contra  Chang.  salvo  el  golpe  con- 
tuso del  pulmón  izquierdo,  y  que  los  médi- 
cos están  conformes  en  que  la  herida  del 
cuello  pudo  producirse  por  sorpresa,  io  cual 
no  exchiyp  la  posibilidad  de  que  la  fuerza 
empleada  no  dejara  rastro  por  lo  violento  e 
inesperado  del  ataque,  o  bien  porque  si- 
mulando un  juego,  detuvieran  entre  otrcs 
individuos  a  la  victima  o  que  por  medio 
de  astucia  o  engañó,  varias  personas  de 
acuerdo,  ocultaron  a  la  victima  la  inten- 
ción de  degollarlo.  Termina  el  Fiscal  ha- 
ciendo notar  que  la  Dirección  de  la  Poli- 
cía remitió  un  libro  de  la  contabilidad  de 
Mariano  Chang  y  Compañía,  aparecien- 
do en  él  que  el  activo  es  de  cuatro  mil  se- 
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senta  y  ocho  quetzales  seis  centavos  y  el 
pasivo  de  cinco  mil  doscientos  cincuenta  y 
dos  quetzales,  cuarenta  y  dos  centavos  lo 
que  quiere  decir  que  estaba  en  quiebra, 
Eiendo  el  principal  acreedor  la  casa  "Ley 
Hing  y  Compañía"  de  la  cual  son  socios 
Jacinto  Chang  y  Carlos  Yong,  siendo  el 
crédito  a  su  favor  de  cuatro  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  tres  quetzales,  sesenta  y  seis 
centavos.  No  trata  el  Fiscal  de  la  confe- 
sión del  reo  Yong,  porque,  a  su  juicio  bas- 
tan las  presunsiones  unidas  a  las  declara- 
ciones de  emplepdos  guatemaltecos  relati- 
vas al  estado  natural  y  corriente  que  ob- 
servaron en  el  occiso  en  los  días  que  pre- 
cedieron a  su  muerte  y  la  opinión  de  la  Fa- 
cultad de  Ciencias  Médicas  para  estable- 
cer la  verdad  que  consiste  en  que  el  he- 
cho de  que  se  trata  no  es  un  suicidio; 
Chang  fué  victima  de  una  agresión  que 
lo  llevó  a  la  tumba;  debiendo  imponerse 
a  Carlos  Yong  como  autor,  trece  años  cua- 
tro meses  de  prisión  correccional;  a  Ja- 
cinto Chang,  Angel  Chang,  Fermín  Ra- 
mírez Chang,  Ramón  Sikman  y  Juan 
Wong  nueve  años  con  veinte  días,  por 
cómplices;  a  Luis  Chang,  cuatro  años  cin- 
co meses  y  diez  días  por  encubridor  y  ab- 
solver a  Mariano  Wong,  Federico  Chang, 
Antonio  Wong,  Humberto  Chang  y  Fede- 
rico Yung  Si.  Alegaron  también  el  repre- 
sentante del  Ministerio  Público  y  el  defen- 
sor. Licenciado  Aguirre,  después  de  lo  cual, 
la  Sala  dictó  la  sentencia  en  el  sentido 
indicado  también  al  principio  de  la  pre- 
sente, contra  la  cual  interpusieron  el  re- 
curso de  casación:  lo.)  El  Fiscal  de  la 
propia  Sala  fundado  a)  porque  sólo  se 
apreció  una  agravante  o  sea  la  de  haber 
aumentado  deliberadamente  el  mal  del  de- 
lito causando  otros  males  innecesarios  pa- 
ra su  ejecución  o  emplear  medios  que  aña- 
den la  ignominia  a  los  efectos  propios  del 
hecho;  b)  porque  esta  agravante  la  com- 
pensó la  Sala  con  la  atenuante  de  la  con- 
fesión, no  siendo  ésta  la  única  prueba;  c) 
porque  además  de  la  agravante  expresada 
hay  otras  dos,  como  son  la  alevosía  y  ha- 
berse ejecutado  el  delito  de  noche  y  por 
lo  mismo  no  está  bien  la  compensación  que 
se  hizo;  d)  porque  no  le  parece  bien  la 
calificación  de  encubridores  de  Ramón 
Sikman  y  Angel  Chang  sino  que  son  cóm- 
plices, lo  mismo  que  Jacinto  Chang,  Juan 
Wong  y  Fermín  Ramírez  Chang,  siendo 
encubridores  solamente  Luis  Chang.  Cita 
como  infringidos  los  artículos  22  inciso  9o. 
23,  inciso  lo.  y  12,  28,  31,  32,  79  y  80  del 
Código  Penal;  609  616  inciso  5o.  y  6o.  de 


Procedimientos  Penales.  2o.  Por  el  Minis- 
terio Público  fundado  en  que  no  se  tomó 
en  cuenta  la  agravante  de  haberse  aumen- 
tado inhumanamente  el  dolor  del  ofendi- 
do; en  que  se  cometió  error  de  derecho  en 
la  calificación  del  delito  porque  se  apre- 
cia el  ensañamiento  como  agravante  y  no 
como  un  acto  cualificativo  de  homicidio  que 
lo  convierte  en  asesinato;  porque  aparte 
de  la  confesión  hay  otras  pruebas;  en  que 
a  los  encubridores  déte  imponerse  la  ter- 
cera parte  de  la  pena,  pero  de  la  de  muer- 
te equiparada  a  quince  años.  Cita  como  in- 
fringidos los  artículos  22  inciso  4o.,  21 
inciso  10  y  72  del  Código  Penal  antiguo  y 
el  6o.  inciso  5o.,  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 1366;  3o.  Por  el  reo  con  auxilio  de  su 
defensor  denunciando  como  infringidos  los 
artículos  568,  608,  609  fraccción  2a.  y  3a. 
613,  614  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales; 21  inciso  5o.,  22  incisos  lo.  y  9o.  y 
81  del  Código  Penal.  Admitidos  los  recur- 
sos fueron  presentados  por  las  partes  sus 
respectivos  alegatos,  y  habiéndose  verifi- 
cado la  vista,  es  el  caso  de  resolver, 

CONSIDERANDO: 

El  fundamento  principal  de  la  resolución 
que  ha  de  dictarse  en  este  asunto  consis- 
te en  llegar  a  determinar  la  existencia  de 
un  hecho  que  constituye  delito  y  que  el 
procesado  declarado  autor  responsable  en 
la  sentencia  que  se  examina  lo  cometió; 
pues  los  demás  puntos  están  supeditados 
a  éstos,  sea  en  lo  que  respecta  a  la  parti- 
cipación de  otros  procesados  que  han  sido 
también  tenidos  como  responsables  por  su 
cooperación,  ya  en  la  naturaleza,  duración 
y  modificación  de  la  pena  impue^^ta  y  de 
las  aspiraciones  de  cada  uno  de  los  re- 
currentes para  aumentar  la  pena  al  reo 
principal  hasta  el  grado  de  que  se  le  im- 
ponga la  de  muerte  como  lo  pide  el  Minis- 
terio Público,  ya  para  que  se  dicte  la  sen- 
tencia "que  corresponde"  como  lo  pide  el 
Fiscal,  o  para  dictar  un  fallo  absolutorio, 
como  lo  pretende  el  acusado  Yong  Kay.  En 
el  extenso  proceso  (seiscientas  cuarentidós 
hojas)  seguido  con  motivo  de  la  muerte 
violenta  del  súbdito  chino  Mariano  Chang 
a  causa  de  dos  grandes  heridas  que  pre- 
sentaba, una  en  el  cuello  y  otra  que  le  cer- 
cenó el  pene,  las  cuales  han  quedado  am- 
plia y  repetidamente  descritas  en  los  in- 
formes médico-legales  relacionados  ante- 
riormente, no  aparece  una  sola  declara- 
ción de  los  muchos  individuos,  (todos  de 
la  misma  nacionalidad)  que  vivían  en  la 
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misma  casa  donde  se  verificó  el  hecho  que 
sindique,  aunque  sea  vagamente,  a  Car- 
los Yong  Kay  como  autor  del  delito,  ni  si- 
quiera que  tienda  a  establecer  que  ha  sido 
un  delito  el  que  se  cometió;  y  si  bien  es 
cierto  que  en  esas  mismas  declaraciones, 
asi  como  en  los  hechos  establecidos  en  las 
diversas  inspecciones  oculares  practicadas 
por  las  autoridades  judiciales  con  asisten- 
cia de  personal  idóneo  para  la  identifica- 
ción, y  hasta  en  segunda  instancia  a  soli- 
citud del  Fiscal,  aparecen  contradiccione.", 
por  la  misma  razón  que  éstas  son  indeci- 
frables,  só'o  sirven  para  mantener  la  mis- 
ma duda  respecto  de  la  existencia  de  un 
delito,  siendo  asi  que  la  existencia  del  he- 
cho punible  debe  de  aparecer  de  una  ma- 
nera manifiesta  e  indubitable  para  justi- 
ficar el  procedimiento  incoado.  Tampoco 
existen  datos  de  otra  naturaleza  ni  presun- 
ciones para  llegar  al  fin  deseado  de  justi- 
ficar la  preexistencia  del  delito  en  el  sen- 
tido que  las  define  la  ley  diciendo  que  son 
"La  consecuencia  que  la  ley  o  el  Juez  de- 
ducen de  un  hecho  conocido  para  averiguar 
la  verdad  de  otro  desconocido".  Hecho  co- 
nocido del  cual  se  deduzca  que  Mariano 
Chang  fué  muerto  por  mano  ajena  no  hay 
ninguno.  Hechos  conocidos  de  los  cuales 
se  deduzca  que  murió  a  consecuencia  d-^ 
heridas  que  él  mismo  se  profirió,  sí  los 
hay,  como  son  los  dictámenes  de  los  fa- 
cultativos que  intervinieron  en  el  caso, 
principalmente  el  del  Doctor  Carrillo  por 
su  condición  oficial  de  ser  el  médico  fo- 
rense que  practicó  el  inmediato  reconoci- 
miento y  autopsia  del  cadáver,  informe? 
aceptables  por  sus  conclusiones  arregladas 
a  la  ciencia  y  adecuadas  al  orden  regular 
de  los  acontecimientos  y  al  mérito  de  las 
actuaciones:  y  como  según  la  mayoría  de 
esos  informes  (los  de  lo?  Doctores  Carri- 
llo, Mora  y  Arias)  se  trata  de  un  suicidio, 
esta  conclusión  es  la  aceptable  al  Tribunal 
y  la  que  debió  de  aceptarse  sin  dar  lugar 
a  nuevas  discusiones  y  nuevos  dictámenes 
que  resultaban  innecesarios  para' el  fin  que 
56  perseguía  y  que  sólo  conducen  a  obs- 
curecer más  'a  cuestión  propuesta,  estan- 
do, como  ya  estaba  establecido,  que  no 
existió  ningún  delito  en  el  hecho  que  dió 
origen  al  encausamiento  de  Carlos  Young 
y  compañeros. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  segunda  íace  del  asunto  es  aque- 
lla en  que  aparece  la  confesión  del  reo 
Yong  declarándose  autor  del  delito  de  ho- 
micldo,  aunque  afirmando  haberlo  come- 


tido a  impulsos  de  otra  fuerza  material 
irresistible  como  era  la  propia  del  damni- 
ficado que  lo  obligó  a  que  le  cortara  el 
miembro  viril  a  pesar  de  su  resistencia  o 
lucha  para  no  cortarlo,  acto  de  lucha  en 
el  cual  fué  obligado  también  a  que  le  cau- 
sara la  herida  grande  del  cuello.  Fuera  de 
que  el  occiso  se  habría  colocado,  según  esta 
confesión  de!  reo.  en  una  "situación  in- 
concebible por  carecer  de  ventajas  para 
aquel  que  quiera  suicidarse  obligando  fí- 
sica o  moralmente  a  otro  a  que  lo  ejecu- 
te", existe  la  circunstancia  de  que  no  toda 
confesión  — como  dicen  los  tratadistas — 
cdalquiera  que  sea  su  forma  y  contenido, 
lleva  en  sí  la  convicción  de  su  sinceridad,- 
pues,  por  el  contrario,  para  que  tenga  esa 
fuerza  es  preciso  que  reúna  determinadas 
condiciones  que  aseguren  la  certeza  de  lo 
declarado.  Conforme  a  nuestras  leyes 
son  circunstancias  indispensables  para 
que  la  confesión  haga  plena  prueba  en  jui- 
cio: primero:  que  esté  plenamente  proba- 
da la  preexistencia  del  delito:  segundo, 
que  sea  hecha  por  persona  mayor  de  edad, 
en  contra  suya  con  pleno  conocimiento  y 
sin  apremio:  tercero,  que  sea  sobre  hecho 
propio:  y  cuarto,  que  sea  verosímil  y  con- 
gruente con  las  constancias  del  proceso. 
Examinada  la  confesión  del  procesado  Yong, 
se  ve  que  no  se  ajusta  a  los  preceptos  enu- 
merados anteriormente  y  por  consiguiente, 
no  puede  producir  plena  prueba  de  su  de- 
lincuencia. En  efecto,  respecto  del  primer 
punto,  ya  se  explicó  la  falta  de  compro- 
bación plena  de  que  el  hecho  de  la  muerte 
de  Mariano  Chang  sea  efecto  de  un  deli- 
to; respecto  del  segundo;  no  hay  eviden- 
cia de  que  el  reo  hava  tenido  pleno  conoci- 
miento de  lo  confesado,  no  sólo  porque  in- 
sistentemente había  negado  antes  toda 
participación  en  el  hecho,  y  menos  cuando 
se  le  dió  la  aceptación  de  delito,  sino  por  su 
nuencia  a  mantener  firme  su  confesión  y 
si  su  inocencia,  y  porque  además  se  llegó 
a  comprobar  su  ignorancia  del  idioma  pa- 
ra poder  expresar  sin  dificultad  su  situa- 
ción comprometida  en  un  asunto  de  esta 
raturaleza.  hasta  el  grado  de  haberse  he- 
cho indispensable  la  intervención  de  in- 
térpretes para  poderse  comunicar  con  él; 
el  tercero,  porque  el  hecho  no  puede  ser 
propio  más  que  del  mismo  Chang  aten- 
diéndose a  la  casi  imposibilidad  material 
de  haberse  ejecutado  por  el  occiso  los  ac- 
tos de  violencia  física  o  moral  sobre  el  su- 
puesto delincuente  en  un  espacio  tan  re- 
ducido y  en  una  hora  tan  inadecuada  pa- 
ra la  ejecución  de  un  hecho  en  la  forma 
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descrita  por  el  reo  en  su  confesión;  y  por- 
que no  tiay  nada  aue  manifieste  la  inten- 
ción real  del  agente  o  algo  que  lo  haya 
inducido  a  cometer  el  delito  en  otra  forma 
o  que  esté  revelada  por  las  constancias 
particulares  de  la  causa;  y  el  cuarto,  por- 
que las  actuaciones  tienden  con  uniformi- 
dad manifiestamente  clara  a  poner  en  evi- 
dencia que  la  muerte  de  Mariano  Chang  ha 
sido  efecto  de  su  propia  determinación,  aún 
cuando  el  origen  de  ¡a  mismo  no  haya  podi- 
do descubrirse  como  sucede  en  muchos  ca- 
sos, y  porque  como  dice  el  Ministerio  Públi- 
co, "se  trata  de  un  individuo  perteneciente 
a  una  raza  egoísta  y  reservada  cuyo  miste- 
rio es  impenetrable".  Queda  robustecida  es- 
ta afirmación  con  la  carta  presentada  por 
el  mismo  Procurador  de  la  Nación,  que  re- 
cibió del  Cosulado  Chino  en  Guatemala, 
en  la  cual,  el  Señor  Chang  Kay  refirién- 
dose a  la  muerte  de  su  hijo  Mariano 
Chang  escribe  de  Cantón  lo  siguiente:  "La 
noticia  del  suicidio  de  mi  hijo  llegó  a  mi 
y  fué  muy  dolorosa.  Recuerdo  que  en  su 
juventud  era  algo  tonto  y  padecía  de  neu- 
rastenia y  siempre  por  cosas  pequeñas 
queria  suicidarse.  Hace  algunos  años  él 
•  regresó  a  Cantón  procedente  de  Guate- 
mala y  en  la  casa  una  vez  intentó  suici- 
darse, habiéndose  salvado  afortunada- 
mente. Esta  vez  si  lo  ha  hecho,  segura- 
mente por  sus  locuras  de  neurasténico". 
A  la  misma  conclusión  de  que  se  trata  de 
un  suicidio  llegó  también  el  Juez  de  la 
causa  a  pesar  de  haber  sido  él  quien  re- 
cibió la  confesión  del  prevenido,  haciendo 
rodear  la  diligencia  de  ciertos  requisitos 
y  fórmulas  no  autorizadas  por  la  ley,  los 
cuales  en  vez  de  acreditar  la  eficacia  de 
la  confesión,  le  restan  la  formalidad  y 
seriedad  que  son  indispensables  haciéndo- 
la aparecer  como  contraria  al  principio 
contenido  en  el  inciso  3o.  de  los  que  se  han 
relacionado,  motivo  por  el  cual  el  mismo 
Juzgado,  aunque  la  persona  que  lo  des- 
empeñaba haya  sido  distinta,  ya  no  acep- 
tó esa  prueba  en  su  sentencia,  sino  que 
en  amplias  y  bien  fundadas  razones  la  ca- 
lificó como  contraria  a  los  preceptos  le- 
gales que  la  regulan,  apreció  la  existencia 
de  un  suicidio,  y  optó  por  la  absolución  del 
reo  hasta  el  propio  Fiscal  recurrente  llega 
a  tener  esta  confesión  como  "defectuosa  ya 
que  aparece  inverosímil  la  relación  que 
hace",  y  la  califica  de  prueba  incompleta 
que  no  presenta  los  cuatro  caracteres  que 
ha  de  reunir;  y  esta  calificación  se  forta- 
lece al  tomar  en  cuenta,  como  ya  se  di- 
jo; el  lugar  reducido  en  que  se  supone  que 


se  produjo  el  hecho,  como  es  la  pieza  del 
excusado,  con  un  espacio  disponible  de  no- 
ventitrés  centímetros  de  ancho  por  ciento 
sesenta  de  largo,  según  se  hizo  constar  en 
el  acta  de  inspección  levantada  por  la  Sa- 
la de  Apelaciones  sin  que  haya  en  absolu- 
to, ningún  dato  que  compruebe  que  el  he- 
cho se  haya  cometido  en  otro  lugar  distin- 
to a  éste  y  no  es  posible  fijarlo,  por  sim- 
ples suposiciones  como  dice  el  Fiscal,  que 
no  tienen  ningún  fundamento.  Acaso  se- 
ria más  atinado  imaginar  que  la  primera 
.herida,  la  del  pene  se  la  causó  el  occiso  en 
la  misma  pieza  dormitorio  dejando  all! 
¿angre  en  abundancia  y  dirigiéndose  des- 
pués al  excusado  para  arrojar  el  miem- 
bro, fué  dejando  rastros  que  paulati- 
namente fueron  disminuyendo  casi  has- 
ta dasaparecer;  y  ya  en  el  excusado 
haya  tomado  la  resolución  de  cortarse 
el  cuello  desplomándose  incontinenti,  ce- 
rrando la  puerta  con  su  mismo  cuerpo.  En 
ctención  a  lo  expuesto  anteriormente.  El 
Tribunal  de  Casación  estima  que  debe  ca- 
farse y  anularse  el  fallo  que  se  examina, 
en  virtud  de  que  el  hecho  que  dió  origen 
a  las  actuaciones  o  sea  la  muerte  violentft 
de  Mariano  Chang  nn  presenta  datos  evi- 
dentes que  demuestren  que  sea  el  resulta- 
do de  un  homicidio;  y  porque  al  ser  califi- 
cado en  este  concepto  per  el  Tribunal  sen- 
tenciador, se  infringieron  los  artículos 
568,  609  y  613  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Una  vez  aceptada  la  apreciación  ante- 
lior,  en  cuanto  a  que  el  hecho  de  la  muer- 
te de  Mariano  Chang  no  ha  sido  el  resul- 
tado de  un  homicidio,  carece  de  objeto 
entrar  al  análisis  de  los  demás  artículos  de 
I-js  leyes  enumeradas  en  los  diversos  me- 
moriales presentados  por  los  recurrente? 
Fiscal  y  Ministerio  Público,  teniendo  como 
tienen  la  tendencia  a  evidenciar  una  más 
grave  responsabilidad  de  los  procesados 
por  razones  de  circunstancias  concurrentes 
a  la  comisión  del  hecho;  siendo  de  ad- 
vertirse, por  otra  parte,  que  el  recunso  in- 
terpuesto por  el  Fiscal  es  extemporáneo, 
porque  habiendo  sido  notificado  de  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  el  ocho  de  Ju- 
lio (1938)  lo  interpuso  el  veintiuno  del 
mismo  mes,  es  decir  fuera  del  término  de 
diez  días  señalados  por  la  ley,  sin  que  pue- 
da hacerse  valer  en  cuanto  a  él,  lo  consig- 
nado en  el  Articulo  681  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  porque  esta  disposi- 
ción solo  es  aplicable  al  reo  o  al  acusador 
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particular  en  .su  caso  y  el  Fiscal  está  obli- 
gado a  interponer  el  recurso  cuando  asi  lo 
estime  conveniente,  dentro  del  término  le- 
gal contado  desde  que  se  le  notifica  la 
sentencia,  en  el  Tribunal  en  donde  ejercita 
su  ministerio. 

CONSIDERANDO: 

Aunque  los  procesados  Ramón  Sikman  y 
Angel  Chang  no  interpusieron  recurso  de 
casación,  estando  condenados  por  la  sen- 
tencia que  se  examina,  como  encubridores 
del  delito  de  homicidio,  a  la  pena  de  tres 
años  y  cuatro  meses  de  prisión  correccio- 
nal y  encontrándose  en  la  misma  situación 
jurídica  que  el  considerado  como  autor 
principal  del  hecho,  se  les  debe  aplicar 
también  lo  que  en  este  fallo  se  resuelve, 
ya  que  le  son  aplicables  los  motivos  alega- 
dos por  los  que  se  declara  la  casación  de 
la  sentencia,  de  conformidad  con  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  693  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  sin  que  proceda 
hacer  ninguna  declaración  respecto  de  los 
demás  encausados:  Jacinto  Chang.  Fermín 
Ramírez  Chang.  Juan  Wong,  María  Wong 
de  Chang,  Federico  Chang,  Alejandro 
Chang,  Antonio  Yong,  Luis  Chang,  Hum- 
berto Chang  y  Felipe  Yong  See,  porque 
ninguno  de  éstos  es  recurrente  y  porque 
los  cuatro  primeros  han  sido  absueltos  del 
cargo  y  respecto  de  los  últimos  está  man- 
dado a  sobreseer  en  la  causa,  puntos  que 
fueron  confirmados  por  el  tribunal  de  se- 
gunda instancia. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  con  apoyo 
en  lo  dispuesto  en  los  Artículos  676.  687. 
731.  735  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales 232  y  233  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  declara  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  reo  Carlos 
Yong  Kay,  auxiliado  por  el  abogado  Anto- 
nio Florían  Aguirre;  y  fundada  en  que  los 
hechos  objeto  de  la  causa  no  constituyen 
delito,  CASA  Y  ANULA  la  .sentencia  recu- 
rrida; y  resolviendo  sobre  lo  principal  ab- 
suelve de  los  cargos  que  re.spcctivamente 
se  les  formularon  al  expresado  Carlos  Yong 
Kay,  Ramón  Sikman  y  Angel  Chang.  No- 
tifíquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordófiez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Fra7icisco  E.  Ro- 
drlguez.  —  Carlos  Castellanos  R.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Mateo  López, 
por  lesiones. 

DOCTRINA:  Para  que  pueda  apreciarse 
la  exención  de  responsahilidad  que  es- 
Vece  el  articulo  21  inciso  6o.  del  Có- 
digo Penal,  es  indispensable  la  existen- 
cia de  una  agresión  ilegitima,  de  que 
nazca  la  necesidad  de  defensa  y  una  pro- 
vocación de  parte  del  acovietido  en  que 
no  haya  tenido  participación  el  que  se 
defiende. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  y  uno  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

■Vista  por  recur.so  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  catorce  de  marzo 
del  año  en  curso,  en  la  causa  instruida  con- 
tra Mateo  López  por  el  delito  de  lesiones, 
en  la  cual  se  confirma  la  del  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  Suchitepéquez,  que  de- 
claró que  López  es  autor  del  delito  ya  men-  , 
Clonado,  en  la  persona  de  Bernardino  Gar.- 
cia,  por  cuya  infracción  le  impuso  la  pena 
fie  dos  años  de  prisión  correccional,  reba- 
jados en  una  tercera  parte,  en  virtud  de 
la  circunstancia  atenuante  de  su  confesión, 
haciendo  las  demás  declaraciones  corres- 
pondientes en  ley. 

RESULTA: 

Que  el  seis  de  noviembre  del  año  pasa- 
do, el  Regidor  Auxiliar  de  la  finca  "San 
Julián",  Francisco  Nicolás  Ramírez,  dió 
parte  al  Intendente  Municipal  de  Cuyote- 
luaigo,  de  que  en  el  camino  de  la  finca  "El 
Olimpo"  Mateo  Lópe?  hirió  a  Bernardino 
García. 

Examinado  el  ofendido,  expuso:  que 
cuando  regresaba  de  pasar  lista  el  dia  del 
hecho,  como  a  las  cuatro  de  la  tarde,  le  sa- 
lió al  camino  Mateo  López,  mozo  de  la 
misma  finca  donde  él  reside  y  sin  decirle 
nada  comenzó  a  tirarle  de  machetazos,  de 
los  que  se  defendió  con  el  suyo,  por  lo  cual 
presenta  varias  amelladuras.  habiéndole 
herido  el  dedo  índice  de  la  mano  derecha, 
la  frente,  un  rayón  en  la  rodilla  derecha 
y  un  refilón  en  el  meñique  de  la  mano  iz- 
quierda, y  que  cuando  lo  vió  herido  se  fué 
huyendo  hacia  el  monte  y  manifestó  por 
(;ltimo.  que  con  su  agresor  nunca  ha  teni- 
do antecedentes  de  enemistad. 
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Indagado  Mateo  López  Tecún,  confesó 
que  le  pegó  a  Bernardino  García  por  ha- 
berlo insultado:  que  con  García  estaba 
enojado  por  el  motivo  de  aperzogar  el  di- 
cente  unos  sus  animales  cerca  de  su  ran- 
cho, lo  que  desagradaba  a  García  y  lo  in- 
sultaba; que  yendo  con  dirección  a  "San 
Julián",  el  día  y  hora  del  hecho,  lo  alcanzó 
García  y  lo  insultó  nuevamente,  y  mani- 
fiesta que  con  "el  guaro",  que  había  to- 
mado no  se  aguantó  y  le  contestó,  pero 
que  García  comenzó  a  atacarlo  con  el  ma- 
chete que  llevaba,  y  por  defenderse  el  de- 
clarante se  vió  precisado  a  lesionarlo  con 
su  machete;  que  de  ésto  únicamente  se  dio 
cuenta  el  individuo  José  López  Solis  mozo 
también  de  "San  Julián",  quien  iba  ha- 
ciéndole compañía  al  declarante,  y  se-  me- 
tió en  defensa  suya,  pero  al  ser  examina- 
do López  Sclis  dijo  no  constarle  nada  del 
hecho  porque  era  completamente  falso  que 
él  haya  acompañado  a  Mateo  López  cuan- 
do é.ste  iba  para  la  finca  "San  Julián",  y 
en  el  careo  que  se  practicó  entre  Mateo  Ló- 
pez y  Splis,  se  pusieron  de  acuerdo  en  lo 
que  manifestó  el  segundo. 

En  el  informe  médico  legal  aparece  que 
Bernardino  García  ingresó  al  servicio  de 
cirugía  del  establecimiento  de  Mazatenan- 
gu,  el  día  siete  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos veintiocho  a  curarse  dos  heridas 
cortantes,  la  primera  en  la  frente,  de  sie- 
te centímetros  de  largo  que  interesó  des- 
de la  piel  hasta  la  tabla  externa  del  hueso 
frontal,  la  segunda  en  la  mano  derecha  de 
tres  centímetros  de  longitud  que  interesó 
piel  y  tejido  celular  subcutáneo,  necesi- 
tando para  su  curación  con  asistencia  fa- 
cultativa, treinta  y  siete  días,  quedándole 
cicatriz  visible  en  ambas  heridas,  no  así 
deformidad  ni  impedimento  funcional. 

Abierta  la  causa  a  prueba,  fueron  exa- 
minados a  solicitud  del  defensor  del  reo, 
E.-íteban  de  León,  Alberta  Cayetana  Rivera 
y  Pedro  Pablo  Hernández,  quienes  declara- 
ron en  conformidad  ron  el  interrogatorio 
presentado,  y  que  obra  a  folios  ventidós 
de  la  primera  pieza,  v  presentados  con  el 
objeto  de  establecer  los  buenos  anteceden- 
tes del  ofendido  y  los  malos  del  agresor. 

En  segunda  instancia  el  Procurador  dice 
que  un  ambiente  de  remordimiento  parece 
que  es  el  que  obliga  a  las  personas  res- 
ponsables de  los  delitos  de  lesiones  a  con- 
fesarlos y  que  en  el  caso  presente,  el  reo 
declaró  paladinamente  su  culpa,  "y  que 
ojalá  en  el  caso  presente  no  se  tomen  en 
aprecio  especiales  circunstancias  que  pu- 
dieran agravar  su  reato".    El  Fiscal  pidió 


que  se  le  tomara  en  cuenta  su  confesión 
en  conformidad  con  el  inciso  9o.  del  ar- 
ticulo 22  del  Código  Penal. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia el  reo  Mateo  López  con  el  auxilio  del 
Abogado  Carlos  Rafael  López  Estrada,  in- 
trodujo recurso  de  casación,  denunciando 
como  infringidos  los  artículos  568  y  614 
Procedimientos  Penales,  pues  dice  que  en 
autos  consta  que  la  única  prueba  que  hay 
para  condenarle,  es  su  confesión,  la  cual 
es  calificada. 

Pedidos  los  antecedentes  y  señalado  día 
para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  con  la  prueba  testimonial  rendida 
)ic  se  demostró  la  legitima  defensa  alega- 
da por  el  reo,  pues  para  que  el  acometi- 
miento o  agresión,  base  fundamental  e  in- 
dispensable para  la  existencia  de  la  cir- 
cunstancia eximente  que  señala  el  artícu- 
lo 21. inciso  6o.  del  Código  Penal  pueda  to- 
marse en  cuenta,  legal  y  moralmente  e-s 
necesario  que  además  de  ser  única,  actuai 
e  inminente,  sea  también  directa  y  deter- 
minante de  un  peligro  real  y  esté  consti- 
tuida por  un  acto  material  de  fuerza  ines- 
perada, no  provocado  por  acto  alguno  o 
palabra  del  agredido  bastantes  a  determi- 
narla, extraño  a  toda  riña  o  desafío  mu- 
tuamente aceptado. ,  Tampoco  se  probó 
con  dicha  información  la  necesidad  racio- 
nal del  medio  empleado  para  impedir  o 
repeler  la  agresión  y  la  falta  de  provoca- 
ción por  parte  del  recurrente.  Por  consi- 
guiente, la  única  atenuante  que  procede 
apreciar  en  favor  del  reo  es  la  de  su  con- 
fesión, como  lo  hizo  el  Tribunal  senten- 
ciador en  sentencia  que  dió  origen  al  re- 
curso de  casación;  es  decir,  la  circunstan- 
cia atenuante  que  determina  el  articulo  22 
inciso  9o.  del  mismo  cuerpo  legal.  En  tal 
concepto,  estando  plenamente  establecido 
Gi  delito  de  lesiones  en  la  persona  de  Ber- 
rardino  García  y  que  el  procesado  lo  co- 
metió, no  se  violaron  las  disposiciones  con- 
tenidas en  los  artículos  568  y  614  Procedi- 
mientos Penales,  por  las  razones  que  se 
dejan  consignadas. 

POR  TANTO : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  los  artículos  686 
y  690  Procedimientos  Penales;  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DESESTI- 
MA el  recurso  de  casación  interpuesto,  c 
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impone  al  recurrente  la  pena  adicional  de 
quince  días  de  arresto  conmutables  a  ra- 
zón de  diez  centavos  de  quetzal  por  día. 
Notifíquese  y  con  certificación  de  lo  resuel- 
to, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribu- 
nal de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  Garcia  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Marcos  Pérez  Colchim,  por 
el  delito  de  jalsijicación  de  documentos 
privados. 

DOCTRINA:  No  es  punible  la  alteración 
hecha  en  un  documento  que  carece  de 
valor  legal. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respectivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará,  pronunciada  en 
segunda  Instancia  con  motivo  del  proceso 
instruido  contra  Marcos  Pérez  Colchim 
por  el  delito  de  falsificación  de  documen- 
tos privados. 

RESULTA: 

Que  la  causa  fué  iniciada  por  el  Juez 
Primero  de  Paz  de  Quezaltenango.  ei  vein- 
ticinco de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  ocho,  a  virtud  de  que  Cruz  Gómez 
solicitó  ante  el  referido  Juez  que  se  le  re- 
conociera .su  preñez  y  como  también  com- 
parecieron Felipe  Pérez  acompañado  de  su 
señora  madre,  Juliana  Pérez,  al  notar  el 
Juzgador  que  Felipe  era  muy  joven,  le  exi- 
gió su  fé  de  edad.  Marcos  Pérez  Colchim 
hermaiio  de  F'elipe  de  los  mismos  apellidos, 
cumpliendo  con  esa  prevención  presentó  el 
documento  expedido  por  don  José  Ricardo 
Letona,  en  concepto  de  Cura  Párroco  de 
San  Nicolás,  en  la  ciudad  de  Quezaltcnan- 
go  a  los  veintiún  dias  del  mes  de  Octubre 
de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  y  en  el 
cual  consta  que  el  quince  de  Noviembre  de 
mil  novecientos  veinticuatro,  nació  Felipe 
Pérez,  hijo  ilegitimo  de  Ramcs  Pérez  y 


Juliana  Colchim.  En  esta  certificación  no 
fué  puesto  el  sello  de  la  respectiva  Parro- 
quia, y  al  ser  llamado  el  Presbítero  señor 
Letona  para  que  la  reconociera,  manifes- 
tó que  ese  documento  no  estaba  escrito  de 
su  puño  y  letra  y  la  firma  que  en  el  apare- 
cía no  es  la  suya;  que  ciertamente  el  día 
p.nterior  (24  de  Octubre  1938),  extendió 
una  certificación  de  la  partida  de  naci- 
miento de  Felipe  Pérez,  pero  la  escribió  a 
máquina,  y  que  ninguno  de  los  datos  con- 
tenidos en  el  documento  que  se  le  exhibía^ 
era  igual  a  los  que  él  consignó  en  la  men- 
cionada parlida.  En  una  certificación  que 
fué  expedida  el  veintiséis  de  Octubre 
(1938),  y  firmada  por  el  Presbítero  don  J. 
Ricardo  Letona  consta  lo  que  sigue:  que  el 
primero  de  Junio  del  año  de  mil  novecien- 
tos veintidós,  fué  bautizado  Felipe  Col- 
chim, hijo  ilegítimo  de  Juliana  del  mismo 
apellido.  Y  en  la  certificación  precitada 
aparece  un  sello  con  la  inscripción  que  di- 
ce: "Parroquia  de  San  Nicolás  Quezalte- 
nango".  El  Presbítero  señor  Letona  recono- 
ció la  mencionada  certificación  y  la  firma 
que  se  encuentra  al  pié  de  la  misma. 

Que  tomada  declaración  a  Marcos  Pérez 
Colchim  expuso;  que  la  certificación  que 
había  presentado,  no  era  verdadera,  pues 
la  hizo  Hugo  Rodas,  vecino  de  Olintepeque. 
y  le  cobró  veinte  centavos  de  quetzal  por 
escribirla,  lo  cual  hizo  en  su  presencia;  y 
el  fin  que  perseguía  al  presentar  dicho  do- 
cumento, era  demostrar  que  su  hermano, 
es  "un  patojo  todavía,  por  que  hay  unn 
niujer  que  lo  demanda  para  que  diga  que 
es  de  él  el  embarazo  que  tiene". 

Que  a  ¡os  autos  fué  agregada  una  certi- 
ficación expedida  por  los  testigos  de  asis- 
tencia del  Juzgado  Primero  de  Paz  de  Que- 
zaltenango,  señores  J.  Leonardo  Samayoa 
y  Kraín  Ramos  L..  quienes  certificaron 
haber  tenido  a  la  vista  el  Libro  de  Deman- 
das In-voce  y  en  el  cual  se  encuentra  lo 
que  sigue:  "Oct.  18  Olintepeque  Pide 
Ciuz  Gómez  que  le  reconozca  el  embara- 
zo en  que  se  encuentra,  pues  en  Olintepe- 
que no  se  le  atiende.  Felipe  Pérez  compa- 
reció juntamente  con  la  madre,  y  al  notar- 
se que  era  patojo  se  le  exigió  la  fé  de  edad, 
pero  por  no  reconocerla  el  padre  de  San 
Nicolás  se  ordenó  levantar  Por  cuanto". 

Que  el  experto  Licenciado  Isaí  Cabrera 
Alvarado  a  quien  se  nombró  pava  cotejar 
1t  letra  del  enjuiciado,  dictaminó  en  el 
sentido  de  que  la  forma  de  esta  es  comple- 
tamente diferente  a  la  que  aparece  en  el 
documento  que  obra  al  folio  dos  del  proce- 
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so  y  por  consiguiente,  opinaba  que  dicho 
documento  rio  fué  escrito  por  Pérez  Col- 
chim,  quien  no  acertó  a  escribir  otras  pa- 
labras que  (el  Licenciado  Cabrera  Alvara- 
rado)  le  habia  dictado. 

Que  el  Juez  Primero  de  Primera  Instan- 
cia de  Quezaltenango,  impuso  al  procesa- 
do la  pena  de  dos  años  de  prisión  correc- 
cional, que  con  abono  de  la  prisión  sufri- 
da, purgará  en  la  Penitenciaria  del  Cen- 
tro, rebajada  en  una  tercera  parte  toman- 
do en  cuenta  la  circunstancia  atenuante 
de  su  confesión,  le  permite  conmutar  las 
dos  terceras  partes  de  esa  pena  a  razón 
de  diez  centavos  de  quetzal  diarios,  si  pre- 
viamente paga  o  afianza  las  responsabili- 
dades civiles  provenientes  del  delito,  a  las 
que  lo  deja  afecto:  lo  svispende  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena  y  lo  exonera  de  re- 
poner el  papel  empleado  en  la  causa  al  del 
sello  respectivo  por  su  notoria  pobreza. 

Que  en  Segunda  Instancia,  el  Procurador 
abogó  por  la  absolución  del  encausado,  sin 
limitación  alguna,  pues  estima  que  el  de- 
lito no  llegó  a  generarse,  toda  vez  que  la 
circunstancia  de  lucro  señalada  por  el  ar- 
ticulo 204  del  Código  Penal  no  fué  probada 
en  la  causa.  Y  el  señor  Fiscal  pidió  la  con- 
firmación de  la  sentencia  por  parecerle 
justa. 

Que  Marcos  Pérez  Colchim  con  auxilio 
del  Abogado  Ernesto  Polanco,  interpuso  el 
recurso  de  casación  contra  el  fallo  pro- 
nunciado por  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  el  veinticinco  de  Enero  re- 
tropróximo, denunciando  como  infringidos 
Jos  artículos  del  Código  Penal  que  siguen: 
203,  204,  196  párrafo  último  que  se  lée 
después  del  inciso  9o.  del  articulo  citado, 
198  en  sus  cuatro  incisos  y  196  en  los  nue- 
ve incisos  de  que  consta. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  documento  que  originó  el  encau- 
samiento  de  Marcos  Pérez  Colchim  no 
produce  efecto  legal  alguno,  a  virtud  de 
que  en  el  año  de  mil  novecientos  veintidós 
(1922),  fué  bautizado  Felipe  Pérez  Pac, 
según  consta  en  la  certificación  expedida 
por  el  Cura  Párroco  de  San  Nicolás,  Y 
como  se  trataba  de  establecer  la  edad  de 
Pérez  Pac,  es  indudable  que  la  única  prue- 
ba admisible  en  ese  caso,  sería  la  certifica- 
ción de  la  partida  respectiva  asentada  en 
el  Registro  Civil;  ya  que  el  nacimiento  de 
Felipe  acaeció  bajo  el  imperio  de  la  legis- 
lación que  rige  en  la  actualidad.   Que  ca- 


reciendo de  valor  jurídico  el  documento 
que  afirmó  el  procesado,  haber  sido  escri- 
to por  Hugo  Rodas,  es  evidente  que  su  uso 
no  constituye  un  hecho  punible.  Y  al  no 
estimarlo  asi,  la  Sala  sentenciadora,  que- 
brantó el  articulo  204  del  Código  Penal, 

CONSIDERANDO: 

Que  sin  haberse  establecido  la  preexis- 
tencia del  hecho  delictuoso  atribuido  a  Pé- 
lez  Colchim,  y  mucho  menos  su  culpabili- 
dad, es  improcedente  infligirle  pena  algu- 
na. Artículos  259  y  568  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  las  leyes  apuntadas  y  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  602  incisos  4o.  y  5o., 
637,  731,  735  del  Código  de  Procedimientos 
Penales;  y  81  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  lo.  declara:  que  ha  lugar 
al  recurso  interpuesto:  y  2o.  CASA  Y  ANU- 
LA la  ejecutoria  recurrida,  y  resolviendo 
sobre  el  principal  absuelve  del  cargo  que 
se  le  formuló  a  Marees  Pérez  Colchim  por 
no  ser  delictuoso  el  hecho  imputado.  No- 
tifiquese,  comunicándose  por  el  medio 
más  rápido  la  parte  resolutiva  del  presen- 
te fallo,  a  efecto  de  que  el  procesado  sea 
puesto  en  libertad,  y  devuélvanse  los  au- 
tos en  la  forma  que  corresponde,  al  Tribu- 
nal de  su  procedencia. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  Menéndez  B.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


•  CRIMINAL 

CAUSA  contra  Ernesto  Santizo  Süiézar. 
por  el  delito  de  atentado  contra  los  agen- 
tes de  la  autoridad. 

DOCTRINA:  Cuando  el  trastorno  mental 
transitorio  se  busca  de  propósito,  to- 
mando bebidas  embriagantes,  no  procede 
apreciar  dicha  circunstancia,  como  exi- 
mente de  responsabilidad  criminal. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
cinco  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 
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Visto  por  recurso  extraordiario  de  casa- 
ción y  con  sus  respectivos  antecedentes,  el 
íallo  que  más  adelante  se  relatará,  pro- 
nunciado en  la  causa  instruida  contra  Er- 
nesto Santizo  SUiezar  por  el  delito  de 
atentado. 

RESULTA: 

Que  don  Carlos  Humberto  Rivera  Paz, 
Comandante  de  la  F>rimera  Demarcación 
de  la  Felicia  de  Quezaltenango,  puso  a  la 
disposición  del  Juez  de  Paz,  el  seis  de  Ma- 
yo del  año  retropróximo,  a  Ernesto  Santi- 
zo Siliézar,  quien  habia  sido  aprehendido 
por  los  agentes  del  orden  público  Enrique 
Donis  y  Nicolás  Barrios  a  cau'^a  de  que  en 
el  Municipio  de  Chiquilajá  y  en  estado  de 
ebriedad  agredió  a  Eulogio  López  Chaj  y  a 
Anastasio  Alvarez  Ramón  con  un  machete 
y  un  palo.  Que  después  de  ratificado  el 
referido  parte,  se  procedió  a  la  correspon- 
diente investigación,  y  fueron  examinadas 
las  personas  que  a  continuación  se  expre- 
san: Eulogio  López  Chaj,  Anastasio  Alvares 
Ramón,  los  agentes  de  Policía  Enrique  Do- 
nis y  Nicolás  Barrios,  y  Gregorio  Vásquez 
Regidor  de  Chiquilajá,  quienes  expusieron: 
López  Chaj  que  el  joeves  cinco  de  Mayo 
(1938),  a  las  veintiuna  horas  y  cincuenta 
minutos,  poco  más  o  menos,  en  concepto 
de  Regidor,  se  encontraba  de  turno  en  el 
Juzgado  de  la  aldea  que  acaba  de  mencio- 
narse, cuando  oyó  que  pedian  auxilio  di- 
ciendo: "un  bolo  me  está  pegando",  y  al 
acudir  al  lugar  por  donde  se  oían  los  gri- 
tos, vió  que  Ernesto  Santizo,  en  estado  de 
ebriedad,  le  pegaba  con  un  machete  a  un 
comerciante;  que  procuró  quitar  a  Santizo 
el  arma,  pero  al  verse  este  desarmado  co- 
rrió a  su  casa  y  sacando  una  "tranca"  le 
dió  un  golpe  en  la  cabeza;  que  como  ahí 
estaba  también  el  Sindico  Gregorio  Vás- 
quez, capturaron  a  dicho  sujeto;  que 
cuando  cayó  al  suelo  a  consecuencia  del 
golpe  se  lesionó  la  cara,  y  se  dió  cuenta 
de  que  el  comerciante  tenía  herida  una 
mano;  Alvarez  Ramón  dijo,  entre  otras  co- 
sas, que  el  jueves  cinco  de  Mayo  (1938), 
como  a  las  veinte  horas  se  dirigía  de  Santa 
Cruz  Quiché  a  Olintepeque,  y  al  pasar  por 
Chiquilajá,  un  individuo  que  salía  de  una 
fonda  lo  agredió  con  un  machete,  él  (Ra- 
món) procuraba  defenderse  y  al  mismo 
tiempo  daba  voces  pidiendo  auxilio,  y  "en 
un  descuido,  que  tuvo"  aquel  sujeto  le  dió 
un  machetazo  en  la  mano  izquierda;  que 
momentos  después  llegaron  dos  individuos 
que  suponía  eran  "de  la  Ronda",  y  entre 


los  tres  capturaron  a  su  agresor,  quien 
además,  le  asestó  un  garrotazo  a  una  de 
laí;  personas  que  se  dejan  ya  menciona- 
das; Donis  y  Barrios  declararon  haber  ido 
al  lugar  del  hecho  cumpliendo  órdenes 
que  les  habia  dado  el  Sargento  de  la  Se- 
gunda Demarcación  de  Policía,  y  al  llegar 
a  la  aldea  tantas  veces  citada,  encontraron 
en  la  cárcel  a  Ernesto  Santizo  Siliézar, 
quien  estaba  en  completo  estado  de  ebrie- 
dad; y  les  informaron  que  este  sujeto  ha- 
bia herido  a  Chaj  y  a  Ramón;  y  el  Regi- 
dor Vásquez  expuso:  que  la  noche  de  autos 
juntamente  con  el  Regidor  Eulogio  López 
Chaj  llegó  a  la  cantina  de  Santizo,  en  este 
lugar  estaban:  el  referido  sujeto  completa- 
mente ebrio  con  un  machete  en  la  mano, 
y  Anastasio  Alvarez  Ramón  ya  herido;  que 
su  acompañante  y  él  desarmaron  a  Santi- 
zo, y  entonces  éste,  con  una  tranca  que  sa- 
có de  su  casa,  le  había  pegado  a  López 
Chaj. 

Que  interrogado  Santizo  Siliézar  dijo, 
entre  otras  cosas,  que  el  seis  de  Mayo 
(1938),  cuando  despertó,  como  a  las  siete 
horas,  se  dió  cuenta  que  estaba  en  la  Pri- 
mera Demarcación  de  la  Policía,  sintió 
que  le  dolía  el  cuerpo,  viendo  su  chumpa 
rota  y  ensangrentada,  y  suponía  que  le  ha- 
bían pegado;  que  solamente  conoce  a  Eu- 
logio López  Chaj  con  quien  en  cierta  oca- 
sión había  tenido  un  "pequeño  altercado"; 
oue  no  recordaba  si  el  día  y  a  la  hora  de 
autos  estaba  ebrio  en  una  cantina  de  Chi- 
quilajá; que  no  recordaba  haber  agredido 
a  Alvarez  Ramón,  pero  suponía  que  tal 
aseveración  era  falsa  por  que  solamente 
tenia  un  machete  corto,  sin  mango,  ni  fi- 
lo, instrumento  que  usa  para  partir  la  pa- 
nela que  vende  en  su  tienda;  que  tampoco 
es  cierto  que  le  haya  pegado  con  una  tran- 
ca a  López  Chaj.  pues  de  eso  no  se  dió 
cuenta;  y  que  no  reconocía  ni  el  machete 
ni  la  tranca  que  se  le  mostraban. 

Que  fueron  agregados  a  la  causa  los  in- 
formes médicos  en  los  cuales,  consta  en  e! 
primero,  que  las  lesiones  que  sufrió  Ernes- 
to Santizo  Siliézar.  en  sí,  son  de  las  oue  po- 
drían ser  consideradas  como  curables,  en 
siete  días,  sin  necesidad  de  asistencia  fa- 
cultativa, y  sin  dejar  impedimento,  defor- 
midad ni  cicatriz  visible:  pero  según  opi- 
nión del  informante  quedaba  en  pié  la  du- 
da de  la  existencia  de  una  contusión  pro- 
funda, que  muchas  veces  no  presenta  sín- 
tomas apreciables.  sino  después  de  algún 
tiempo,  por  lo'  cual  consideraba  necesaria 
para  dictaminar  con  certeza,  practicar 
dentro  de  tercero  día  un  nuevo  reconocí- 
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miento.  En  el  segundo,  se  consignó  que 
Eulogio  López  había  sufrido  una  herida 
contusa  en  el  cuero  cabelludo  de  la  región 
parietal  media,  de  cuatro  centímetros,  la 
cual  le  fué  producida  con  un  palo;  y  nece- 
sitó de  seis  días  de  asistencia  facultativa, 
durante  los  cuales  no  pudo  dedicarse  a  su 
trabajo  habitual,  pero  no  le  quedó  defor- 
midad. Y  en  el  tercero,  consta :  que  Anas- 
tasio Alvarez  recibió  una  lesión  por  instru- 
mento cortante,  en  la  cara  dorsal  de  la 
mano  izquierda,  paralela  al  tercer  meta- 
carpiano,  de  cinco  centim.etros  de  largo, 
que  interesó  la  piel  y  el  tejido  celular,  ha- 
biendo necesitado  seis  días  de  asistencia 
facultativa. 

Que  el  juicio  fué  abierto  a  prueba  por 
treinta  días,  y  durante  ese  término  se  pre- 
sentaron las  probanzas  que  siguen:  a)  los 
testimonios  de  Matías  González,  Juan  Pé- 
lez  Oxlaj,  Jorge  Domínguez,  Manuel  Esco- 
bar Castillo,  Antonio  López  Hernández  y 
Enrique  Rodríguez  Juárez.  De  estos  testi- 
gos González,  Pérez  Oxlaj,  Escobar  Casti- 
llo y  Arrióla  Gramajo,  declararon  acerca 
del  estado  de  ebriedad  en  que  se  encontra- 
ba Ei'nesto  Santizo  Siliézar  cuando  ellos 
aseguran  haberlo  visto,  pero  solamente  el 
último  precisó  el  día  y  las  horas  a  que  se 
refieren  las  preguntas  que  le  fueron  diri- 
gidas: las  demás  personas  menciona-das 
manifestaron  que  lo  declarado  había  suce- 
dido en  el  mes  de  Mayo  (1938),  sin  poder 
precisar  la  fecha;  b)  los  testimonios  de 
Jorge  Domínguez.  Antonio  López  Hernán- 
dez y  Enrique  Rodríguez  Juárez,  quienes 
declararon  sobre  los  buenos  antecedentes 
del  encausado,  y  que  no  es  ebrio  habitual: 
c)  el  informe  del  Concejal  segundo  de  la 
Municipalidad  de  Quezaltenango,  en  que 
consta:  que  las  personas  que  desempeñan 
el  cargo  de  auxiliares  del  Juzgado  de  San 
José  Chiquilajá,  tienen  el  carácter  de  sim- 
ples agentes  de  la  autoridad;  y  d)  el  dic- 
tamen emitido  por  los  Doctores  Jesús  Es- 
candón  y  Roberto  Robles  Chinchilla,  en  el 
cual  se  hizo  constar:  que  don  Ernesto 
Santizo  Siliézar  no  es  un  sujeto  alcohóli- 
co crónico;  y  que  dicha  señor  se  encon- 
traba en  completo  estado  de  ebriedad  en 
los  momentos  en  que  se  verificaron  los 
hechos,  y  sufría  de  un  trastorno  mental 
transitorio  ocasionado  por  la  intoxicación 
alcohólica  aguda,  lo  que  ponía  de  mani- 
fiesto que  no  estaba  con  discernimiento 
para  poder  juzgar  el  resultado  de  los  he- 
chos consumados. 

Que  el  Juez  Segundo  de  Piimera  Instan- 
cia del  Departamento  de  Quezaltenango, 


dando  fin  al  proceso,  impuso  al  enjuicia- 
do la  pena  de  dos  años  de  prisión  correc- 
cional por  el  delito  de  atentado  contra 
los  agentes  de  la  autoridad,  permitiéndole 
conmutar  esta  pena  hasta  en  sus  dos  ter- 
ceras partes  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios;  condenó  también  a  San- 
tizo  Siliézar  a  sufrir  veinte  días  de  prisión 
simple,  conmutables  a  diez  centavos  de 
quetzal  por  cada  día;  y  por  último,  el  re- 
ferido funcionario  consignó  en  su  fallo  las 
demás  declaraciones  pertinentes. 

Que  en  segunda  Instancia  el  Procurador 
y  el  señor  Fiscal  pidieron  la  absolución  del 
procesado  por  falta  de  prueba. 

Que  el  once  de  Febrero  retropróximo,  la 
Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones 
confirmó  en  todas  sus  partes  la  sentencia 
apelada,  considerando  lo  que  sigue:  a)  que 
la  vida  del  delito  está  justificada  con  la 
denuncia  del  Comandante  de  la  Primera 
Demarcación  de  Policía;  con  las  declara- 
ciones de  los  agentes  Enrique  Donis  y  Ni- 
colás Barrios,  y  del  testigo  Gregorio  Vás- 
Quez;  con  los  informes  emitidos  por  el 
Dr.  Ramón  Tejada  Aguirre;  con  la  sindica- 
ción hecha  por  López  Chaj  y  Anastasio  Al- 
varez Ramón;  y  con  lo  que  manifestó  San- 
tizo  Siliézar;  b)  que  la  culpabilidad  del  pro- 
cesado como  autor  del  delito  y  de  la  falta 
que  se  le  han  imputado,  está  probada  con 
los  elementos  que  a  continuación  se  expre- 
san lo.  la  declaración  de  Gregorio  Vásquez; 
2o.  las  declaraciones  de  los  agentes  Donis  y 
Barrios;  3o.  la  sindicación  inmediata  y  ca- 
tegórica de  los  ofendidos;  4o.  los  informes 
médico  legales  del  Doctor  Tejada  Aguirre; 
y  5o.  la  confesión  calificada  del  enjuiciado; 
c)  que  la  defensa  estableció:  lo.  que  el  acu- 
sado es  de  buenos  antecedentes;  2c.  que 
no  es  ebrio  habitual,  y  el  día  de  autos  es- 
taba en  completo  estado  de  ebriedad;  y 
3o.  que  Santizo  Siliézar  incurrió  en  los  he- 
ches  denunciados  sin  haberse  dado  cuen- 
ta, por  hallarse  bajo  la  influencia  de  un 
trastorno  mental  transitorio  de  origen 
alcohólico.  Esta  prueba  no  fué  aceptada 
por  la  Sala  sentenciadora,  pues  estimó  que 
aún  dando  por  sentado  que  fuese  verídico 
lo  del  trastorno  mental,  tal  circunstancia 
no  exime  a  Santizo  Siliézar  de  la  consi- 
guiente responsabilidad  criminal,  ya  que 
éi  voluntariamente  ingirió  el  licor  que  le 
produjo  la  embriaguez,  o  lo  que  es  igual 
que  de  propósito  llegó  a  dicho  estado.  Y 
que  además,  la  embriaguez  no  puede  invo- 
carse ni  aún  como  circunstancia  de  ate- 
nuación por  haber  í^iáo  suprimida. 
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Que  Ernesto  Santizo  Siliézar,  con  auxi- 
lio del  Abogado  Oscar  Alberto  Sandovaí, 
interpuso  el  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación, denunciando  el  quebrantamiento 
de  los  artículos  21  inciso  lo.,  82  del  Código 
Penal;  568,  571,  581  inciso  8o.,  600',  609  y 
731  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  568,  571,  581  inciso  ,3o., 
600,  609  y  731  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  no  fueron  infringidos,  porque 
la  responsabilidad  criminal  del  procesado 
se  encuentra  probada  con  lo  expuesto  por 
dicho  sujeto  y  con  la  declaración  del  tes- 
tigo presencial,  Gregorio  Vásquez  y  lo  ma- 
nifestado por  los  agentes  del  orden  públi- 
co Donis  y  Barrios.  Que  el  "compañeris- 
mo y  camaradería  de  Vásquez"  con  Eulogio 
López  Chaj  en  calidad  de  componente  de 
la  "auxiliatura  de  la  aldea  Chiquilajá". 
invocado  por  el  defensor,  en  manera  algu- 
na enervan  el  valor  jurídico  de  la  deposi- 
ción que  dió  el  susodicho  testigo,  ya  que 
tales  hechos  no  implican  el  interés  directo 
o  indirecto  de  Vásquez  en  el  asunto,  pues 
tal  motivo  debí  constituirlo,  el  provecho 
o  utilidad  que  el  declarante  pueda  obtener 
con  su  declaración,  y  este  elemento  no  se 
estableció  en  la  causa. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  21  inciso  lo.,  y  82  del 
Código  Penal,  no  fueron  quebrantados, 
porque  si  bien  es  verdad,  que  por  medio  de 
prueba  testimonial  se  estableció  el  esta- 
do de  embriaguez  en  que  se  encontraba  el 
prevenido  cuando  cometió  el  hecho  delic- 
tuo.so;  y  con  el  dictamen  de  los  Doctores 
Jesús  Escandón  y  Rodolfo  Robles  Chinchi- 
lla se  intentó  probar  que  aquel  había  obra- 
do "bajo  la  influencia  de  un  trastorno 
mental  transitorio  de  origen  alcohólico", 
también  es  cierto,  que  el  procesado  deli- 
heradamente  tomó  el  licor  que  le  produjo 
la  embriaguez;  y  por  consiguiente  no  se 
encuentra  comprendido  en  el  caso  que  de- 
termina la  primera  disposición  legal  al 
principio  relacionada;  y  por  la  misma  ra- 
zón no  cabe  estimar  la  concurrencia  del 
mayor  número  de  requisitos  a  que  se  re- 
fiere el  2o.  de  los  artículos  citados,  para 
leputar  como  eximente  incompleta  dicha 
circunstancia,  y,  por  este  motivo  reducir 
la  pena  hasta  una  cuarta  o  quinta  parte. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  obser- 
vancia de  lo  estatuido  por  el  artículo  690 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  de- 
clara improcedente  el  recurso  interpuesto 
e  impone  a  Ernesto  Santizo  Siliézar,  la  pe- 
na adicional  de  quince  días  de  arresto, 
conmutables  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  diarios.  Notifiquese  y  con  certifi- 
cación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  au- 
tos al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Francisco  Menéndez  B.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  José  Salazar  Gatica,  por  el 
delito  de  daños. 

DOCTRINA:  No  se  admite  el  recurso  de 
casación  interpuesto  en  causa  crimina', 
cuando  la  persona  que  lo  interpone  no 
aparece  como  acusador  en  la  forma  que 
establece  la  ley. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
cinco  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Visto  e!  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Miguel  Paredes  Marroquin.  con  auxi- 
lio del  abogado  Juan  Ibarra.  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  el  Juzgado  Quinto  de 
Primera  Instancia  de  este  departamento, 
en  la  que  revoca  la  pronunciada  por  el 
Juez  séptimo  de  Paz,  que  condenaba  a  Jo- 
sé Salazar  Gatica  a  sufrir  la  pena  de  tres 
meses  de  arresto  menor,  por  el  delito  de 
daños,  y  resolvió  absolver  ilimitadamente 
al  expresado  señor  Salazar. 

El  proceso  se  formó  de  la  manera  si- 
guiente: el  catorce  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho.  Paredes  Marroquin 
dirigió  un  telegrama  al  Presidente  de  la 
República,  solicitándole  s\i  intervención  a 
fin  de  que  José  Salazar  le  pagara  un  ca- 
rro marca  Buick.  que  había  embarrancado, 
destruyéndolo.  La  .soliciíud  fué  pasada 
a  la  Jefatura  Política,  oficina  a  donde  com- 
pareció por  escrito  el  quejoso  manifestan- 
do que  el  cinco  de  marzo  del  año  indica- 
do. Salazar  tomó  para  su  servicio  un  ca- 
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rro  Buick  completamente  nuevo  para 
transportarse  a  su  finca  "El  Paraíso";  que 
al  bajarse  el  chauffeur  para  abrir  una 
puerta,  Salazar  tomó  el  timón  del  carro 
y  siguió  manejando,  pero  a  los  pocos  ins- 
tantes se  le  embarrancó,  destruyéndolo 
totalmente,  como  pudo  observarlo  el  Pe- 
rito oficial  del  Tránsito  que  lo  examinó 
detenidamente.  Como  habia  agotado  los 
medios  racionales  para  entrar  en  un  en- 
tendido con  Salazar,  sin  haber  logrado  na- 
da formal  y  temiendo  perder  el  valor  del 
carro  que  es  el  que  le  proporciona  los  me- 
dios de  subsistencia,  se  presentaba  ante  el 
señor  Jefe  para  que  en  uso  de  las  faculta- 
des legales,  delegadas,  haciendo  justicia 
hiciera  que  se  le  cubriera  el  valor  del  ve- 
hículo destruido  por  imprudencia  del  señor 
Salazar. 

Citados  ambos  interesados  a  una  junta, 
expusieron:  Salazar  que  efectivamente  to- 
mó el  timón  del  carro  solamente  para  pa- 
sarlo de  la  puerta,  pero  cuando  el  chauffeur 
la  cerró,  en  vez  de  tomar  de  nuevo  el  ti- 
món, se  sentó  a  un  lado,  por  lo  que  el  di- 
cente  siguió  manejando,  ocurriendo  el  ac- 
cidente como  tres  o  cuatro  cuadras  más 
adelante;  hace  constar  que  se  encontraba 
en  estado  de  ebriedad  cuando  esto  ocurrió; 
que  no  estaba  en  disposición  de  dar  nin- 
guna indemnización,  porque  no  se  conside- 
ra con  culpa  y  además  no  le  fué  entrega- 
do dicho  vehículo.  Paredes  solamente  ma- 
nifestó que  quedaba  enterado  de  lo  ex- 
puesto por  Salazar,  y  éste  en  su  indagato- 
ria reprodujo  las  expresiones  anteriores, 
agregando  que  el  chauffeur  se  dió  cuenta 
de  que  él  había  estado  tomando  licor  y  por 
lo  tanto  no  estaba  apto  para  guiar  un  ca- 
rro en  camino,  constándole  además  que 
nc  tenía  licencia  para  manejar  porque  se 
la  suspendió  la  Dirección  de  la  Policía  el 
año  pasado. 

El  señor  Salazar  fué  reducido  a  prisión 
formal  por  el  delito  de  daños  cometidos 
por  imprudencia,  concediéndole  inmediata- 
mente su  libertad  bajo  de  fianza.  Pero 
habiéndose  interpuesto  el  recurso  de  ape- 
lación, la  Sala  Segunda  consideró  que  el 
conocimiento  del  asunto  era  de  la  compe- 
tencia de  un  Juez  menor  de  conformidad 
con  los  artículos  13,  45,  447,  449  y  487  in- 
ciso 2o.  del  Código  Penal  y  por  tal  moti- 
vo se  abstuvo  de  conocer  y  mandó  pasar 
los  autos  al  juez  menor  correspondiente,  a 
efecto  de  que  se  continuaran  substancian- 
do y  se  resolvieran  con  arreglo  a  lo  prescri- 


to por  el  titulo  I  del  Libro  V  del  Código 
Penal. 

Recibidos  los  autos  con  certificación  en 
el  Juzgado  Cuarto  de  Primera  Instancia 
que  era  donde  se  seguían,  fueron  remiti- 
dos al  Juzgado  Séptimo  de  Paz,  y  aquí  fué 
señalado  día  para  tomarse  al  acusado  su 
confesión  con  cargos  y  a  pesar  de  haber 
quedado  notificados  ambos  interesados,  so- 
lamente compareció  el  sindicado,  quien 
manifestó  que  no  se  conformaba  con  el 
cargo  que  se  le  deducía  de  haber  ocasiona- 
do daños  en  el  referido  cano,  porque  no 
tuvo  !a  menor  intención  de  causarlos  y 
que  si  habia  manejado  el  vehículo  fué  con 
el  consentimiento  tácito  del  chauffeur  Je- 
lónimo  Escobar.  Después  de  la  aludida 
diligencia  fué  señalado  día  para  la  vista; 
pero  Paredes  hizo  ver  que  no  se  había  cum- 
plido con  lo  que  establece  el  artículo  781 
del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
porque  debiendo  estar  presente  la  parte 
acusadora  en  la  confesión  con  cargos;  se 
habia  practicado  la  diligencia  sin  que  él 
¡o  estuviera  al  primer  señalamiento  y  en 
vez  de  citarse  a  una  nueva  audiencia  se 
había  señalado  día  para  la  vista,  priván- 
dosele con  ello  de  los  derechos  que  la  mis- 
ma ley  le  concede,  por  lo  que  pidió  se  en- 
mendara el  procedimiento.  El  Juez  aten- 
diendo a  las  razones  expuestas,  enmendan- 
do el  procedimiento,  señaló  nueva  audien- 
cia para  la  práctica  de  la  diligencia  de 
confesión  con  cargos,  citándose  al  señor 
Paredes  para  que  si  no  comparecía  se  le 
tendría  por  separado  de  la  acusación. 

Alegó  el  acusado  que  Paredes  no  es  acu- 
sador y  por  lo  tanto  no  tenia  ni  tiene  que 
intervenir  en  esa  diligencia  que  ya  estaba 
practicada  y  no  podía  verificarse  otra  de 
la  misma  especie  sobre  el  mismo  punto, 
por  lo  que  interpuso  el  recurso  de  apela- 
ción para  ante  el  Juzgado  Cuarto  de  Pri- 
mera Instancia,  tribunal  que  consideró 
que  a  Paredes  no  debe  tenérsele  como  acu- 
sador en  la  presente  causa,  por  la  senci- 
lla razón  de  que  ni  siquiera  denunció  el 
hecho  a  las  autoridades  judiciales  encar- 
gadas de  la  pesquisa  de  todo  delito,  mucho 
menos  querellarse,  sino  que  en  la  vía  ad- 
ministrativa se  dirigió  a  la  Jefatura  Poli- 
tica  departamental,  ya  que  no  puede  de- 
cirse civil  por  cuanto  son  otros  los  tribu- 
nales encargados  de  ella;  que  por  ningún 
concepto  ha  de  presumirse  la  acusación 
en  simples  notificaciones  que  inadverti- 
damente se  hayan  hecho,  pues  tal  situa- 
ción, debe  constar  de  manera  expresa,  su- 
jetándose además,  a  las  formas  yxituali- 
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dades  de  la  ley  procesal  y,  nunca,  dar  lu- 
gar a  que  su  intervención  altere  el  proce- 
dimiento, porque  si  los  aelitos  públicos  dan 
acción  popular,  ésta  como  así  se  dijo,  tiene 
la  forma  de  ejecutarse:  que  el  Juez  a-quo 
al  recibir  el  memorial  de  cinco  de  este 
mes  (marzo  de  1938),  estaba  en  la  obli- 
gación de  mandarlo  ratificar  por  Paredes, 
y,  luego,  tenerlo  como  acusador  en  lo  su- 
cesivo, pero  de  ninguna  manera  proceder 
en  la  forma  que  lo  hizo;  y  resolvió  decla- 
rando ¡a  nulidad  de  la  resolución  apelada 
y  de  todo  lo  actuado  a  partir  de  ella. 

Después  de  algunas  diligencias  manda- 
das practicar  para  mejor  fallar,  el  Juez  de 
Paz  dictó  sentencia  declarando,  que  José 
Salazar  Gatica  es  autor  del  delito  de  da- 
llos por  imprudencia  temeraria  y  lo  con- 
denó a  tres  meses  de  arresto  mayor,  con- 
mutables en  su  totalidad  a  razón  de  un 
quetzal  diario,  dejándolo  afecto  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles. 

Apelada  esta  sentencia,  el  Juez  superior 
la  revocó,  como  queda  dicho  al  principio, 
fundándose  en  que  a  los  delitos  contra  la 
propiedad  no  puede  aplicarre  la  doctrina 
de  la  culpa  contenida  en  el  articulo  13  del 
Código  Penal,  la  cual  se  aplicó  en  este  ca- 
so, requiriéndose  para  estos  el  ánimo  de 
perjudicar  y  no  revistiendo  los  caracteres 
de  delito,  solamente  tíá  lugar  a  la  acción 
civil. 

Como  .56  ha  dicho  anteriormente.  Pare- 
des Marroquin  introdujo  contra  la  men- 
cionada sentencia  el  recurso  de  casación, 
1anto  por  haber  violado  la  ley  en  los  ar- 
tículos 13,  443,  447  y  449  del  Código  Penal 
y  91  de  la  Constitución,  como  por  infrac- 
ción del  procedimiento,  citando  para  este 
efecto  los  artículos  91  y  119  de  ¡a  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  781  de 
Procedimientos  Penales  y  91  de  la  Consti- 
tución de  la  República. 

CONSIDERANDO : 

Que  la  ley  establece  la  forma  como  pue- 
den los  ciudadanos  guatemaltecos  ejerci- 
tar sus  derechos  en  los  casos  de  haberse 
cometido  algún  delito  en  los  cuales  hayan 
sido  o  no  ofendidos;  y  que  la  querella  debe 
interponerse  ante  Juez  competente  para 
recibirla,  observando  los  requisitos  que  la 
ley  previene,  debiéndose  ratificar  asimis- 
mo el  escrito  ante  el  Juez  o  autoridad  a 
quien  so  haya  presentado.    Artículos  221, 


223,  226  y  228  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  ni  en  el  primer  memorial  presen- 
tado por  Miguel  Paredes  Marroquin  a  la 
Jefatura  Política  departamental,  que  no 
fué  rafiticado  en  esa  oficina,  sino  poste- 
riormente ante  el  Juzgado  Cuarto  de  Pri- 
mera Instancia,  ni  en  la  diligencia  conci- 
liatoria, ni  en  ninguna  otra  paite  del  jui- 
cio, aparece  que  el  señor  Paredes  se  haya 
mostrado  acusando  al  señor  Salazar,  sino 
que  más  bien  deja  ver  que  sus  pretensio- 
nes se  reducen  a  que  se  le  pague  el  valor 
de  las  reparaciones  del  carro,  y  asi  fué  que, 

nepar  de  habérsele  citado  a  la  confesión 
con  cargos  que  se  tom.aría  al  reo,  no  com- 
pareció; y  si  bien  pidió  un  nuevo  día  para 
esa  diligencia  que  ya  se  había  practicado 
sin  su  intervención,  y  el  Juez  asi  lo  acordó, 
el  Juez  superior  en  grado  anuló  la  resolu- 
ción, fundado  en  que  "no  debe  tenérsele  co- 
mo acusador  por  la  sencilla  razón  de  que 
ni  siquiera  denunció  el  hecho  ante  las  au- 
toridades judiciales  encargadas  de  la  pes- 
quisa de  todo  delito",  y  n  pesar  de  que  en 
esta  última  resolución  se  indicaba  qué  era 
lo  que  el  Juez  instructor  debía  haber  hecho 
respecto  de  la  acusación,  dando  oportuni- 
dad al  señor  Paredes  para  que  se  enmen- 
dara el  procedimiento  en  ese  sentido,  éste 
r.o  hizo  tampoco  ninguna  gestión  y  se  ter- 
minó el  proceso  en  la  forma  indicada  al 
principio,  de  todo  lo  cual  se  deduce  que  e! 
recurrente  no  tiene  derecho  para  interpo- 
ner el  recurso  de  casación,  porque  este  re- 
curso solo  pueden  interponerlo  los  reos  o 
sus  legítimos  representantes,  -el  Ministe- 
rio Público  si  hubiera  tomado  parte  en  la 
causa  y  en  el  propio  caso  el  acusador, — 
dé  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los 
artículos  651  y  680  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  las  dos  leyes  últimamente  citadas,  de- 
secha el  recurso  de  que  se  ha  hecho  méri- 
to. Notifiquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
tribunal  de  su  origen. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Rodríguez.  —  Max 
García  R.  —  Secretarlo. 
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CRIMINAL 

CAUSA  conira  José  Luis  Ortiz  Garda,  por 
el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  Cuando  los  testigos  de  cargo 
son  mayores  en  número  y  que  por  cir- 
cunstancias personales  merecen  más  cré  - 
dito que  los  de  descargo,  hacen  fé,  y  por 
lo  tanto,  los  hechos  que  ajirmen  se  de- 
ben tener  como  bien  probados. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
catorce  de  Junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  nueve. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación, 
se  ve  la  sentencia  que  dictó  la  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  ocho 
de  febrero  del  año  en  curso,  confirmando 
la  del  Tribunal  Militar  de  este  departa- 
mento, del  diecisiete  de  septiembre  del  año 
próximo  pasado,  con  la  modificación  de 
que,  el  ex-agente  de  la  policía  José  Lui.s 
Ortiz  Garcia,  es  autor  responsable  del  de- 
lito de  homicidio  en  la  persona  de  Pedro 
Carranza  Corzo  y  que  la  pena  que  le  co- 
rresponde es  de  diez  años  de  prisión  correc- 
cional, inconmutables. 

RESULTA: 

Que  el  proceso  se  inició  el  ocho  de  mayo 
del  año  pasado,  en  el  Juzgado  Primero  de 
Paz  de  esta  capital,  por  parte  que  diera 
el  Jefe  del  cuartel  número  uno  de  la  po- 
licía nacional,  indicando  que  un  hombre 
se  encontraba  muerto  en  la  Plazuela  de 
Santa  Cecilia.  Constituido  el  Juez  en  aque! 
lugar,  pudo  establecer,  por  informes  que 
le  diera  Ricardo  Granados  Orellana,  que  el 
interfecto  respondía  al  nombre  de  Pedro 
Carranza  Corzo;  era  de  veintidós  años  de 
edad,  soltero,  pintor,  originario  y  vecino 
de  esta  ciudad;  y  por  las  referencias  del 
Inspector  Carlos  Melara,  agentes  Lorenzo 
Domínguez  Castro  y  Belisario  Rivas  y  par- 
ticulares José  Rosales  Carrera,  Antonio 
Molina  Valenzuela  e  Isabel  de  Jesús  Pe- 
reira  Carballo,  que  el  occiso  había  agre- 
dido a  bofetadas  al  agente  Ortiz  Garcia  al 
tratar  de  capturarlo  por  estar  jugando 
dinero  "a  la  cuarta";  y  el  tiro  que  le  pro- 
dujo la  muerte  fué  disparado  por  el  agente 
Ortiz  García  sin  tener  la  intención  de  ha- 
cerlo, puesto  que,  su  revólver  lo  sacó  para 
intimidarlo  cuando  emprendía  la  fuga, 
después  de  haber  luchado  ambos.  El  cadá- 
ver presentaba  una  lesión  producida  con 


arma  de  fuego,  con  orificio  de  entrada  en 
la  región  intraescapular  izquierda,  sin  ori- 
ficio de  salida;  y  como  a  la  distancia  de 
cinco  metros  del  cadáver,  la  tierra  esta- 
ba removida  con  los  pies. 

Examinados  separadamente  el  Inspector 
Carlos  Melara  y  los  agentes  Lorenzo  Do- 
mínguez Castro  y  Belisario  Rivas  Aviles, 
se  produjeron  en  forma  uniforme,  mani- 
festando que  el  ocho  de  mayo,  en  unión 
del  agente  Ortiz  Garcia,  recibieron  órdenes, 
para  que  vestidos  de  paisanos,  procedieran 
a  la  captura  de  varios  individuos  que  esta- 
ban jugando  dinero  "a  la  cuarta"  en  la  Pla- 
zuela de  Santa  Cecilia;  al  llegar  vieron 
que  ocho  individuos  se  dedicaban  a  ta! 
juego,  quienes  al  ver  que  se  aproximaban 
se  pusieron  en  precipitada  fuga,  habien- 
do sido  per.seguidos  por  tres  agentes,  sin 
lograr  alcanzarlos;  en  la  plazuela  se  quedó 
el  agente  Ortiz  García  capturando  a  uno 
de  los  jugadores  que  no  logró  huir  y  cuan- 
do retornaron  los  otros  tres  agentes  al 
mismo  lugar,  se  dieron  cuenta  que  había 
una  lucha,  cuerpo  a  cuerpo,  entre  el  agen- 
te Ortiz  García  y  el  jugador,  agrediendo 
éste  al  agente,  y  estando  los  dos  con  las 
ropas  desgarradas;  el  jugador  logró  zafar- 
se del  agente,  le  asestó  un  bofetón  en  la 
cara  y  trató  de  salir  huyendo,  entonces 
el  agente  sacó  su  revólver  con  el  objeto  de 
amenazarle  para  que  se  detuviera,  mar- 
cándole el  alto,  sin  que  hiciera  caso;  y  el 
agente  sin  apuntarle  se  le  fué  el  tiro,  sin 
intención  de  hacerlo,  el  cual  fué  a  hacer 
blanco  en  el  cuerpo  del  fugitivo,  que  cayó 
sin  vida. 

Antonio  Molina  Valenzuela,  José  Rosa- 
les Cabrera  e  Isabel  de  Jesús  Pereira  Car- 
ballo, se  produjeron  en  el  mismo  sentido. 

El  ex-agente  José  Luis  Ortiz  Garcia.  ma- 
nifestó: que  estaba  detenido  por  lo  que  le 
había  pasado  el  domingo  anterior  por  la 
tarde,  en  la  plazuela  de  Santa  Cecilia,  a 
donde  llegó  en  unión  de  otros  agentes  a 
capturar  a  ocho  muchachos  que  jugaban 
dinero  "a  la  cuarta";  pero  éstos  al  reco- 
nacerles  y  darse  cuenta  que  se  aproxima- 
ban, se  pusieron  en  precipitada  fuga  por 
la  Avenida  de  La  Castellana,  habiendo  si- 
do perseguidos  por  el  inspector  Melara  y 
los  agentes  Domínguez  y  Rivas.  Uno  de  los 
jugadores  se  quedó  en  la  plazuela,  por  lo 
cual  el  declarante  procedió  a  su  captura, 
pero  cuando  se  acercó  le  opuso  resistencia, 
agrediéndole  a  bofetones  y  en  la  lucha  que 
se  entabló  entre  los  dos,  se  rasgaron  la 
ropa  y  su  agresor  le  asestó  un  fuerte  bofe- 
tón en  la  cara,  saliendo  en  precipitada  fu- 
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ga;  sacó  su  revólver  para  amenazarlo  con 
el  fin  de  que  no  se  escapara  y,  sin  darse 
cuenta,  se  produjo  el  disparo,  debido  a  que 
el  percutor  estaba  muy  suave,  habiendo 
hecho  blanco  el  proyectil  en  la  espalda  del 
muchacho, que  cayó  pronto  sin  vida.  Como 
viera  que  sus  compañeros  ya  estaban  alli, 
se  quedó  esperando  que  llegara  el  Juez  a 
instruir  la  averiguación.  Con  el  indivi- 
duo fallecido  no  tenia  antecedentes  de 
ninguna  clase,  el  tiro  lo  disparó  sin  inten- 
ción, sin  poder  explicar  cómo  fué  y  si  se  lo 
acertó,  se  debió  a  que  iba  huyendo,  sin 
atender  a  la  orden  que  le  daba. 

En  la  Auditoria  de  Guerra  se  le  dictó 
auto  de  prisión  por  el  delito  de  homicidio 
por  imprudencia  temeraria. 

El  agente  Juan  Gildardo  Cabrera  Sala- 
zar,  expuso:  que  acompñó  al  Coronel  Ma- 
nuel Arrióla,  Jefe  del  primer  cuerpo  de  po- 
licía, a  la  plazuela  de  Santa  Cecilia,  don- 
de encontraron  un  hombre,  boca  abajo, 
raanándole  sangre  de  la  espalda  y  por  las 
averiguaciones  hechas  allí  mismo,  se  supo 
que  se  llamaba  Pedro  Carranza  Corzo  y  que 
el  agente  José  Luis  Ortiz  García  había  sa- 
cado su  revólver  únicamente  para  intimi- 
darlo, después  de  un  altercado  habido  en- 
tre los  dos,  en  el  que  Carranza  Corzo  le 
asestó  un  bofetón  en  la  cara,  al  agente,  y 
casualmente  le  produjo  la  herida  que  le 
causó  la  muerte. 

La  señora  Isabel  Carranza  viuda  de 
Arrio!a,  madre  del  fallecido  Pedro  Ca- 
rranza Corzo,  manifestó:  que  por  haber 
llegado  a  su  conocimiento,  lo  que  le  había 
.sucedido  a  su  hijo,  fué  a  la  plazuela  de 
Santa  Cecilia,  sin  haber  logrado  que  se 
le  permitiera  verlo  v,  por  referencias  de 
varias  personas,  recordando  entre  ellas  a 
María  N.,  a  Quien  í;e  llevaron  presa  y  a 
Juana  y  Elena  cuyos  apellidos  ignora,  su- 
po que  su  hijo  se  había  acercado  a  ver  a 
unos  muchachos  que  jugaban  y  como  lle- 
garon varios  agentes  de  policía  vestidos  de 
particular,  al  acercarse  salieron  corrien- 
do los  muchachos,  excepto  su  hijo,  que  por 
no  estar  jugando  se  había  quedado  allí: 
fué  detenido  por  un  agente  de  apellido  Or- 
tiz, quien  le  rompió  la  ropa  a  jalones,  lo 
empujaba  hacia  abajo  y  le  puso  abraza- 
deras, pero  habiendo  logrado  correr  un  po- 
co, con  la  idea  de  entrarse  a  la  tienda  de 
la  señora  Manuela  N..  sin  haberlo  logrado, 
porque  se  le  cerró  la  puerta,  siguió  con 
dirección  a  la  bocacalle  de  la  Santa  F'az. 
ruando  en  eso  el  agente  Ortiz  le  hizo  un 
disparo  con  su  revólver,  que  le  acertó  en 
la  espalda  y  cayó  instantáneamente  muer- 


to. A  pesar  de  la  agonía  de  su  hijo,  el 
agente  permaneció  inmóvil  y  después  fué  a 
llamar  a  otro  agente  para  que  se  queda- 
ra cuidando  el  cadáver  mientras  fué  a  dar 
parte.  Los  otros  agentes  andaban  por  La 
Castellana;  no  hubo  riña  entre  su  hijo  y 
el  agente  como  les  consta  a  las  personas 
que  ha  mencionado  y  a  otras  que  citaría 
más  tarde. 

María  Martínez  Miralda,  dijo:  que  en 
ocasión  que  se  dirigía  a  la  Iglesia  de  San- 
ta Cecilia,  vio  correr  a  varios  muchachos 
por  la  plazuela,  con  dirección  a  diferen- 
tes lugares  y  detrás  unos  hombres,  como 
persiguiéndoles;  un  muchacho  se  quedó 
parado,  que  no  tenia  saco,  y  otro  hombre 
vestido  de  paisano  se  dirigió  a  él,  lo  agarró 
y  de  un  Jalón  lo  bajó  de  las  gradas  de  la 
iglesia,  después  le  asestó  un  bofetón  y  una 
patada  y  ante  estos  atropellos,  lo  único  que 
hacia  el  muchacho  era  rogarle  que  no  lo 
tratara  de  esa  manera;  pero  habiéndose 
querido  meter  a  una  tienda,  le  cerraron 
la  puerta  y  en  ese  momento  el  hombre 
vestido  de  paisano  sacó  su  revólver  y  a  la 
distancia  de  dos  metros  le  hizo  un  disparo 
por  detrás,  que  le  acertó,  cayendo  inme- 
diatamente embrocado.  El  disparo,  por  la 
forma  como  fué  hecho,  fué  intencional. 

Isabel  Caranza  viuda  de  Arrióla,  madre 
del  fallecido,  se  presentó  manifestando: 
que  cuando  el  agente  Ortiz  dio  muerte  a 
su  hijo,  antes,  el  agente,  le  había  asestado 
varios  bofetones,  lo  botó  al  suelo  donde  le 
pegó  puntapiés  y  no  contento  con  ésto,  le 
hizo  un  disparo  por  detrás.  Propuso  como 
testigos  presenciales  a  María  Martínez 
Miralda.  a  Juana  Hurtarte,  Elena  Mansi- 
11a  Hernández,  Manuela  Aguilar.  María 
Teresa  Moreno,  Ricardo  Melgar.  Filiberto 
F.  Rodríguez  y  Gilberto  Fuentes. 

Se  agregó  a  la  causa  el  informe  de  la 
autopsia  practicada  en  el  cadáver  de  Pe- 
dro Carranza  Corzo,  quedando  confirmado 
que  falleció  a  consecuencia  de  la  herida 
cau,«ado  con  arma  de  fuego  que  recibió 
tn  la  plazuela  de  Santa  Cecilia. 

Elena  Mansilla  Hernández,  manifestó 
que  el  domingo  ocho  de  Mayo,  oyó  la  de- 
tonación de  un  disparo  de  arma  de  fuego, 
dirigió  la  vista  a  las  gradas  de  Santa  Ce- 
cilia y  entonces  vió  que  un  muchacho  que 
no  tenia  saco,  estaba  en  el  suelo,  boca  aba- 
jo, y  otro  vestido  de  aplomado  a  una  dis- 
tancia como  de  dos  metros,  viendo  al  mu- 
chacho, siendo  agente  de  la  policía  el  ves- 
tido de  ap'omado. 

Manuela  Aguilar  Leal,  dijo:  que  el  ocho 
de  mayo  tenia  abierta  su  tienda  que  tiene 
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al  lado  norte  de  la  plazuela  de  Santa  Ce- 
cilia, inmediata  a  la  Iglesia  y  como  otras 
veces  surgen  molestias  entre  la  policía  que 
va  a  perseguir  a  los  aue  juegan  y  los  ju- 
gadores, al  oír  ese  día  la  bulla  y  ver  que 
corrían  los  patojos,  cerró  la  puerta  de  su 
tienda,  sin  haberse  dado  cuenta  quiénes 
eran.  Al  momento  oyó  una  detonación  de 
arma  de  fuego  y  después  la  bulla  que  tenía 
la  gente,  diciendo  que  habían  dado  muer- 
te a  Pedro  Carranza,  un  muchacho  que  vi- 
vía allí  cerca.  Después,  por  referencias, 
supo  que  el  autor  había  sido  un  agente  de 
la  policía. 

Juana  Hurtarte,  Ricardo  Melgar  Rodrí- 
guez y  Gilberto  Fuentes,  declararon:  que 
unos  muchachos  bajaban  corriendo  del 
borde  que  está  al  costado  de  la  iglesia, 
cerca  de  las  gradas,  y  se  dirigieron  a  di- 
ferentes lugares,  como  que  los  iban  persi- 
guiendo; luego  vieron  que  un  hombre  ves- 
tido de  aplomado  capturó  a  Pedro  Carran- 
za, lo  bajó  a  jalones  de  las  gradas  de  la 
iglesia,  asestándole  un  bofetón  y  una  pa- 
tada, por  lo  que  Carranza  lo  único  que  hi- 
zo fué  hablarle  para  que  no  lo  tratara  asi; 
y  después  de  un  fuerte  empujón  que  le 
dió  aquel  individuo,  sacó  un  revólver,  y  a 
la^distancia  de  un  metro,  le  hizo  un  dis- 
paro, del  cual  cayó  Carranza  inmediata- 
mente, boca  abajo,  cerca  de  las  gradas  de 
la  iglesia. 

María  Teresa  Moreno,  se  expresó  en  los 
mismos  términos. 

A  Filiberto  Guzmán  Rodríguez  y  Víctor 
Jorge  Inestroza,  no  les  consta  el  suceso 
por  no  haber  estado  en  aquel  acto,  sino 
que  llegaron  al  oír  la  detonación,  encon- 
traron a  Carranza  en  el  suelo,  inmediato 
a  las  gradas  de  la  iglesia  y  cerca  de  él,  a 
un  individuo  vestido  de  aplomado  a  quien 
la  gente  sindicaba  como  autor  de  la  muer- 
te de  Carranza. 

La  Dirección  General  de  Policía,  infor- 
mó; que  no  se  había  podido  averiguar 
quiénes  eran  los  demás  individuos  que  ju- 
gaban dinero  "a  la  cuarta". 

RESULTA; 

Que  la  causa  se  elevó  a  plenario,  al  ex- 
agente José  Luis  Ortiz  García  se  le  dedujo 
cargo  por  el  delito  de  homicidio  por  im- 
prudencia temeraria,  no  se  conformó  y 
nombró  como  su  defensor  al  Licenciado 
Antotiio  González  Sierra.  Previos  los  tras- 
lados correspondientes,  se  recibió  a  prue- 
ba, habiéndose  practicado  las  siguientes; 
a)  examen  de  los  testigos  Adrián  Palacios, 


Humberto  Gálvez  y  Matea  de  León  viuda 
de  Hernández;  b)  ratificación  de  las  cons- 
tancias de  la  conducta  observada  por  Pe- 
dro Carranza  Corzo,  extendidas  por  los  se- 
ñores Manuel  España  Simón  y  Francisco 
Contreras;  c)  informe  sobre  los  antece- 
dentes penales,  vida  y  costumbres  del  ex- 
agente Ortiz  García,  rendidos  por  las  au- 
toridades del  lugar  de  su  nacimiento.  Al 
terminar,  se  dieron  los  traslados  finales  y, 
habiéndose  citado  a  las  partes  para  sen- 
tencia, se  pronunció  en  primera  instan- 
cia, condenándolo  a  sufrir  tres  años  de  pri- 
sión correccional,  conmutables  en  dos  ter- 
ceras partes,  por  el  delito  de  homicidio 
por  imprudencia  temeraria. 

La  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, confirmó  el  fallo,  con  la  enmienda 
indicada  al  principio;  y  contra  este  últi- 
mo pronunciamiento,  el  reo  José  Luis  Or- 
tiz García,  con  el  auxilio  del  abogado  An- 
tonio González  Sierra,  interpuso  el  presen- 
te recurso  extraordinario  de  casación,  ci- 
tando como  violados  los  artículos  siguien- 
tes; "3o.,  259,  568,  730,  731  del  Código  de 
Procedimientos  Penales;  21  incisos  4o.,  5o., 
6o.,  10o.  y  lio.;  22  incisos  lo.,  3o.,  4o.,  5o  , 
6o.,  8o..  9o.  y  10o.;  569,  570,  571,  572,  573, 
574,  576,  580,  581  incisos  lo.  y  8o.;  583  in- 
ciso lo,  y  584  del  Código  de  Procedimientos 
Penales";  se  pidieron  los  antecedentes  y 
se  señaló  día  para  la  vista. 

CONSIDERANDO; 

Que  la  muerte  violenta  de  Pedro  Ca- 
rranza Corzo,  a  consecuencia  de  una  heri- 
da causada  por  proyectil  de  arma  de  fue-  ' 
go,  en  la  región  ínfraescapular  izquierda, 
que  se  ha  calificado  como  homicidio  está 
plenamente  demostrada  en  la  causa,  con 
varias  declaraciones  de  testigos,  propues- 
tos por  una  y  otra  parte;  la  confesión  del 
ex-agente  José  Luis  Ortiz  García;  la  ins- 
pección judicial  y  el  informe  médico,  con 
lo  que  queda  bien  deslindado  que  la  muer- 
te de  Carranza  Corzo  fué  a  consecuencia 
de  la  herida  que  se  le  causó;  y  al  estimar- 
lo asi  la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Ape- 
lafciones,  aplicó  correctamente  los  artículos 
3o.,  259,  568,  570,  571,  572.  573  y  574  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  ya  que 
el  procedimiento  descansa  en  la  existencia 
de  un  hecho  delictuoso,  los  medios  de  prue- 
ba recogidos  y  apreciados,  son  de  los  que 
la  ley  establece  y  la  apreciación  de  tales 
pruebas  la  ha  hecho  de  acuerdo  con  los 
principios  que  esos  artículos  contienen. 
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CONSIDERANDO: 

Que  aún  sin  separar  las  declaraciones 
del  inspector  y  los  dos  agentes  de  policía, 
que  no  sé  encuentran  en  una  posición  com- 
pletamente independiente,  con  relación  al 
reo,  por  haber  prestado  sus  servicios  en  el 
mismo  cuerpo  y  haber  sido  los  encargados 
de  cumplir  la  comisión  de  capturar  a  los 
individuos  que  jugaban  dinero  "a  la  cuar- 
ta", en  la  plazuela  de  Santa  Cecilia,  y  de 
consiguiente,  no  tienen  la  pureza  comple- 
ta que  debe  tener  la  prueba  testifical;  los 
de  la  otra  parte,  no  solo  son  mayores  en 
número  sino  también  de  mejores  condicio- 
nes personales  y  por  estas  circunstancias 
e¡  mérito  de  sus  declaraciones  prevalece 
sobre  el  de  los  otros,  quedando  establecido 
con  el  de  aquellos,  tanto  la  cupabilidad 
del  ex-agente  García  Ortiz  como  que  el  su- 
ceso no  se  desarrolló  como  lo  ha  expuesto 
a  su  favor,  por  oposición  y  ataque  de  Ca- 
rranza Corzo,  sin  intención  de  disparar,  ni 
darse  cuenta,  sino  de  la  manera  que  los 
testigos  de  cargo  lo  han  descrito,  o  lo  que 
es  igual,  después  de  haber  vejado  el  ex- 
agente,  sin  motivo,  a  Carranza  Corao,  quien 
no  se  opuso  ni  le  atacó,  y  cuando,  estan- 
do a  corta  distancia,  había  querido  entrar 
a  una  tienda  inmediata.  La  Sala  senten- 
ciadora le  estimó  así.  descartando  ¡a  im- 
prudencia, por  su  inconsistencia  legal,  ba- 
sada en  tales  pruebas  v  dejando  el  he- 
cho con  la  intención  con  que  aparece  co- 
metido. Su  criterio  lo  ajustó  a  los  princi- 
pios contenidos  en  los  artículos  581  inci- 
so 8o..  y  584  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  dándole  preferencia  a  los  testi- 
gos que,  siendo  mayores  en  número  y  es- 
tando en  un  plano  más  ímparcial.  se  ex- 
presan a  la  vez,  en  una  forma  más  natu- 
ral y  acorde  con  la  realidad  de  lo  que  pasó, 
que  los  que,  siendo  tres  de  ellos  compañe- 
los  de  servicio,  llegan  hasta  afirmar  quf^ 
no  tuvo  intención  de  disparar  su  arma, 
razón  por  la  que,  en  vez  de  haber  infringi- 
do estas  disposiciones,  las  aplicó  correcta- 
mente. 

Los  artículos  581  inciso  lo..  730  y  731  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  que  se 
citan  como  infringidos,  el  primero  es  in- 
aplicable, ya  que  no  hay  testimonio  do 
persona  que  sea  enemiga  capital  del  ex- 
agente Ortiz  García,  que  se  aprecie  en  su 
contra,  ¡Dará  determinar  su  culpabilidad: 
el  segundo  v  el  tercero  tampoco  los  podía 
aplicar  la  Sala  sentenciadora,  porque  ha- 
biendo prueba  de  la  perpetración  del  deli- 
to de  homicidio  y  de  la  culpabilidad  del 


ex-agente  Ortiz  García,  no  lo  podía  absol- 
ver del  cargo  ni  de  la  instancia. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  es  posbile  entrar  a  examinar  si 
ha  sido  infringido  el  articulo  580  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  porque 
tiene  cuatro  incisos,  que  se  refieren  a  cua- 
tro casos  diferentes,  y  la  parte  interesada 
no  precisó,  cuáles  de  estos  incisos,  son  los 
que,  a  su  juicio,  fueron  violados. 

De  los  artículos  21  y  22  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  el  primero  no  tie- 
ne incisos,  de  manera  que  no  los  pudo 
haber  violado  la  Sala  sentenciadora;  y  el 
segundo  tiene  cinco:  de  ellos,  el  primero, 
tercero,  cuarto  y  quinto  no  son  aplicables, 
ni  se  citan  en  el  fallo;  y  los  demás  de  este 
mismo  artículo,  que  el  recurrente  cita  co- 
mo infringidos  no  los  trae  el  Código. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  fundada 
en  los  artículos  686  y  690  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales  y  233  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicia'.  DESESTIMA 
el  recurso  interpuesto  y  le  impone  al  re- 
curente  la  pena  de  un  mes  de  arresto  me- 
nor, conmutable  a  razón  de  un  quetzal  dia- 
rio. 

Notifíquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  /tiberio  Argueta 
S.  —  Fraiicisco  E.  Rodríguez.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Justo  Cuxil  Serech.  por  los 
delitos  de  usurpación,  daños,  estafa  y  fal- 
sificación de  documentos  públicos. 

DOCTRINA:  Para  que  cx'sta  el  de'ito  de 
Usurpación,  es  necesario  que  se  pruebe 
que.  de  manera  violenta,  se  ha  ocupado 
un  inmueble  o  un  derecho  real  de  ajena 
pertenencia. 

Corle  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
ouince  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 

y  nueve. 
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Por  recurso  extraordinario  de  casación, 
se  examina  la  sentencia  que  pronunció  la 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  veintiuno  de  enero  recién  pasado,  con- 
firmando la  del  Juez  departamental  de 
Chimaltenango,  del  ocho  de  septiembre 
del  año  pasado,  por  la  cual  absuelve  a  Jus- 
to Cuxil  Serech,  del  cargo  que  le  formuló, 
en  el  proceso  que  le  siguió  Salomé  Sinto, 
por  usurpación,  daños,  estafa  y  falsifica- 
ción de  documentos  públicos. 

RESULTA: 

Que  el  veintitrés  de  diciembre  del  año  mil 
novecientos  treinta  y  siete,  compareció  an- 
te el  Juez  de  Paz  de  Tecpán,  del  departa- 
mento de  Chimaltenango,  Salomé  Sinto, 
exponiendo:  que  su  padre  Ursulo  de  su 
mismo  apellido,  hacia  como  veinte  años 
más  o  menos,  que  por  documento  privado 
le  dió  la  posesión  y  dominio  de  un  terreno 
llamado  "Pazolote".  compuesto  de  treinta 
y  cinco  manzanas,  con  linderos  bien  defi- 
nidos en  el  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble, donde  aparece  ccn  el  número  ocho- 
cientos veintitrés  ( 823  ) :  terreno  que  hubo 
su  padre  por  compra  que  ese  mismo  dia  le 
hizo  a  Toribio  Sinto.  La  posesión  la  man- 
tuvo de  manera  quieta,  pública  y  pacifica, 
sin  interrupción  ni  clandestinidad,  hasta 
el  día  veintitrés  de  enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  que  fué  desposeído  por  el 
individuo  Justo  Cuxil,  quien  valiéndose  de 
su  calidad  de  regidor  primero  municipal, 
lo  obligó  a  que  no  volviera  a  ocupar  el  te- 
rreno, del  cual  se  habla  apoderado  y  ob- 
tuvo de  Gregoria  Sinto,  hija  de  Toribio, 
una  escritura  de  compraventa  del  mismo 
terreno,  autorizada  por  el  Notario  Víctor 
M.  Herrei'a,  cuyo  otorgamiento  fué  con  en- 
gaño de  la  otorgante,  quien  asevera  que  no 
compareció  a  otorgar  tal  escritura.  Entre 
los  documentos  acompañados  está  la  copia 
de  la  escritua  pública  de  compraventa,  en 
la  que  comparece  Gregoria  Sinta.  ante  el 
Notario  Víctor  M.  Herrera,  vendiendo  a 
Cuxil  Serech  los  derechos  que  tiene  en  el 
terreno  denominado  "Pazolote",  que  le  co- 
rrespondían como  heredera  de  Toribio 
Sinto.  Intervino  como  intérprete  Francis- 
co Nimamac.  por  no  saber  hablar  el  espa- 
ñol, la  otorgante;  fué  suscrita  por  un  tes- 
tigo a  ruego  de  ésta  y  del  ó  la  impresión 
digital  de  uno  de  sus  dedos. 

Examinados  Mauricio  López,  Diego  y 
Jo.?é  Martin,  manifestaron:  que  les  consta 
que  Salomé  Sinto  estuvo  en  posesión  del 
terreno  denominado  "Pazolote",  hasta  que 


fué  desposeído  por  Justo  Cuxil  Serech;  y 
varían  entre  sí,  en  cuanto  al  tiempo  en  que 
ésto  ocurrió,  sin  indicar  la  forma  detallada 
de  que  se  valió  para  posesionarse  del  te- 
rreno; pero  si  manifestaron  que  el  terreno 
llamado  "Pazolote",  es  el  único  que  existe 
en  aquel  lugar  con  ese  nombre,  que  ellos 
conocen  y  al  cual  se  refiere  la  acusación. 

Francisco  Santizo,  dijo  que  sabe  que  el 
terreno  perteneció  a  Ursulo  Sinto,  quien 
£°  lo  dejó  a  su  hijo  y  actualmente  lo  posee 
Cuxil  Serech.  De  la  misma  manera  se  ex- 
presó Avelino  Alejandro  Hernández. 

Gregoria  Sinto,  declaró:  que  no  sabe  leer 
ni  escribir;  nunca  vendió  ni  ha  tenido  la 
intención  de  hacerlo,  el  terreno  llamado 
'  Pazolote",  a  Justo  Cuxil;  y  que  no  se  le 
enteró  del  contenido  de  la  escritura  de 
compraventa,  autorizada  por  el  notario 
Víctor  M.  Herrera,  por  lo  que,  contiene  un 
acto  celebrado  sin  su  anuencia  y  conoci- 
miento. 

Interrogado  Justo  Cuxil  Serech,  negó 
haber  cometido  los  hechos  que  se  investi- 
gan y  dijo:  que  es  cierto  que  está  en  pose- 
sión del  terreno  denominado  "Pazolote", 
por  tener  derecho  a  él  como  propietario, 
puesto  que  Gregoria  Sinto  le  vendió  los  que 
ella  tenía  en  tal  inmueble.  Le  pagó  la  su- 
ma de  cincuenta  quetzales  por  abonos  que 
le  venia  haciendo  desde  hacía  mucho  tiem- 
po y  el  dia  que  le  otorgó  la  escritura  fué 
cuando  acabó  de  pagarle;  y  esperó  que  las 
personas  arrendatarias  recolectaran  sus 
frutos  para  entrar  en  posesión. 

En  el  careo  entre  Gregoria  Sinto  y  Cuxil 
Serech,  no  se  logró  ponerlos  de  acuerdo. 

Los  testigos  instrumentales,  manifesta- 
ron: que  les  consta  la  veracidad  del  acto 
que  contiene  la  escritura  otorgada  ante  el 
notario  Víctor  M,  Herrera, 

Francisco  Nimamac,  que  aparece  como 
intérprete  en  la  escritura,  manifestó:  que 
lo  que  consta  en  elja  es  la  verdad,  que  le 
fué  dicha  por  la  otorgante  y  su  actuación 
se  limitó  a  vertírsela  fielmente  al  notario. 

La  escritura  fué  otorgada  ante  el  notario 
Víctor  M.  Herrera,  en  la  ciudad  de  Tecpán, 
del  departamento  de  Chimaltenango,  a  los 
dos  días  del  mes  de  agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  seis,  y  en  ella  consta  que  Gre- 
goria Sinto  vende  a  Justo  Cuxil,  como  he- 
redera de  su  padre  Toribio  Sinto,  el  terre- 
no de  treinta  y  cinco  manzanas,  llamado 
'  Pazolote",  por  el  precio  de  cincuenta 
quetzales,  recibidos  a  su  satisfacción,  de- 
jando al  comprador  en  posesión  del  referí- 
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do  terreno,  que  aun  no  estaba  registrado 
a  nombre  de  la  vendedora,  por  no  estar 
arreglado  el  juicio  mortuoro  respectivo. 

En  la  causa  aparece  el  acta  levantada 
en  la  Jefatura  Politica  de  Chimaltenango, 
en  la  que  consta  que  Cuxil  Serech  y  Gre- 
goria  Sinto  no  se  pusieron  de  acuerdo  en 
las  diligencias  solicitadas  por  ésta,  relati- 
vas a  que  se  declarara  que  ella  no  había 
vendido  el  terreno  a  que  se  refiere  la  es- 
critura. También  se  agregaron  los  docu- 
mentos siguientes:  cerfiticación  del  Juz- 
gado de  Primera  Instancia  del  mismo  de- 
partamento, del  auto  en  que  Salomé  Sin- 
to fué  declarado  heredero  ab-intestado  de 
su  padre  Usulo  do  igual  apellido;  documen- 
to privado  otorgado  en  el  caseric  Pachali. 
por  Ursulo  Sinto,  el  diez  de  septiembre  del 
año  de  mil  novecientos  veintitrés,  hacien- 
do constar  que  hacia  algún  tiempo  que 
vendió  a  su  yerno  León  López,  un  terreno 
en  el  municipio  de  Tecpán,  de  seis  cuerdas, 
desmembradas  del  denominado  "Pazolote", 
per  la  suma  de  ciento  veinte  pesos,  mone- 
da antigua;  otro  documento  privado,  otor- 
gado en  el  mismo  lugar,  el  once  de  marzo 
de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  por 
Aquilina  Toxcon  viuda  de  Sinto,  de  otra 
fracción  del  mismo  terreno,  haciendo  esto 
— dice —  por  constarle  que  le  correspondía, 
"por  haberle  dado  constancia  su  fallecido 
esposo,  Ursulo  Sinto,  del  derecho  que  tenia 
en  ese  terreno";  y  copia  simple  de  escritos 
presentados  por  Cuxil  Serech  contestando 
a  la  audiencia  que  le  fué  concedida  en  di- 
ligencias sumarias  de  despojo  seguidas 
contra  él,  en  el  que  hace  ver  que  ten'endo 
la  posesión  del  terreno  "Pazolote",  desde 
hacia  más  de  un  año,  no  estaba  obligado 
a  contestar  en  la  via  sumaria. 

Con  estos  antecedentes  y  llenados  los 
requisitos  necesarios  de  trámite,  se  pronun- 
ció la  sentencia  en  el  Tribunal  de  primera 
instancia,  que  fué  confirmada,  más  tarr^" 
por  la  de  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de 
Apelaciones.  Contra  esta  última,  se  inter- 
puso el  p''°sente  recurso  extraordinario  de 
casación,  por  el  acusador  Salomé  Sinto, 
con  auxilio  del  abogado  Antonio  Gonzá- 
lez Sierra,  per  infracción  de  ley  y  que- 
brantamiento de  forma,  citando  como  vio- 
lados los  artículos  lo.,  13,  233.  234.  259,  411, 
571,  604.  732,  733,  inciso  2o.  del  articulo 
735  del  Código  de  Procedimientos  Penales; 
y  11,  204,  406,  inciso  11  del  articulo  419  del 
Código  Penal  común.  Estando  en  tiempo 
se  pidieron  los  antecedentes  y  habiéndose 
verificado  la  vista  es  el  caso  de  resolver. 


CONSIDERANDO: 

Que  el  quebrantamiento  de  forma  se  fun- 
da en  que  la  sentencia  no  resuelve  con  res- 
pecto a  todos  los  puntos  que  contiene  la 
acusación,  que  han  sido  objeto  de  la  cau- 
sa; pero  tal  afirmación  es  inexacta  por- 
que si  bien  en  el  escrito  de  acusación  se 
citan  varios  delitos,  los  cargos  que  se  le 
formularon  al  reo,  que  se  encontraron  más 
justiciables,  fueron  por  usurpación,  daños 
y  estafa  y  la  sentencia  de  primera  instan- 
c:a  le  absuelve  totalmente  de  estos  cargos. 
La  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, al  conocer  de  la  sentencia,  la  confir- 
ma en  todas  sus  partes  y  si  no  analiza  sepa- 
radamente lo  que  se  apreció  como  estafa, 
en  forma  expre.;a,  si  lo  hace  implícita- 
mente al  estimar  que  no  se  probó  la  fal- 
sedad de  la  escritura  otorgada  por  Gre- 
goria  Sinto,  falsedad  que  la  llevarla  com- 
]-,rendida.  De  modo  que  no  solo  se  ha  he- 
cho apreciación  con  respecto  a  todos  los 
hechos  que  comprende  el  cargo,  sino  que 
también,  más  ampliamente  al  analizar  la 
falsedad  de  la  escritura  que,  fuera  de  la 
u.surpación.  comprende  los  demás  puntos  y 
se  ha  resuelto  con  relación  a  todos  ellos; 
re  habiéndose,  por  tal  motivo,  quebrantado 
el  procedimiento,  sino  que  seguido  y  re- 
suelto, rigurosamente,  de  acuerdo  con  la 
ley.  Articules  732.  733  e  inciso  2o.  del  735 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO; 

Que  infracción  de  los  artículos  lo.,  13, 
2;;3,  234,  259,  411,  571  y  604  del  Código  de 
Procedimientos  Penales;  11,  204,  406.  inci- 
.sp  11  del  articulo  419  del  Código  Penal  Co- 
mún, que  se  citan  como  violados,  tampoco 
ha  habido.  La  sentencia  se  funda  en  que 
no  se  ha  probado  la  existencia  de  los  de- 
litos ni  la  culpabilidad  de  Justo  Cuxil  Se- 
rech, como  único  autor,  y  realmente,  exa- 
minando el  mérito  de  la  prueba  rendida, 
testifical  y  documental,  no  se  llega  a  pro- 
bar, que  de  manera  violenta  haya  ocupado 
el  inmueble  objeto  de  la  acusación  o  que 
del  mismo  modo,  violento,  haya  ocupado 
im  derecho  real  de  ajena  pertenencia.  La 
escritura  pública  produce  efecto  probatorio, 
mientras  no  se  demuestre  lo  contrario,  y 
con  ella  queda  establecido  que  Cuxil  Se- 
icch  ha  ocupado  la  propiedad  por  haber 
adquirido  los  derechos  que  en  ella  tenia 
Oregoria  Sinto,  hija  de  Toribio  del  mismo 
apellido,  que  fué  el  antiguo  poseedor;  y  la 
simple  impugnación  que  le  hace  Grcgoria 
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Sinto,  afirmando  que  a  la  fuerza  se  le  hizo 
dejar  su  Impresión  digital,  sin  darse  cuen- 
ta de  su  contenido,  ni  habérselo  hecho  sa- 
ber, no  desnaturaliza  su  mérito,  como  tam- 
poco las  declaraciones  de  las  personas  que 
han  dicho  que,  a  la  fuerza,  se  quería  apro- 
piar el  terreno;  y  el  relato  del  modo  que 
llegó  a  ocuparlo,  ni  las  declaraciones  ren- 
didas, llegan  a  establecer  el  delito  de  usur- 
pación, m.enos  los  daños,  y  más  aun,  la  es- 
tafa, que  quedaría  comprendida  en  la  fal- 
sificación, si  se  hubiese  llegado  a  probar. 

Sin  plena  prueba  de  la  perpetración  de 
los  delitos  citados  en  la  querella  o  de  los 
que  fueron  apreciados  o  comprendidos  en 
el  cargo,  es  indudable  que  la  sentencia  te- 
nía, que  ser,  forzosamente,  absolutoria;  y 
al  haberla  dictado  así  la  Sala  sentenciado- 
ra, no  ha  infringido  los  artículos  que  se 
citan  como  violados,  por  cuyo  motivo,  el 
recurso  extraordinario  de  casación,  que 
contra  esa  sentencia  interpuso  el  acusador 
Salomé  Sinto,  es  improcedente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  apoyada 
en  los  artículos  686  y  690  Código  de  Proce- 
dimientos Penales  y  233  de  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial,  desestima  el  re- 
curso de  casación  e  impone  al  recurrente 
Ja  pena  de  quince  días  de  prisión  sim.ple. 
conmutables  a  diez  centavos  diarios.  No- 
tifíquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodrigues.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  seguido  contra  Andrés  Mateo, 
Diego  Pérez,  Juan  Mateo.  Estéfana  Ca- 
majá,  Gustavo  Ci fuentes  Soto,  Petronila 
González,  Eulogio  Rodríguez  y  Manuel 
María  de  León,  por  los  delitos  de  robo, 
encubrimiento  y  complicidad  en  el  mis- 
mo delito. 

DOCTRINA:  La  cosa  juzgada  requiere  co- 
mo condición  indispensable,  que  haya  en 
la  nueva  acción  ejercitada,  identidad  de 
personas,  cosas  y  hechos  pesquisados  en 
otro  proceso  anterior  ya  fenecido. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
quince  de  Junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  nueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Cuarta  de  la  Cor- 
te de  Apelaciones,  el  treinta  de  agosto  del 
año  próximo  pasado,  en  la  causa  instruida 
contra  Andrés  Mateo,  Diego  Pérez,  Juan 
Mateo,  Estéfana  Camajá,  Gustavo  Cifuen- 
tes  Soto,  Petronila  González,  Eulogio  Ro- 
dríguez y  Manuel  María  de  León,  los  dos 
primeros  por  el  delito  de  robo,  los  cinco  si- 
siguientes  por  encubrimiento  en  el  mismo 
y  el  último,  por  complicidad. 

RESULTA: 

Que  con  fecha  dieciséis  de  septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  se  presentó 
ante  el  Juez  de  Paz  de  Cunén,  el  señor  Fe- 
lipe Botrán  Merino,  manifestando:  que  ese 
día  se  dió  cuenta  que  de  su  casa  de  habi- 
tación se  le  desapareció  la  suma  de  un  mil 
quetzales,  pero  de  momento  no  presumía 
quienes  fueran  los  responsables,  y  por  ello 
pedía  la  investigación  constituyéndose 
formal  acusador  de  los  presuntos  culpables. 
Constituido  el  Juez  instructor  de  las  pri- 
meras diligencias  en  casa  del  señor  Botrán 
Merino,  hizo  constar:  que  no  habían  se- 
ñales que  pudieran  orientar  la  pesquisa, 
pues  no  existían  huellas  en  la  casa  relacio- 
nada, ni  en  el  cuarto  donde  el  perdidoso 
dijo  que  tenía  el  dinero,  indicando  en  ese 
acto  que  sospechaba  en  los  que  lo  visitaban 
y  en  sus  trabajadores:  Escolástico  Villa- 
toro,  Miguel  Enriquez,  Catarino  Zapeta, 
Diego  Pérez  y  Tomás  Hernández.  Al  ser 
indagado  Escolástico  Tiuxios  Villatoro, 
niega  el  hecho  que  se  le  imputa  y  dice:  que 
Botrán  Merino  llega  a  su  casa  porque  allí 
se  le  suministra  la  alimentación;  que  su 
nieta  Fulvía  Andrea  Villatoro  va  a  la  casa 
del  señor  Botrán  a  arreglarle  la  cama,  pe- 
ro ignora  en  lo  absoluto  si  se  le  haya  per- 
dido dinero. 

El  Inspector  de  la  Policía  Nacional,  An- 
tonio de  León,  puso  a  disposición  del  Juez 
pesquisador  a  Juan  Recinos  por  haberle 
decomisado  una  ganzúa  y  exponer  que  la 
utilizaba  para  abrir  candados  y  además  vi- 
vía cerca  de  la  casa  de  Botrán;  así  mismo 
dió  cuenta  con  Manuel  Enriquez  porque 
en  unión  de  su  padre  Miguel  del  mismo 
apellido,  hace  años  trabajaban  en  casa  del 
acusador  con  los  aprendices:  Miguel,  Da- 
vid, Marco  Antonio  e  Ignacio  de  apellido 
Enriquez,  quienes  continuamente  entran  a 
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la  casa  del  señor  Botrán,  a  que  se  les  diera 
objetos  de  carpintería,  y  dicen  que  nunca 
han  entrado  a  la  casa  de  Botrán  no  obs- 
tante trabajar  allí,  habiendo  dejado  de 
llegar  en  los  días  de  la  fiesta  del  quince,  e 
indicar  que  la  noche  de  ese  dia  estuvo  en 
el  teatro  acompañado  de  Felipe  de  León  y 
Nicolás  Galicia.  Interrogado  el  primero  di- 
jo ser  falso  lo  que  se  le  imputaba,  y  que 
Miguel  Enriquez  dijo  que  ese  dia  por  la  no- 
che su  hijo  Manuel  salió  de  su  casa  a  ver 
a  una  su  prima  que  estaba  enferma.  In- 
dagado Manuel  Enriquez,  negó  ser  el  autor 
del  hurto  del  dinero  del  señor  Botrán,  que 
no  conocía  el  interior  de  la  casa  y  que  la 
única  que  la  visitaba  era  la  menor  Maria 
Luisa  Leal  nieta  de  Escolástico  Turcios. 
que  el  quince  por  la  noche  estuvo  acompa- 
ñado de  Nicolás  Galicia  y  Felipe  de  León 
en  el  Teatro  Municipal,  retirándose  como 
a  las  veinticuatro  horas;  que  la  pieza  que 
le  hablan  recogido  no  era  ganzúa,  sino  que 
era  de  una  máquina  de  coser,  y  se  la  quitó 
por  haber  hecho  una  nueva,  el  herrero  Abel 
Cifuentes  en  Chicamán;  que  en  una  oca- 
sión le  dijo  al  señor  Botrán  que  recogiera 
las  llaves  pues  las  había  dejado  olvidadas 
sobre  un  tonel;  que  con  Escolástico  Villa- 
toro,  Juan  Recinos,  Catarino  Zapeta  y  An- 
drés Mateo,  nunca  se  ha  juntado  por  las 
noches.  Indagado  Juan  Recinos  Rivera 
dijo:  que  el  quince  por  al  noche  estuvo  en 
su  casa  de  habitación  en  compañía  de  su 
esposa  Clotilde  Recinos;  que  por  ser  herre- 
ro usa  ganzúa  para  abrir  candados  y  cha- 
pas que  le  llevan  a  reparar,  y  que  ignora 
si  Botrán  haya  perdido  dinero  v  quienes 
sean  los  responsables.  Indagado  André? 
Mateo  Martin  negó  su  participación  en  el 
hecho  que  se  investiga,  indicando  que  del 
catorce  al  diez  y  ocho  de  septiembre,  tanto 
en  el  dia  como  en  la  noche,  estuvo  en  su 
casa  en  compañía  de  su  señor  padre  Juan 
Mateo;  que  los  canuteros  que  le  recogieron 
los  encontró  en  un  basurero,  y  que  la  llave 
para  abrir  barriles,  don  Andrés  Botrán  se 
la  dió  hace  quince  años  y  no  se  la  volvió  a 
pedir.  Catarino  Zapeta  Lucas  expuso:  que 
hacía  ocho  meses  se  encontraba  trabajan- 
do en  Cunen,  primero  con  Genaro  Quiroa 
como  albañil,  y  después,  con  Miguel  Enri- 
quez, como  operario  de  carpintería  en  ca- 
sa de  Felipe  Botrán;  que  una  palangana 
y  una  toalla  que  le  habían  recogido  de  su 
cuarto  cuando  fué  capturado,  eran  de  su 
legítima  propiedad,  y  las  compró  en  esta 
capital  ( Guatemala ) ,  en  presencia  do  Juar. 
Contreras  y  José  Luis  Echeverría,  en  el  año 
de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  siendo 


falso  que  las  haya  extraído  de  la  casa  ds 
su  patrón;  que  talvéz  dijo  asi  cuando  lo 
capturaron,  pero  por  estar  ebrio;  negó  su 
participación  en  el  hecho,  y  que  los  objetos 
en  cuestión  los  usaba  publicamente.  Ful- 
via  Andrea  Villatoro  al  ser  indagada,  dijo: 
oue  el  señor  Botrán  es  su  tío,  que  no  sabe 
si  tenga  dinero  y  donde  lo  guarda,  que  le 
refirió  que  había  mandado  dinero  sin  in- 
dicarle a  donde  y  que  se  había  quedado 
pobre,  habiéndole  obsequiado  un  par  de  za  - 
n.-íf-Qs:;  que  su  abuelo  Escolástico  Turcios 
Villatoro,  no  salió  la  noche  del  quince  de 
.septiembre  y  sí  el  dieciséis,  en  unión  áí 
Pila,  de  Paula  Enriquez,  Berta  Castillo, 
María  Taracena  e  Isaac  Enriquez  con  di- 
rección al  Teatro  Municipal,  a  donde  lle- 
garon a  las  siete  u  ocho  de  la  noche,  y  re- 
gresaron a  las  dos  horas  del  dia  siguiente: 
Que  Margarita  Herrera  le  dijo  que  a  su  tío 
(de  la  deponente)  le  había  pasado  "no  se 
qué",  pero  no  le  refirió  más,  y  que  a  su  re- 
lacionado abuelo  cuando  se  dirigía  a  Chiul 
lo  capturó  la  policía  municipal.  Felipe  de 
León  Godinez  negó  haberse  juntado  con 
Manuel  Enriquez  la  noche  del  quince  da 
septiembre.  Clotilde  de  León  Recinos.  ex- 
puso: que  su  esposo  Juan  Recinos,  salió 
de  su  casa  el  quince  como  a  las  siete  de  la 
noche,  regresando  como  a  las  once,  y  que 
ejerce  el  oficio  de  herrero.  Margarita  He- 
rrera e  Isaac  Enriquez  declararon  haber 
llegado  el  diez  v  siete  de  septiembre  a  ca- 
sa de  Fulvia  Villatoro  con  el  objeto  de  ver 
a  su  hermana  Lucila  Castillo  que  había 
fallecido  hacia  pocas  horas.  Felipe  Bo- 
trán Merino  amplió  su  declaración  para  in- 
dicar !a  cantidad  exacta  que  se  le  perdió, 
en  donde  lo  guardaba,  clase  y  procedencia 
de  la  moneda. 

Por  el  delito  de  hurto  se  motivó  le  prisión 
provisional  de  Escolástico  Turcios  Villato- 
ro. Manuel  Enriquez  López.  Catarino  Zape- 
tfc  Lucas.  Juan  Recinos  Rivera.  Andrés 
Mateo  Martín  y  Fulvia  Andrea  Villatoro. 
Ampliada  la  indagatoria  de  ésta  última, 
manifestó:  que  desde  pequeña  visitaba  la 
casa  de  su  tío  Felipe  Botrán,  que  cuando 
su  señora  se  ausentaba  de  Cunén.  ella  era 
la  obligada  a  arreglarle  su  cuarto,  que  en  el 
mes  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis,  su  citado  tío  estuvo  recibiendo  ali- 
mentación es  casa  de  la  deponente  por  ha- 
berse ido  su  esposa  a  Guatemala;  que  ca- 
da ocho  días  llegaba  a  componer  el  cuarto, 
pero  siempre  la  acompañaba  Botrán  y  pre- 
senciaba su  salida  de  la  ca.sa;  que  no  sabe 
si  a  su  tio  le  hayan  hurtado  dinero  ni  si 
su  abuelo  Escolástico  Villatoro  y  conipañe- 
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ros  sean  responsables,  pues  con  ellos  nun- 
ca tuvo  conversaciones  con  respecto  a  lo 
Que  existía  en  aquella  casa.  Ampliadas  las 
indagatorias  de  Escolástico  Turcios  Villa- 
toro,  Manuel  Enriquez  López,  Juan  Reci- 
ñes Rivera  y  Catarino  Zapeta,  todos  alega- 
ron su  inocencia.  Felipe  Botrán  Merino 
amplia  su  declaración  para  indicar  que 
sospechaba  en  Juan  Recinos,  Manuel  y  Mi- 
guel Enriquez,  Escolástico  Villatoro  y  Ge- 
naro Quiroa,  porque  éstos  trabajaban  en 
la  construcción  de  su  casa  y  se  daban 
cuenta  cuando  abría  la  caja  donde  guarda- 
ba el  dinero;  que  cuando  notó  la  pérdida 
babia  muerto  Lucila  Castillo  y  por  eso  cre- 
yó incorrecto  revisar  la  casa  de  Escolásti- 
co Villatoro,  pues  el  dieciocho  de  septiem- 
bre cuando  lo  efectuó,  éste  ya  habia  sido 
capturado  en  ocasión  que  regresaba  de 
Santa  Avelina;  que  Maria  Luisa  Leal  y 
Fulvia  Andrea  Villatoro,  visitaban  su  casa 
únicamente  para  arreglarle  la  cama  y  lim- 
piar los  muebles,  lo  que  hacían  en  su  pre- 
sencia, pero  estaban  enteradas  en  donde 
guardaba  el  dinero  y  por  lo  tanto  crée  que 
así  llegó  a  conocimiento  de  Escolástico. 
Dá  detalles  de  la  forma  en  que  se  practi- 
caron cáteos  en  casa  de  los  sindicados,  sin 
haberse  obtenido  resultados  satisfactorios, 
y  propuso  para  probar  la  propiedad  y  pre- 
existencia del  dinero,  a  los  señores  Mo- 
desto Rodríguez  y  Manuel  Castillo. 

Con  fecha  veintiséis  de  septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  el  Comisarlo 
de  la  Policía  Nacional  del  Quiché,  dió  par- 
te que  Manuel  Quiroa  era  hermano  de  Ge- 
naro de  igual  apellido  y  creyendo  tuviera 
participación  en  el  hurto,  catearon  la  casa 
de  su  padre  y  hermanos  tantas  veces  men- 
cionados, encontrando  varias  mercaderías. 
Al  interrogarse  a  Manuel  Raymundo  Qui- 
roa Aguilar,  dijo:  que  ignora  el  hurto  del 
dinero  perteneciente  al  señor  Botrán  Me- 
rino, que  su  hermano  Genaro  trabaja  en 
Cunén,  pero  nada  sabe  de  sus  actos;  que 
los  géneros  decomisados  en  su  casa  los 
compró  en  el  almacén  de  Pablo  Diez  con 
dinero  que  hubo  por  trabajo  que  efectuó 
en  al  Intendencia  de  la  cabecera  del  Qui- 
ché, lo  cual  se  confirma  con  la  declaración 
del  primero  e  informe  de  la  Municipalidad, 
por  lo  que  se  acordó  devolverle  la  mercade- 
ría. Examinado  Juan  Mateo  expuso:  que 
el  trece  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  su  hijo  Andrés  Mateo,  salió 
de  Cunén  con  dirección  a  la  cabecera  de- 
partamental a  comprar  géneros,  regresan- 
do al  día  siguiente  a  las  diez  y  ocho  horas 
y  abocándose  luego  con  Cleto  Godínez,  pa- 


ra que  le  confeccionara  un  vestido;  que 
las  noches  siguientes  no  salió  su  relacio- 
nado hijo  a  la  calle,  y  no  sabe  si  a  Felipe 
Botrán,  se  le  haya  perdido  dinero,  igno- 
rando también  el  motivo  que  Andrés  Mateo 
tuvo  para  retirarse  de  con  su  patrón,  el 
señor  Botrán.  En  ampliación  Miguel  En- 
riquez expone:  que  en  unión  de  su  hijo 
Manuel  fabricaron  la  caja  mortuoria  para 
conducir  los  restos  de  Lucila  Castillo;  que 
el  diez  y  seis  de  septiembre  no  fué  a  tra- 
bajar a  casa  del  señor  Botrán,  y  que  ai 
día  siguiente,  y  diez  y  siete,  Genaro  Quiroa 
le  refirió  que  estaba  bastante  apenado  por- 
que él  en  unión  de  dos  mozos  habían  pa- 
sado una  caja  de  madera  de  la  casa  que 
están  construyendo  a  la  que  habita  el  se- 
ñor Botrán,  sin  indicarle  lo  que  contenia, 
notando  que  éste  individuo  verdaderamen- 
te estaba  afligido;  que  también  le  dijo  que 
se  había  dirigido  al  lugar  "La  Montaña", 
para  capturar  a  unos  individuos  que  roba- 
ron unos  fierros,  siendo  completamente 
falso  que  en  unión  de  los  demás  sindicados 
se  haya  hurtado  el  dinero.  Manuel  Enriquez 
también  amplió  su  declaración  para  dar 
datos  en  donde  estuvo  durante  los  días  del 
doce  a)  diez  y  siete  de  septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  diciendo  con 
quienes  se  juntó,  a  los  que  vió,  lo  que  hizo 
y  que  ignora  en  lo  absoluto  el  hecho  pes- 
quisado. 

Capturados  Genaro  Quiroa  y  Agustín 
Rivera  Soto,  al  interrogárseles  manifesta- 
ron: que  como  albañiles  trabajaban  en  la 
construcción  de  una  casa  del  señor  Feli- 
pe Botrán  Merino,  que  el  interior  de  la  ca- 
sa que  este  señor  habitaba,  no  la  conocían, 
que  era  falso  que  en  compañía  de  Esco- 
lástico Villatoro  y  demás  compañeros,  hu- 
biera hurtado  en  casa  del  señor  Botrán 
sosteniendo  Quiroa  ser  falso  lo  aseverado 
por  Miguel  Enriquez.  Por  el  delito  de  hur- 
to se  les  motivó  prisión  a  estos  dos  sindi- 
cados. Los  testigos  Manuel  T.  Castillo  y 
Modesto  Rodríguez,  dijeron  que  ignoraban 
el  hecho  en  investigación,  pero  les  consta- 
ba que  el  señor  Botrán  manejaba  bastante 
dinero  por  tener  a  su  cargo  las  fábricas  de 
Cunén,  y  otros  negocios  más;  no  pudiendo 
asegurar  qué  cantidad  de  dinero  tuviera 
guardada  este  sujeto.  Se  recibieron  las  de- 
claraciones de  Rafael  Eduardo  Castillo, 
Felipe  de  León,  Isaac  Enriquez,  Candelario 
Herrera,  Victoriano  Castillo,  Inocente 
Chávez  y  Nicolás  Galicia,  quienes  mani- 
festaron en  donde  estuvieron  la  noche  del 
quince  de  septiembre,  lo  que  hicieron  y  lo 
que  vieron  sin  proporcionar  ningún  dato 
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importante  a  la  pesquisa.  Torcuato  Ci- 
fuentes,  dá  detalles  de  los  cáteos  que  ve- 
rificaron, los  objetos  que  hallaron  y  que  en 
casa  del  señor  Botrán,  donde  se  consumó 
el  hecho,  no  hablan  huellas.  María  Luis-a 
Leal  manifiesta:  que  Escolástico  Villatoro 
es  su  abuelo  y  con  Felipe  Botrán  eran  fa- 
miliares; que  por  la  ausencia  de  la  esposa 
de  este  señor,  la  deponente  le  llevaba  el 
desayuno  y  almuerzo;  que  cuando  iba  a 
arreglar  el  cuarto  le  acompañaba  Fulvia 
Andrea  Villatoro.  pero  entraban  y  sallan  a 
presencia  de  Botrán;  que  éste  les  contó  que 
se  había  quedado  pobre  por  la  remisión  de 
una  cantidad  de  dinero,  y  que  no  sabia 
nada  del  hurto.  Ampliaron  sus  indagato- 
rias Juan  Recinos.  Fulvia  Andrea  Villato- 
ro, Catarino  Zapeta.  quienes  tratan  de  pa- 
tentizar una  vez  mas  su  inocencia  en  el 
hecho  que  se  les  atribuye.  Salomón  Del- 
gado manifiesta:  que  el  fierro  encontrado 
a  Juan  Recinos  si  es  ganzúa,  no  asi  el  ha- 
Ih.do  a  Manuel  Enríquez.  Maclovia  Mérida, 
Hortensia  de  Villatoro  y  Jacinto  de  éste  úl- 
timo apellido,  declararon  haber  visto  a 
Manuel  Enriquez  en  la  velada  que  se  dió 
el  quince  de  septiembre  en  el  pueblo  de  su 
domicilio,  no  asi  Florencio  Vicente  Méri- 
da, quien  dice  que  no  se  dió  cuenta  de  esas 
festividades  por  estar  enfermo.  Que  cap- 
turados e  indagados  Leonzo  y  Fidelio  del 
Valle,  niegan  ser  responsables  de  la  pérdi- 
da del  dinero  del  señor  Botrán;  que  el  diez 
y  siete  de  septiembre  partieron  para  Chian- 
tla  a  comprar  papas  y  que  no  conocían  el 
interior  de  la  casa  del  perdidoso;  que  el  ar- 
tículo en  cuestión  lo  obtuvieron  de  Tomás 
Tello,  pero  se  desmienten  en  los  pasajes 
que  figuran  a  folios  ciento  cuarenta  y  cin- 
co y  ciento  cuarenta  y  seis  de  la  primera 
pieza.  Declaran  sobre  que  Genaro  Quiroa 
es  honrado  y  trabajador  los  señores  Vicen- 
te Estrada,  Policarpio  Gil,  Pablo  Diez,  Fi- 
del Figueroa,  Ernesto  Flores  y  Coronel 
Adrián  Castro.  Se  practicaron  careos  en- 
tre Genaro  Quiroa  y  Miguel  Enriquez,  y 
entre  Quiroa  y  Catarino  Zapeta,  sin  lograr 
que  se  pusieran  de  acuerdo.  Miguel  y  Ma- 
nuel Enríquez  se  ponen  de  acuerdo  en  el 
sentido  de  que  el  primero  manifiesta  que 
por  equivocación  dijo  que  Lucila  Castillo 
falleció  el  diez  y  siete  de  septiembre  por  la 
mañana. 

Para  mejor  fallar,  ,se  mandaron  practi- 
car las  siguientes  diligencias;  examen  de 
Jesús  Barrios  y  Gerónimo  Delgado  de  con- 
formidad con  el  interrogatorio  propuesto 
por  Juan  Recinos  Rivera,  que  aparece  a 
folio  doscientos  cincuenta  y  siete  del  pro- 


ceso; y  avalúo  por  Enrique  Girón  de  las 
plumas  fuentes  recogidas  a  Andrés  Mateo 
Martín,  dictándose  a  continuación  la  sen- 
tencia de  fecha  doce  de  junio  del  año  pa- 
sado que  fué  confirmada  por  esta  Corte, 
menos  en  lo  referente  a  la  condena  de  Ca- 
tarino Zapeta,  a  quien  se  le  absolvió.  Que 
el  Comisario  de  la  Policía  del  Quiché,  en 
escrito  de  fecha  seis  de  diciembre  del  año 
de  mil  novecientos  treinta  y  siete,  puso  a 
disposición  del  Juez  de  Paz  del  propio  lu- 
gar a  los  individuos  Diego  Pérez.  Juan  Ma- 
teo, Estéfana  Camajá  y  Eulogio  Rodríguez, 
confesos  del  hurto  del  dinero  perpetrado  en 
ia  casa  del  señor  Felipe  Botrán;  al  indivi- 
duo Andrés  Mateo  también  se  le  detuvo, 
poniéndole  a  disposición  de  la  Jefatura 
Política.  Ratificado  el  parte,  se  indagó  a 
Diego  Pérez  quien  dijo:  que  el  quince  de 
septiembre  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  entre  las  veintitrés  y  veinti- 
cuatro horas,  en  unión  de  Andrés  Mateo 
quien  desde  hacia  tres  meses  lo  venia  ins- 
tando con  halagos  y  amenazas,  con  el  fin 
de  que  penetraran  a  robar  a  la  casa  del 
señor  Felipe  Botrán;  que  esa  noche  a  la 
hora  mencionada  dispusieron  llevar  a  efec- 
to el  golpe,  y  Mateo  valiéndose  de  una  lla- 
ve falsa,  penetró  al  interior  mientras  el  in- 
dagado se  quedó  vigilando  afuera;  que  co- 
mo a  los  diez  minutos  regresó  llevando  un 
costal  con  dinero  que  pesaba  como  dos 
arrobas  el  que  fueron  a  enterrar  esa  mis- 
ma noche  al  lugar  denominado  "El  Moli- 
no": que  la  llave  se  las  hizo  el  herrero  Ma- 
Kuel  de  León,  y  que  no  pudo  safarse  de 
operar  en  el  robo  porque  Mateo  lo  amena- 
zo con  matarlo;  que  un  mes  después  llegó 
a  la  casa  de  Mateo  hablando  con  el  padre 
del  mismo  llamado  Juan  Mateo,  con  quien 
fué  a  desenterrar  el  dinero;  que  del  dine- 
ro robado  solo  percibió  de  Mateo  la  suma 
c!e  cuatro  quetzales,  a  oresencia  de  Esté- 
fana Camajá.  y  que  dicho  dinero  lo  reci- 
bió hasta  que  el  citado  Mateo  salió  de  la 
prisión,  informándole  que  el  resto  lo  había 
pastado;  que  solamente  el  dicentc  y  Mateo 
son  los  responsables  del  robo.  Indagado 
Andrés  Mateo  estuvo  de  entero  acuerdo 
con  lo  expuesto  por  el  anterior,  agregando, 
que  como  Pérez  era  sirviente  del  señor  Bo- 
tián  le  dió  aviso  Que  éste  acababa  de  re- 
cibir mucho  dinero,  por  lo  que  convinieron 
en  perpetrar  el  delito;  que  su  concubina 
Estéfana  Camajá  le  estuvo  remitiendo  pe- 
ti.ueñas  partidas  de  dinero  para  sufragar 
los  gastos  del  primer  proceso;  que  cuando 
desenterró  su  papá  el  dinero  juntamente 
con  Diego  Pérez,  éste  tomó  la  cartera  don- 
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de  estaba  la  mayor  parte  del  dinero,  en- 
contrando a  su  salida  de  la  prisión  la  su- 
ma de  ciento  veinticinco  quetzales;  que  de 
dicho  dinero  le  pagó  a  don  Modesto  Rodrí- 
guez cincuenta  y  seis  quetzales  que  le  de- 
bía, dió  en  calidad  de  préstamo  a  Eulogio 
Rodríguez  cincuenta  quetzales,  compró  en 
diez  quetzales  una  máquina  de  coser  a 
Bernandino  Morales;  a  Desiderio  de  León 
le  compró  tres  cajas  de  trigo  en  seis  quet- 
zales; a  Juan  Hernández  le  entregó  cinco 
quetzales  por  valor  de  diez  cajas  de  maíz; 
y  a  Juan  Hernández  le  pagó  cuatro  quet- 
zales por  cuatro  quintales  del  mismo  gra- 
no; que  el  resto  del  dinero  al  ser  nueva- 
mente capturado  lo  enterró  debajo  de  la 
mesa  de  su  casa;  que  ciertamente  dió  cua- 
tro quetzales  a  Diego  Pérez  en  monedas  de 
poco  valor;  que  recibió  una  carta  del  Doc- 
tor Gustavo  Cifuentes  Soto  en  la  cual  le 
decía  que  seria  demandado  ante  la  Jefa- 
tura Política  por  don  Ramón  Alonso  si  no 
remitía  un  abono  de  veinticinco  quetzales, 
carta  que  le  leyó  el  Comisario  de  Policía 
Municipal,  Jacinto  Villatoro.  Interrogado 
Juan  Mateo  manifestó:  que  si  estaba  en- 
terado del  robo  perpetrado  por  su  hijo  An- 
drés Mateo  en  la  casa  el  señor  Felipe  Bo- 
trán;  que  como  a  los  dos  meses  y  medio  de 
haber  estado  preso  su  citado  hijo,  se  pre- 
sentó el  individuo  Diego  Pérez  y  le  dijo  que 
si  sabía  del  dinero  que  escondieron  en  "E' 
Molino",  contestándole  que  nó,  pero  que 
convinieron  en  irlo  a  desenterrar;  que  Die- 
go Pérez  tomó  una  bolsa  de  cuero  y  él  se 
llevó  el  costalito,  y  que  al  llegar  a  la  casa 
se  dió  cuenta  su  nuera,  Estéfana  Camajá; 
que  no  sabia  de  donde  provenia  el  dinero, 
porque  no  se  lo  dijo  su  hijo  ni  Pérez.  In- 
dagada la  Camajá,  estuvo  de  acuerdo  con 
lo  dicho  por  el  anterior;  que  su  concubi- 
^  no  Andrés  Mateo  le  confesó,  que  por  conse- 
jos de  Diego  Pérez  había  entrado  a  robar 
en  casa  de  Botrán;  que  como  a  los  tres 
días  del  robo.  Mateo  cayó  preso  y  luego  lo 
condujeron  al  Quiche.  Eulogio  Rodríguez 
al  ser  indagado  dijo:  que  Andrés  Mateo  le 
dió  prestados  cincuenta  quetzales,  dinero 
que  necesitaba  para  comprar  ganado,  con- 
viniendo con  Mateo  que  le  daría  un  quet- 
zal por  cada  viaje  que  hiciera;  que  éste  se 
lo  dió  con  la  condición  de  que  se  hiciera 
un  documento  por  medio  el  cual  se  com- 
prometía a  hacerle  teja,  ladrillo,  etc.  por 
los  cincuenta  quetzales,  viéndose  en  la  ne- 
cesidad de  hablarle  al  Doctor  Cifuentes 
Soto  para  que  le  hiciera  una  carta  para  el 
Intendente  de  Cunén  en  ese  sentido,  y  asi 
le  otorgó  el  documento  a  Mateo,  pero  todo 


fué  una  farsa;  que  el  dinero  lo  invirtió  en 
la  compra  de  ganado  el  que  al  realizarlo, 
estará  en  condiciones  de  devolver  el  dine- 
ro. A  folio  trece  se  agregó  la  carta  del 
Doctor  Cifuentes  Soto  sobre  dicha  cuestión. 
Bernardina  Morales  declaró:  que  vendió 
una  máquina  "Singer",  a  Andrés  Mateo 
en  diez  quetzales,  pagándole  en  monedas 
de  veinticinco  centavos.  Jacinto  Villato- 
ro dijo:  que  vendió  cuatro  quintales  de 
maíz  a  Mateo  en  cuatro  quetzales.  El 
Juez  instructor  se  constituyó  en  el  lugar 
denominado  "El  Molino",  para  cerciorarse 
del  sitio  donde  estuvo  oculto  el  dinero;  los 
señores  Desiderio  de  León  y  Juan  Hernán- 
aez,  manifestaron  haberle  vendido  al  reo 
Andrés  Mateo  maiz  y  trigo.  Se  agregó  a 
la  causa  una  certificación  con  respecto  a 
la  carta  que  el  Doctor  Cifuentes  Soto  le 
puso  al  procesado  Andrés  Mateo  y  que  el 
Comisario  de  la  Policía  Muicipal  le  leyó  a 
éste  último.  Existe  una  nota  del  Comisa- 
rio por  medio  de  la  cual  indica  que  Esté- 
fana Camajá  entregó  la  suma  de  tres  quet- 
zales, cincuenta  centavos.  Ampliada  la 
declaración  de  la  mujer  Estéfana  Camajá, 
dijo:  que  debajo  de  un  güisquilar  escondió 
el  dinero  que  le  entregó  su  concubino  An- 
drés Mateo,  el  cual  envolvió  en  un  pedazo 
de  manta.  El  Juez  se  constituyó  inmedia- 
tamente en  casa  de  Santiago  Morales,  y 
buscó  debajo  del  güisquilar  sin  hallar  na- 
da, confesando  en  ese  acto  la  Camajá,  que 
el  dinero  se  lo  dejó  recomendado  a  Petro- 
nila González:  que  verificó  una  requisa 
minuciosa  en  la  casa  sin  encontrarse  nada. 
Indagado  Manuel  María  de  León,  dijo:  que 
como  dos  meses  antes  del  quince  de  sep- 
tiembre de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
llegó  Andrés  Mateo  a  encargarle  le  hiciera 
una  llave  sin  decirle  para  que  la  necesita- 
ba; le  cobró  cinco  centavos  por  el  trabajo; 
que  nada  sabe  del  robo  cometido  en  casa 
de  Botrán.  Las  diligencias  pasaron  al 
Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Quiché 
dictándose  el  auto  de  once  de  diciembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  siete,  por  medio 
del  cual  se  reduce  a  prisión  provisional  por 
el  delito  de  robo  a  Diego  Pérez  y  Andrés 
Mateo;  y  por  encubrimiento  en  el  mismo 
a  Juan  Mateo,  Estéfana  Camajá  y  Eulogio 
Rodríguez;  y  por  complicidad  en  el  mismo 
hecho  a  Manuel  de  León.  Indagada  la 
menor  Petronila  González,  expuso:  que  sí 
era  verdad  que  Estéfana  Camajá  le  dió  a 
guardar  tres  quetzales,  cincuenta  centa- 
vos, ignorando  de  donde  obtuvo  dicho  di- 
nero; que  nada  sabe  del  robo  efectuado  en 
la  casa  del  señor  Botrán;    el  trece  de  di- 
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ciembre  de  mil  novecientos  treinta  y  siete, 
se  le  redujo  a  prisión  por  encubrimiento  en 
el  delito  de  robo.  Se  ampliaron  las  inda- 
gatorias de  los  autores  principales  del  he- 
cho, Andrés  Mateo  y  Diego  Pérez,  quienes 
incurrieron  en  múltiples  contradicciones, 
inculpándose  mutuamente  ser  los  autores 
intelectuales  del  robo  pesquisado,  asi  como 
de  que  Pérez  se  tomó  la  cartera  de  cuero 
que  era  donde  estaba  la  mayor  parte  del 
dinero  robado;  Pérez  sostiene  que  él  no  to- 
mó la  medida  de  la  llave  de  la  puerta  de 
calle.  Domingo  Galicia  declaró:  tener  un 
estanco  en  el  pueblo  de  Cunén  y  que  An- 
drés Mateo  llega  con  mucha  frecuencia  a 
embriagarse,  ignorando  de  donde  saca  el 
dinero;  nada  sabe  del  hecho.  Se  amplió 
la  indagatoria  de  Juan  Mateo,  repitiendo 
que  en  unión  de  Diego  Pérez  fueron  a  des- 
enterrar el  dinero;  que  crée  que  su  hijo 
Andrés  ya  se  gastó  todo  el  dinero  pues  vi- 
ve "chupando".  El  acusador  Felipe  Botrán 
manifestó:  que  en  la  época  en  que  el  robo 
se  consumó,  Diego  Pérez  estaba  de  .sirvien- 
te en  su  casa,  y  también  lo  ocupaba  en 
trabajos  de  la  fábrica,  por  lo  que  se  daba 
perfecta  cuenta  cuando  recibía  dinero; 
que  la  suma  robada  ascendía  poco  más  o 
menos  a  mil  doscientos  quetzales.  Inte- 
rrogado el  Doctor  Gustavo  Cifuentes,  dijo: 
que  por  recomendación  del  señor  Ramón 
Alonso  le  cobró  a  Andrés  Mateo  la  suma  de 
cincuenta  quetzales  que  era  en  deberle,  con 
la  condición  de  que  le  daría  la  mitad  de  co- 
misión; que  al  pasar  por  Cunén  habló  con 
Mateo  de  dicho  asunto,  pero  como  notara 
que  estaba  ebrio,  no  insistió  más.  y  al  lle- 
gar al  Quiché  !e  puso  una  carta  indicándo- 
le que  enviara  un  abono  de  veinticinco 
quetzales,  y  que  arreglaría  con  Alonso  que 
le  concediera  un  plazo  por  el  resto;  que 
también  escribió  una  carta  al  Intendente 
de  Cunén,  pues  hizo  un  contrato  con  Ma- 
teo por  medio  del  cual  éste  se  comprome- 
tía a  hacerle  un  poco  de  material  ( ladrillo, 
teja,  etc.).  recomendando  al  señor  Eulogio 
Rodríguez  representarlo  en  dicho  asunto; 
que  a  Mateo  le  dió  veinticinco  quetzales 
en  pequeñas  partidas  a  cuenta  del  citado 
contrato;  que  nada  le  consta  del  robo  per- 
petrado en  la  casa  del  señor  Botrán,  y  que 
como  hombre  honrado  nunca  hubiera  ocul- 
tado a  los  malhechores  de  haber  sabido 
algo.  Se  le  dejó  en  libertad  con  sujeción  a 
resultas.  Examinado  Modesto  Rodríguez 
declaró:  que  en  noviembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete,  el  individuo  Andrés 
Mateo  el  pagó  cincuenticinco  quetzales  no- 
venticinco  centavos,  que  le  adeudaba  por 


valor  de  mercaderías  que  le  vendió  al  crédi- 
to desde  el  año  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve; que  dicha  deuda  se  la  garantizó  con 
la  hipoteca  de  una  casa  que  posée  en  Cu- 
nén, devolviéndole  el  documento  al  serle 
cancelado  el  adeudo;  que  ignora  de  donde 
sacó  éste  el  dinero  para  pagarle.  A  folio 
cincuenta  de  la  segunda  pieza  se  agregó 
la  copia  certificada  de  la  partida  de  naci- 
m.iento.  de  Petronila  González.  Se  carea- 
ron Andrés  y  Juan  Mateo  con  Diego  Pé- 
rez, no  siendo  posible  que  llegaran  a  al- 
gún entendido.  Se  amplió  la  indagatoria 
del  procesado  Eulogio  Rodríguez,  y  se 
examinó  al  Licenciado  Abel  V.  Montúfar 
.■sobre  la  cita  qiie  le  aparece;  careadas 
Estéfana  Camajá  y  Petronila  González  se 
ponen  de  entero  acuerdo.  El  Doctor  Ci- 
fuentes Soto  fué  interrogado  otra  vez  so- 
bre el  mismo  asunto,  insistiendo  sobre  la 
veracidad  de  lo  que  ya  expuso. 

El  proceso  se  elevó  a  estado  público  pro- 
cediendo a  tomarle  confesión  con  cargos 
a  todos  los  encartados  por  los  hechos  de 
que  se  hizo  mérito,  con  los  que  no  estu- 
vieron conformes,  a  excepción  de  Diego 
Pérez,  Andrés  Mateo,  Juan  Mateo  y  Esté- 
fana Camajá,  quienes  sí  aceptaron  los  car- 
gos que  les  aparecen;  el  doctor  Cifuentes 
Soto  no  aceptó  el  cargo  formulado.  Al  se- 
ñor Salvador  Rivera  Pereira.  se  le  nombró 
tutor  especifico  de  la  menor  Petronila 
Gonzále:;;  los  señores  Modesto  Rodríguez 
y  Manuel  T.  Castillo  declararon  sobre  la 
propiedad  y  preexistencia  del  dinero  roba- 
do. 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  de  la  cau- 
ra  dictó  sentencia,  en  la  que  declara:  que 
Andrés  Mateo  y  Diego  Pérez,  son  autores 
del  delito  de  robo,  perpetrado  en  casa  de 
Felipe  Botrán.  la  noche  del  quince  de  sep- 
tiembre del  año  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis,  e  impone  a  cada  uno  la  pena  de  cin- 
co años  de  prisión  correccional;  que  Juan 
Mateo  y  Estéfana  Camajá,  son  encubrido- 
res responsables  en  el  mismo  delito  de  ro- 
bo, por  lo  que  les  impone  la  pena  de  un 
año  ocho  meses  de  prisión  correccional,  a 
cada  uno,  penas  inconmutables  que  debe- 
rán cumplir  en  la  Penitenciaría  Central, 
y  cárcel  de  mujeres  de  la  ciudad  de  Gua- 
temala, respectivamente,  con  abono  de  la 
prisión  sufrida  desde  el  auto  de  bien  pre- 
sos, haciendo  las  demás  declaraciones  co- 
rrespondientes en  ley. 

Contra  la  sentencia  de  )a  Sala  Cuarta 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  que  confirmó 
la  del  Juez  de  Primera  Instancia  del  de- 
partamento del  Quiché,  con  la  adición  de 
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Que  existe  en  favor  de  los  procesados  An- 
drés Mateo  y  Diego  Pérez,  la  circunstan- 
cia atenuante  de  su  confesión,  la  que 
compensa  con  la  agravante  que  milita  con- 
tra de  ellos  de  la  nocturnidad;  el  F'iscal  de 
dicho  Tribunal,  Licenciado  don  Eulogio 
González,  al  serle  notificada  la  sentencia 
de  treinta  de  agosto  del  año  próximo  pa- 
sado, introdujo  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  y  violación  de 
ley,  denunciando  como  violados  los  artícu- 
los siguientes:  237  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  en  relación  con  los  ar- 
tículos 519  inciso  2o.,  inciso  8o.  del  articu- 
lo 512,  con  el  inciso  2o.  del  articulo  22.  con 
el  512,  y  513  inciso  7o.  del  602  y  6C'3  de 
Procedimientos  Penales.  El  32  del  Código 
Penal  en  relación  con  el  568  de  P.  P.,  y  el 
33  del  código  primeramente  citado.  Mani- 
fiesta también  el  recurrente  que  el  recurso 
lo  interpone  para  que  se  establezca  el  ritual 
que  señala  los  artículos  22  inciso  2o.,  511, 
527  y  727  de  Procedimientos  Penales,  de- 
nunciando también  como  infringidos  los 
artículos  36,  88  y  89  de  la  Constitución  de 
la  República:  el  225  de  la  Ley  Constituti- 
va del  Poder  Judicial  en  relación  con  los 
artículos  640  y  646  Procedimientos  Pena- 
les. Pedidos  los  antecedentes  y  señalado 
dia  para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO : 

Que  en  cuanto  al  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por 
el  Fiscal  de  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  Licenciado  Eulogio  González, 
no  es  procedente,  pues  no  se  haya  com- 
prendido en  ninguno  de  los  ocho  casos  que 
sañala  el  artículo  677  de  Procedimientos 
Penales,  fuera  de  que  aún  en  el  caso  de 
Due  si  estuviera,  en  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  articulo  679  del  mismo,  có  - 
digo, sólo  son  admitidos  los  recursos  por 
éste  motivo,  cuando  siendo  posible  se  hu- 
biere pedido  la  subsan ación  de  la  falta  en 
la  instancia  en  que  se  cometió  y  reprodu- 
cido la  petición  en  la  segunda,  cuando  la 
infracción  procediese  de  la  primera,  lo  que 
no  se  hizo. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  habiéndose  resuelto  el  artículo 
de  previo  y  especial  pronunciamiento,  co- 
mo lo  mandan  los  artículos  22  inciso  2o., 
5.19  inciso  2o.  y  527  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  corresponde  ahora  en 
virtud  del  recurso  de  casación  interpuesto, 
declarar  que  dados  los  hechos  probados,  se 


incurrió  en  error  de  derecho  al  desestimar 
la  excepción  interpuesta  de  cosa  juzgada. 
Artículo  676  inciso  7o.  del  mismo  código. 

CONSIDERANDO: 

Que  según  consta  en  la  primera  pieza, 
en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del 
departamento  del  Quiché,  se  instruyó  un 
proceso  contra  varios  individuos,  estando 
entre  ellos  Andrés  Mateo  Martin,  causa  que 
se  inició  y  siguió  por  el  delito  de  hurto  y 
al  dictarse  sentencia  con  fecha  doce  de 
junio  de  mil  novecientos  treinta  y  siete,  el 
Juez  absolvió  del  cargo  por  falta  de  prue- 
ba a  Escolástico  Turcios  Villatoro.  Manuel 
Enriquez  López,  Juan  Recinos  Rivera,  An- 
drés Mateo  Martín,  Cata  riño  Zapeta  Lu- 
cas, Leonzo  Tello  del  Valle,  Manuel  Pide- 
lío  del  Valle  Argueta,  José  Miguel  Enriquez, 
Genaro  Quiroa  Aguilar  y  Agustín  Rivera 
Soto,  sentencia  que  fué  confirmada  por  la 
Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones en  todas  sus  partes,  con  fecha  vein- 
titrés de  agosto  del  mismo  año.  Con 
posterioridad  a  esta  sentencia  firme  y  eje- 
cutoriada, o  sea  el  seis  de  diciembre  del 
mismo  año,  se  abrió  nuevamente  proceso 
ante  el  Juez  de  Paz  de  Cunén  municipio  del 
departamento  del  Quiché,  en  virtud  de! 
parte  que  diera  el  Comisario  de  Policía  en 
aquél  entonces.  Coronel  Emilio  Higueros  A. 
ante  dicho  funcionario,  quien  manifiesta, 
entre  otras  cosas,  que  ponía  a  su  disposi- 
ción a  los  reos  confesos  de  hurto  de  dinero, 
cometido  en  casa  de  don  Felipe  Botrán  en 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  estando  en 
esta  denuncia  Andrés  Mateo,  siendo  como 
re  observa,  la  acción  ejercitada  nuevamen- 
te, por  el  mismo  hecho,  en  el  cual  existen 
desde  luego  identidad  ds  personas,  cosas, 
así  como  también  relación  jurídica  entre 
los  dos  procesos,  y  por  lo  tanto  no  puede 
negarse  eficacia  a  la  sentencia  firme  ante- 
rior, ni  desvirtuar  con  el  segundo  proceso 
una  sentencia  ejecutoria,  debiendo  acep- 
tarse por  tales  razones,  que  dados  los  he- 
chos probados,  se  incurrió  en  error  de  de- 
recho al  desestimar  la  excepción  interpues- 
ta de  cosa  juzgada,  el  artículo  de  previo  y 
especial  pronunciamiento  de  la  cosa  juzga- 
da, que  interpuso  en  su  debido  tiempo  la 
defensa  del  reo  Andrés  Mateo,  ya  que  en  el 
caso  de  examen  como  ya  se  dijo,  existe 
identidad  de  personas  y  de  acción  criminal, 
que  impiden  proferir  un  nuevo  fallo,  y  en 
consecuencia  es  procedente  la  casación  de 
la  sentencia  recurrida.  Artículos  687  Pro- 
cedimientos Penales. 
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CONSIDERANDO: 

Que  la  excepción  de  cosa  juzgada,  re- 
quiere como  única  condición,  que  la  sen- 
tencia no  .sea  susceptible  de  ningún  recur- 
so como  dicen  los   glosadores,  o   en  otras 
palabras,  que  sea  sentencia  ejecutoriada, 
y  por  consiguiente  cualquier  otra  senten- 
cia posterior  aunque  haga  calificación  di- 
ferente del  mismo  hecho  punible,  no  dá 
lugar  ni  permite  poner  en  tela  de  juicio  el 
hecho  anteriormente    juzgado.  Además, 
dentro  del  principio  general,  los  tratadis- 
tas de  Derecho  Penal  y  Procesal,  sientan 
como  base  fundamental,  que  una  vez  juz- 
gado un  hecho  no  se  puede  ampliar  nueva- 
mente, so  pretexto  de  buscar  una  pena  ma- 
yor para  la  misma  infracción,  y  agregan 
a  éste  respecto,  que  ni  el  Ministerio  Pú- 
blico puede  en  materia  criminal,  por  se- 
gunda vez,  pedir  aplicación  de  una  pena 
para  un  delito  que  ya  fué  juzgado,  toda 
vez  que  esta  institución  acepta  como  pre- 
sunción legal,  que  hay  cosa  juzgada,  y  por 
lo  tanto  la  nueva  sentencia  que  se  pro- 
fiera no  destruye  la  verdad  de  la  anterior, 
sobre  que  descanza  dicha  excepción.  En 
el  caso  presente,  se  trata  de  una  sentencia 
que  pasó  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y 
en  tal  concepto  el  nuevo  fallo  no  tiene 
ningún  valor.   En  esa  virtud  y  en  confor- 
midad con  lo  estatuido  por  el  articulo  237 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
se  declara  procedente  la  excepción  alega 
da  y  que  dió  origen  al  recurso. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  de  acuer- 
do con  las  leyes  citadas,  CASA  Y  ANULA 
la  sentencia  recurrida  y  resolviendo  sobre 
lo  principal,  declara:  procedente  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada  y  como  consecuen- 
cia, manda  poner  en  libertad  a  Andrés  Ma- 
teo Martín. 

Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvan.se  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

Raf.  Ordóñcz  Solis.  —  José  Serrano  Mti- 
ñoz.  —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta 
S.  —  Carlos  Castellanos  R.  —  Max  García 
K.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Domingo  Argueta  Solis,  por 
delito  de  abusos  deshonestos. 

DOCTRINA:  La  citación  de  articulos  que 
se  estimen  infringidos  en  la  sentencia 
contra  la  que  se  interpone  el  recurso  de 
casación,  debe  ser  expresa  y  categórica; 
de  lo  contrario  el  recurso  no  será  admi- 
tido. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinte  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve. 

Vistos;  y  Considerando:  que  el  escrito 
en  que  se  interponga  un  recurso  de  casa- 
ción no  sólo  debe  estar  autorizado  con  fir- 
ma de  abogado,  sino  que  también  deben 
observarse  en  él  los  tres  requisitos  que 
contiene  el  articulo  682  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  uno  de  los  cuales 
exige  que  se  cite  el  artículo  o  artículos  de 
la  ley  que  se  consideren  violados; 

Que  no  se  ha  cumplido  con  esta  última 
disposición  en  el  recurso  interpuesto  por 
Rosario  Cansinos  de  Meneses,  como  acusa- 
dora en  la  causa  seguida  contra  Domingo. 
Argueta  Solis  por  abusos  deshonestos,  en 
la  que  fué  absuelto  del  cargo  por  el  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Retalhuleu  y  con- 
firmado por  la  Sala  Tercera  de  Apelacio- 
nes, pues  aunque  se  hace  referencia  en  él 
de  varios  articulos,  no  se  hizo  en  forma 
categórica  de  haber  sido  infringidos  por  la 
Sala,  sino  como  simple  apoyo  de  las  pre- 
tensiones de  la  recurrente,  por  lo  que  no 
procede  entrar  a  conocer  del  mismo  recur- 
so; 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  el  artículo  685  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  desecha  de  plano  el  re- 
curso de  que  se  hace  referencia.  Notifique- 
se y  devuélvanse  los  autos. 

Ordóñez  Solis.  — Serratio  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Arguetu  S.  —  Rodríguez.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CRIMINAL 

CAUSA  contra  David  Ramírez  Cusíin,  por 
el  delito  de  homicidio. 

DOCTRINA:  Solamente  cuando  aparezcan 
bien  establecidas  las  condiciones  indis- 
pensables para  la  legitima  defensa,  fue- 
ra de  la  confesión  del  enjuiciado,  puede 
el  Tribui'al  de  Casación  entrar  a  exami- 
nar si  procede  el  recurso  interpuesto, 
fundado  en  falta  de  apreciación  de  aque- 
lla circunstancia  eximente  de  respon- 
sabilidad. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Junio  de  mil  noveciento.s 
treinta  y  nueve. 

Vista  por  recurso  de  casación  la  senten- 
cia fecha  catorce  de  marzo  precedente,  dic- 
tada por  la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  en  el  proceso  que  por  el  de- 
lito de  homicidio  se  siguió  en  el  Juzgado 
de  Primera  Instancia  del  departamento 
de  Santa  Rosa,  contra  David  Ramírez  Ca- 
£ún. 

—  I  — 

El  Juez  de  Paz  de  Ixhaután,  el  cuatro 
de  Agosto  del  año  próximo  anterior  (1938), 
instruyó  las  primeras  diligencias  en  virtud 
de  parte  que  le  rindiera  el  Auxiliar  de  El 
Corozal,  quien  a  su  vez  tuvo  conocimien- 
to por  parte  del  Comisionado  Militar  del 
lugar,  que  en  el  camino  que  conduce  a 
Tierra  Blanca,  Ai-oche  y  Chinquimulilla, 
se  encontraba  el  cadáver  de  Luciano  Ro- 
dríguez; que  por  los  rumores  habla  proce- 
dido a  la  detención  de  los  presuntos  cul- 
pables de  la  muerte  de  Rodríguez,  Anselmo 
Casún,  Antonio  Ramírez  Casún,  Federico 
Lemus  y  José  Angel  Ramírez  Casún,  no 
habiéndose  logrado  la  captura  de  David  de 
estos  últimos  apellidos;  y  que  por  lo  des- 
poblado del  lugar  de  los  hechos  ninguna 
cosa  de  cierto  habla  podido  esclarecer. 

Constituido  el  Juez  instructor  en  el  lu- 
gar del  hecho,  encontró  el  cadáver  de  Lu- 
ciano Rodríguez,  presentando  en  el  fron- 
tal un  agujero  de  la  entrada  de  un  proyec- 
til que  salló  en  la  parte  de  atrás;  con  la 
mano  derecha  sostenía  un  machete  sin 
vaina  y  sobre  los  pies  ésta;  a  diez  y  siete 
varas  de  distancia  se  encontraron  unas 
Arguenas  con  unos  elotes  y  un  "calavoz" 
— machete  de  trabajo — ,  que  le  fueron  en- 
tregados a  Cleotilde  Rodríguez,  madre  del 


occiso  y  quien  declaró:  que  todas  sus  sos- 
pechas recaían  sobre  los  detenidos  preven- 
tivamente y  sobre  David  Ramírez  Casún; 
que  su  referido  hijo,  salió  el  tres  de  agosto 
(1938)  a  las  seis  horas  con  el  objeto  de 
trabajar  en  la  finca  "El  Carmen";  que  co- 
mo a  las  diez  y  ocho  horas  vió  pasar  fren- 
te a  su  casa  en  precipitada  carrera  a  Juan 
Pérez  — Comisionado  Militar —  y  otro  in- 
dividuo que  no  conoció,  y  por  el  rumor  pú- 
blico supo  que  su  hijo  estaba  muerto;  que 
inmediatamente  pidió  la  captura  de  los 
Ramírez  Casún,  por  tener  antecedentes  con 
ellos,  pues  Tadeo  Rodríguez  se  encuentra 
en  la  Penitenciaría  Central  por  haber  he- 
rido a  David  de  aquellos  apellidos,  siendo, 
éste  motivo  de  disgustos  y  amenazas  de 
parte  de  ellos. 

Juan  Pérez,  manifestó:  que  al  momento 
de  llegar  a  su  casa,  como  a  las  diez  y  ocho 
horas,  oyó  dos  disparos  en  dirección  al  ca- 
mino de  Chiquimulilla  y  como  en  eso  lle- 
gaba a  su  casa  Fabián  Rodríguez,  salieron 
a  averiguar  la  causa  de  los  disparos,  en- 
contrando un  muerto  con  un  machete  sin 
vaina  en  la  mano  derecha  y  la  vaina  so- 
bre los  pies;  que  poco  después  se  presen- 
tó Cleotilde  Rodríguez  y  pidió  la  captura 
de  los  Ramírez  Casún.  En  Jos  mismos 
términos  declaró  Fabián  Rodríguez. 

Examinado  Anselmo  Casún,  dijo:  no 
tener  enemistad  con  la  familia  Rodríguez, 
siendo  ésta  la  que  tiene  cierto  rencor  con 
su  hijo  David,  por  el  hecho  de  que  Tadeo 
Rodriguez  lo  hirió  y  por  eso  se  encuentra 
preso;  que  hacía  un  año  su  hijo  David  le 
refirió  que  mejor  se  retiraba  de  la  aldea 
'■El  Corozal",  porque  Luciano  Rodríguez 
siempre  le  buscaba  reyerta  y  él  quería  evitar 
dificultades,  y  en  ejecución  de  su  idea  se 
fué  a  vivir  a  los  campos,  retirado  de  la  al- 
dea, en  donde  existía  su  rancho  actual- 
mente; y  que  el  día  de  los  hechos,  el  de- 
clarante se  encontraba  pasando  el  agua 
en  casa  de  Tomás  Blanco.  Antonio  Ramí- 
rez Casún,  negó  los  cargos  que  se  le  hicie- 
ron; que  sólo  entre  David  y  Luciano  exis- 
tían antecedentes  de  enemistad.  En  igua- 
les o  parecidos  términos  declaró  José  An- 
gel Ramírez;  y  que  si  sospechaba  de  su 
hermano  David,  era  porque  como  a  las 
diez  y  siete  horas  llegó  a  su  casa,  dicién- 
dole  que  se  cuidara  porque  se  iba.  Federi- 
co Lemus,  declaró:  que  el  día  de  autos  es- 
tuvieron sacando  café  él  y  su  hermano 
David  en  la  casa  de  .«u  padre,  en  la  aldea 
E!  Corozal;  ya  como  a  las  diez  y  seis  o  diez 
y  siete  horas  se  dirigieron  a  "San  Antonio", 
lugar  donde  vive  su  hermano  y  él,  pero  en 
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el  camino  se  dieron  encuentro  con  Lucia- 
no Rodríguez  que  regresaba  del  campo,  lle- 
vando un  machete  de  trabajo  en  una  ma- 
no, una  árguena  con  elotes  al  hombro  y 
otro  machete  desenvainado:  que  al  encon- 
trarse con  su  hermano,  Luciano  le  dirigió 
estas  o  parecidas  palabras  "si  sos  hombre, 
párate  como  los  hombres,"  a  lo  que  contes- 
tó David:  "me  paro,  pues  si  no  te  debo  nada 
y  si  tu  hermano  está  preso  no  es  por  la  len- 
gua mia  sino  porque  él  mismo  lo  anduve 
contando",  agregando  que  no  le  quería 
comprotemer  ni  comprometerse  él  y  que 
mejor  se  fuera;  que  a  ésto  le  volvió  a  de- 
cir Rodríguez  que  se  parara  porque  él  que- 
ría salir  del  desengaño  y  que  se  parara 
como  los  hombres  y  al  mismo  tiempo  ya 
le  descargó  los  primeros  machetazos;  en- 
tonces Ramírez  desenfundó  su  machete 
para  defenderse  y  ambos  se  tiraron 
como  cinco  o  seis  machetazos;  pero  vien- 
do Ramírez  que  Rodríguez  no  se  detenia, 
sacó  su  pistola  y  le  hizo  un  disparo  al  aire 
para  que  se  detuviera,  pero  como  con  ello 
m.ás  se  "enchinchó"  Rodríguez  y  tomó 
más  furia  contra  aquél,  entonces  Ramírez 
le  descargó  otro  tiro  certero,  con  el  que 
Rodríguez  cayó  inmediatamente  al  suelo 
sin  pronunciar  una  sola  palabra:  mientras 
tanto  el  declarante  se  había  quedado  pa- 
rado solo  viendo  lo  que  ocurría,  porque 
vió  que  era  peligroso  meterse  él  también, 
y  por  último  agrega  que  no  hubo  otra  per- 
sona que  tuviera  participación  en  el  de- 
lito más  que  su  hermano  David  y  ningún 
otro  se  dió  cuenta  de  lo  sucedido. 

Indagado  David  Ramírez  Casún,  confe- 
só ser  el  autor  de  la  muerte  de  Luciano  Ro- 
dríguez, a  consecuencia  de  un  dispavo  que 
le  acertó  de  tres  que  le  disparó,  por  haber- 
lo atacado  directamente  aquél:  que  lo  esta- 
ba esperando  — Rodríguez — ,  oculto  entre 
el  monte,  asaltándolo  en  el  camino,  y  le 
dijo  que  se  parara  si  era  hombre  y  tratán- 
dolo con  palabras  "grotezcas";  que  él  no 
tenía  que  sentir  con  el  occiso  y  asi  se  lo 
hizo  ver,  pero  no  se  contuvo  y  lo  atacó  di- 
ciéndole:  "que  si  su  hermano  no  lo  había 
matado,  pero  que  él  sí  lo  iba  a  matar",  y 
lo  atacó  con  un  machete;  que  en  vista  de 
ello  sacó  el  deponente  su  machete  y  le  hizo 
frente  en  defensa  propia;  que  después  de 
caminar  como  seis  varas  defendiéndose  y 
viendo  que  no  le  tiraba,  el  mismo  extinto 
le  pegó  un  flagelazo  por  la  espalda  como 
para  que  "echara  ganas":  que  en  seguida 
para  contenerlo  desenfundó  su  pistola  y  le 
hizo  un  disparo  al  aire  para  que  se  con- 
tuviera; le  hizo  un  segundo  disparo  al  ver 


que  no  se  contenia  y  viendo  que  más  lo 
tenia  acosado,  tuvo  que  dispararle  un  ter- 
cer tiro,  cayendo  al  suelo  Luciano  Rodrí- 
guez; que  por  lo  expuesto  es  él  el  autor  del 
crimen  en  defensa  de  su  persona;  que  lo 
acompañaba  su  hermano  Federico  Lemus, 
guien  no  tomó  participación  de  ninguna 
especie;  mencionó  a  algunas  personas  a 
quienes  les  constaba  que  el  occiso  lo  venía 
insultando  hacía  años  y  exhibió  una  leve 
lesión  en  el  índice  de  la  mano  izquierda,' 
que  dice  recibió  en  la  reyerta. 

—  II  — 

Recibidas  las  primeras  diligencias  en  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  del  depar- 
tamento de  Santa  Rosa,  fué  reducido  a  pri- 
sión provisional  por  el  delito  de  homicidio, 
David  Ramírez  Casún,  y  puestos  en  liber- 
tad los  otros  detenidos.  Y  al  ser  examina- 
das varias  personas  declararon  no  cons- 
tarles nada  del  hecho  pesquisado. 

Examinados  Guillermo  Melgar,  Abelino' 
Chávez  e  Indalecio  Arias,  conforme  el  in- 
terrogatorio respectivo,  el  primero  y  el  se- 
cundo, declararon:  acerca  de  que  la  fami- 
lia Rodríguez  quedó  disgustada  con  el  pro- 
cesado, en  virtud  de  que  Tadeo  Rodrigue?, 
en  otra  ocasión  le  cercenó  un  dedo;  que 
por  la  prisión  de  éste.  Luciano  Rodríguez 
constantemente  lo  buscaba  para  pelear; 
que  el  procesado  siempre  procuró  evitar  !a 
riña  a  que  era  provocado;  y  que  siempre 
ha  sido  honrado  y  laborioso.  El  tercer  tes- 
tigo solo  contestó  afirmativamente  esta 
última  pregunta. 

Corren  agregados  a  los  autos:  informe 
del  empírico  en  cirugía,  quien  manifie.sta: 
que  el  cadáver  del  Luciano  Rodríguez  pre- 
sentaba una  herida  de  arma  de  fuego  en 
e!  cerebro  con  orificio  de  salida  en  el  ce- 
rebelo, io  que  le  ocasionó  la  muerte  ins- 
tantánea; copia  de  la  partida  de  defunción 
de  Rodríguez;  informes  sobre  que  el  pro- 
cesado no  tiene  antecedentes  penales;  e  in- 
forme de  la  Secretaría,  relativo  a  que  Ta- 
deo Rodríguez  fué  sentenciado  a  sufrir  la 
l)cna  de  tres  años  de  prisión  correccional, 
por  el  delito  de  lesiones  cometido  en  la 
persona  del  enjuiciado  David  Ramírez  Ca- 
sún, quien  perdió  el  dedo  meñique  de  la 
mano  izquierda. 

Con  estos  antecedntes.  el  dieciocho  de 
octubre  del  año  próximo  pasado,  el  Juez 
a-quo,  dictó  sentencia,  en  la  que  declara 
que  David  Ramírez  Ca;.ún.  es  autor  del  de- 
lito de  homicidio,  por  lo  que  le  impone  la 
pena  de  diez  años  de  prisión  correccional. 
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rebajados  en  una  tercera  parte  en  virtud 
de  la  atenuante  de  su  confesión,  pues  sin 
ella  procedería  su  absolución;  y  se  hacen 
las  demás  declaraciones  consiguientes. 

—  iri  — 

Al  conocer  en  apelación,  la  Sala  Tercera 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  fecha  ca- 
torce de  marzo  del  año  en  curso,  confirmó 
la  sentencia  relacionada,  sin  aceptar  la 
confesión  del  reo  más  que  como  atenuan- 
te. 

No  conforme  el  reo  con  este  último  pro- 
nunciamiento, con  auxilio  del  Licenciado 
Guillermo  Campos,  interpone  el  presente 
recurso  de  casación,  citando  como  infrin- 
gidos los  artículos  614,  con  relación  con  los 
iiicisos  lo.  5o.  y  6o,  del  artículo  676  de  Pro- 
cedimientos Penales;  21  incisos  1,  2  y  3  del 
número  6  del  Código  Penal,  en  relación 
con  el  número  6  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales;  y  568  en  relación  con  el 
número  1  del  artículo  676  del  Código  últi- 
mamente mencionado. 

CONSIDERANDO: 

Que  para  apreciar  la  existencia  de  la 
circunstancia  eximente  de  responsabilidad 
de  haber  obrado  en  legítima  defensa  de  la 
persona  del  ofensor,  se  necesita  que  esté 
plenamente  establecido  en  los  autos,  la 
concurrencia  de  los  tres  requisitos  siguien- 
tes: lo.,  agresión  ilegítima;  2o.,  necesi- 
dad racional  del  medio  empleado  para 
impedirla  o  repelerla:  y  3o.,  falta  de  pro- 
vocación suficiente  de  parte  del  que  se  de- 
fiende; y  como  en  el  presente  caso,  no  se 
llegó  a  demostrar  la  concurrencia  de  los 
requisitos  enumerados;  pues  si  bien  es  cier- 
to que  respecto  a  la  agresión  inicial  de 
parte  del  ofendido,  existe  la  deposición  de 
F'ederico  Lemus,  hermano  del  ofensor,  di- 
cha declaración  con  la  salvedad  del  ar- 
ticulo 582  del  Código  de  Procedimientos 
Penales,  en  virtud  de  haberse  cometido  el 
hecho  en  despoblado,  sólo  hace  semiple- 
na prueba;  y  aunque  se  tome  en  cuenta 
lo  expuesto  por  Guillermo  Melgar  y  Abe- 
lino  Chávez,  propuestos  en  el  plenario,  con 
éstos  solamente  se  establecen  los  antece- 
dentes de  enemistad  habida  entre  el  oc- 
ciso y  el  recurrente,  así  como  que  éste  era 
frecuentemente  provocado  a  pelear  por 
aquél,  pero  no  que  lo  haya  sido  en  el  mo- 
mento del  hecho,  por  no  haber  más  testi- 
go presencial  que  Federico  Lemus;  y  sien- 
do atribución  de  los  tribunales  de  instan- 


cia, apreciar  la  declaración  del  culpado, 
cuando  su  confesión  fuere  calificada,  a  es- 
ta Corte  no  le  es  permitido  hacer  una  apre- 
ciación en  diferente  sentido,  como  seria  la 
de  dar  valor  a  la  confesión  del  ofensor  en 
la  parte  que  le  favorece,  es  decir,  que  obró 
en  legítima  defensa  de  su  persona;  por 
consiguiente  la  Sala  sentenciadora  no 
infringió  los  artículos  21  inciso  6o.  del 
Código  Penal;  568  y  614  de  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  recurrente  relaciona  dichos  ar- 
tículos con  algunos  incisos  dsl  artículo  676 
del  Código  últimamente  citado,  más,  éste 
se  refiere  a  los  diferentes  casos  en  que  se 
entendería  infringida  una  ley  en  la  sen- 
tencia definitiva,  para  el  efecto  de  que  pue- 
da interponerse  el  recurso  de  casación,  pre- 
cepto que  deben  tener  presente  los  recu- 
rrentes para  los  efectos  consiguientes,  no 
pudiendo  ser  violado  por  los  tribunales  de 
instancia,  porque  es  el  tribunal  de  casa- 
ción el  que  debe  observar  sus  preceptos  al 
conocer  en  un  recurso. 

POR  TANTO  : 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  los  artículos  233  Ley  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial  y  690  de  Procedi- 
mientos Penales,  DESESTIMA  el  recurso  de 
que  se  ha  hecho  mérito  e  impone  al  que 
lo  introdujo,  un  arresto  de  quince  días, 
conmutable  a  razón  de  diez  centavos  por 
cada  día.  Notifíquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes a  donde  corresponde. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Alberto  Argueta  S. 
Francisco  E.  Rodríguez.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

ANTEJUICIO  seguido  por  los  señores  "J. 
Francisco  Hastedt  Sucesores  y  Compa- 
ñía", contra  el  señor  Jefe  Político  de  So- 
lóla. Coronel  Artemio  E.  Ruíz,  por  el  de- 
lito de  calumnia. 

DOCTRINA:  Cuando  por  los  términos  ex- 
presados, no  existe  una  afirmación  pre- 
cisa de  la  perpetración  de  un  acto  delic- 


230 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


tuoso.  no  procede  abrir  ■procedimiento, 
por  no  estar  bien  perfilada  la  figura  del 
delito. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Junio  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve. 

Se  ve  para  resolver  el  antejuicio  iniciado 
por  el  señor  Ewaldo  Kauder,  en  concepto 
de  apoderado  especial  de  los  señores  "J. 
Francisco  Hastedt  Sucesores  y  Compañía", 
con  el  señor  Jefe  Político  del  departamento 
de  Solóla,  Coronel  Artemio  E.  Ruiz,  para 
que  S9  declare  que  ha  lugar  a  formación  de 
causa  contra  él,  por  el  delito  de  calumnia; 

y. 

CONSIDERANDO : 

Que  dados  los  términos  en  que  están  cc/.i- 
cebidos  los  mensajes  telegráficos  que  fue- 


ron presentados,  que  no  contienen  una 
afirmación  categórica  de  la  consumación 
de  un  acto  punible,  y  el  informe  rendido 
por  el  comisionado  de  investigar  el  hecho 
que  los  originó,  no  existe  el  mérito  que  se 
requiere  para  abrir  procedimiento  contra  el 
mencionado  funcionario.  Artículos  14  y 
15  de  la  Ley  de  Responsabilidades. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  basada  en 
las  leyes  citadas  y  en  el  inciso  "d"  del  ar- 
ticulo 13  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  declara:  que  no  ha  lugar  a  forma- 
ción de  causa  contra  el  señor  Jefe  Político 
de  Sololá,  Coronel  Artemio  E.  Ruiz.  Noti- 
fiquese. 

Ordóñez  So'.is.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Argueta  S.  —  Rodriguen.  —  Max 
García  R.  -  -  Secretario. 
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PODER  JUDICIAL 

P*residente  del  Poder  Judicial  y  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia: 
Licenciado  Don  Rafael  Ordóñez  Solis.  —  Sexta  Avenida  Norte,  N"?  25. 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

MAGISTRADO:  Licenciado  Don  José  Serrano  Muñoz. — Villa  de  Guadalupe. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Abel  Paredes.— San  Pedrito. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Alberto  Argueta  S.— 6^  Avenida  Norte  34. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Francisco  E.  Rodríguez.— 3*  C.  P.  N<?  40. 
SECRETARIO:  Licenciado  Don  Max  García  R. — 5*  Calle  Oriente,  N?  50. 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  Don  Héctor  Fajardo  Cadena.— 6*  Calle  Poniente,  N<?  45. 


CORTE   DE  APELACIONES 

SALA  PRIMERA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Carlos  Caste- 
llanos R.,  6*  Calle  Poniente,  33. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alfre- 
do Gil,  5»  Calle  Poniente  N9  38. 

Magistrado:  Licenciada  Don  Luis  P.  Vargas, 
Ciudad. 

Magistrados  suplentes:  Licenciado  Don  Gui- 
llermo Ramírez.  Licenciado  Don  Filadelfo  de 
León  ( fallecido  I. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Ricardo  Ortiz  Sán- 
chez, 14  Calle  Poniente  1. 

Procurador:  Licenciado  Don  Manuel  Zece- 
11a  Beteta,  7"^  Calle  Oriente,  N°  15. 

Secretario:  Licenciado  Don  Emilio  Bellra- 
nena.  Ciudad. 

SALA  SEGUNDA 
(Guatemala) 

Presidente;  Licenciado  Don  Octavio  Agui- 
lar.  8^  Avenida  Norte  Prolongación,  2. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alvarez 
Lobos,  8»  Avenida  Sur  N?  74. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Carlos  Girón 
Zirión.  Avenida  La  Reforma. 

Magistrados  suplentes:  Licenciado  Don  Ar- 
turo Peralta  y  Licenciado  Don  Leopoldo  Rosa- 
les. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Jorge  Morales  Urrue- 
la,  11  Calle  Poniente,  N<?  11. 

Procurador:  Licenciado  Don  Héctor  Cruz 
F.,  18  Calle  Oriente,  N°  80. 

Secretario  Licenciado  Don  Antonio  Rivera 
Ariza,  15  Calle  Poniente  N"?  19. 

SALA  TERCERA 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Francisco  Me- 
néndez  B.,  11  Calle  Oriente,  N"  28. 

Magistrado,  Licenciado  Don  Julio  Cesar  Mar- 
tínez P.,  Calle  Real  de  Ciudad  Vieja,  N"?  50. 


Magistrado:  Licenciado  Don  J.  Lorenzo  Hur- 
tado Peña,  Avenida  Simeón  Cañas  N"?  23. 

Magistrados  suplentes:  Licenciado  Don  Abel 
Girón  y  Licenciado  Don  Jesús  Ibarra. 

Fiscal  interino:  Licenciado  don  Leopoldo  Ro- 
sales. Ciudad. 

Procurador:  Licenciado  Don  Eleázar  Ur- 
meneta,  11  Avenida  Norte,  N^  29. 

Secretario:  Licenciado  Don  Fernando  Ore- 
llana  h.,  4»  Avenida  Sur,  m  92. 

SALA  CUARTA 
(Quezaltenango) 

Presidente :  Licenciado  Don  Jesús  Unda  Mu- 
rillo. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Abraham  Bus- 

tamante. 

Magistrado:  Licenciado  Don  José  Leandro 
Rodas. 

Magistrados  suplentes:  Licenciado  Don  J.  Al- 
fredo Guzmán  y  Licenciado  Don  Francisco 
Rendón. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Eulogio  González  R. 
Procurador:    Licenciado  Don  Luis  Gerardo 
Barrios. 

Secretario:  Don  Porfirio  Sánchez. 

SALA  QUINTA 
(Jalapa) 

Presidente:  Licenciado  Don  Daniel  Arellano, 
Magistrado:  Licenciado  Don  Francisco  Ba- 
rrios Solís. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Antonio  Cas- 
tañeda. 

Magistrados  suplentes:  Licenciado  Don  Vir- 
gilio Alvarez  Castro  y  Licenciado  Don  Javier 
Ramos  Orozco. 

Fiscal :  Licenciado  Don  José  Isauro  Cabre- 
bra  Estrada. 

Procurador:  Licenciado  Don  Alfredo  Enri- 
que Figueroa  Palma. 

Secretario:  Licenciado  Don  Virgilio  Alva- 
rez Castro. 
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VOCALES  MILITARES 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietarios:  Gieneral  de  División  Don  Ma- 
riano Serrano  Muñoz,  Ciudad. 

General  de  División  Don  Miguel  Castro  Mon- 
zón. Escuintla. 

Suplentes:  Oeneral  de  División  Don  Pedro 
Reyes  Reynelas.  Ciudad. 

General  de  División  Don  Eduardo  Villagrán. 
Ciudad. 

SALAS  PRIMERA,    SEGUNDA    Y  TERCERA 
DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  Brigada  Don  Ro- 
salio  Reina.  Ciudad. 

General  de  Brigada  Don  Manuel  Gómez 
Ponce,  Ciudad. 

Suplentes:  Coronel  Don  Encarnación  de 
León  Corzo. 


Coronel  Don  Manuel  Maldonado  Robles. 
SALA  CUARTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Teniente  Coronel  Don  Regino 
Siliézar. 

Teniente  Coronel  Don  Gustavo  Ovalle. 
Suplentes:  Teniente  Coronel  Don  Juan  J. 
Maldonado. 
Teniente  Coronel  Don  Manuel  J.  Rodas. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Teniente  Coronel  Don  Adrián 
Salazar. 

Teniente  Corone!  Don  Moisés  Morales. 
Suplentes:  Coronel  Don  Felipe  Solórzano. 
Teniente  Coronel  Don  Martin  Carias. 


JUECES   DE   PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  1°  del  Departamento  de  Guateinala: 
Licenciado  Don  J.  Joaquín  Palma,  Avenida 
La  Reforma  "Villa  Palma". 

Juez  2'?  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Hernán  Morales  Dardón,  Ciu- 
dad. 

Juez  3?  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Carlos  A.  Reoinos,  3*  Avenida 
Norte. 

Juez  4?  del  Departamento"  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Víctor  M.  Cáceres,  Ciudad. 

Juez  5'?  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  José  Luis  Lemus,  Villa  de 
Guadalupe,  Chalet  "Las  Palmas". 

Juez  6°  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Fernando  Juárez  Aragón,  1^ 
Avenida  Sur,  N?  82. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Alta 
Verapaz:  Licenciado  Don  Víctor  Manuel  Gu- 
tiérrez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Baja 
Verapaz:  Licenciado  Don  Francisco  Carrillo 
Magaña. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
mallenango:  Licenciado  Don  Carlos  Fernán- 
dez Chavarria. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
quimula:  Licenciado  Don  Alfonso  Gálvez  S. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Es- 
cuintla: Licenciado  Don  Eugenio  Nuila. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Hue- 
huetenango:  Licenciado  Don  J.  Arturo  Ruano 
Mejia. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Iza- 
bal:  Licenciado  Don  Arturo  Herbruger  As- 
turias. 


Juez  Propietario  del  Departamento  de  Jala- 
pa: Licenciado  Don  Baudilio  Jordán. 

Juez  Propietario  del  D>epartamento  de  Ju- 
tiapa:  Licenciado  Don  Haroldo  Barillas. 

Juez  Propietario  del  Departamento  del  Pe- 
ten: Licenciado  Don  Fausto  Antonio  Enríquez. 
Juez  1"?  Propietario  del  Departamento  de 
Quezaltenango:  Licenciado  Don  José  Vicente 
Rodríguez  h. 

Juez  29  Propietario  del  Departamento  de 
Quezaltenango:  Licenciado  Don  Francisco 
Rendón. 

Juez  Propietario  del  Departamento  del  Qui- 
ché:  Licenciado  Don  Oscar  Paiz. 

Juez  FTopietarío  del  Departamento  de  Re- 
talhuleu:  Licenciado   Don  José  Juan  Alvarez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Sa- 
catepéquez:  Licenciado  Don  Gonzalo  Menén- 
dez  de  la  Riva. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  San 
Marcos:  Licenciado  Don  Ismael  Ortiz  Ore- 
llana. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  San- 
ta Rosa:  Licenciado   Don  Ricardo  Marroquin. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  So- 
lóla: Licenciado  Don  Alberto  Herrarte. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Suchi- 
tepéquez:  Licenciado  Don  Humberto  Robles. 

Jüez  Propietario  del  Departamento  de  To- 
tonicapán:    Licenciado  Don  Carlos  Villela  R. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Za- 
capa:  Licenciado    Don  Justo  Rufino' Morales. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  El 
Progreso:  Licenciado  José  María  Grajeda  S. 
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COMANDANTES   DE  ARMAS 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Guatemala:  General  don  Juan  B.  Alonso. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Alta  Verapaz,  Coronel  don  Fidel  Torres. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Baja  Verapaz,  Coronel  don  Mario  Ochoa 
Méndez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Chimaltenango  Coronel  don  Ramón  Gro- 
tewóld. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Chiquimula,  Q3neral  don  Daniel  Monte- 
negro. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Escuintla,  General  don  Miguel  Castro  Mon- 
zón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Huehuetenango,  Coronel  don  Isidoro  Mo- 
rales. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Izabal,  General  don  Buenaventura  Pineda. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jalapa,  Corone!  Enrique  Ardón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jutiapa,  General  don  Sarbelio  Castillo. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
del  Petén,  Coronel  don  Federico  Ponce. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Quezaltenango,  Coronel  don  Carlos  Enri- 
quez  Barrios. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Quiche,  General  don  Daniel  Corado  R. 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Retalhuleu,  General  don  Rafael  Aldana. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Sacatepéquez.  General  don  Manuel  J.  Ve- 
lásquez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  San  Marcos,  Coronel  J.  Domingo  Juárez 
Aragón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Santa  Rosa.  Coronel  don  Gustavo  Alfaro. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Solóla,  Coronel  don  Artemio  E.  Ruiz. 

Comandante  d^  Armas  del  Departamento 
de  Suchitepéquez,  General  don  Nicolás  de 
León. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Totonicapán,  Teniente  Coronel  don  Carlos 
Cipriani. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Zacapa,  General  don  Factor  Méndez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Progreso,  Coronel  don  Oscar  H.  Peralta. 

Auditor  General  de  Guerra;  Licenciado  Don 
Eliseo  Solis.  Avenida  Central  N"?  10. 

Auditor  de  Guerra  del  Departamento  de 
Guatemala:  Licenciado  don  Gliillermo  Cabre- 
ra Martínez:  3*  Avenida  Sur.  N"^  48. 

Fiscal  Militar:  Bachiller  Don  Urbano  Gra- 
majo.  Ciudad. 


JUECES   DE  PAZ 

DE    LA  CAPITAL 

Juez  1"  Licenciado  Don  Oliverio  García  A.,  Ciudad. 

Juez  2"?  Licenciado  Don  Lameano  Torres  Lorenzana,  Ciudad. 

Juez  3"?  Licenciado  don  José  Luis  Villacorta  Francés,  Ciudad. 

Juez  4"  Br.  Don  Cecilio  Mayorga  Cordón,  Ciudad. 

Juez  5"?  Br.  Don  Alberto  Portillo,  Ciudad. 

Juez  6"?  Don  Basilio  Ramírez.  7^  Avenida  Norte,  N"  81. 

Juez  7"?  Licenciado  don  laauro  Berganza.  Ciudad. 

Juez  dr  Instrucción.  Br.  Don  Humberto  Solís  Gallardo.  Ciudad. 

Juez  del  Tránsito:  Lic.  don  Ramón  Alvaiez,  Ciudad. 
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SALA  PRIMERA 


Juzgados  19  y  69  de  1*  Instancia  de    GJuatemala 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Fetén 

Juzgado  de  1^  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Sacatepéquez 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    El  Progreso 

Juzgado  de  1?  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Suchitepéquez 

SALA  SEGUNDA 

Juzgado  2?  y  4?  de  1?  Instancia  de      Guatemala 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Chimaltenango 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Baja  Verapaz 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Escuintla 

SALA  TERCERA 

Juzgado  3?  y  5"?  ds  1?  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Guatemala 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Santa  Rosa 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Alta  Verapaz 

Juzgado  de  1?  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Retalhuleu 

SALA  CUARTA 

Juzgados  19  y  2?  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Quezaltenango 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    San  Marcos 

Juzgado  de  1^  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Totonicapán 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Sololá 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    El  Quiché 

Juzgado  de  1^  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   :   Huehuetenango 

SALA  QUINTA 

Juzgado  de  1^  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Jalapa 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de   ....  Jutiapa 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Chiquimula 

Juzgado  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Izabal 

Juzgado  de  1*  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Zacapa 


Juzgado  1°  de  Paz   )  juzqado  1<?  DE  1?  INSTANCIA. 

Juzgado  29  de  Paz  \ 

Juzgado  39  de  Paz   |  JUZGADO  29  DE  1^^  INSTANCIA. 

Juzgado  49  de  Paz  I 

Juzgado  59  de  Paz   ) 

Juzgado  69  de  Paz   V  JUZGADO  39  DE  1»  INSTANCIA. 

Municipios  de  este  Departamento   ) 


Juzgado  49  de  1*  Instancia:  Juzgado  39  de  Paz  y  municipios. 
Juzgado  59  de  1*  Instancia:  Juzgado  29  49  y  59  de  Paz. 
Juzgado  6°  de  1*  Instancia:  19,  y  69  de  Paz. 
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DIRECTORIO  JUDICIAL 


Presidencia  del  Poder  Judicial. 
Corte  Suprema  de  Justicia 
Salas  1?,  2*  y  3»  de  Apelaciones 
Archivo  General  de  Protocolos 
Archivo  General  de  Tribunales 
Tesorería  de  Fondos  de  Justicia 
Estadística  Judicial 
Biblioteca  del  Poder  Judicial. 


PALACIO  DE  JUSTICIA 

(9?  Avenida  Sur  entre  14  Calle  y  Callejón 

del  Carrocero). 


Juzgados  1?,  2?  y  3?  de  1?  Instancia:  9»  C.  O.  N9  41. 
Juzgado  4?  de  1^  Instancia:  7?  Av.  S.  72. 
Juzgado  5?  y  6?  de  1?  Instancia:  7"»  Av.  Sur  70. 
Comandancia  de  Armas  y  Fiscalía  Militar:  13  Av..  y  7*  Calle. 
Juzgado  P  de  Paz:  15  Calle  Poniente  37. 
Juza;ado  2"?  de  Paz:  3*  Calle  Oriente  15. 
Juzgado  3^  de  Paz:  Avenida  Los  Arboles  139. 
Juzgado  49  de  Paz:  7*  Avenida  Sur  72. 
Juzgado  5'?  de  Paz:  Avenida  Bolívar  154. 

Juzgado  6<?  de  Paz:  2?  Av.  del  Cantón  La  Independencia,  San  Pedrito. 
Juzgado  7?  de  Paz:  Lavarreda. 


PERMANENTE 

Se  ruega  poner  en  conocimiento  de  la 
Presidencia  del  Poder  Judicial,  cual- 
quier anomalía  que  se  advierta  en  la 
administración  de  justicia,  a  fin  de 
seguir  la  investigación  que  corresponda 
y  dictar  las  medidas  que  el  caso  requiera 


A  LOS  SEÑORES 
ABOGADOS  Y  NOTARIOS 

inscritos  en  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
se  les  ruega  pasar  a  la  Secretaría  de  dicho 
Tribunal  a  registrar  su  sello  y  firma  en 
los  nuevos  libros  que  al  efecto  se  llevan. 


